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Presentación 



A finales de julio de 1998 tuvo lugar en Cuenca un Curso de Verano, 
oiganizado por la Universidad de Castilla-La Mancha, bajo el título Ei Patrí' 
manió Documeníai: Fuentes Documentales y Archivos, Varios motivos justi- 
ficaron sobradamente su celebración. Por un lado, la creciente preocupación y 
concieiKÍación de la Administración Pública en todos los aspectos referentes 
al Patrimonio Histórico Cultural. Por otro lado, la conveniencia de paliar el 
desfase que existe entre los jóvenes investigadores y el contacto con los docu- 
mentos escritos, intentando corregir deficiencias. Y por último, la pretcnsión 
de apoyar y complementar las enseñanzas que en estos momentos se imparten 
en la Univesidad. sobre todo en el campo de las Humanidades. 

Con todo, hay que resaltar que siempre ha existido una continua preocu- 
pación de los archiveros y las administraciones de archivos por facilitar infor- 
mación sobre fuentes documentales, respondiendo así a las necesidades de los 
investigadores. 

El fomento de la investigación histórica descansa en la apreciación de 
los archivos como base incuestionable para su desarrollo. Además, estos cen- 
tros, tanto los de carácter histórico como los administrativos o de gestión, de- 
ben tener una participación activa en el mundo cultural cientifíco. 

Este Orno de Verano, del que ahora presentamos los textos de las po- 
nencias que en él se desarrollaron, tuvo un carácter generalista. El esquema 
que se propuso responde a la idea de ofrecer un primer acercamiento al cono- 
cimiento de las distintas administraciones y su documoitación, sin olvidamos 
de la Iglesia y de las comunidades religiosas. Se iniciaron las sesiones con la 
dedicada a la Iglesia Medie\ al y su documentación, siendo el Dr. D. Bonifacio 
Palacios Martin el encargado de dejar constancia de que el patrimonio docu- 
mental eclasiástico, por las relaciones entre los poderes civiles y religiosos, al 
menos en España, es de una gran riqueza y su utilización permite abordar estu- 
dios científicos de temática diversa. Las administraciones públicas, en particu- 
lar la Central y Local, gestionan un gran número de archivos constituyendo 
hoy día la base pará^niciar cualquier investigación. Lógicamente, un papel 
más relevante ooq^ó la Administración Central, iniciándose el recorrido histó- 
rico por la Edad Moderna, primero con la ponencia a cargo del Dr. D. Manuel 
M. Martín Galán, que se centró en la época de los Austrías como período fim- 
damental en el desarrollo de la Administración, ofi«ciendo una evolución muy 
clara del sistema político-institucional (Consqos, Secretarias y Juntas), pan 
finalizar con una pequeña parte dedicada a la Administración de Justicia. La 
documentación producida por estas instituciones la desarrolló el Dr. D. Pedro 
López Gómez, del Cuerpo Facultativo de Archiveros, con una presentación 



actualizada de los archivos en los que se encuentra esta documentación y los 
problemas existentes por la falta de identificación de fondos y clasificaciones 
y descripciones que han dado lugar a agrupaciones arbitrarias. 

En las páginas siguientes, la archivera M"* del Carmen Cayetano Martin 
se ocupa de la documentación de la Administración Local en la Edad Moderna 
analizando las funciones de ésta: fé pública, justicia, personal, control de la 
población, milicias, salud pública, obras y uibañumo, fiestas, eosefianza, abastos 
y hacienda. 

El Dr. D. Ángel R. del Vedle Calzado fiie el encargado de abordar el 
Estado y la Administración Central en la Espafia Contenqxninea, abarcando 
en su exposición hasta el inicio de la Guerra Civil, debido al amplio periodo y 
a que los acontecimientos más cercanos a nuestros días requieren un trato más 
detallado, que es conveniente desarrollar específicamente. De la documenta- 
ción de la Administración Central Contemporánea se ocupó Dfia. Riansares 
Serrano Morales, del Cuerpo Facultativo de Archiveros, centrando su exposi- 
ción desde el comienzo del régimen ministerial y su consolidación, sin oh idar 
la Administración Institucional, Corporativa y Central Periférica. Analiza, ade- 
más, las clases y estructura del expediente administrativo como expresión do- 
cumental del procedimiento administrativo. 

El espacio dedicado a la Administración Local tuvo su desarrollo 
institucional expuesto por el Dr. D. Angel L. López Villaverde, analizando los 
orígenes del municipio contemporáneo, desde el modelo constitucional hasta 
el modelo fimiquista, profundizando de una manera muy clara los modelos que 
suigieron: moderado, progresista, caciquil, prímorríverista y II República. El 
archivero D. José R. Rodríguez Clavel fiie el encargado de la parte destinada a 
la docimientación de la Administración Local, sistematizando las competen- 
cias y la producción documental de esta administración. 

Como colofón a esta obra, el trabajo del Dr. D. José M* de Francisco 
Olmos, centrado en la Historia > losArchivos: Falsificaciones y Anécdotas, de 
la que señalaremos que realizó un repaso por los principales problemas histó- 
ricos. Además, se reivindicó la figura del archivero profesional como persona 
especialista en el trabajo archivístico. 

Durante aquellos dias de julio de 1 '^)'-)S un buen número de alumnos, que 
superaron con mucho la centena, y profesores de distintas univesidades (Castilla- 
La Mancha. Complutense de Madrid y A Coruña) y archivos ( Archix o de Vi- 
lla. Madrid, Archi\o Regional de Castilla-La Mancha, Archivos Provinciales 
de Cuenca, Toledo y Ciuadalajara, Archivo Municipal de Toledo, Archivos de 
las Diputaciones de Cuenca y Guadalajara) compartieron inquietudes, ilusio- 
nes y conocimientos. El resultado científico de aquel encuentro se ofiiece en 
esta publicación que no habría sido posible sin la ayuda de la Consejería de 
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Educación y Cultura de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, la 
Asociación de Amigos del Archivo Histórico Provincial de Cuenca y, por su- 
puesto, la Universidad de Castilla-La Mancha. 

M^de laAlmudena Serrano Mota 
Mariano García Ruipérez 
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LA IGLESIA MEDIEVAL. SU DOCUMENTACIÓN 



BoNiFAao PAiAaos Martín 
Universidad Complutense de Madrid 



El tema de la documentación medieval de la Iglesia es tan extenso y con 

tan vanados matices que tratar de exponerlo en una hora sería como querer 
encerrar el mar en una concha. Por eso, más que una descripción detallada, lo 
que pretendo es ofrecer una panorámica general de la misma que permita al 
investigador captar su sentido cultural e histórico y entender en su conjunto el 
fenómeno documental eclesiástico. 

«Documentación eclesiástica» es una expresión muy amplia, que con- 
viene deslindar de otras afínes como «patrimonio documental» o «fuentes ecle- 
siásticas». 

Por «(documentación eclesiástica» entiendo aquella que pertenece a la 
Iglesia, bien como institución productora o como institución receptora de do- 
cumentos, al margen del h¡g¡u donde se encuentren. Se trata, por consiguiente, 
de un concepto diplomático. En cambio por «patrimonio documental eclesiás- 
tico», en un sentido estricto, entendemos aquella documentación que es pro- 
piedad de la Iglesia, cualquiera que sea su origen o contenido. De manera que 
se considerarían parte del mismo, por ejemplo, los depósitos que otras perso- 
nas o instituciones hubiesen legado a la Iglesia. En este caso manejamos un 
concepto jurídico. Mientras que la tercera expresión, «fuentes eclesiásticas», 
contiene un concepto historiográfíco, que se define por contraposición al de 
bibliografía. Fue Ranke quien de forma clara estableció la diferencia entre una 
y otra, entendiendo por fuente aquellos testimonios - entre ellos, los docu- 
mentales - que se basan en el conocimiento directo de los hechos o en el 
testimonio de testigos directos, considerando «bibliografía» el trabajo 
historiográfíco que se basa en las fuentes. Por consiguiente considero ^c/^^/áí- 
tica a cualquier documento que aporte una información inmediata relativa a 
instituciones o temas eclesiásticos, cualquiera que sea su orígen, pertenencia o 
ubicacito. 

A partir de estas puntualizaciones conceptuales y habida cuenta de la 
brevedad que nos inq^me la amplitud del tema, parece q»ortuno ordenar nues- 
tras reflexiones en tomo a estos tres epígrafes: 

1 . La Iglesia como productora de documentos. 

2. La Iglesia, conservadora de documentos. Su patrimonio documental. 

3. Localización de las fuentes eclesiásticas. 
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1. La Iglesia, productora de documentos 

Hasta la época moderna, en la que se descubre el \ alor cultural del do- 
cumento, la estimación social del mismo estaba ligada fundamentalmente a su 
valor administrativo y, de manera especial, a su valor probatorio, de acuerdo 
con el concepto romano de la «fides pública», que se reconocía a todo docu- 
mento emanado de una institución pública en el ejercicio de su propia jurisdic- 
ción. 

En este sentido, para entender el papel de la Iglesia como productora de 
documentos, parece interesante recordar cómo ésta fue desarrollando su pro- 
piajurisidicción tras el reconocimiento del Edicto de Milán. En efecto, a partir 
de esa lecha ios emperadores fueron otorgando a las curias episcopales facul- 
tades y atribuciones de carácter político: como el privilegio del foro, por el que 
los tribunales eclesiásticos tenían capacidad pera entender en los asuntos del 
clero y en los de aquellos laicos que se acogieran a él; o la capacidad para 
registrar, con valor público, la emancipación de esclavos, los testamentos, 
matrimonios, etc. 

Estos privilegios se habían otorgado al clero católico con el fin de 
equipararlo a los sacerdotes paganos. Pero de hecho se convirtieron en la base 

de una jurisdicción eclesiástica que no haría sino crecer en los siglos siguien- 
tes, debido a la desintegración de la organización administrativa y judicial 
romana. lo que en ocasiones obligaba a la población a llevar sus asuntos a los 
órganos eclesiásticos, que con frecuencia eran los únicos que seguían en fun- 
cionamiento. 

En consecuencia, esos órganos se convirtieron en centros importantes 
de recepción y, sobre todo, de emisión de documentos. Las curias episcopales 
crearon su propia cancillería, algunas de las cuales alcanzaron un alto nivel de 
desarrollo. De entre ellas fue la cancillería romana la que más destacó, convir- 
tiéndose desde la Alta Edad Media, en referencia obligada para las de otras 
diócesis. Hay noticias de que la cancillería papal existía ya en el siglo V, del 
que se conserva algún documento. Su inq)ortancia y organización siguió cre- 
ciendo en los siglos posteriores, sobretodo en el pontificado de Gregorio I. 
Tenía varios notarios, con un jefe o primicerius al fiante. La producción de 
documentos también aumentó notablemente. Es entonces cuando Gregorio I 
incoipora a la intitulación papal la fórmula «servus servonim Dei». La deca- 
dencia cultural de la sociedad de aquella época motivaba que hasta la cancille- 
ría romana llegasen encargos de la administración civil y de particulares. Por 
lo que hubo que regular estos trabajos de los notarios, imponiéndose algunas 
limitaciones. En el mismo contexto de decadencia cultural hay que situar la 
aportación de los centros monásticos y sus escritorios, tanto en lo que se refie- 
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re a la producción de documentación propia como a la copia de textos de diver- 
so origen. 

Pero la decadencia cultural de los siglos oscuros de la Edad Media aca- 
bó por afectar también al documento y a su valor probatorio. A partir del siglo 
DC decae el empleo del documento como prueba y se tiende a sustituirlo en los 
procesos por la prueba testifical, llegándose en algunos casos a reconocer al 
documento escrito valor probatorio sólo mientras viviesen los testigos. En 
consecuencia se procuraba buscar testigos jóvenes, con frecuencia nifios, cuya 
memoria se procuraba avivar con alguna celebración u otras prácticas menos 
agradables. Esta situación no duró mucho tiempo. La prueba escrita volvió a 
recuperar terreno en el ámbito procesal e incluso se antepuso en algunos casos 
a la prueba testifical. Fn consecuencia, se reactivó otra ve/ la producción de 
documentos. Pero ese período intermedio de decadencia del documento liabia 
creado un vacio difícil de llenar. Durante él se habían realizado actos jurídicos 
que producían derechos absolutamente verídicos de los que no existía prueba 
documental. Ese vacio se trató de llenar con documenios históricamente ver- 
daderos (pues reproducían un hecho jurídico cierto) pero diplomáticamente 
fidsos. Además esta práctica permitió que, a la vez, se abriera una vía para 
otras cornq)telas como la de modificar parcialmente el documento, cambiando 
o añadiendo alguna claúsula y destruyendo luego el original, aunque estos 
retoques no siempre tenían una intención dolosa, pues en algunos casos obede- 
cían a los cambios producidos en el lenguaje, la geografía, etc. 

Este fenómeno se dio de manera especial en el norte de la península, 
donde ya se había producido la reconquista y, por tanto, existía documentación 
altomedieval. Es el caso de las iglesias de Lugo, Santiago y Oviedo, cuyos 
fondos documentales, tanto los de naturaleza civil como los eclesiásticos, con- 
tienen abundantes falsificaciones, totales o parciales, en las que con frecuen- 
cia se deslizaban anacronismos, datos inusuales en aquella época u otros indi- 
cios que han permitido a los diplomatistas comprobar su falsedad. 

En cualquier caso la recuperación del v alor jurídico del documento y su 
empleo en las actividades económicas y administrativas produjo una mayor 
producción documental en toda la sociedad, y de modo especial en las institu- 
ciones eclesiásticas, como lo demuestran los fondos que han llegado hasta 
nosotros. Pero esto lo vamos a ver en el epígrafe siguiente. 

2. Ln Iglesia, conservadora de documentos. El patrimonio documental 
eclesiástico 

Es bien conocido el cuidado con que las instituciones eclesiásticas han 
recogido y conservado su propia documentación, que ha hecho de ella una 
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referencia obligada no sólo para la historia eclesiástica sino también para la 
civil. Son varías las razones que lo explican. En primer lugar, hay que destacar 
la continuidad y buena organización de esas instituciones (papado, obispados, 
monasterios...), cuyos miembros tenían, además, un nivel cultural superior al 
normal, que favorecía tanto la producción como la conservación de los docu- 
mentos. En relación con el papado, modelo en una y otra faceta, Walter Ullmann 
añade una segunda razón, derivada, en su opinión, de que los papas habían 
adoptado el lenguaje jurídico romano para expresar su doctrina sobre el go- 
bierno de la Iglesia, en lo que, según el historiador inglés, las relaciones hom- 
bre-Dios adquieren un aspecto legal, que se concretaba en derechos y deberes. 
Ahora bien, el instrumento con el que el papado llevaba a cabo su misión eran 
los decretos pontificios, en ios que la doctrina se convertía en norma, ley o 
derecho. De ahí, sigue diciendo, la importancia que para la institución papal 
tenía la conservación de tales decretos, que resultaban auténticos arsenales 
ideológicos de cara a la futura organización y gobierno de la Iglesia. Habia, 
pues, que custodiarlos cuidadosa y ordenadamente en un lugar adecuado: el 
archivo. De este modo los archivos transmitieron el pensamiento papal, mol- 
deando a las generaciones posteriores y orientando a los futuros pontífices por 
las vías de pensamiento y acción de sus antecesores. 

En realidad (al margal de algunas premisas de este investi^dor, discu- 
tibles y discutidas), lo cierto es que el «archivo», como lugar de conservación 
de documentos, es una necesidad de toda organización administrativa, cual- 
quiera que sea su naturaleza (religiosa, política, económica, etc.) sobretodo 
cuando se trata de instituciones que han desarrollado un aspecto burocrático 
de cierto nivel. En este caso el archivo se hace necesario tanto por exigencias 
puramente administrativas como por la necesidad de conservar la memoria 
histórica de la institución, de la que el archivo es su «núcleo duro». Vamos a 
hacer, pues, una breve referencia a los principales tipos de archivos medieva- 
les de las instituciones eclesiásticas. 

2.1. El Archivo Vaticano 

Es, sin duda, el centro eclesiástico más importante de producción y con- 
servación de documentos de la Edad Media. En él se alberga parte de la docu- 
mentación producida por el papado, y la que éste recibía de las diferentes igle- 
sias, monarquías y otras instituciones de la Cristiandad. Es, por lo tanto, un 
archivo fundamental para la historia civil y eclesiástica, sobretodo de los paí- 
ses occidentales. Por lo demás su temprana y avanzada organización lo convir- 
tió en el modelo a imitar por algunas instituciones eclesiásticas y, a veces, 
también por las monarquías. 
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Las primeras noticias sobre su existencia se remontan a los últimos tiem- 
pos del Inq>erío Romano de Occidente. En esa época el archivo estaba situado 
en el mismo edificio de la biblioteca. Lo custodiaba un consejero del papa, 

generalmente obispo, que ostentaba el título de primiceriuSy con algunos fun- 
cionarios (los scrinarii) a sus órdenes. En esta primera etapa de su existencia 
el soporte de la documentación más frecuente fue el papiro, utilizado en imo 
de los originales más antiguos, una carta de Adriano I, del año 788. En roldes 
de papiro se solían hacer también los registros, que eran guardados en arcas y 
armarios rudimentarios. Su conservación no era fácil, por lo que sólo nos han 
llegado en copias posteriores: unos mil quinientos documentos anteriores al 
siglo XI, la mayoría, pertenecientes al pontificado de Gregorio I. Se trata por 
lo general de privilegios y cartas, cuyos originales solían lle\ ar unas bulas 
pequeñas que recogían los pliegues del documento, del que en la mayoría de 
los casos se han desprendido allí donde se conserva. 

A partir del siglo XII el Archivo Vaticano cobra un gran impulso, debido 
al desarrollo de la burocracia pontificia. Estamos en la época en que se des- 
pliega el gran poder teocrático del papado y eso se nota en los óiganos que 
genera para ejercerlo. Hacia 11 25 él archivo obtiene edificio propio Junto a la 
cancillería, que se desentiende de la administración civil de Roma, por lo que 
sus notarios y escribientes dejan de ocuparse de los documentos privados rela- 
cionacbs con la ciudad. La reorganización de la cancillería afectó, naturalmen- 
te a la producción de la documentación conservada en el archivo. No sólo se 
irán especializando las oficinas productoras (Penitenciaría, CámaraApostóli- 
ca. Secretaría, oficina del Breve, Cartas de Gracia) y las funciones que sus 
miembros [notarios, abbreviatores, correctores, bullatores, etc.) sino también 
los tipos de documentos (a las cartas y privilegios se añadirán los breves, sú- 
plicas, «motu propios», etc.) Pero lo que, tal vez, más nos interesa son las 
novedades que se introducen respecto a la conservación de los documentos. La 
más importante es, sin duda, la aparición y conservación sistemática de los 
registros de cancillería. Ya hemos señalado la existencia de copias anteriores 
de los documentos emanados de la cancillería pontificia. No son el registro 
original, sino copias. En 1198 Inocencio m inaugura los registros sist^náti- 
cos, que perdura hasta hoy, clasificados en tres series básicas: 1 . Cartas y Pri- 
vilegios^ dividido en tres fondos (Registros Vaticanos , Registros Aviñonenses 
y Registros Lateran&ises o Regesta Cancellariae); 2. Registros (k Breves , ini- 
ciados como fondo aparte por Martín V en Avifión; 3. Súplicas, igualmente 
iniciados por Martín V. Respecto a las súplicas conviene recordar que en un 
principio eran redactadas y presentadas por los solicitantes, pero en el siglo 
XIII aparece la figura del procurador, residente en Roma, que podía servir a 
diferentes particulares en ese menester. En cualquier caso la súplica presenta- 
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da no solía recogerse en el registro: lo que realmente interesaba era la respues- 
ta. ElArchivo Vaticano tiene, además, unos fondos importantes de documenta- 
ción fiscal en las secciones «Introitus et exitus», «CoUecturiae» e «Instrumenta 
Miscellanea». 

2.2. Otros archivos 

Como hemos indicado ya, el Archivo Vaticano fue el espejo en el que se 
miraron otros archivos, tanto civiles como eclesiásticos. Es bien sabido que 
Jaime 1 aplicó al Archivo de la Corona de Aragón el sistema de registros intro- 
ducido por Inocencio 111. Aquí nos corresponde ocuparnos de los eclesiásticos 
para ofrecer una breve síntesis de su tipología y rasgos característicos. 

Un primer grupo está formado por los archivos pertenecientes al clero 
regular. Dentro de la unidad institucional que es la diócesis, los más importan- 
tes son el archivo capitular, el episcopal o diocesano, y el parroquial. 

El archivo capitular (también llamado a veces catedralicio) pertenece 
al cabildo de la iglesia catedral de una diócesis. La configuración institucional 
del cabildo se desarrolla principalmente entre los siglos XII, tras el impulso 
que recibe con la difíisión de los canónigos regulares, y el XVI, en el que es 
regulado por el concilio deTrento. El archivo recoge la documentación produ- 
cida y recibida por el cabildo en el ejercicio de sus competencias y en relación 
con sus derechos y deberes. En él se puede encontrar la documentación relati- 
va al propio gobierno del cabildo (especialmente nombramientos), a la gestión 
de su patrimonio, a la «fábrica» u obra de la Iglesia, al culto en la catedral, etc. 
La documentación medieval no suele ser muy abundante, salvo excepciones 
muy estimables. En su ordenación es frecuente la creación de series facticias, 
como las de pergaminos o de documentos reales. También es frecuente encon- 
trar en ellos fondos de otras instituciones eclesiásticas (monasterios suprimi- 
dos, parroquias) o de particulares allí depositados. 

Cuando la sede episcopal ha sido trasladada a otra ciudad, el cabildo y 
su archivo permanecen en la sede originaria. Es el caso de Sigüenza y Coria, 
por citar sólo algunos ejemplos próximos. 

El archivo diocesano o episcopal es el propio del obispo y de la curia 
diocesana. Recoge, por tanto, la documentación relativa a la institución q>iscopal 
y a las fimciones administrativas y pastorales que le corresponden. Sin embar- 
go la separación entre el archivo capitular y el episcopal no siempre se dio, 
sobretodo en el caso de obispos que, por sus cargos en la corte real, permane- 
cían habitualmente ausentes de su diócesis. En tales casos nombraban unos 
gobernadores o administradores, generalmente miembros del cabildo, que les 
sustituían en la mayoría de sus funciones. Esta situación desaparece tras el 
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concilio de Trento, que acabó con el absentismo y normalizó ioS archivos 

diocesanos allí donde no existían. En ellos suele haber aún menos documenta- 
ción medieval, por lo general referida a la propia figura del obispo y a sus 
labores administrativas y pastorales en la diócesis. También se pueden encon- 
trar fondos de otras instituciones o de particulares, allí depositados. 

Muy importantes son también los archivos parroquiales allí donde se 
conservan, pues son seguramente los que peor suerte han tenido a través de los 
tiempos. Sus fondos más apreciados son los libros de bautismos, matrimonios 
y defunciones. Pero éstos no fueron regulados hasta el concilio de Trento, por 
lo que es rara su existencia y conservación de época medieval, aunque no fal- 
tan casos excepcionales, como el de la iglesia de Guadalupe. Otra documenta- 
ción que suele hallarse es la de carácter económico, así como la relativa a 
hermandades, fundaciones y patronatos, fóbríca de iglesias, etc. 

Otro grupo importante de archivos es el perteneciente a comunidades 
monásticas y similares. El perfil de estas comunidades como productoras y 
conservadoras de documentos es muy distinto del de las instituciones mencio- 
nadas del clero regular. La diferencia fundamental estriba en que los centros 
monásticos apeaas desarrollan funciones pastorales y administrativas que, cuan- 
do existen, se circunscriben casi exclusivamente al ámbito inmediato al mo- 
nasterio o convento, y a los asuntos propios de los mismos. No obstante no 
podemos perder de vista la existencia sobretodo en los monasterios 
altomedievales, de determinados factores que ayudan a entender la riqueza 
documental de sus fondos. Estos monasterios eran con frcuencia el único cen- 
tro de cultura, sobretodo en el ámbito rural. Eran instituciones en gran medida 
autónomas - sobretodo hasta la aparición de las reformas de Cluny y el Cister- 
que guardaban celosamente la documentación relativa al monasterio, y la co- 
piaban periódicamente en libros o cartularios para su mejor lectura y conser- 
vación. De manera que en sus fondos pueden hallarse documentos originales 
(generalmente en pergamino hasta el siglo XIII), entre los que reciben un espe- 
cial cuidado los de procedencia real; los códices diplomáticos con diversas 
denominaciones («libro», cartulario, tumbos, becerros); actas capitulares, que 
recogen las decisiones de la comunidad o, en su caso, de organismo superio- 
res; documentación económica relacionada con determinados gastos, o en ge- 
neral con el patrimonio del monasterio (apeos, «cabreos», libros de fábrica, 
etc.). Tampoco es difícil hallar, sobretodo en la Baja Edad Media, una farragosa 
documentación judicial que con frecuencia abunda en documentos incluidos 
de épocas anteriores. La aparición de las órdenes mendicantes a principios del 
siglo XIII dio lugar a una enorme red de conventos, masculinos y femeninos, 
menos cerrados sobre sí mismos y más dependientes de una organización ge- 
neral centralizada, lo que condicionaba en parte la tipología documental de sus 
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fondos, que comúnmente no son tan ricos como los de los monasterios. Aun- 
que sienqjre hay excepciones, cuyo mejor ejemplo es el de Guadalupe, situado 
además en tierras de jurísidicción eclesiástica castellano-manchega - pertene- 
cía a la archidiócesis de Toledo - cuyos fondos de documentación de los siglos 
XIV y XV son de los más ricos de España, dentro del grupo monástico. 

23. El patrimonio documental eclesiástico. Situación en Espafta 

La documentación medieval conservada por las instituciones eclesiás- 
ticas es de una importancia histórica extraordinaria, lo que ha llevado a múl- 
tiples países a considerarla parte fundamental de su patrimonio cultural. En 
España esa consideración se venía manifestando en múltiples disposiciones 
legales recogidas y actualizadas en la Ley de Patrimonio Histórico Español 
de 1985, que incluye expresamente el «Patrimonio Documental y Bibliográ- 
fico» y la normativa por la que ha de regirse. En élla se establece la compe- 
tencia y responsabilidad plena del Estado sobre el patrimonio documental de 
su propiedad y competencias, y responsabilidades subsidiarias sobre el patri- 
monio documental y bibliográfico de propiedad privada, donde se incluye el 
eclesiástico. Una y otra conq)etencia - plena y subsidiaria — pueden ser dele- 
gadas por el Estado en las comunidades autónomas, que en ese caso deberán 
desarrollar la legislación necesaria para su adecuado desempeño. 

Sobre estos principios los poderes públicos han dictado algunas medi- 
das, que afectan al patrimonio documental eclesiástico, destinadas a asegurar 
su custodia, conservación y difusión. Así se ha ordenado la creación de un 
censo nacional que registre todos esos bienes. Se ha establecido la obligación 
de los poseedores privados de «conservarlos, protegerlos, destinarlos a un uso 
que no impida su conservación, y mantenerlos en lugares adecuados». Lo con- 
trario posibilitaría la expropiación forzosa. En el caso de que quisieran vender- 
los o exportarlos los poderes públicos podrían ejercer el derecho de tanteo y de 
retracto. También habrán de «permitir el estudio de los investigadores, previa 
solicitud razonada de éstos». 

Pero el patrimonio documental eclesiástico posee, junto a esta normati- 
va estatal, otra normativa propia, basada en la legislación eclesiástica. En el 
Código de Derecho Canónico hay diversas disposiciones como las que esta- 
blecen la existencia de archivos en todos los cabildos, parroquias y otros luga- 
res de culto. En los de ámbito diocesano se establece, adenoiás, que haya dos 
secciones: una abierta^ de carácter público, a la que podrán acceder los inves- 
tigadores para realizar trabajos de carácter científico, y otra reservada, que 
guardará aquella documentación que, por su naturaleza, deba permanecer en 
secreto y que sólo podrá utilizar el obispo correspondiente. Estos principios 
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han tenido un desarrollo posterior más concreto y más fiivorable a la investiga- 
ción, siguiendo el ejemplo del Archivo Secreto Vaticano, abierto por León 
Xin en 1 881, aunque con las limitaciones pertinentes. 

Otras normas de rango inferior han dado lugar a múltiples iniciativas 
destinadas a mejorar la organización, conservación y consulta de estos fondos. 
Se ha sugerido la formación de archiveros especializados para lo que se han 
servido de la magnífica Escuela Vaticana, así como la confección de inventarios 
y otros instrumentos de localización y consulta. También se ha promovido la 
creación de archivos centrales en las diócesis, en las que los parroquiales pue- 
dan ser depositados en mejores condiciones de conservación. En la mayoría de 
los casos, se ha avanzado en la utilización del soporte fotográfico e informático 
para la consulta de los documentos. En todo ello hay que destacar el importan- 
te papel que ha desempeñado la Asociación de Archiveros Eclesiásticos. No 
obstante sería deseable, en algunos casos concretos, avanzar en temas como la 
ordenación de los fondos, elaboración de instrumentos de consulta, regulación 
del acceso de investigadores, si bien en este último caso el servicio y las faci- 
lidades que normalmente reciben son, por regla general, muy superiores a las 
de otros archivos privados. 

3. Localización de las ftientes eclesiásticas 

Hasta ahora en las consideraciones generales sobre la documentación 

eclesiástica que venimos haciendo ha predominado la perspectiva diplomática 
y archivistica. En este último epígrafe, sin abandonar las anteriores, vamos a 
situamos preferentemente en la perspectiva del historiador. La pregunta fun- 
damental que, por consiguiente, procede hacer es cómo localizar las fuentes 
documentales que interesan a las instituciones y, en general, a la historia ecle- 
siástica. 

Mi respuesta va a ser esta vez menos académica que práctica. Dejemos, 
por sabido, todo lo que los tratados introductorios a la historia nos enseñan 
sobre la localización, clasificación y tratamiento de las fuentes y sobre las 
disciplinas que ayudan a realizar esas operaciones. Lo que voy a exponer a 
continuación resume una serie de experiencias llevadas a cabo por un grupo de 
investigadores de diferentes universidades que trabajamos en un proyecto de 
investigación que tiene por objeto reconstruir, en la medida de lo posible, la 
colección diplomática medieval de la Orden de Alcántara. Este ejenqilo tiene 
un cierto valor paradigmático, habida cuenta de las dificultades que presenta. 

El primer paso es, obviamente, acudir a los archivos centrales de la pro- 
pia institución, donde existe la posibilidad de encontrar la documentación in 
situ, para luego extender la investigación a los fondos producidos por otras 
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instancias relacionadas con ella. Pero respecto a la propia institución podemos 
encontramos con dos situaciones que complican las cosas: que, la documenta- 
ción haya desaparecido, o que haya sido trasladada a otros centros. 

La desaparición de la documentación de su centro originario ha podido 
deberse a la desidia, incendio, rapiña, desaparición de la comunidad que la 
poseía o a otras circunstancias. En el caso de la Orden de Alcántara parece que, 
en su mayor parte, se debió a las guerras con Portugal de finales del siglo 
XVIII o a la Guerra de la Independencia. Lo cierto es que los arcon'es que 
conservaban sus documentos más selectos fueron saqueados o quemados. Lo 
que quedó fue trasladado, a raíz de la desamortización, a otros centros. El tema 
de la desamortización es fundamental para entender la situación de la docu- 
mentación eclesiástica, que sufrió considerablemente en la integridad de sus 
fondos a lo largo de ese proceso. Estas pérdidas empezaron en 1808, con la 
incautación de bienes decretada por Napoleón Bonaparte. Luego la desamorti- 
zación propiamente dicha, iniciada por Mendizábal en 1 834 y continuada pos- 
teriormente por alguno de sus sucesores, condujo a la supresión de conventos 
y otras instituciones eclesiásticas, y al traslado de su documentación a las De- 
legaciones Provinciales de Hacienda. Esa documentación, tras pasar alguna de 
ella (la conventual) por la Real Academia de la Historia, fue a parar al Archivo 
Histórico Nacional, creado con este fin en 1866. Pero en el recorrido parte de 
ella se quedó en el camino, sobretodo en los archivos provinciales, como se ha 
comprobado en los de Cuenca, Guadalajara, Ciudad Real y Albacete, según 
información recibida de sus responsables. La poca pero nada despreciable— 
documentación medieval que de la Orden de Alcántara llegó al Archivo Histó- 
rico Nacional procedía, en su mayor parte de los restos conservados en su casa 
central, el convento de San Benito de Alcántara y, en casos excepcionales, de 
otros conventos de la orden. 

Esto, por lo que a los fondos propios de la institución se refiere. Pero 
había que tratar de llenar los enormes vacíos que, tras las pérdidas mencio- 
nadas, presentaban. Para conseguirlo nos hemos planteado una estrategia 
— válida en sus líneas generales para otros casos consistente en rastrear los 
fondos de aquellas otras instituciones que hayan podido tener algún tipo de 
relación o contacto (institucional, de afinidad o de confi*ontación) con la 
orden de Alcántara. En primer lugar, dirigimos nuestra atención a los archi- 
vos de aquellas instituciones emisoras de documentos de los que Alcántara 
podía ser receptora. Los más fecundos han sido el Archivo Vaticano, entre 
los eclesiásticos, y Simancas, entre los civiles. En segundo lugar, tuvimos en 
cuenta los posibles destinatarios de la documentación emanada de las auto- 
ridades de la orden, especialmente del maestre, en el ejercicio de sus funcio- 
nes: concejos y lugares de señorío de la orden, comendadores y conventos. 
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Esta documentación suele aparecer a veces en archivos de los municipios 
actuales correspondientes o en archivos nobiliarios de linajes establecidos 
en territorio de la Orden. 'Dunbién consideramos necesario rastrear los ar- 
chivos existentes de instituciones o personas eclesiásticas o civiles con los 
que la Orden de Alcántara hubiera mantenido algún tipo de conflicto. En el 
^bito eclesiástico la primera referencia era el obispado de Coria, con el 
que Alcántara mantuvo un pulso multisecular sobre derechos jurisidiccionales 
y fiscales, que ha dejado un amplio rastro documental. También es impor- 
tante mencionar la conflictividad que mantuvo con la Orden de Calatrava, 
aunque por razones de carácter institucional, ya que Alcántara había sido 
filial de Calatrava en sus primeros momentos pero desde muy pronto trató 
de desvincularse de ella. Otra de las direcciones que hemos dado a nuestra 
investigación la constituyen los municipios y señoríos próximos con posi- 
bles relaciones de vecindad, amistosas o conflictivas. La documentación 
que nos pueden proporcionar sus archivos - municipales o nobiliarios es 
más abundante en el caso de que la relación hubiese sido conflictiva. como 
veremos enseguida. Pero tampoco falta la de signo contrario, que suele tra- 
tar de hermandades, alianzas, relaciones de parentesco, etc. Un dalo muy a 
tener en cuenta respecto a la documentación de carácter conflictivo que po- 
demos encontrar en otras instituciones civiles o eclesiásticas, es su frecuente 
carácter complementario respecto a la documentación alcanlarina: no solo 
porque puede suplir lo que se ha perdido con el tiempo sino, sobretodo, 
porque cada institución solía conservar en su archivo los documentos que le 
fiivorecían. De manera que determinados asuntos sólo nos es posible enjui- 
ciarlos correctamente teniendo en cuenta la documentación que aporta una y 
otra parte. En relación con la conflictividad hay que señalar también la im- 
portancia de la documentación que pueden proporcionar las diferentes ins- 
tancias judiciales, no sólo por las decisiones que toman sobre los asuntos 
que se tramitan sino también por los documentos incluidos de época ante- 
rior, alegados a lo largo del proceso. En este aspecto las sentencias ejecuto- 
rias suelen ser las más fructíferas. Por último conviene tener presentes las 
colecciones de copias documentales realizadas antes de la pérdida del archi- 
vo de Alcántara con distintas fmalidades. Para la orden de Alcántara nos 
interesa las conservadas en la Biblioteca Nacional, relacionadas posible- 
mente con la incorporación de la orden a la Corona; la Colección Salazar y 
Castro de la Real Academia de la Historia, o las de Ascensio de Morales, en 
apoyo de las regalías de los Borbones, repartidas entre la Academia y el 
Archivo Histórico Nacional. A ellos habrá que añadir otras menos conoci- 
das y, a veces, difíciles de localizar. 
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Concluyo, pues, estas reflexiones de carácter general sobre la docu- 
mentación eclesiástica con la esperanza de que, al menos, hayan servido para 
aproximarles a su realidad históñcocultural y para señalar alguna de las vias 
de acercamiento a la misma. 
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Una de las principales características del desarrollo del listado moder- 
no lúe la organización de un aparato burocrático progresivamente más comple- 
jo y tecnitlcado, acorde con las necesidades cada vez mayores de la acción del 
Gobierno. Y así, medíante instituciones y figuras de nueva creación o bien here- 
dadas de la Edad Media, mas modificadas totalmente o sólo en la medida nece- 
saria paia hacerlas útiles a la nueva situación, se ííie confonnando un sistema 
del que fueron piezas centrales los óiganos colegiados denominados Consejos 
-de ahí que se hable de régimen o sistema polisinodia- Junto a ellos, los secre- 
tarios, enlaces entre los Consejos y el monarca, y otros oiganismos menores, las 
Juntas, que prolíferaron sobre todo en el siglo XVII, constituyen el entramado 
básico de lo que puede denominarse administración central. 

Bien entendido, el rey, el monarca, se encontraba a la cabeza del siste- 
ma, como único titular de la soberanía y depositario del poder, un poder que se 
definía como independiente frente al exterior, superior a todos en el interior y 
no sujeto a derecho. Él era cabeza y \ ínculo común de una Monarquía creada 
por los Reyes Católicos y luego ampliada por los avalares del destino de 
signo tan distinto al inicialmente previsto y uno de cuyos rasgos distintivos 
fue la politerritorialidad. Una pluralidad de territorios que al ser incorporados 
conservaron sus propias instituciones y tradiciones políticas y que. por lo tan- 
to, debían ser gobernados de íbrma distinta. Y no esta de mas recordar que el 
rey lo era del conjunto porque lo era de cada uno de sus reinos. 1 n teoría 
correspondía al monarca dirigir la política exterior del conjunto y la interior de 
cada uno de sus reinos. En la práctica, como hemos señalado, eran las institu- 
ciones las que, por delegación, asumían parte de las tareas de gd>iemo. 

En el siglo XVII, por otra parte, haría su aparición junto al monarca la 
figura del valido. Era éste, recuerda Tomás y Valiente, un caso extraordinario 
del privado [**privar... vale ser fiivorecido de algún sefior... porque se particula- 
riza con él y le diferencia de los demás; y éste se llama privado**, afirma 
Covarrubias en su Tesoro]. Y su aparición fiic producto, por una parte, de la 
debilidad personal de determinados monarcas y de la tendencia a elegir cola- 
boradores por criterios de amistad personal por encima de cualquier otra con- 
sideración: se ha visto en ella el intento de la alta nobleza de hacerse con el 
control de la Monarquía, tras haber sido en cierta forma maiginada por Carlos 
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V y Felipe II; pero también es cierto que venia aconsejada por la dificultad 

creciente de los asuntos de Estado y la necesidad de buscar mayor eficacia 
administrativa. No tenían ningún caigo oficial que los avalara, aunque si acu- 
mularon cargos cortesanos. Su poder procedía exclusivamente de la voluntad 
del monarca y no siempre fue ejercido en el mismo grado. Y así como el Duque 
de Lerma gozó durante una parte de su valimiento de un poder casi omnímodo. 
Olivares procuró deslindar los campos, dejando para el monarca los asuntos 
propios de la gracia real \ asumiendo él solamente la dirección de la política 
de la Monarquía. No está de más recordar, en otro orden de cosas, que el cargo 
fue objetivándose lentamente en la segunda mitad del siglo X\'1I ya se habla- 
ba de primer ministro- y que, en cierto modo e incoscieniemenie, cumplió el 
papel de anticipar la irresponsabilidad real, por cuanto la responsabilidad de 
las decisiones políticas (sobre todo, de las desafortunadas) se achacaba al vali- 
do, dejando a salvo al titular de la soberanía. 

1. CONSEJOS 

En el caso espafiol, el embrión del régimen polisinodial se encuentra 
en el reinado de los Reyes Católicos, mas fue Carlos V quien le dio un impulso 

decisivo (no faltan autores que atribuyan a este monarca la auténtica creación 
del régimen polisinodial) para ser finalmente completado por su hijo y sucesor 
Felipe 11. Con origen más o menos remoto en la Curia re^is medieval, los 
Consejos eran, como se ha señalado, organismos colegiados de carácter, en 
principio, consultivo y que por delegación del monarca estaban investidos de 
ciertas competencias administrativas, actuando también algunos de ellos como 
órganos jurisdiccionales, sin que se cono/ca a fondo el proceso por el que se 
fueron ampliando sus competencias. Su dependencia directa del monarca (y en 
su caso, por decisión suya, del valido) se expresaba formalmente mediante el 
apelativo real con que eran denominados; el ténomosiqnemo, también inclui- 
do en el título de algunos, aludía a su condición de instancia máxima en la 
esfera de sus competencias. Y como reflejo de su primitivo carácter, su rela- 
ción con el rey solía realizarse por medio ácconsultas, documentos en los que 
se recogía el parecer del Consejo sobre un determinado asunto, al maigen del 
cual anotaba el monarca su decisión al respecto. 

Este aparato, nada simple, no surgió de una concepción organizativa 
global, ni de ninguna reflexión teórica al respecto, sino que. por el contrario, 
fue resultado de las necesidades concretas que planteaba la práctica política, 
para desempeñar tareas y resolver problemas cada \c/ mas intrincados que 
requerían de mayor especiali/acion y que desbordaban la capacidad de los 
oiganismos heredados. Algunos de los Consejos tuvieron origen medieval, sien- 
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do posteriormente reformados (Castilla, Aragón); otros surgieron a partir de 
los preexistentes (Indias, Italia); otros, finalmente, fueron creados ex «ovo (Por- 
tugal, Flandes). Consecuencia de todo ello fue la multiplicidad de normas y 
reglamentos, no siempre claros respecto a determinados asuntos, y la inexis- 
tencia de precisas fronteras funcionales entre ellos, multiplicándose los con- 
flictos de competencias; en definitiva, aumentando el grado de ineficacia. Pese 
a todo, y como señala F. Tomás y Valiente, no se trataba de un mero agregado 
de piezas contiguas, sino de un auténtico sistema, es decir, **que la entidad del 
todo es real y perceptible como algo que trasciende a la mera yuxtaposición de 
las partes" conformando **un conjunto racional y bastante coherente**, a lo que, 
sin duda, contribuyó el hecho de que su ordenación jurídica obedeciera a prin- 
cipios comunes, así como las vinculaciones entre consejos por medio de con- 
sejeros comunes y la función supervisora que los considerados más importan- 
tes ejercían sobre otros, dependientes en cierto grado de aquéllos. 

Y puede decirse que el sistema funcionó, con altibajos y fallas, por 
supuesto, pero en conjunto, de forma suficientemente aceptable como para no 
suscitar excesivas llamadas de atención... al menos durante el siglo XVI, dete- 
riorándose progresivamente en el XVll. La reforma global, la racionalización 
total, habría sido impensable e imposible en la época y debió esperar a ser 
comenzada (que no culminada) por los Borbones a lo largo del siglo XVIII. 
Pero ése es un asunto que queda ya fuera de los límites cronológicos de nuestra 
exposición. 

En la época de madurez del sistema fueron trece los Consejos que 
constituían el entramado político-administrativo de la Monarquía Hispánica. 
Recordamos, empero, que hubo uno de existencia fugaz, el Consejo de la 
Hermandad (apareció en 1476 y se suprimió 1498) -si puede considerarse 
que realmente tuvo planta de Consejo- y, por otra parte, que se podría añadir 
uno más, el de Navarra, aunque no residiera en la Corte, con lo que ascende- 
rían a catorce (y veremos que, de manera aislada, algún historiador del Dere- 
cho incluye uno más, la C^ara de Indias, elevando su número a quince). No 
es fácil ofi'ecer una clasificación sistemática de los Consejos. No obstante, lo 
más común es dividirlos en tres grandes bloques: Consejos supraterritoriales, 
que tenían proyección sobre el conjunto de la Monarquía; Consejos territo- 
riales, cuyo cometido era el gobierno de las diversas unidades integrantes de 
aquélla; y por último, Consejos especializados, administrativos o departa- 
mentales (de las tres formas suelen designarse), incluidos juntos no por el 
ámbito territorial sobre el que actuaban, sino en razón de la materia de su 
competencia. 
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A.- CONSEJOS SLPRATERRITORIALES. 

Los consejos supraterritoriales fueron solamente dos Estado y Guerra: 

CONSEJO DE ESTADO 

Fue, sin duda, el más importante de los Consejos de la Monarquía 
Católica "de donde penden los demás**, se dice en una relación anónima del 
reinado de Felipe II publicada por J.A. Escudero, y, como tal, era reconocido 
por los monarcas como el preeminente en dignidad. Su antecedente más inme- 
diato fue el Consejo Privado, compuesto esencialmente por flamencos, que 
acompañó a Carlos V en su primer viaje a España. Poco más tarde, Mercurino 
de Gattinara concibió un Consejo de Estado que debería convertirse en el máxi- 
mo órgano de la administración imperial, concepción que fracasó inmediata- 
mente. En 1523-24 Carlos V creaba, finalmente, el Consejo de Estado con 
unos planteamientos distintos. Quedó configurado como consejo privado del 
Monarca; de ahí que no tuviera presidente, ya que lo presidía el mismo Rey (y 
de donde se derivaba su preeminencia sobre los demás) y que tampoco tuviera 
localización geográfica determinada, debiendo acompañar al rey en sus des- 
plazamientos. Era un organismo exclusivamente consultivo y carecía de fun- 
ciones judiciales, siendo, por lo tanto, el que menos respondía a las caracterís- 
ticas de tribunal. 

Su número de consejeros fue variable y nunca excesivamente alto (14 
en 1605), dependiendo de la voluntad del monarca, que los nombraba directa- 
mente. Si durante el reinado de Carlos V formaron parte de él personas proce- 
dentes de diversos reinos, en el de Felipe II el Consejo se hispanizó casi plena 

y definitivamente. Sus miembros solían pertenecer a la alta nobleza o a la 
jerarquía eclesiástica— también en esto se diferenciaba de los demás, domina- 
dos por letrados- y su nombramiento solía ser la culminación de una laiga y 
brillante carrera administrativa, militar o diplomática, que aseguraba su expe- 
riencia en asuntos de estado. 

"Proveen ... muchas cosas en conservación del estado de los Reynos de 
Su Magestad". decía la relación citada, aludiendo a la gravedad y trascendencia 
de los asuntos tratados por sus consejeros, que no estaban reglamentariamente 
fijados, y a su proyección sobre el conjunto de la Monarquía. La política exte- 
rior fue, sin duda, el asunto más importante y habitualmente tratado en este 
Consejo, que también asesoraba en materia de alianzas matrimoniales de la fsi- 
milia real (como se sabe, una dimensión de aquélla) o en el nombramiento de 
algunos virreyes o gobernadores (para Italia o Flandes, por ejemplo) y embaja- 
dores. Otras cuestiones graves de las que se ocupó fíieron, por ejemplo, la ex- 
pulsión de los moriscos, los problemas derivados de la sublevación de Cataluña 
de 1640 o, en un campo muy distinto, la coordinación de diversas actuaciones 
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durante la gran epidemia de peste que azotó a Castilla a finales del siglo XVI. 
Por otra parte, el Consejo de Estado podia, motu proprio, hacer llegar al monar- 
ca su opinión sobre cualquier asunto que estimara pertinente. 

Ahora bien, en última instancia, y como ocurrió en tantas otras institu- 
ciones, su auténtica importancia dependía de la voluntad del monarca y de su 
actitud para con él: en más de una ocasión Carlos V lo reunió para dar cuenta 
de decisiones tomadas en el círculo más restringido de sus secretarios priva- 
dos. Durante el reinado de Felipe 11, sin embaiigo, fue pieza clave en el gobier- 
no de la Monarquía. 

Por último, señalaremos la gran importancia que tu\ ieron sus Secreta- 
rios, los Secretarios de Estado, a los que Nolveremos a referimos posterior- 
mente. Si el cargo tue unitario en un principio, Felipe 11 lo dividió en dos 
(Secretarias de Italia y del Norte) y en algunas etapas del siglo XVI 1 (1630- 
1643, 1648-1661) se completarían con una tercera denominada de España e 
Indias. 

CONSEJO DE GUERRA 

£1 Consejo de Guerra, segundo de los supraterritoriales, era en cierto 
modo dependiente del de Estado: tampoco tenia presidente (lo era el Monarca, 
aunque rara vez acudiese a sus reuniones) y los consejeros de Estado pertene- 
cían también a éste, que se completaba con otros específicos, en corto pero 
indeterminado número (ocho en 1 623, por ejemplo). 

Su constitución como Consejo propiamente dicho es muy tardía, aun- 
que hay alusiones a su existencia desde 1 522. Pero, de hecho, en la época de 
CarlosV y durante buena parte del reinado de Felipe II los asuntos de guerra se 
trataban directamente en reuniones del Consejo de Estado a las que solían 
sumarse algunos expertos militares y en las que intervenía un Secretario de 
Guerra distinto al de Estado (la innovación fue obra de Francisco de los Cobos 
y no del todo ajena a sus necesidades clientelares) y, por lo tanto, con misiones 
propias. 

Sera en 1 586. ante la presión militar a que estaba sometida la Monar- 
quía y por la importancia que habia cobrado el frente atlántico, cuando se dé 
forma propia al Consejo de Guerra, nombrándose seis consejeros específicos 
(expertos militares), aunque manteniéndose la dependencia del Consejo de 
Estado -de hecho, los consejeros de Estado se sentaban en lugar preeminente, 
como expresión simbólica de su superioridad, y ya se sabe la gran importancia 
que lo simbólico tenía en el Antiguo Régimen... y posteriormente-, y se divi- 
dió la Secretaría en dos, una para asuntos marítimos y otra para los terrestres. 

Sus competencias eran de carácter técnico. Correspondiendo al Con- 
sejo de Estado, en relación con la política internacional, la declaración de la 
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guerra, competía al Consejo de Guerra su preparación, ejecutando la política 

definida por aquél. Así. estaban entre sus atribuciones el levantamiento del 
ejército, la organización de flotas, el nombramiento de oficiales, construccio- 
nes de galeras, armamento, fortificaciones y muchos otros asuntos a ello vin- 
culadas. Por otra parte, era también el organismo supremo de la jurisdicción 
militar, asesorado, en este caso, por un consejero del de Castilla y. dadas las 
características de su misión y el hecho de que careciera de exclusix idad en los 
asuntos financieros, no fue pequeño el esfuerzo que debió realizar en el estu- 
dio de asuntos de jurisdicción y conflictos de competencias con otras institu- 
ciones. 

En su seno convivieron diversas juntas especializadas, como las de 
Armadas (la más importante, ya que de ella formaban parle, en el siglo XVII, 
el valido y el presidente del Consejo de Castilla), Galeras y Presidios, que, de 
hecho, restaban competencias al Consejo pleno. 

De la tendencia a su burocratización con el paso del tiempo y a la 
aparición en su seno de apellidos ilustres cuya vinculación con la milicia era 
poco más que nominal daba cuenta la cáustica pluma de Quevedo: **¿E1 de 
Guerra? Soldados afiunados; de todos hay en él si no es soldados**. 

B.- CONSEJOS TERRITORIALES 

Los consejos territoriales constituyen el grupo más numeroso y, &k 
líneas generales, se corresponden con los diversos reinos y territorios integra- 
dos en la Monarquía; serían siete u ocho dependiendo de la inclusión o no en el 
grupo del Consejo de Navarra. 

CONSEJO DE CASTILLA 

Es casi un tópico comenzar diciendo que el Consejo Real y Supremo 
de Castilla íue denominado por Carlos V en 1 543 "la columna de nuestros 
reinos** y en 1624 por el Conde-duque de Olivares *'brazo derecho de Vuestra 
Majestad**. Pero todo tópico encierra una gran verdad y lo cierto es que el 
Consejo de Castilla o, más simplemente, el Consejo a secas, el Consejo por 
antonomasia, era la institución de gobierno más importante de la Monarquía, 
dada su antigOedad y la posición central que en el conjunto de los remos tuvo 
siempre el de Castilla. 

De origen medieval, su creación formal -hay, por supuesto, antece- 
dentes anteriores- tuvo lugar en las Cortes de Valladolid de 1385. Fue, sin 
embargo, la reorganización a que lo sometieron los Reyes Católicos en 1480 el 
punto de partida de su andadura durante la Edad Moderna. Una reforma no de 
tipo funcional variaron muy poco sus cometidos , sino en cuanto a sus com- 
ponentes, ya que trataba de apartar a la alta nobleza y a la jerarquía eclesiásti- 
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ca, cuya presencia había ido aumentando con el paso del tiempo, retíiándoles 
el derecho a voto (su dimensión política es evidente), potenciando en cambio 
la presencia de letrados. Más tarde, Carlos V se apoyó en él para reducir la 
influencia de los Grandes tras la crisis de las Comunidades, durante la que 
también había estado en el bando carolino. 

Compuesto en principio por un presidente, tres caballeros y ocho o 
nueve letrados, se fue ampliando con el tiempo, siempre por el lado de estos 
últimos: en 1 522 eran ya 1 5 sus consejeros, 1 6 en 1 598 (todos letrados) y 20 en 
1691. Su Presidente, prelado en principio, fue luego algún personaje de talla 
(dos grandes nobles entre ellos en tiempos de Felipe II: marqués de Mondéjar 
y conde de Barajas) y abundaron ios legistas durante el XVll. Era también 
presidente de las Cortes de Castilla y. con cierta frecuencia, miembro del Con- 
sejo de Estado. Estaba considerado como .scí^iinihi persona íÍc Su Aíaiicsfad, 
por utilizar la expresión de la época; su actividad su vida diaria, en general- 
estuvo sometida a un rígido protocolo que reflejaba y acentuaba dicha preemi- 
nencia. Sus consejeros, también con frecuencia, formaban parte también de 
otros Consejos, lo que no hacía sino aumentar su peso e influencia en el siste- 
ma. Incluso en el último cuarto del siglo XVII le fueron sometidas a considera- 
ción algunas consultas del Consejo de Estado^go insólito-, lo que reflejaba 
su distinta evolución, anunciando el camino que habrían de seguir ambos en el 
futuro. 

Sus competencias, en el ámbito de la Corona de Castilla (habrá que 
introducir algunos matices), eran amplísimas, por más que la creación de algu- 
nos Consejos se hiciera a su costa, e iban desde las meramente consultivas 

hasta las gubernativas, judiciales y legislativas. Y si bien Carlos V y, sobre 
todo, Felipe 11 pretendieron que dominaran las gubernativas sobre las judicia- 
les, no hicieron nada efectivo por mermar estas últimas ni un ápice (o no lo 
consiguieron), aunque en la práctica tal acumulación de funciones redundara 
en detrimento de '1a buena gobernación del Reino'', misión fundamental del 
Consejo. 

Su organización vanó con el tiempo; en el siglo XVll estaba dividido 
en cuatro salas: 

A). Sala de Gobierno, la que contaba con mayor número de miembros, 
siempre presididos por el del Consejo, y la de más amplias y diversas compe- 
tencias concretas, que comprendían desde velar por el cumplimiento de las 
leyes en todas tes instancias del reino a la provisión de pan en épocas de cares- 
tía, desde la resolución de contenciosos (que no eran pocos) entre los distintos 
oiganismos y tribunales hasta el cuidado de los montes, desde el buen gobier- 
no de las Universidades a la iqjrobación de ordenanzas municipales y gremia- 
les, del control del orden público a la promulgación de tasas... y un larguísimo 
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etcétera en el que se incluían las más variopintas materias. Una segunda sala 
de gobierno fue creada en 1627, pero no llegó a funcionar con regularidad en 
este siglo. 

B). Las tres salas restantes eran de justicia (el Consejo podía actuar en 
esta materia en todas las instancias, pero, de hecho, constituía el auténtico 
Tribunal Supremo del reino): 

a) .- Sala de las Mil y Quinientas, por la cantidad de doblas que se 
habían de depositar (y perder en caso de sentencia contraria) para el 
conocimiento de causas civiles en segunda suplicación (su principal 
función, además de conocer de ios juicios de residencia a los corregi- 
dores). 

b) .- Sala (Je Justicia, propiamente dicha, en que se conocía de asuntos 
de carácter criminal, pesquisas y visitas. 

c) .- Sala de Provincia, que era, fundamentalmente, la cámara de ape- 
lación de las sentencias de los alcaldes de Casa y Corte (a los que 
pronto nos referiremos). 

Por otm parte, a las tres salas de justicia reunidas correspondía, desde 
el reinado de Felipe III, tratar de los pleitos por la sucesión de mayorazgos, 
anteriormente correspondientes a la Sala de las Mil y Quinientas. 

Por último, en las reuniones plenarías (celebradas semanalmente y a 

las que en ocasiones asistía el monarca) desarrollaba las funciones legislati- 
vas, asesorando al Monarca el único titular de la capacidad de legislar y 
preparando de hecho el contenido de los textos legales sobre todo, de los 
Autos Acordados, que proliferaron en el siglo XVll luego promulgados por 
aquél; igualmente, examinaban las propuestas de los procuradores de C orles y 
otras peticiones del reino, interv iniendo decisivamente, como en el caso ante- 
rior, en el contenido de las respuestas reales. 

La Sala de Alcaldes de Casa y Corte, ya aludida, funcionó como órga- 
no anejo al Consejo y no era raro que fuera considerada, impropiamente, como 
su quinta sala (los álcaldes de Casa y Corte no eran consejeros). Era éste un 
organismo surgido en la Edad Media, cuando la Corte era itinerante, y su mi- 
sión fue la de administrar justicia-en lo penal, como suprema jurisdicción- y 
velar por el orden público, la policía -en el amplísimo sentido que tenía el 
término- y asegurar el abastecimiento allí donde residía la Corte y en un deter- 
minado entorno (el denominado Rastro de Corte). Eran funciones que, en pri- 
mera instancia, correspondían al ámbito municipal y si no planteó excesivos 
problemas mientras la Corte fue itinerante, la cuestión fue distinta cuando se 
fijó en Madrid. Pero eso es algo que no nos corresponde tratar aquí. 
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El Consejo de Castilla fue un ámbito claiamente dominado por los 
letrados y su llegada a él podía considerarse como la culminación de la carrera 
administrativa (muchos de los consejeros eran catedráticos de leyes). Lo que 
no dejó de suscitar cierto recelo en los sectores más acaballerados de la socie- 
dad. Veamos la sátira de Quevedo aludiendo a su importancia (su vanidad) y su 
condición de letrados: "¿El Consejo Real? Dioses terrenos, y, como a tales» 
fáltales ser buenos. Cumplieron sus deseos los letrados: hábitos, honras y go- 
bernar soldados". 

CÁMARA DF CASTILLA 

En 1 588 adquino planta de Consejo la (Jiimura de Castilla, hasta en- 
tonces un comité emanado del Consejo. "En este Consejo se decía en la rela- 
ción citada sólo se trata de lia/er mercedes. al»;ar destierros, dar licencias. 
ma\ orazgos. todo con consulta de Su Magestad". En detlnili\ a. su función era 
tratar los asuntos que se resoK ian "por \ ia de merced", es decir, lo no regulado 
legalmente -que era mucho- y que, por lo tanto, dependía directamente de la 
voluntad real. El número de sus miembros fue siempre muy reducido (el Presi- 
dente y unos pocos consejeros del de Castilla, lo que la convertía en otro cam- 
po del dominio de letrados y, en el XVII, de los círculos de influencia de los 
validos) y se oiganizó en tres secretarías que canalizaban los tres bloques de 
asuntos que le competían: 

a) Secretaría de Gracia, que tramitaba los asuntos relacionados con 
indultos, perdones, licencias para fundar mayorazgos, provisión de ofi- 
cios que no llevaban consigo ejercicio de jurisdicción, venta de ofí- 

cios... 

b) Secretaría de .Justicia. En contra de lo que parece sugerir su nombre, 
su cometido esencial era el de consultar la provisión de cargos que 
llevaban aneja la administración de justicia, desde corregidores hasta 
consejeros de Castilla, pasando por Audiencias y Chancillerías. 

c) Secretaría de Patronato Real, a la que correspondía la provisión de 
cargos y oficios eclesiásticos sujetos al Patronato Real. 

CONSEJO DE ARAGÓN 

Pocos años después de la reorganización del Consejo de Castilla, en 
1494, Femando el Católico creó -en verdad, reformó un óigano consultivo 
previamente existente; pero lo hizo en tal grado, que prácticamente dio origen 
a una nueva institución- el Sacro y Real Consejo Supremo de Aragón (el nom- 
bre definitivo lo otoigó Carlos V), oiganismo en cierto modo similar al de 
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Castilla, y teóricamente en el mismo plano jerárquico, pero con el ámbito terri- 
torial especificado en su título: la Corona de Aragón en su triple vertiente 
peninsular, insular e italiana (si bien ésta última sería pronto desgajada casi 
por completo del Consejo). Al institucionalizar dos órganos distintos para re- 
gir las dos Coronas, Femando el Católico expresaba la importancia de la 
politerritorialidad en su concepción de la Monarquía, consagrando el principio 
de la polisinodia. Pero también era un mensaje inequívoco a los reinos de la 
Corona de Aragón de la intención del monarca de potenciar su influencia en 
ellos, a pesar de su ausencia física. No obstante, a lo largo de su trayectoria 
histórica, fue un órgano más sensible a las propuestas de los reinos que el de 
Castilla, mucho más identificado con la Monarquía. 

Reorganizado de nuevo por Carlos V, a su frente había un Vicecanciller 
-presidente, de hecho , natural de la Corona de Aragón y. por lo general, legista 
experto en el derecho de los reinos aragoneses, hasta que en época de Olivares 
(a partir de 1622) fueran designados para el cargo, y con título de Presidente, 
diversos nobles castellanos; a partir de 1646 se volvió al sistema tradicional, 
hasta que Carlos II, desde 1692, volvió a nombrar presidentes castellanos. Sus 
componentes eran seis regentes letrados (el rey Católico también apartó de este 
Consejo a los nobles), dos por cada uno de los reinos peninsulares de la Corona, 
buenos conocedores de las constituciones de sus respectivos territorios, más cuatro 
secretarios (a los de los tres reinos anteriores se añade uno por Mallorca y 
Cerdeña), imo de los cuales, el del reino de Aragón, ejercía de protonotario -car- 
go de gran importancia- y un tesorero general, que podía ser no aragonés (y, de 
hecho, los Condes de Chinchón lo fueron hereditariamente entre 1558 y 1617). 

Sus atribuciones eran amplias, pero no totalmente idénticas para todos 
los reinos. En principio, se ocupaba "de todo lo que es de aquella Corona, 
excepto lo que es de Guerra" (relación antes citada). Órgano ordinario de co- 
municación entre el Rey y los virreyes, y viceversa, asesoraba al monarca en 
cuestiones de gobierno y despachaba las órdenes de éste destinadas a la Coro- 
na de Aragón, además de tramitar la documentación procedente de o dirigida 
al virrey. Proponía al monarca la tema para la elección de virreyes y le corres- 
pondía la provisión de los oficios reales de los distintos reinos —en lo que, 
asegura Lalinde, tuvo una actividad intensa , así como otros asuntos de gra- 
cia. Como institución de justicia, ejercía de Tribunal Supremo para Valencia y 
Mallorca, aunque no para Aragón y Cataluña, donde dicha función competía a 
las correspondientes audiencias. 

CONSEJO DE INDIAS 

Los asimtos relativos a las Indias fueron tratados en una primera etapa 
por algunos consejeros de Castilla que terminaron por conformar una Junta 
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especializada en el seno del Consejo. Pronto se vio, sin embargo, la necesidad 
de contar con un organismo específico para los nuevos territorios. Y así, en 
1524, se definió un nuevo Consejo, cuyo primer presidente sería fray García 
de Loaysa, obispo de Osma y confesor real (el cargo fue en principio concebi- 
do para Juan Rodríguez de Fonseca, arcediano de Sevilla y obispo de Falencia 
y Burgos, el hombre que por expreso deseo de Femando el Católico se había 
ocupado personalmente desde 1 493 a 1 5 1 6 de todos los asuntos de Indias y fue 
luego presidente de facto de la Junta correspondiente; pero estaba ya en el 
lecho de muerte y falleció el mismo 1524). Sufrió diversas remodelaciones, 
como consecuencia de visitas, siendo las más importantes las de 1571 y 1 69 1 . 

Sus competencias fueron amplísimas, ya que comprendían todos los 
asuntos relacionados con el gobierno y la administración de justicia en el mun- 
do indiano: a las que en Castilla desempeñaba su Consejo se sumaban las de la 
Cámara, en cuanto a concesión de mercedes y Patronato Real, la dirección de 
las conquistas y colonización, así como la organización del tráfico y comercio 
indiano, y los asuntos hacendísticos, que englobaban el control del tesoro ame- 
ricano llegado para la Corona, aunque este aspecto le fue temporalmente apar- 
tado por Felipe II para otorgárselo al Consejo de Hacienda. Para todo ello 
contaba, como gran auxiliar, con la Casa de Contratación, creada en 1503 y 
subordinada suya. En el orden legislativo ejerció una tarea importantísima. Y 
en su dimensión judicial, ejerció de tribunal supremo de los pleitos fallados en 
los tribunales de ultramar. 

En 1600 se creó una Cámara de Indias, integrada por el presidente y 
tres consejeros de este Consejo, que se suprimiría en 1609, restaurándose en 
1644 y experimentando posteriormente diversas modificaciones. Pese a su si- 
militud con la Cámara de Castilla, sólo el profesor J.A. Escudero, entre todos 
los estudiosos que hemos podido consultar, la considera como un Consejo más 
del aparato polisinodial de la Monarquía. 

CONSEJO DE ITALIA 

Como el Consejo de Indias había emanado del de Castilla, el de Italia 
lo hizo del de Aragón. Venía funcionando, aunque no formalmente, desde 1 555, 
pero sus primeras ordenanzas fueron otorgadas por Felipe II en 1559, siendo 
reformadas veinte años más tarde. 

Su ámbito geográfico propio era el conjunto de territorios que la Mo- 
narquía poseía en Italia Nápoles, Sicilia-Cerdeña, Ducado de Milán , sus- 
traídos al Consejo de Aragón que hasta entonces se ocupaba de ellos, ya por- 
que pertenecieran a dicha Corona desde la Edad Media, ya porque le fueran 
asignados por Carlos V a raíz de su incorporación a la Monarquía. Su creación 
estuvo relacionada, por una parte, con la nueva situación territorial de la Mo- 
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narquía tras la abdicación de Carlos V y, por otra, con razones de tipo político 
(reconocimiento por parte de la Corona de la realidad institucional italiana) y 
técnico (necesidad de dedicar mayor atención a los asuntos de Italia por perso- 
nal especializado, que no tenía cabida en el Consejo de Aragón, aunque hubie- 
ra, de hecho, italianos en la corte no adscritos a consejos a quienes se consul- 
taba en los asuntos que les afectaban). Sin embargo, sería considerada como 
un agravio por los aragoneses, y, especialmente, por los catalanes, que vieron 
cómo el monarca sustraía de su área de influencia parte de sus territorios tradi- 
cionales, mientras los castellanos, que no podían formar parte del Consejo de 
Aragón, entraban a formar parte del de Italia. 

Inspirado en su organización en el de Aragón, su presidente fue gene- 
ralmente un personaje de alto rango y estaba integrado por seis miembros (re- 
gentes), de los que sólo tres debían ser italianos (uno por cada uno de sus 
territorios), pudiendo los tres restantes ser españoles (y más en concreto, cas- 
tellanos), un secretario y varios cargos menores. Y al igual que en el Consejo 
de Aragón, los regentes italianos no eran representantes de los territorios, sino 
expertos en sus respectivos derechos para asesorar al monarca y facilitar su 
gobernación. 

Teniendo en cuenta que las cuestiones de alta política en relación con 
Italia competían a los Consejos de Estado y Guerra, sus atribuciones -en teo- 
ría, y como en todos los consejos territoriales, referidas a asuntos de gobierno 
y justicia- se relacionaban en la práctica, esencialmente, con cuestiones de 
gracia (nombramientos de oficiales, especialmente en los territorios del Sur, 
ya que en Milán el gobernador tenía mayor autonomía al respecto) y, sobre 
todo, de justicia, aunque las audiencias locales, salvo en Milán, restringieron 
las posibilidades de apelación. 

CONSEJO DE PORTUGAL 

Una vez incorporada la Corona de Portugal a la Monarquía Católica 
(1580), Felipe II crearía el correspondiente Consejo territoríal (1582) cum- 
pliendo una de las condiciones acordadas en las Cortes de Tomar al ser acepta- 
do como monarca. Integrado exclusivamente por portugueses (un presidente, 
cuatro consejeros y dos secretarios) y constando expresamente su condición 
de representante del Reino, sus funciones fueron teóricamente amplísimas (to- 
dos los negocios tocantes al gobierno de Portugal) y, a diferencia de otros 
consejos territoriales, entendía en asuntos relacionados con la ejecución de la 
guerra, aunque siempre en coordinación (supeditado, de hecho) con los Con- 
sejos de Estado y Guerra, pero no tenía competencias en asuntos judiciales. 
Fue, pues, un Consejo eminentemente político, consultivo, e intervino muy 
activamente en la concesión de mercedes. Su desaparición estuvo ligada al 
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reconocimiento de la independencia de Portugal por parte de la Monarquía 
Hispánica (Tratado de Lisboa, 1668). 

CONSEJO DE FLANDES Y BORGOÑA 

El Real y Supremo Consejo de Flandes y Borgoña tuvo una creación 
tardía: 1 588. Hasta entonces el monarca había tratado los asuntos flamencos 
con varios secretarios de esta procedencia. La creación del Consejo se efectuó 
en el momento en que Alejandro Famesio reconquistó los Países Bajos del 
Sur y se pensaba que la reconquista total estaba al alcance de la mano y estuvo 
orientada a terminar con la situación de excepcionalidad abierta con la llegada 
del duque de Alba para reprimir la rebelión (disminución de atribuciones de 
los Consejos locales establecidos por Carlos V en favor de los gobernadores 
generales). Se trataba de un gesto destinado al reconocimiento de nuevo de la 
singularidad específica de aquellos territorios: un Consejo junto al monarca, 
al que asesoraría durante su ausencia supuestamente temporal del territorio 
sobre las características específicas de éste y velaría por los derechos del mo- 
narca en él. Muy reducido en número (un presidente, consejero de Estado, y 
dos consejeros, uno por los Países Bajos y otro por el Franco Condado), esta- 
ba condenado a la ineficacia, toda vez que los asuntos más importantes, inevi- 
tablemente, debían ser tratados en los Consejos de Estado, Guerra y Hacienda 
y otras cuestiones internas, particularmente, la administración de justicia, co- 
rrespondía a los consejos locales. Fue suprimido con la cesión de los Países 
Bajos al Archiduque Alberto e Isabel Clara Eugenia, en 1 598 y restablecido y 
reorganizado por Felipe IV en 1628. 

Llegados a este punto, hacemos notar que algunos historiadores in- 
cluyen un Consejo territorial que no respondía al esquema general, pero 
que, sin duda, también formaba parte de la gobernación de la Monarquía, y 
que sería el decimocuarto en el organigrama general: el CONSEJO REAL 
DE NAVARRA. De origen medieval, su aparición en el ámbito de la Mo- 
narquía, lógicamente, estuvo vinculada a la incorporación del reino por vía 
militar en 1512 y, más tarde, a su incorporación a la Corona de Castilla en 
las Cortes de Burgos de 1515. Una incorporación que se hizo respetando 
todas sus instituciones tradicionales y, por lo tanto, el Consejo Real. Las dos 
peculiaridades formales que lo diferencian del resto son, en primer lugar, su 
ámbito jurisdiccional, limitado a un solo reino; y, por otra parte, sería el 
único consejo de la Monarquía que no residía junto al monarca, sino en 
Pamplona. Constituido desde 1525 por un presidente y seis consejeros (ju- 
ristas, normalmente, y, por lo general, navarros), era, ante todo, el órgano 
supremo judicial del Reino (causas civiles, criminales, fiscales y aun milita- 
res y eclesiásticas), y poseía también las habituales funciones de asesora- 
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miento al virrey en materia de gobierno, ejerciendo incluso funciones me- 
nores de tipo legislativo. 

C. CONSEJOS ESPECIALIZADOS, ADMINISTRATIVOS O 
DEPARTAMENTALES 

Finalmente, son cuatro los consejos que suelen adscribirse a este gru- 
po: los de Hacienda, Inquisición, Ordenes y Cruzada. 

CONSEJO DE HACIENDA 

El Consejo de Hacienda era una institución cuyas competencias, en 
principio, se limitaban a la Corona de Castilla y esto sin lo territorios 
fiscalmente privilegiados , pero que en la práctica tendría cierta influencia 
sobre la política hacendística del conjunto, dada la importancia que la Corona 
castellana tenía, desde este punto de vista, en el conjunto de la Monarquía. Se 
trataba, por otra parte, de un Consejo de contomos un tanto difusos y no siem- 
pre bien precisados. 

En el punto de partida se sitúan las dos Contadurías reformadas por 
los Reyes Católicos su trayectoria arrancaba de antes en las Cortes de Ma- 
drigal de 1476: la Contaduría Mayor de Hacienda, dedicada en esencia a la 
administración de gran parte de los ingresos de la Corona (había rentas que 
escapaban a su jurisdicción) y al arrendamiento de su cobro, y la Contaduría 
Mayor de Cuentas, cuya misión era la de supervisar la función de los recauda- 
dores y fiscalizar la contabilidad. 

Sería después Carlos V quien en 1523, y tomando como modelo el 
Consejo de Finanzas de los Países Bajos, fundaría el Consejo de Hacienda: 
"una reforma inadvertida", en palabras de Carande, que incluso ha permaneci- 
do oculta para muchos historiadores, que retrasan su creación hasta las Orde- 
nanzas de El Pardo de 1593. Fue un organismo integrado en principio por 
personas de la estricta confianza del monarca, entre los que se contaba el pode- 
roso secretario Francisco de los Cobos. Su misión esencial sería la de dirigir la 
fiscalidad castellana (aunque las decisiones más importantes las tomaba per- 
sonalmente el monarca), restaurándola tras los disturbios comuneros, reorga- 
nizándola y buscando nuevas fuentes de ingresos. Nació con vocación 
restauradora y centralizadora y a lo largo de su existencia tendió a invadir 
otros ámbitos autónomos que también entendían en ingresos del monarca. Pero 
la heterogeneidad del sistema fiscal era tal, y la naturaleza de los ingresos de la 
Corona tan diversa, que nunca pudo realizar plenamente sus propósitos iniciales. 

Además, la creación del Consejo no supuso la desaparición de las 
Contadurías, que eran supervisadas por aquél, aunque la de Hacienda, lógica- 
mente, vio reducidas en buena medida sus funciones administrativas, si bien 
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en 1 554 (Ordenanzas de La C'oruña) se ereó, dependiendo de esta Contaduría, 
un Tribunal de Oidores, formado por tres letrados y reforzado en determinados 
casos por dos consejeros de Castilla para entender en asuntos de justicia rela- 
cionados con la Hacienda (pleitos sobre r^tas, impagos y fraudes a la Hacien- 
da real...). 

En 1 593 (Orctenanzas del Pai^o) se procedió a una nueva reestructura- 
ción de los oiganismos hacendísticos (el Consejo, por ejemplo, quedó integra- 
do por un presidente, 3 consejeros, que también lo eran de Castilla y 3 conta- 
dores de Hacienda). Pero fue la reforma de 1602 la que tuvo mayor duración 
(prácticamente, todo el siglo XVII): entonces se funden en un solo oiganismo 
el Consejo y la Contaduría de Hacienda (que se denominará Consejo de Ha- 
cienda y Contaduría Mayor de ella), integrado por un presidente y ocho conse- 
jeros, con dos secretarías y con diversas secciones especializadas encabezadas 
por contadores (de Mercedes, del Sueldo...)- De él dependerían, y serían presi- 
didos por su presidente, el Tríbunal de Oidores y la Contaduría Mayor de Cuen- 
tas, con su función fiscalizadora de las cuentas de los funcionarios y caigos 
públicos que hubieran estado relacionados con alguna renta real. En la segun- 
da mitad del siglo XVII se integraría también en el Consejo la Comisión de 
Millones, de la que dependía un Tríbunal de Millones. En definitiva, el Conse- 
jo siempre fue la cúspide de una compleja estructura, cuyas piezas fundamen- 
tales fueron las Contadurías, el Tríbunal de Oidores y, más tarde, la Comisión 
y el Tribunal de Millones, cuya competencia abarcaba casi todo lo relacionado 
con las finanzas de Castilla. 

Ahora bien, la creación en 1687 de un Superintendente General de la 
Real Hacienda, completada en 1691 con la de Superintendentes provinciales, 
descaigaría en buena medida al Consejo de competencias que serían asumidas, 
en lo sucesivo, por estos nuevos cargos. 

CONSEJO DE INQUISICIÓN 

De la importancia que se dio al Consejo de la Suprema y General 
Inquisición o, simplemente, l&Suprema, como era conocido habitualmente en 
la época, da una idea el hecho de que Felipe II lo convirtiera en el tercero en 
jerarquía, tras los de Castilla yAragón. Se trata de un Consejo, sin duda, pecu- 
liar, que plantea problemas en cuanto a su naturaleza jurídica. El Santo Oficio, 
creado en 1478 por bula del Papa Sixto IV, fue siempre un tribunal eclesiásti- 
co, a cuyo frente estuvo el Inquisidor General. Los Reyes Católicos, dentro de 
la tendencia de la época, acusadamente puesta en práctica por ellos mismos, de 
controlar las iglesias nacionales, obtuvieron del papa el derecho a nombrar al 
Inquisidor General, que debía ser confirmado, en cualquier caso, por Roma. Se 
trataba, pues, de una autoridad eclesiástica, si bien nombrada por la autoridad 
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civil, cuyas funciones esenciales eran perseguir la herejía y a quienes preten- 
dieran impedir la libertad de actuación del Santo Oficio y nombrar a los demás 
inquisidores. Y aunque en principio, con respecto al Santo Oficio los monar- 
cas no podían ser sino, como con respecto a la Iglesia toda, protectores y patro- 
nos, irnos años más tarde (en 1483, según se admite habitualmente, o en 1488, 
según propone Escudero) se crea el Consejo de la Inquisición, como uno más 
de los Consejos de la Monarquía (lo que muestra claramente el deseo de 
instrumentalización política del Tribunal por parte de los monarcas) y con una 
peculiar naturaleza mixta, eclesiástica y civil (no aceptada por todos los histo- 
riadores; J. Contreras, por ejemplo, habla de una institución plenamente ecle- 
siástica, aunque revestida de ropajes civiles), que bien se observa en el proce- 
so de nombramiento de sus miembros: el rey designa al Inquisidor General 
(sería confirmado por Roma): éste presenta al rey ternas de candidatos, de 
entre las cuales el rey designaba a los consejeros, cuyo título, sin embargo, 
sería conferido por el Inquisidor General. El hecho de que los Inquisidores 
Generales fueran siempre personas de extrema confianza de los Reyes allana- 
ba los problemas, pero no borraba totalmente y en última instancia, su inde- 
pendencia frente a la Corona. Y las relaciones entre Gran Inquisidor y Consejo 
siempre estuvieron determinadas por la personalidad de aquél, pudiendo apre- 
ciarse etapas en las que imponía sus criterios al Consejo y otras en que ocurría 
lo contrario. 

Era un Consejo integrado por el presidente (Gran Inquisidor, aunque 
en principio la posibilidad de que fiiera alguien distinto a éste estuvo abierta), 
y un número variable de consejeros (cinco en el XVII), más un fiscal y dos 
asesores y un elevado número de personal subalterno. Su ámbito jurisdiccio- 
nal se extendía a las Coronas de Castilla y Aragón, siendo la única institución 
de este tipo que lo hacía (por lo que ciertos historiadores lo incluyen entre los 
supraterritoriales). y una de las causas por las que los monarcas no quisieron 
nunca dejar de controlarla y se dio una tendencia a imponer progresivamente 
su control sobre los tribunales provinciales cuyos miembros, sin embargo, 
eran nombrados en exclusiva por el Gran Inquisidor, pero eran visitados por el 
Consejo , regulando y fijando su procedimiento {Instrucciones de Deza, 1500; 
de Valdés, 1561), resolviendo las apelaciones, confirmando las sentencias más 
graves y, ya en el siglo XVII, todas las sentencias dictadas por aquéllas. 

Conviene no olvidar, por otra parte, que el Santo Oficio disponía, ade- 
más, de una impresionante red subalterna de calificadores, consultores, comi- 
sarios, secretarios, tesoreros, receptores, alguaciles y familiares que hacían 
que su presencia fiiera, realmente, universal y mayor que institución alguna de 
la época: de ahí su tremendo impacto en la sociedad. 
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CONSEJO DE ÓRDENES MILITARES 

Constituido a finales del siglo XV (1495), a raíz de la incorporación 
de los grandes maestrazgos de las Órdenes Militares castellanas (Santiago, 
Calatiava, Alcántara) a la Corona, tuvo sus antecedentes en los Consejos que 
auxiliaban a los Grandes Maestres de cada Orden para su gobierno. El proble- 
ma del carácter eclesiástico de las Órdenes trató de solventarse mediante una 
ficción jurídica, nombrando a los monarcas, que no podían ser Grandes Maestres 
de las Órdenes por su condición eclesiástica, administradores de los maestrazgos 
(desde 1 523, administradores popetuos), heredando el Consejo la jurisdicción 
(también eclesiástica) de los maestres (cargo éste que desaparecía), que se 
teñía así de ambigüedad jurídica. 

Estaba compuesto por un presidente (el de Castilla) y un número va- 
riable de consejeros (ocho en tiempos de Felipe II, cuatro por Calatrava cuatro 
por Santiago-Alcántara), todos ellos caballeros de hábito, y su jurisdicción se 
limitó a la Corona de Castilla, quedando fuera de ella la Orden de San Juan y la 
aragonesa de Montesa; esta última se incorporó a la Corona en 1587, pero 
Felipe II nombró un lugarteniente general para su administración. 

Sus funciones eran diversas. Las más importantes eran, en primer 
lugar, la concesión de hábitos de las Ordenes (y no hay que insistir mucho en 
el proceso de degradación experimentado el siglo XVI y el XVII, en que se 
perdió la rigidez y escrúpulo iniciales y que llevó a Quevedo a escribir "¿El 
de Órdenes? Sin orden, por dinero, aprobará las pruebas a Lutero"). Poseían 
jurisdicción sobre las causas penales de los caballeros de hábito (al menos, 
teóricamente). Y les competía el gobierno de los territorios sometidos a la 
jurisdicción de Órdenes Militares, que se manifestaba en la triple dimensión 
de gobierno propiamente dicho (nombramientos de alcaldes mayores y go- 
bernadores, visitas), gracia (derecho de patronato sobre iglesias de la Orden 
y cargos eclesiásticos) y justicia (primera y segunda instancia de lo civil y lo 
penal en los territorios de las Órdenes; nombraban cargos para la administra- 
ción de la justicia, pero en apelación se podía ir bien al Consejo, bien a la 
Chancilleria). 

CONSEJO DE CRUZADA 

No se conoce con precisión el momento de su fundación, aunque suele 
citarse la segunda regencia de Fernando el Católico y el año 1509 como el 
momento en que se produjo (no falta, sin embargo, quien la retrasa hasta bien 
entrado el reinado de Carlos V). En cualquier caso, en 1534 es sometido a 
reorganización, alcanzando su configuración definitiva en 1573, cuando se es- 
tablece que tendrá un presidente (Comisario general de Cruzada, ya estableci- 
do en 1534) y cuatro consejeros o comisarios, pertenecientes a otros Consejos 
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(dos al de Castilla, un regente de Aragón y un consejero del de Indias) más la 
infi^stmctura necesaria para llevar a cabo su cometido. 

Su misión fundamental fue la de predicar (en algún caso), recaudar y 
administrar los ingresos procedentes de las denominadas tres gracias^ como es 
sabido, tres de las rentas (Bula de la Cruzada^ subsidio y excusado) con las 
que la Iglesia contribuía al sostenimiento del Estado, así llamadas porque fue- 
ron concedidas por gracia papal renovada periódicamente. 

Nuevamente, pues, hay una ambigüedad jurídica en este organismo. 
El Comisario General de Cruzada, nombrado por el monarca, pero confirmado 
por el Papa, poseía jurisdicción eclesiástica. Pero el Consejo de Cruzada ejer- 
ce las mismas funciones que los demás en su ámbito: en este caso, gracia, 
gobierno y justicia en materia de las tres gracias. Su ámbito territorial era 
amplísimo: toda la Monarquía, excepto los territorios italianos (Sicilia al mar- 
gen) y Flandes. 'S' hay que señalar, por último, que por su cometido paraíiscal, 
tuvo diversos conílictos con otros Consejos. 

2. SECRETARIOS 

La figura de los secretarios reales, de gran relevancia, tiene cierta com- 
plejidad. Presentes desde la Edad Media con un contomo institucional un 
tanto impreciso, fueron personas que gozaban de la confianza regia, colabora- 
dores y consejeros que, además, redactaban y refrendaban los documentos rea- 
les. Por supuesto, asesoraban al monarca en asuntos de gobierno (¿o, más bien 
gobernaban efectivamente?), especializándose algunos de ellos en asuntos con- 
cretos (y a los que lo hicieron en asuntos internacionales comenzó a 
denominárseles muy pronto Secretarios de Estado). 

En el siglo XVI la figura de los secretarios reales se afianzó y, al mis- 
mo tiempo, se diversificó. Pueden señalarse tres tipos. En primer lugar, los 
Secretarios del rey. título concedido por el monarca, por lo general, a determi- 
nados funcionarios casi como distinción honorífica (aunque a veces estaba 
retribuida), de entre los cuales, normalmente, se elegían los secretarios de los 
Consejos. Subsistieron, y se potenciaron, los Secretarios personales, particula- 
res o privados del Monarca, que, perteneciendo, por lo general, al anterior 
grupo (y a veces, siéndolo también de algún Consejo) gozaban de la confianza 
del rey, despachando frecuente y directamente con él sobre materias concretas 
o bien sobre todo lo que el rey les solicitaba. La confianza que los monarcas 
depositaron en algunos de ellos les otorgó gran peso político. Los casos de 
Francisco de Eraso con Carlos V o Mateo Vázquez con Felipe II, por ejemplo, 
son bien elocuentes al respecto. Por último, al consolidarse el régimen 
polisinodial, fueron cobrando cada vez mayor importancia los Secretarios de 
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los Consejos, encargados de preparar y cuidar del buen desarrollo formal de 
las reuniones de dichos organismos, enlaces entre el rey y los Consejos, encar- 
gados de redactar las consultas y refrendar los documentos reales emitidos por 
medio del Consejo correspondiente y canalizadores de las relaciones entre 
Consejos. De todos ellos, los más importantes fueron los secretarios del Con- 
sejo de Estado o, simplemente, secretarios de Estado. Su importancia derivaba 
de que el monarca, presidente del Consejo de Estado, no siempre acudía a sus 
reuniones, pero mantenía el despacho personal con sus secretarios C*a boca"), 
lo que les convertía prácticamente en sus representantes directos en él. El máxi- 
mo ejemplo del poder de los secretarios de Estado fue Francisco de los Cobos 
con Carlos V, casi omnipresente en todos los negocios de la corte. 

La aparición del valido, sin embargo, trajo consigo la casi desapari- 
ción total de los secretarios personales del monarca y la devaluación del papel 
de los de Estado, cada vez más relegados a sus fiinciones burocráticas en los 
Consejos, mientras que la simple figura del secretario del rey se multiplica 
notablemente (también se multiplicaron las secretarías de los Consejos, a las 
que muchos de ellos fueron destinados), acentuándose su dimensión simple- 
mente honorífica. Esto tuvo como consecuencia, durante el reinado de Felipe 
III, un creciente aislamiento del Monarca con respecto a los asuntos burocráti- 
cos y de gobierno (despachaba a boca sólo con el valido, con Lerma, y era 
escaso el asesoramiento que tenía con respecto a los asuntos que le remitían 
los Consejos). Para evitar dicha situación en 1 62 1 se adscribió un secretario de 
Estado al despacho con el monarca, que no tardó en adquirir cierto perfil 
institucional como Secretario del Despacho y algo más tarde como secretario 
del Despacho Universal, encargándose de canalizar todos los asuntos de los 
Consejos hacia el monarca. No fue una figura brillante políticamente hablan- 
do, pero en el último cuarto del siglo XVII era ya considerada como de mayor 
rango que las demás secretarías. Su importancia se revelará definitivamente en 
el siglo XVin, cuando, oscurecidos los Consejos, se convierta en la pieza ma- 
triz de la reforma administrativa de los Borbones. 

3. JUNTAS 

Hemos aludido ocasionalmente a Juntas. Eran comisiones, por lo ge- 
neral de carácter temporal y de corto número de miembros, integradas por 
expertos en determinados temas u hombres de confianza del monarca, a cuya 
consideración sometía éste aquellos. Las hubo en el seno de los Consejos, con 
carácter especializado (se han citado anteriormente varias existentes en el Con- 
sejo de Guerra), y a veces fueron el preludio de un nuevo Consejo, como ocu- 
rrió con la Junta que en el Consejo de Castilla se ocupaba de los asuntos ame- 



43 



Manuel M. Mabtín Galán 



rícanos antes de la creación del Consejo de Indias. Excepcionalmente, hubo 
alguna de carácter permanente, como la Junta de Obras y Bosques, creada en 
1545 y cuya misión cí a la de administrar y mantener el patrimonio privado de 
los reyes, entendiendo en los asuntos de justicia de ello derivados. Pero lo más 
frecuente fue que las Juntas surgieran por expreso deseo de los monarcas o sus 
validos para tratar asuntos urgentes o de especial importancia que no podían 
esperar a la burocracia de los Consejos o que querían hurtar a su considera- 
ción. Felipe II hizo ya abundante uso de tal recurso que no tenía soporte 
institucional alguno y que dependía, sobre lodo, de la confianza que el monar- 
ca tenía en sus miembros. En la etapa final de su reinado el recurso a las Juntas 
fue casi sistemático y. de hecho, se convirtieron (la Junta (iiandc. integrada 
por Vázquez. Idiáquez. Moura \ el C onde de Chinchón, o la Junta de Noche) 
en el auténtico gobierno de la Monarquía, al margen y por encima de las insti- 
tuciones ordinarias. La costumbre se intensificó en el siglo XVII, ya que los 
validos (Lerma y Olivares, especialmente) las convirtieron en el principal ins* 
trumento de gobierno, mediante el cual se rodeaban de personajes incondicio- 
nales, hechuras propias, eliminando la posible oposición ejercida por los Con- 
sejos. 



La concepción de la época según la cual en el ejercicio del poder las 
jfunciones de justicia y gobierno iban indisolublemente unidas -uno de los 
rasgos que definen al poder absoluto- tenía su reflejo práctico, como ha po- 
dido verse, en que diversas instituciones de la administración central ejer- 
cían ambas tunciones. constituyendo los tribunales supremos de justicia den- 
tro de su ámbito de actuación. En las primeras instancias, a escala munici- 
pal, la adnnnistración de justicia también correspondía a quienes ejercían 
funciones de gobierno. Nos ocuparemos por lo tanto a continuación, si bien 
muy brevemente, de los pruicipales órganos especializados y jerárquicamente 
superiores en la administración de justicia. 

En la Corona de Castilla los más altos tribunales de apelación fueron 
las Chancillerías y Audiencias. De origen bajomedieval (segunda mitad del 
siglo XIV), la Chancillería (en principio sólo hubo una) quedó establecida a 
principios del siglo XV en Valladolid y su oiganización definitiva se debió a 
los Reyes Católicos (1485-86 y 1489), siendo posteriormente retocada y ma- 
tizada en múltiples disposiciones (en tomo a cincuenta) dadas a lo largo del 
siglo XVI. En 1494 se creó una segunda en Ciudad Real, trasladada final- 
mente a Granada en 1 505. El ámbito jurisdiccional de ambas estaba limitado 
por el río Tajo, quedando Toledo bajo jurisdicción de la de Valladolid. Esta- 
ban compuestas, básicamente, por un presidente o regente (no era raro que 
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fuera colegial y aun eclesiástico) y dieciséis oidores y tres alcaldes del cri- 
men, agrupados en cuatro salas de lo civil y una de lo criminal, a lo que 
habría que añadir, como es lógico, un nutrido personal auxiliar. Poseían ju- 
risdicción privativa sobre determinados asuntos (hidalguías, por ejemplo), 
ejercían la primera instancia en los llamados casos de corte y los promovi- 
dos dentro de cinco leguas en derredor de sus sedes, y eran tribunales de 
apelación (supremos) de las sentencias falladas por las justicias ordinarias, 
si bien en ciertos casos era posible recurrir sus sentencias a la Sala de las Mil 
y Quinientas del Consejo de Castilla. Por último, en la de Valladolid existía 
una Sala de Vizcaya (o de vizcainías), integrada únicamente por el juez ma- 
yor de Vizcaya, que juzgaba en grado de apelación las causas sentenciadas 
en primera instancia en aquel territorio (y de cuyas sentencias cabía apelar, 
como en el resto de la Corona, a otra sala de la Chanciilería). 

Los problemas derivados del amplísimo ámbito jurisdiccional de las 
Chanci Herías trataron de resolverse mediante la creación de Audiencias. Fue- 
ron éstas las de Galicia (1480. que también tuvo funciones de gobierno, jun- 
to con el gobernador-capitán general del reino de Galicia), Sevilla ( 1 525) y 
Canarias (1526, reorganizada en 1566). Cumplían en su ámbito territorial 
una función similar a la de las Chancillerías, aunque eran de rango ligera- 
mente inferior y de algunas de sus sentencias cabía apelar a aquéllas. 

Hablemos por último, brevísimamente, de la Corona de Aragón. En 
cada uno de sus reinos, como sefiala B. González Alonso, se produce, en 
cierto modo, una mimesis de la organización central, transformando la es- 
tructura Rey-Consejos/Chancillerías de ésta en Virrey-Audicencias para aqué- 
llos. Del Virrey (uno en cada reino, como es sabido, concebido como alter 
ego del monarca) y de los problemas que originó, en concreto, en Cataluña 
su consideración (cargo de jurisdicción ordinaria o de jurisdicción delegada) 
no nos corresponde hablar aquí, aunque sí señalaremos que teóricamente 
poseía no sólo facultades de gobierno, sino también judiciales y a él le co- 
rrespondía la presidencia de las Audiencias; en la práctica, empero, no inter- 
venía o sólo lo hacía con voto de calidad en casos de empate. La administra- 
ción superior de justicia correspondía a estas Audiencias (una en cada reino, 
que también asesoraban al virrey en materia de gobierno). Su fundación, por 
iniciativa de las Corles, estuvo relacionada con la ausencia del rey y por 
ende del Consejo, de aquellos reinos, y tuvo lugar durante los reinados de 
Femando el Católico (Cataluña, 1493; Valencia, 1507) y Carlos V (Aragón, 
1528), siendo luego reorganizadas en el de Felipe II (que también creó la de 
Mallorca, 1571) o incluso en el de Felipe III. Durante el siglo XVII, ya con 
su planta fijada, se articulaban en dos (Aragón y Mallorca) o tres (Cataluña 
y Valencia) salas (una o dos de lo civil y una de lo criminal) y su función 
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principal, desde el punto de vista de la administración de justicia, fue la de 
conocer por \ ía de apelación y como tribunales supremos de las causas civi- 
les y criminales originadas en sus propios territorios, si bien en Valencia 
cabía la apelación en ciertos casos al Consejo de Aragón. 
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La documentación archivística, (es decir, los fondos documentales) pro- 
ducida por las instituciones de la Administración Central del Antiguo Régimen 
(Consejos, Secretarías de Estado y Juntas), se encuentra depositada en su ma- 
yor parte en los llamados Archivos Generales del Estado. Estos cinco archivos, 
de los que se da referencia de su contenido, constituyen en realidad un único 
Archivo repartido en cinco depósitos distintos, donde se custodian los fondos 
documentales aludidos. Sin embargo, estos fondos no se encuentran distribui- 
dos con criterios fácilmente comprensibles, por razones dependientes de la 
evolución histórica de las instituciones, y del diferente destino de sus docu- 
mentos, en razón de las organizaciones y reorganizaciones administrativas y 
de la diferente atribución de funciones de los organismos que heredaron com- 
petencias de los anteriores. Por ello, la identificación de dichos fondos y su 
descripción presentan numerosos problemas que deberían ser abordados, res- 
petando los principios archivísticos, y con el apoyo de las normas internacio- 
nales de descripción y la moderna tecnología informática. 

L NUESTRO CONCEPTO DE DOCUMENTACIÓN: FONDOS 
DOCUMENTALES Y ARCHIVOS 

Ll. Las múltiples definiciones de documentación 

La palabra documentación es de comprensión fácil y definición difícil. 
La recopilación de más de un centenar de definiciones efectuada por Moreiro', 
nos da una idea de lo trabajoso que resulta la fijación de este concepto, por su 
amplitud, y las posibilidades de referirlo al emisor y al receptor, a los canales 
y vehículos de transmisión, a la información y al soporte en que se manifiesta; 
López Yepes hace una sistematización de las diversas definiciones posibles, 
encuadrándolas en grupos homogéneos, de acuerdo con los elementos toma- 
dos como referencia: por su origen etimológico, ligado a "docere" y a 
"documentum", por el objeto, por la finalidad: docencia, prueba, testimonio. 



I MOREIRO. José Antonio. Introducción bibliográfica y documental al estudio evolutivo de la Docu- 
mentación: Barcelona: PPU, 1990. 
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etc.; y recientemente, Abadal- ha tratado de aclarar el contenido del concepto 
a través del estudio pormenorizado de la denominación, en cinco apartados 
relativos a la formación, profesión, política y planificación, producción cientí- 
fica, sector de actividad y concepciones teóricas. 

Todas ellas, por supuesto, nos invitan a pasar de la documentación al 
documento, del conjunto, al elemento singular, caracterizado por contener una 
información registrada en un soporte perdurable. Información que no es forzo- 
samente testimonio, aunque en última instancia nos quede la duda de si existe 
alguna información que no lo sea de la actividad, afición, o dedicación de 
alguien a algo o de alguien a alguno/a, cualquiera que sea el ejemplo que 
tomemos: un acuerdo comercial, un poema, un informe técnico, un vídeo, o 
una grabación musical. 

1.2. La documentación desde el punto de vista archivístico: el 
documento administrativo 

Pero hablamos de documentación de la Administración, o mejor dicho, de 
muchas administraciones, aunque las globalicemos bajo un epígrafe único: "la 
Administración", que por supuesto circunscribimos a gobierno, y como el 
determinativo "Antiguo Régimen" nos obliga a ello, también ajusticia, pues ambas 
funciones son inseparables en ese período de tiempo que va del s. XV al primer 
tercio del s. XIX en el que se desenvuelve ese así denominado, en contraposición 
al Nuevo Régimen constitucional inaugurado con la Revolución Francesa. 

Estamos hablando, pues, de documentación de archivos, la acumulada 
(no solamente la producida, sino también la recibida) por una administración o 
persona pública, en el cumplimiento de sus funciones, y conservada como in- 
formación o testimonio por sus propietarios; en este caso, instituciones públi- 
cas, la documentación archivística por excelencia, como dirían Jenkinson, que 
la incluiría en esta calificación junto con la eclesiástica en su tradicional Ma- 
nual sobre Administración de Archivos^, o Müller, Feith y Fruin en su otro 
célebre manual, mucho más restrictivo en sus planteamientos que la moderna 



2 ABADAL FALGUERAS, Emest. Origens i desevohipament de ¡a informado i documentació a 
l'Estat Espanyol El problema de la denominació. Tesis docloral. Bellaterra: Universitat Autónoma de 
Barcelona. Dcpartament de Periodisme. 1991. Conf. LOPEZ YEPES, José. ¿Qué es documentación? Teo- 
ría e historia del concepto en España I José López Vepes, Juan Ros García. Madrid: Síntesis, 1 993, pp.98- 
99. 

3 JENKINSON, Hilary. A Manual o/Archive Administrafion. A reissue of the revised second edition with 
an introduction and bibliography by Roger H. Ellis. London: Pency Lond, Humphries and Co. Ltd, 1966. 

4 MÜLLER, Fz. Manual for the arrangemeni and description of archives. Drawn up by direction of 
the Netherlands Association of Archiv ists by S. Muller Fz., J.A. Feith and R. Fruin Th. Az. Translation of 
the second edition by Arthur H. Leavith. Reissue with a New Foreword by Ken Munden.- New York: H.W. 
Wiison Company, 1968. 
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Archivística, que ha ensanchado el concepto de archivos, tras la 2" Guerra 
Mundial, a otros campos, otras instituciones, otros documentos, hasta alcanzar 
el universalismo archivistico en que se engloba la actual concepción, como 
vemos manifestada en las definiciones incluidas en el Diccionario de termino- 
logia archivistica del Consejo Internacional de Archivos, de 1 984 ^ o en el del 
Ministerio de Cultura de 1 993*. 

1.3. La génesis y las agrupaciones documentales 

Y si se trata de documentación de archivos, evidentemente tendrá las 
características de tales: única, en cuanto que la "actio" y la "conscriptio" de 
cada documento originaron piezas irrepetibles, pero seriada, pues la repetición 
en el tiempo de los diversos tipos que reflejaban la variada actividad de los 
organismos, fruto de su diversidad competencial, motivó la creación de series 
documentales en las diversas oficinas de los organismos productores; y por 
tanto será también orgánica, por el entramado de relaciones existente entre 
ellos. Al conjunto de series y documentos de una misma administración deno- 
minamos fondo documental, o archivo, en su acepción de conjunto orgánico 
de documentos, poseedores de un valor evidencial, demostrativo de la activi- 
dad de su creador, que en un tiempo inicial fue primario, informativo, y que 
hoy en día nos interesa por su valor informativo, secundario, como fuente para 
la Historia, con mayúscula. Esto es lo que debemos decir desde el punto de 
vista teórico, aunque después la realidad se encargue de recordamos que no 
todos los documentos, ni siempre, pierden su valor primario^ 

2. LOS FONDOS DOCUMENTALES DE LA ADMINISTRACIÓN 
CENTRAL: CONSEJOS, JUNTAS Y SECRETARÍAS DE ESTADO 

Hemos delimitado, pues el tema, que queda centrado así: Archivos de la 
Administración Central. Pero Administración Central prescindiendo de su 



5 EVANS. Franck B. Dictionan- of Archival lerminology: English and French with equivalenis in 
Dulch, Germán, Ilulian. Russian and Spanish = Dictionnaire de terminologie arvhivistique /Edited by 
Peter Walne; compiled by Frank B. Evans, Fran^ois-J. Himly and Peter Walne. MUnchen /etc./: K.GSaur. 
1984. (ICA Handbooks Series; V.3). Reed. 198X. 

6 DICCIONARIO de Archivistica. Madrid: Ministerio de Cultura. Dirección de los Archivos Estatales. 
1993. (Normas Técnicas de la Dirección de Archivos Estatales: \ ).DlCCIOSARIO de terminologia 
archivistica [Realizado por la Comisión de Terminología de la Dirección de los Archivos Estatales].- 2 ed.- 
Madrid: Ministerio de Cultura, Subdirección General de Archivos Estatales. 1996.- 62 p.- (Normas técni- 
cas de la Dirección de Archivos Estatales; I ) 

7 Como sucede en Galicia con los documentos relativos a la propiedad, uso. disfrute y posesión de la 
tierra, del monte o de las aguas, que siguen utilizándose, sin importar su antigüedad, en pleitos expedientes 
y escrituras actuales de todo tipo. 
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ámbito territorial, que no queda suficientemente reflejado en la documenta- 
ción. Y no podemos deslindar fácilmente lo administrativo o gubernativo de lo 
judicial, como hemos indicado, pues en el Antiguo Régimen ambas funciones 
están desempeñadas muy frecuentemente por las mismas personas y por los 
mismos organismos; ni tampoco lo civil de lo militar, pues las interferencias 
son mucho más frecuentes que en la actualidad, sujetos todos ellos a un poder 
superior mucho más poderoso que es el del Monarca Absoluto. Esto quedará 
de manifiesto en la separación entre Archivos de la Administración Civil del 
Estado de los de la Administración Militar, que es una cuestión del s. XIX, y 
no existe en el Antiguo Régimen. 

2.1. La Administración Central del Antiguo Régimen: Consejos, 
Juntas y Secretarías de Estado 

La Administración central española, desde los Reyes Católicos hasta 
Felipe II, sufre una transformación determinada por las características consti- 
tucionales de los reinos hispanos, por la conquista del imperio americano, y 
también por las exigencias de la guerra. 

Relegados los viejos funcionarios palatinos a una categoría puramente 
doméstica y honorífica, y suprimido el cargo de Canciller, que bajo Carlos V 
llega a alcanzar el puesto más importante de la Administración central, ésta 
estaba integrada, durante la época de los Austrias, por los Secretarios y los 
Consejos y las Juntas. 

2.1.1. Los Consejos 

r Origen y clasificación de los Consejos 

Los Consejos, 13 en número, aunque algunos autores añaden el efíme- 
ro de la Hermandad, el Real de Navarra, cuya sede no fue la corte, y el tardío 
y discutible de la Cámara de Indias; pueden clasificarse en dos categorías 
principales: los asesores en asuntos generales o particulares que afectaban a 
toda la monarquía; y los territoriales, responsables del gobierno de cada uno 
de sus territorios. Recientemente, algunos autores hablan de Consejos 
supraterritoriales (Estado y Guerra), territoriales, y departamentales (espe- 
cializados). 

a) Los Consejos territoriales 

La unión personal de las coronas de Castilla y Aragón dejó subsistentes 
la organización peculiar de los diversos territorios que las integraban; y al 
frente de cada una de ellas sigue su antiguo Consejo real, con lo cual habrá dos 
organismos, semejantes por su naturaleza, que ejercerán sus funciones parale- 
lamente sobre cada uno de los países: el Consejo de Castilla y el Consejo de 
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Aragón. Al incorporar nuevos territorios, de manera análoga, aparecen el Con- 
sejo de Navarra (1515) creado al anexar este reino a la Corona de Castilla, el 
Consejo de Flandes (1555 a 1648) fundado por Carlos V antes de pasar su 
gobierno a Felipe 11, y que duraría hasta 1720, y el de Portugal (1580 a 1665) 
organizado al incorporar este reino a la Monarquía, a imitación de los otros. El 
aumento progresivo de los dominios españoles y la complicación creciente de 
la Administración van produciendo desgajamientos sucesivos en algunos de 
ellos. Del Consejo de Castilla se desprende, en 1524, el de Indias, y del de 
Aragón, en 1 556, el de Italia. Todos ellos tienen el mismo rango y condición y 
ejercen funciones análogas en los diferentes territorios. Desde que el Consejo 
de Castilla comienza a dejar de ser un cuerpo consultivo para convertirse en un 
órgano administrativo de actividad independiente, el rey va formando a su 
alrededor, con miembros de aquel Consejo, otro nuevo Consejo de la Real 
Cámara o Cámara de Castilla, de carácter puramente consultivo, para aquellas 
materias que acostumbra a resolver personalmente, como son el derecho de 
gracia, la concesión de mercedes, la elección de altos funcionarios, el derecho 
de patronato real, etc. Organizado en 1 5 1 8, es reorganizado 70 años después. 
h) Los Consejos asesores generales y especializados 
Como los consejos reales quedan reducidos a cada uno de los reinos que 
componen la Monarquía, el rey necesitaba de un consejo que, extendiendo su 
actividad sobre todo el reino, por encima de las peculiaridades territoriales, 
pudiera aconsejarle sobre los asuntos generales de política. Este Consejo de 
Estado, creado por los Reyes Católicos, fue reorganizado en 1520. La inter- 
vención de elementos militares cuando se debatían problemas de índole gue- 
rrera, condujo a su desdoblamiento, en virtud del cual, aparece con una com- 
posición y una organización análoga, y en gran parte común, el Consejo de 
Guerra, organizado tardíamente, en 1 5 1 7, y reorganizado en 1 522. 

De tipo diíerente, por cuanto su competencia no se limita territorialmente, 
sino por razón de la materia, para los asuntos gubernativos y administrativos 
de su ramo, son: el Consejo de Hermandad ( 1476) como órgano supremo de la 
Santa Hermandad y que duró sólo dos años, y el de Inquisición (1478), funda- 
dos al establecerse ésta y aquélla; al ser incorporados a la Corona como territo- 
rios de régimen exento los Maestrazgos de las Ordenes Militares, se crea a la 
cabeza de ellos el Consejo de las Ordenes ( 1495-96); y el de Hacienda (1523) 
como derivación de la antigua Contaduría Mayor -a la que luego absorbe- y el 
de Cruzada ( 1 534) para recaudar fondos para la guerra con los infieles**. 



8 ANDRÉS DÍAZ, Rosana de. «El Estado: documentos y archivos». En: Enciclopedia de Historia de 
España dirigida por Miguel Arlóla. VII. Fuentes. índices... págs. 92-95. 
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2" Evolución y desaparición de los Consejos 

Los Consejos fueron el eje de la Administración española de la Edad 
Moderna. Tuvieron su origen ya indicado en los consejos reales de origen 
medieval, que fiieron desdoblándose y especializándose en los diferentes asuntos 
administrativos, o sobre los diversos territorios que conformaban la Monar- 
quía hispánica. 

La reorganización del antiguo Consejo de Castilla fije la más impor- 
tante de las reformas emprendidas por las cortes de Toledo de 1480. Los 
RRCC intentaron hacer del Consejo Real o Consejo de Castilla, llamado así 
para diferenciarlo del de Aragón, el órgano central del gobierno y el modelo 
de su sistema gubernamental. Asesoraba en los nombramientos y la conce- 
sión de mercedes, actuaba como tribunal supremo de Castilla y supervisaba 
la labor del gobierno local castellano. Se convirtió en un organismo de carác- 
ter letrado y profesional, que asumió, por delegación regia, gran cantidad de 
tareas gubernamentales, judiciales y administrativas, generando «provisio- 
nes reales» para todos estos asuntos, y ejerciendo de tribunal de suprema 
apelación para todos los demás de la Corona, y superior de pesquisidores, 
jueces especiales y corregidores, siendo además cuerpo consultivo y dicta- 
minador. Actuaba por sí en los asuntos que se podían «librar por expediente» 
y como órgano de consulta en los asuntos que eran «librados por cámara», 
que posteriormente pasarían por la Cámara de Castilla. Sus diversas oficinas 
trataban de asuntos internacionales, de justicia, hermandad, hacienda, órde- 
nes, o asuntos de la Corona de Asturias, y fueron la raíz de donde salieron los 
Consejos especializados que conformarían la Administración de la España 
de los Austrias'^. 

Tan amplios poderes exigían que sus miembros tuvieran plena confian- 
za de los soberanos, y para evitar que cayeran en manos de los magnates acor- 
daron ponerlo en las de letrados, «hombres nuevos», miembros de la pequeña 
nobleza y la «hidalguía» rural. Esta burocracia, compuesta de letrados forma- 
dos en las universidades castellanas, estableció una rutina, y sorprendentemente 
no apeló a la experiencia aragonesa. La organización del Consejo era menos 
rígida pero era imprescindible que tres miembros del Consejo firmaran todos 
los documentos oficiales y el Consejo entero intervenía en las más mínimas 
cuestiones de gobierno cotidiano. Junto a los consejeros, los secretarios reales, 
que en principio servían de enlace entre el Consejo y los monarcas, tlieron adqui- 
riendo de modo natural más influencia en las decisiones políticas y administrativas; su 
selección fije realizada cuidadosamente por los soberanos'". 

^ ANDRÉS DÍAZ. Rosana de: «El Estado: Documentos y Archivos». En: Enciclopedia de Historia de 
España dirigida por Miguel Arlóla. Vil. Fuentes. Indice. Madrid: Alianza Editorial, 1993. págs. 92-95. 

10 ELLiOT. J.H.: La España imperial. ¡469-1716 /Traducción de J. Marfany. Barcelona: Vicens 
Vives, 1969. pag. 91-93. 
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El avance del «gobierno del papel», en frase de EUiot, sufrirá un impul- 
so en 1 522, cuando el Gran Canciller Gattinara emprendió la racionalización y 
mejora de la maquinaría administrativa española. Entre 1522 y 1524 reformó 
el Consejo de Castilla, creó el Consejo de Hacienda, reorganizó el Gobierno 
de Navarra y estableció el Consejo de Indias. Y en 1 555 perfeccionó el sistema 
con la creación del Consejo de Italia mediante la sustracción de los asuntos 
italianos al de Aragón. 

El sistema estaba integrado esencialmente por consejos consultivos. Esto 
satisfacía las necesidades planteadas por las prolongadas ausencias del Empe- 
rador, y por la insistencia de sus dominios en la observación de sus leyes y 
costumbres. La necesidad de una sede fija para ellos convirtió a Valladolid en 
la capital administrativa del reino, hasta la elección de Madrid por Felipe II en 
1 56 1 . Y al mismo tiempo, el aumento de los papeles oficiales hizo necesaria la 
creación de un depósito central para el Estado. Carlos V y Cobos escogiéronla 
fortaleza de Simancas para ello, que estaba cerca de Valladolid". 

El reinado de Felipe II, y especialmente el bienio 1586-88 fue especial- 
mente significativo en las reformas de la administración. En 1587 se diferen- 
ciaron en el Consejo de Guerra las secretarías de tierra y mar'-. En enero de 
1 588 se promulgará una instrucción para el buen despacho de los asuntos de la 
Cámara; y en la evolución de la Secretaría de Estado, Escudero hace coincidir 
la última con los años 1 587- 1 598, en que se vuelve a la división de secretarías. 
Vlcens Vives define la década 1580-1590 como la última etapa de creaciones 
sinodales, el Consejo de Flandes se instituye en 1588, y esta fecha es la clave 
elegida por Reglá y Braudel en el viraje del monarca español en su política 
exterior e interior'^ 

Como corolario de todas estas reformas, no podemos dejar de mencio- 
nar la promulgación de las Ordenanzas del Archivo de Simancas, el 24 de 
agosto de 1588, que regularía el funcionamiento de lo que puede entenderse 
como el prímer Archivo de Estado del Occidente europeo, consecuencia de la 
primera gran concentración de documentos de la administración central en un 
dqwsito único'*. 

El desmoronamiento progresivo de la monarquía hispana tuvo por conse- 
cuencia la desaparición de los respectivos Consejos. Así, la separación de Por- 



1 1 ELLIOT: La España imperial... págs. 1 79- 1 82. 

12 THONSON. I.A.A.: iVar and governmenl in Habsburg Spain (J 560-1 620J.- hondón, 1976, pág. 
39. Conf. Instrucción para el gobierno del Archivo de Simancas (Año 1588) I Estudio por José Luis 
Rodríguez de Diego. Madrid: Ministerio de Cultura. Dirección General de BellasArtes y Archivos, 1989. 
pág. 62. Puede confirontarse también la versión española.- Guerra y decadencia. Gobierno y administra- 
ción en la España de los Áustrias, 1560-J620.Bs¿celonei: Crítica, 1981. 

13 ESCUDERO: Los secretarios de Estado... I, pág. 121-122. Conf. Instrucción... pág. 62 

14 Instrucción... pág. 63. 
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tugal y de Flandes se acompañó de la extinción de los suyos respectivos. Pero la 

reoiganización de España tras el advenimiento y triunfo militar de los Borbones 
tuvo también consecuencias institucionales, con la abolición de los derechos 
privativos de los Estados de la Corona de Aragón, y su reducción al derecho de 
Castilla, y la extinción del Consejo de Aragón como óigano, cuyas funciones 

fueron asumidas por el de Castilla, que subsistió como el único Consejo para 
toda España hasta instaurarse el Estado constitucional. Por decreto de 24 de 
marzo de 1 834 cesaron sus funciones el Consejo de I siado. el Consejo de Castilla 
y el Consejo de Indias. América era ya independíenle. Un Consejo Real, y pos- 
teriormente el Gabinete, fueron los sucesores del Consejo de Castilla \ 

En las ceremonias públicas y procesiones, la etiqueta hacía que los Con- 
sejos de Casiilla y Aragón marcharan parejos a la derecha e izquierda del 
Monarca, en tanto los otros Consejos iban delante, siendo el de Inquisición el 
que marchaba el último de éstos, por ser el más importante'^. 

3* Estrnctnra y competencias de los Consejos 

En principio fueron óiganos consultivos, pero la progresiva delegación 
de asuntos por parte del monarca amplió enormemente sus competencias, con- 
virtiéndose en la columna vertebral de la Administración, su cúpula jerárqui- 
ca, su instancia judicial suprema -salvo la real- en su respectivo territorio o 
competencia, con ciertas diferencias entre sí, y actuando en cierto modo, como 
órganos legislativos. Nobleza y aristocracia, a quienes estaban reservados los 
altos caigos, fueron dejando paso a los letrados, que ejercían funciones emi- 
nentemente técnicas como consejeros togados. 

Su organización era similar: un presidente o gobernador (salvo en Esta- 
do y Guerra, donde lo era el mismo Rey); consejeros juristas, en número varia- 
ble según el tiempo y los Consejos, de ocho a veinte; uno o varios fiscales, que 
era portavoz de la opinión y encargos reales; y una maraña de oficiales, escri- 
banos, secretarios, relatores, contadores, registradores, escribientes, alguaci- 
les, etc. En algunos Consejos se organizaron salas separadas de justicia y go- 
bierno, desde el s. XVll' . 

En el siglo XVIII, los consejos son los de Estado, Castilla, Indias, 
Órdenes, Guerra, Hacienda y Cámara de Castilla, cuerpos consultivos y deli- 
berantes y tribunales de apelación. Pierden atribuciones frente a los ministe- 
rios, y se afirma la preeminencia del Consejo de Castilla sobre los demás, 

1 5 BATISTA Y ROC A, J.M.: «Prólogo». En: KOENIGSBERGER, Helmul a. La práclicadet Impe- 
rio.- Madrid: Alianza Univenidad, 1 989 (Thepraciice ofEmptre. ItlMca, New Yofk: Coraell Unívenity, 

1969).- pág. 32. 

16 BATISTA ^ R(K A. .I.M.: Oh Cir... pág. 26, 

1 7 ANDRES DÍAZ, Rosana üe: «El Estado: documentos y archivos». En: Enciclopedia de Historia de 
Esptáki dirigida por Miguel Aitola. VII. Fuentes. índices... pégs. 92-95. 
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convirtiéndose en el centro impulsor de la política de la Corona. Carlos III 
introdujo importantes reformas en él, al dar entrada a los burgueses-manteistas 
(Su presidente era el primer personaje del Estado tras el rey; Presidente de las 
Cortes, y del Consejo de Órdenes Militares). Se ocupaba de cuestiones legisla- 
tivas, eclesiásticas, culturales y económicas, y era también Tribunal Supremo 
de Justicia. 

2.1.2. Las Juntas 

Eran pequeñas comisiones de hombres de confianza del monarca, para 
temas de urgencia, sin soporte institucional, muchas veces integradas por con- 
sejeros. En la eti^a final del reinado de Felipe 11 constituyeron el instrumento 
gubernativo más utilizado, por encima de los Consejos. Su existencia estaba 
ligada con fi^cuencia a situaciones excepcionales, como la Junta de Censura 
creada por el Conde Duque de Olivares para proponer reformas. También las 
hubo dentro de los mismos Consejos como la de Galeras, para los asuntos del 
Mediterráneo, y la de Armada, para los del Atlántico, dentro del de Guerra; y 
las hubo de larga duración como la Junta de Comercio, creada el 1 5 de marzo 
de 1638, para promover intereses de comercio, fabricación y de las artes, que 
se unió a la Junta de Moneda, creada por R.D. de 1 5 de noviembre de 1 730, 
para tratar negocios económicos y judiciales sobre moneda, en una Junta Ge- 
neral de Comercio, Moneda y Minas, que tuvo su importancia'^ Salvo excep- 
ciones, como la Junta de Obras y Bosques, la de incautaciones, la de Sanidad 
o la de Dependencia de Extranjeros, tuvieron en su mayoría una vida efímera'*^. 

2.1.3. Los Secretarios 

Existían secretarios en los distintos órganos judiciales y gubernativos, 
encargados de la documentación y de la fe pública. En los Consejos, llevaban 
ios papeles administrativos, y preparaban las consultas para las firmas. Entre 
todos ellos destacaban los Seoietarios de Estado, al servicio directo del monarca. 

El soberano se pone en contacto con el Consejo de Estado mediante un 
Secretario de Estado^, cargo creado por Felipe II. Puesto que el rey, que es su 
presidente, no asiste normalmente a las sesiones del Consejo, para darle más 
libertad de actuación, la función del Secretario consistía en despachar con el 
monarca y dar cuenta y ¡Mresentarle los dictámenes del Consejo. Se desdobló 
en dos en 1 566, uno, de Italia, para los asuntos mediterráneos y otro, del Norte, 

18 "Junta", en: Enciclopedia Universal Ilustrada Europeo Americana, t. XXVUI.- 2" ed.- Madrid: 
Espasa Calpe, D.L. 1978, pp. 3167-3178. 

19 SÁNCHEZ, María Dolores.: F.l deber de come jo en el estado moderno. Las juntas "ad hoc" en 
España, ¡474-1665.- Madrid: Polifemo, 1993. Y también SÁNCHEZ, María Dolores..- Las juntas ordina- 
rias., tribunales permanentes en la Corte de los Austrias. Madrid: Uned, 1995. 

20 ESCUDERO, José Antonio.: Los Secretarios de Estado y del Despacho. Madrid, 1976, 4 vols. 
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para los demás; y nuevamente en otros dos: Guerra y Estado, Aragón, Portu- 
gal, Hacienda, etc. El número de secretarios variaba, y los secretarios tenían a 
su cargo, a veces, dos o más secretarías, las que el rey les encomendaba según 
su formación y competencia. 

Los secretarios de estado no son simples ejecutores de la voluntad del 
monarca, sino hombres de confianza, encargados de aconsejarle y estudiar los 
asuntos, y con la libertad suficiente para imprimir una orientación determina- 
da a su actuación-'. Procedían del pequeño patriciado urbano y no tenían, 
salvo excepciones y a diferencia de los miembros de los Consejos, preocupa- 
ciones intelectuales ni formación universitaria. Eran, ante todo, funcionarios 
civiles profesionales, entregados a los intereses del rey y unidos por un sólido 
espíritu de cuerpo. Su aspecto de casta cerrada se veía reforzado por la cos- 
tumbre de que las secretarías pasasen de padre a hijo o de tío a sobrino, de 
modo que nombres como Pérez o Idiáquez reaparecen continuamente. Este 
sistema aseguraba una continuidad administrativa, pero también tendía a per- 
petuar procedimientos rutinarios. 

En el s. XVII, los validos devaluarán su papel ciñéndolo a asuntos mera- 
mente burocráticos. Felipe 111 llegará a estar aislado incluso de ellos. En 1 62 1 
se adscribe a un Secretario al Despacho con el monarca: la Secretaría del Des- 
pacho Universal, germen de los futuros ministerios. 

Con los Borbones las secretarías del rey, anuladas anteriormente por los 
validos, se modifican. La Secretaría de Estado se divide en dos ( 1 705) y luego 
en cuatro (1714), llamándose Ministerios, que son siete con Carlos III ( 1 787): 
cinco para la administración metropolitana (Estado, Gracia y Justicia, Guerra, 
Marina y Hacienda) y dos para Indias, que en 1790 se refunden con las de 
España. Con Carlos III se crea el Consejo de Ministros ( 1 787) suprimido por el 
Conde de Aranda con Carlos IV ( 1 792). Con los ministros, por primera vez en 
la Administración española, hubo personas especializadas y responsables di- 
rectamente ante el rey. 

2.2. La historia de la Administración y de las Instituciones 
del Antiguo Régimen 

Estas instituciones tendrán una vida limitada, entre su creación, a lo 
largo de los s. XV-XVI, y su desaparición, con motivo de las reformas libera- 
les, resultado del nuevo régimen constitucional, establecido por la constitu- 
ción de Cádiz de 1812, aunque la posterior evolución y la reacción absolutista 
femandina atrasará su agonía hasta finales del primer tercio del s. XIX, que 



21 Véase la importancia de los Secretarios en la política española en KAMEN. Henry.: Felipe de 
España. 4* ed.- Madrid: Siglo XXI de España Editores. 1998. 
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podemos centrar en las reformas del régimen judicial de 1 835. Pero la historia 
administrativa e institucional de ese período de tiempo está en gran medida 
por hacer, debido a la orientación de los estudios de historia de las institucio- 
nes, la mayoría de excesivo carácter teórico-legislativo, y a la dificultad que 
presenta para su reconstrucción, con base documental, por la dispersión y mezcla 
de los fondos correspondientes a las diferentes instituciones. 

Esta dispersión actual responde a un doble motivo: al sistema archivístico 
diseñado por Carlos V, que se perpetuará, sujeto a muy profundas reformas en 
la época borbónica, hasta bien entrado el s. XIX; y a la propia dinámica histó- 
rica de la Administración española, con sus vaivenes de competencias, que han 
provocado fusiones administrativas, desdoblamientos competenciales, etc., con 
la consiguiente necesidad de antecedentes y la fragmentación, en la mayoría 
de los casos, del archivo de la institución precedente. En realidad, la diferencia 
entre sistema de archivos e historia de la administración es algo artificioso, 
pues el primero es el reflejo de la segunda, y además pertenece a ella, pero nos 
sirve desde el punto de vista teórico para nuestra exposición. 

Una y otra causa (la evolución del sistema archivístico y la historia de la 
Administración), así como la ya indicada orientación de los estudios de histo- 
ria de las instituciones, hace que hoy se posea tal desconocimiento de la histo- 
ria de las instituciones, que sea sumamente difícil, en muchas ocasiones, la 
identificación archivística de los fondos, y en suma, la aplicación de la norma 
internacional de descripción archivística ISAD (g)-- para el mejor acceso a los 
mismos. 

2.3. La documentación producida por las instituciones y órganos de 
la Administración delAntiguo Régimen: la HistoriaArchivística 

Porque para poder reconstruir la historia de la administración, necesita- 
ríamos conocer con claridad cuáles eran las series documentales que produ- 
cían, y donde fueron a parar sus fondos documentales, o porciones de fondos o 
de series, al acumularse en sus archivos, o al enviarse a los de otras institucio- 
nes que heredaron total o parcialmente sus actividades, y precisaron de los 
antecedentes documentales para poder continuar sus tareas. Pero esto es una 
pescadilla que se muerde la cola: para identificar las series necesitamos cono- 

22 Son escasísimos los ejemplos de que disponemos de aplicación de las normas, y prácticamente 
todos relativos a documentación contemporánea. Citemos entre otros: ARQUIVO DO REINO DE GALICIA. 
Sanatorio Marítimo de Oza: instrumentos descriptivos /dirección Luis Martínez García. Pedro López 
Gómez.- Santiago de Compostela: Dirección Xeral de Patrimonio Cultura, 1996.- 318 p.; il. (Arquivos de 
Galicia. Instrumentos de descripción; 2); QUIROGA BARRO, Gabriel.: "Colección Fotográfica doArquivo 
do Reino de Galicia. Aplicación da norma ISAD (G) para a súa descrición". En: A saudade do progreso. A 
Corufta. 1890-1936. S.I.: Archivo do Reino de Galicia. Xunta de Galicia, D.L. 1997. (Catálogos de 
E.xposicións), págs. 31-38. 
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cer las actividades, y su evolución en el tiempo, y el procedimiento, y los usos 
administrativos; y para conocer éstas necesitamos de sus testimonios docu- 
mentales, que originaron las series. 

Digamos algo sobre el procedimiento administrativo, que se basaba 
en el sistema de consultas. Un Consejo, que se reunía con regularidad, solía 
discutir los últimos despachos del virrey y los asuntos de importancia del terri- 
torio o materia colocado bajo su jurisdicción. Los resultados se recogían en 
unos documentos llamados consultas, que resumía los diferentes puntos de 
vista de los consejeros. El rey podría aceptar la recomendación de la mayoría, 
o pasar la consulta al Consejo de Estado o a un cuerpo especial de ministros, 
que le devolvían también los consejos en forma de consulta para que adoptase 
una decisión definitiva, que comunicaba mediante una glosa escrita, a menudo 
de su puño y letra, sobre la primera consulta. Recibida la respuesta real por el 
Consejo, el secretario de éste redactaba las cartas de rigor para ser fumadas 
por el rey y enviadas al virrey para que actuase en consecuencia. 

La cadena de comunicaciones, que iba del virrey o gobernador al mo- 
narca, pasando por el Consejo, y volvía de nuevo al virrey o al gobernador, 
garantizaba una maduración exhaustiva de cada decisión. Este sistema resol- 
vió el problema de mantener el control central sobre los lejanos procónsules, 
pero a costa de retrasar y entorpecer la actuación administrativa. 

Ya se ha dicho que aquí reside el principal escollo para la identificación 
de los fondos. En palabras de María Jesús Álvarez-Coca ¿Cómo funcionaba 
exactamente el Consejo de las Órdenes, en qué series documentales se reflejan 
sus competencias?^^ ¿Y la Cámara de Castilla, sufrió alguna alteración cuando 
recibió, en 1 707, parte de las competencias del recién extinguido Consejo de 
Aragón?; ¿siguió el procedimiento administrativo existente previamente para la 
administración de los territorios de la Corona de Aragón, o se impuso el estilo 
burocrático castellano, con la consiguiente alteración de las series documenta- 
les? Sólo contestando este tipo de preguntas podremos emprender correctamen- 
te la identificación de los fondos y series documentales, en todos los archivos 
generales con la misma metodología de trabajo, para posteriormente acometer 
coordinadamente la descripción documental, conforme a la normativa ISAD(G) 
e ISAAR (CPF)-"*. Pero no nos adelantemos, pues de los archivos generales y de 
la descripción hablaremos después; sigamos con la investigación. 

23 ÁLVAREZ-COCA GONZÁLEZ, María Jesús.: "La concesión de hábitos de caballeros de las Órde- 
nes Militares. Procedimiento y reflejo documental (siglo XVI-XIX)". Cuadernos de Historia Moderna, 14 

(1993) m-191. 

24 ÁLVAREZ-COCA GONZÁLEZ.: "Una cooperación necesaria: la identiínación de fondos en los 

Archivos Generales Españoles" / M* Jesús Álvarez-Coca Gonzáez, Pedro López Gómez, Luis Martínez 

García.- XORNADAS DF ARQUIVOS. BmLIOTECAS E MUSFOS DF GALICIA. Cooperación: 
Realidade e Futuro. (A Coruña, 24-26 abril 1997). s.L. [Santiago]: Xunta de üalicia, 1997. pp. 459-475. 
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Se trata de ésto, de una investigación archivística. Retomando palabras 
que ya dijimos en su día: por medio del análisis documental, y en el proceso de 
identificación de las distintas series documentales, pasamos desde los oríge- 
nes legislativos, normas, procedimiento y trámite que ha originado cada serie 
en concreto, al conocimiento del órgano emisor/receptor y sus funciones y 
competencias, las actividades desarrolladas en el ejercicio de las mismas, y la 
plasmación documental en que se manifestaron, en el tiempo y a lo largo del 
tiempo. 

La comprensión de las estructuras documentales del fondo documental 
en cuestión, y el entendimiento de las alteraciones que haya podido experi- 
mentar a lo largo de su existencia, son condiciones previas y necesarias para 
realizar la organización (o en su caso reorganización) de sus documentos, y la 
posterior descripción de los mismos en los instrumentos más acordes con su 
naturaleza, y con las necesidades de los posibles usuarios, dentro de la planifi- 
cación orgánico/descriptiva del Archivo correspondiente. 

Es precisa, por tanto, esta investigación histórica especial, a la que nos 
atrevemos a denominar «archivística», aún a sabiendas que este término no 
está aceptado, y que puede levantar cierta polémica; aunque exista una cierta 
elaboración teórica sobre esta materia-\ Su directriz básica es la utilización 
del «principio de procedencia», con el principio de «estructura» y de «orden 
originario» de los documentos, que son complementarios, si no los considera- 
mos simplemente una ampliación, del principio anterior'^. Este método com- 
binado con el «análisis documental»-^ -que mediante un proceso analítico de 
los documentos, nos permite, a partir del conocimiento de sus características 
internas y extemas, llegar a la identificación de las series documentales a que 
pertenecen- , y mediante un proceso de síntesis, por el estudio de las agrupa- 
ciones documentales, reconstruir tanto la orgánica como la funcionalidad de 
los archivos y consiguientemente de las instituciones que los originaron-*. 

2.4. Relación entre la Historia Archivística y la Historia Institucional 

Investigación archivística e historia institucional están, pues, estrecha- 
mente enlazadas , y una lleva hacia la otra inexorablemente. 

25 LÓPEZ GÓMEZ. Pedro.: «La Archivística en la formación profesional». CONGRESSO NACIO- 
NAL BAD ( I M 985, Porto)/! Informaqao em Tempo de Mudanza. Actas.- Porto: BAD, 1 985.- vol. !., págs. 
425-446. 

26 DUCHEIN. Michel.: "Le respect des fonds en Archivistique: principes theoriques et problemas 
practiques": Gazelle des Archives, 97 (1977) 79-96. 

27 CORTÉS ALONSO. Vicenta. «Nuestro modelo de análisis documental». Madrid, XXXVI 
(julio-septiembre 1996)419-434. 

28 Es el método aplicado en: LÓPEZ GÓMEZ, Pedro.: La Real Audiencia de Galicia y el Archivo del 
Reino. Santiago, Xunta de Galicia. D.L. 1992 vols. (Serie Estudios: la y Ib). 
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La falta de una historia institucional no podrá remediarse mientras no 
se reconstruya la historia de los archivos, y para ello es imprescindible el tra- 
bajo coordinado, en equipo, para la identificación de los distintos fondos, apli- 
cando los criterios de la norma internacional de descripción archivística 
ISAD(g)-^ 

Ya se ha señalado la estrecha relación existente entre la organización 
correcta de los archivos y la historia institucional'". Lo primero posibilita la 
planificación de trabajos de investigación, y a su vez, los estudios 
institucionales constituyen una herramienta de trabajo inapreciable para el 
archivero, quien, para organizar los fondos, precisa conocer el funcionamiento 
de la institución, y las series documentales que se originan en el desarrollo de 
sus actividades. 

3. LOS ARCHIVOS DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL EN 
GENERAL 

3.1. Los Archivos de la Administración Central en el Antiguo 
Régimen: de Simancas a Indias, pasando por los Consejos 

La misión inmediata del Consejo consistía en asesorar al monarca. Esto 
significaba que los consejos dependían directamente del rey, o, si estaba au- 
sente, del regente. El hecho de no ser la corte fija y no haber capital hasta la 
elección de Madrid en 1561 por Felipe II hizo que Valladolid se fuese convir- 
tiendo, en la época del Emperador, en la capital administrativa del reino, y al 
mismo tiempo. Cobos planeó la creación de un archivo para los documentos 
oficiales y papeles de Estado dispersos en Segovia, Medina del Campo y Va- 
lladolid. Se eligió la fortaleza de Simancas, cercana a Valladolid, para la crea- 
ción de este depósito central, dándose órdenes para el traslado de dichos pape- 
les y para que los funcionarios devolvieran todos los documentos que tuvieran 
en su poder al guardián del archivo. 

El traslado de la Corte a Madrid de modo definitivo contribuyó a que los 
Consejos guardasen su documentación respectiva, remitiendo sus series más 
antiguas a Simancas. Sus archivos tuvieron vida independiente hasta que al 
cambiar de sede, trasladándose del Alcázar al Palacio de la Reina Madre, se 
reunieron en la Casa de los Consejos, y remitieron a Simancas, entre 1718 y 
1724, casi toda la documentación del último período de los Austrias. 

29 Norma Internacional General de Descripción Archivística: Adoptada por la Comisión Ad Hoc de 
Normas de descripción. Estocolmo, Suecia. 21-23 de enero de 1993: Versión final aprobada por el CIA.- 
Madrid: Consejo Internacional de Archivos, 1995. 

30 ALVAREZ-COCA GONZALEZ, María Jesús.: «l-a Cámara de Castilla: Secretaria de Gracia y Jus- 
ticia». En: El tercer poder Hacia una comprensión histórica de la justicia contemporánea en España I 
Editado por Johannes-Michael Scholz. Frankfurt am Main: Vittorío Klostermann, 1992. p. I. 
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A fines del s. XVIII, y con la intención de reunir en Sevilla toda la 
documentación relativa a las Indias, se remitió al recién creado Archivo de 
Indias todo el archivo del Consejo de este nombre. 

En 1 852 se ordenó remitir desde el Archivo de Simancas al Archivo de 
la Corona de Aragón los fondos del antiguo Consejo de Aragón, por presiones 
de Bofarull, su archivero, ultraconservador, con muy buenas relaciones con la 
corte. 

3.2. La creación de un Sistema Archivístico Nacional: Archivo 
Histórico Nacional y Archivo General Central 

La creación del Archivo Histórico Nacional, en 1866, significó la in- 
corporación de fondos documentales de los Consejos, que no cabían en 
Simancas, y se habían conservado por los respectivos órganos, pasando pos- 
teriormente al Archivo del Ministerio de Justicia, y de allí al AHN. Por otro 
lado, ya en 1 9 1 4 , se permutaron los valiosos fondos del Consejo de la Supre- 
ma Inquisición por fondos varios de mucho menor valor y volumen. Esto se 
debía a la idea de formar series completas en el recién creado Archivo Histó- 
rico Nacional. 

En paralelo, la creación del Archivo General Central, en 1858, en Alcalá 
de Henares, completaba una red de archivos que permitía el fiujo documen- 
tal desde las instituciones Ministerios hasta su depósito permanente, en se- 
cuencia ininterrumpida. Este esquema quedó roto en 1936, con el incendio 
casual de este último, y no se reinstauró hasta 1969, con la creación del Ar- 
chivo General de la Administración, también en Alcalá, como veremos con 
más detalle. 

3.3. Los Archivo Históricos de la Administración Central en la 
actualidad: cinco depósitos, un Archivo de Estado 

Los Archivos Generales Españoles constituyen, en realidad un único 
archivo, el de la Administración Central Española, subdividido en varios de- 
pósitos archivísticos. Los fondos documentales de la Administración Central 
del Antiguo Régimen, es decir de los respectivos Consejos y Secretarías, están 
conservados en ellos. Sin embargo, hay que diferenciar entre Simancas y el 
Archivo Histórico Nacional, que conservan mayoritariamente y repartidos de 
forma arbitraria, por razones históricas, la mayoría de estos fondos, por un 
lado; y de otro, el Archivo de Indias, que custodia el fondo del Consejo de este 
nombre, y el Archivo de la Corona de Aragón, que guarda el de este Consejo, 
amén de otras porciones documentales. La estrecha relación entre todos ellos 
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ha sido señalada recientemente^'. Son, sin duda, la fuente principal de conoci- 
miento de la Administración española del Antiguo Régimen. Este es el reparto 
de la documentación de Consejos y Secretarias: 

-Archivo Histórico Nacional: Ordenes Militares (Consejo de Ordenes); 
Estado (Secretaria de Despacho de Estado); Inquisición (Consejo de la Supre- 
ma Inquisición); Consejos Suprimidos(Consejos de Castilla, Aragón, Hacien- 
da, Cruzada e Indias). 

-Archivo General de Simancas : Estado (Consejo de Estado y Secretaría 
del Despacho de Estado); Consejos de Flandes, Italia y Portugal; Consejo y 
Cámara de Castilla; Guerra y Marina (Secretarías de Tierra y de Mar del Con- 
sejo de Guerra, y Secretarías del Despacho de Guerra y Marina) y Hacienda 
(Consejo de Hacienda, Contadurías de la Secretaría del Despacho de Hacien- 
da, etc.) 

-Archivo General de Indias: Patronato (Consejo de Indias), Contaduría 
(Contaduría del Consejo de Indias), Gobierno, etc. 

-Archivo de la Corona de Aragón: Consejo de Aragón 

4. LOS ARCHIVOS DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL EN 
PARTICULAR 

4.1. El Archivo General de Simancas 

El de Simancas es el primer ensayo logrado de establecer un depósito 
organizado de documentación oficial en Castilla. Es el primer depósito de Es- 
tado. Su origen tiene que ver no tanto con la necesidad de guardar las actas 
públicas juntas y en sitio seguro, como a los problemas crediticios de Carlos V 
que le obligaron a recoger y custodiar adecuadamente todos los documentos 
fiscales que garantizaban deudas y sus pagos. Al menos es una interpretación 
desmitificadora de la ideologización mantenida hasta ahora por los archiveros 
de la institución". 

El establecimiento en el s. XVI del que podemos definir como Archivo 
General de la Corona Española, se realizará en Simancas, por su cercanía a 
Valladolid, sede de la Real Chancillería, de quien dependió durante mucho 



31 BORRUEL, Enrique.: "Sobre la ptilémica generada en tomo a los Archivos Generales del Estado". 
/ E. Borruel López. Luis Martínez García, Daniel de Ocafta Lacal, Ignacio RuizAlcaín. Agustín Torreblanca 
López. Parcialmente publicado en Heraldo Je Aragón. 2 junio 1996, Suplemento de Cultura, p. 14, así 
como en otros periódicos. 

32 Agradezco a Luis Martínez la consulta de su manuscrito El Archivo de Simancas en el Antiguo 
Régimen: secreto, patrimonio, justificación y legitimidad real. 29 h. mee, ahora en prensa, que aporta 
interesantes y nuevas perspectivas sobre la creación y funcionamiento del Archivo. 
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tiempo. Pero su lejanía de la Corte dificultó tanto las transferencias sucesivas 
como el servicio a la Administración. 

Y las transferencias no fueron continuas, pues sobre todo, con el trasla- 
do dcllniii\ ü Uc la Corle a Madrid, los Consejos se resistieron a entregar docu- 
mentación especialmente la que consideraban más valiosa, reteniendo en sus 
propios archiv os su documentación de uso. 

Por eso, la idea de que Simancas es un Archivo para investigar los siglos 
XVI y XVII y el Histórico Nacional para el s. XVIII, no es del todo real. En el 
AHN, está la documentación que las instituciones nunca remitieron a Simancas, 
y ésto sucedió con series tan interesantes como las consultas o los cedularios, 
que se remontan en ciertos casos al s. XVI. Con motivo del traslado de todos 
los Consejos que estaban instalados en el Palacio Real al de la Reina Madre, 
D* Mariana de Austria, que empezó a llamarse de los Consejos, entre 171 8 y 
1724 se remitió en varias remesas casi toda la documentación del último perío- 
do de los Austrías, pero no la anterior. Sin embargo, el grueso de la documen- 
tación de las Secre¿rf as del Despacho dieciochescas sí está en Simancas, don- 
de se recibió, en 1 826, una masiva transferencia de la Casa de los Ministerios, 
con la documentación anterior al afio 1 800. 

Otro tema que está en revisión es la dedicación al Archivo de la dinastía 
de los Ayala, responsables de la institución durante dos siglos y medios. Desde 
Diego de Ayala, nombrado en 1563, y a quien se debe la conversión de toda la 
fortaleza en un gran depósito documental, hasta 181 1, en que fallece D. Ma- 
nuel de la Cruz Ayala y Rosales, tras conocer las tristes incidencias de la Guerra 
de la Independencia, media mucho tiempo y la consideración del cargo como un 
derecho familiar. Gaspar Melchor de Jovellanos visita el archivo el 1 de octubre 
de 1 791 y tiene para sus funcionarios unas palabras poco halagüeñas: "£"/ Secre- 
tario (se refiere al archivero) es un buen hombre, muy átenlo y bien criado, pero 
a mi ver poco trabajador: los oficiales unos solemnes holgazanes, v amén de 
eso, ignorantes y misteriosos hasta el fastidio, singularmente el llamado mayor. 
Asisten a esta oficina tres horas por la mañana y tres por la tarde en los días de 
Consejo, bien que hay asueto en las tardes los martes, jueves y sábados, pero es 
claro que nada se hace sino las copias que valen dinero "^^ Tenemos ejemplos 
muy antiguos de esta pereza burocrática en el escaso valor que tuvo Simancas 
durante los siglos XVII y XVIII para las instituciones que, o bien espaciaban lo 
más posible sus depósitos, o en su defecto enviaban comisionados regios encar- 
gados de subsanar y paliar sus deficiencias^. 

33 Melchor GaqMr de Jovellanos. Diarios. Biblioteca de Autores Espafioles de Ribadoiayn, t 85, 
pégs. 57-58. Conf. ARCHIVO GENERAL DE SIMANCAS. Guia del investigador I Angel de la Plaza 

Bores.-S.l. [Valladolid: Gráficas Andrés Martín]: Dirección General deArchivos y Bibliotecas, 1952. LXXIX. 

34 Conf. la obra citada de MARTÍNEZ, Luis.. El Archivo de Simancas en el Antiguo Régimen: secre- 
to, patrimonio, justificación y legitimidad retd 
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La organización de sus fondos se corresponde, en gran medida, con las 
transferencias, y si se excluyen algunas series de clara ordenación cronológica 
como el Registro de Corte y los Memoriales de Cámara, cuyos sucesivos envíos 
se iban reuniendo con los anteriores formando serie continua, el número de gru- 
pos documentales era casi tan grande como el de remesas. La razón de ser de 
esta organización estaba en el carácter administrativo del archivo, pidiéndose 
los documentos que se necesitaban mediante las relaciones de remesas hechas 
con los envíos- '. Así. pues, la división en secciones del AGS refleja, a grandes 
rasgos, la historia de las remesas aUí recibidas, con la fragmentación consiguiente; 
en la mayor parte de los casos, un fondo está repartido en \ arias secciones. 

Plaza Bores'" decía que las 28 secciones existentes en su tiempo, en rea- 
lidad podrían reducirse a los 8 grupos siguientes: 

1. Patronato Real. Colección facticia de documentos sueltos importan- 
tes, organizada por Diego de Ayala entre 1 564 y 1 567, a la que se incorporaron 
otros posteríonnente (Sección I). 

2. Secretarías del Consejo de Estado (S. XV-XVII) y Correspondencia 
Diplomática del s. XVIII (Sección II) 

3. Secretarías de los Consejos de Fiantes, Italia y Portugal (S. XVI- 
XVII) (Secciones IH y IV). 

4. Secretarías y Escribanías del Consejo y de la Cámara de Castilla 
(S. XV-XVII) (Secciones V, VI, VII, y por analogía, la VIII) 

5. Registro del Sello de Corte ( 1 475-1 689) (Sección IX) 

6. Casa Real-Obras y Bosques (S. XV-XVII) (Sección X) 

7. Secretarías del Consejo de Guerra (S. XV-XVIl) y Secretarías del 
Despacho de Guerra (S. XVlll) y del Despacho de Marina (S. XVHI) (Seccio- 
nes, XI. XII y XIII). 

8. Hacienda, bajo cuya rúbrica se incluyen, además de la sección XXVI, 
las siguientes agrupaciones: 

a) las Secretarías y Escribanías del Consejo de Hacienda (S. XV-XVII) 
y las Escribanías del Despacho de Hacienda (S. XVIII) (Secciones XIV, 
XV y XXII). 

b) Contaduría Mayor de Hacienda (S. XV-XVII) y Contadurías Genera- 
les de Valores, Distribución y Millones (S. XVIII) (Secciones XVI, XVn, 
XVIII, XIX y XXIII). 

c) Contaduría Mayor de Cuentas (S. XV-XVIII) (Secciones XX y XXV) 



35 ARCHIVO GENERAL DE SIMANCAS. Guia del investigador I Angel de la Plaza Bores.- S.I. 

[Vllladolid: Gráficas Andrés Martin]: Dirección General de Archivos y Bibliotecas. 10'^2. CX'II 

36 ARCHIVO GENERAL DE SIMANCAS. Guia del //jvti/igador / Ángel de la Plaza Bores.- S.l. 
[Vdladolid: Gfáficas Andrés Maitbi]: Dirección Genend de Archivoa y Bibliotecai. I9S2, CVII-CVin. 
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d) Dirección General de Rentas (S. XVIII) (Sección XXIV) 

e) Comisaría de Cruzada (S. XVI-XVII) (Sección XXI) 

Incluso sobre esta organización, donde el principio de procedencia se 
mezcla con el temático, cabrían hacer algunas consideraciones, en relación a 
la conveniencia de una mejor división de los fondos por organismos, y su 
estructuración en agrupaciones jerárquicamente dependientes. 

4.2. El Archivo General de Indias 

El Archivo General de Indias es una creación del espíritu ilustrado del 
XVIII, y del interés de los reformadores por los archivos como una pieza im- 
portante en el funcionamiento de la administración. 

Su ubicación en Sevilla es consecuencia del descarte de Simancas como 
depósito donde reunir toda la documentación relativa a Indias, tanto por su 
lejanía a Madrid, como por lo costoso de las obras de reforma de la fortaleza 
simanquina para su nueva función, habiéndose escogido en su lugar la Casa 
Lonja de Sevilla. 

Concentración de la documentación de Indias en un archivo general, y 
preparación de una historia general de Indias, para refutar la leyenda negra, 
son los propósitos que movieron al historiador don Juan Bautista Muñoz y el 
ministro de Indias, D. José Gálvez. "con miras a preparar una historia docu- 
mentada de la colonización española en América, expuesta tendenciosamente 
por autores extranjeros ", como dice Plaza Bores. 

Comisionados enviados por el Consejo de Indias, asesorados por D. 
Juan Bautista Muñoz, prepararon la documentación existente en Simancas, 
que era la del Consejo y Cámara de Indias, desde su creación a fines del s. 
XVII, salvo algunas series, como los registros, que conservó siempre el Con- 
sejo, y la del s. XVIII'\ 

En 1785 se procedió, tras urgentes obras de adaptación de la Lonja, a 
enviar los fondos indianos de Simancas: 3.258 legajos, de los ss. XV a XVII. A 
ellos se reunieron los del Consejo anteriores a 1760, y los de la Casa de Con- 
tratación. Transferencias posteriores integraron los papeles de la Secretaría 
del Juzgado de Arribadas, en 1822, y otros muchos procedentes de Gracia, 
Justicia, Guerra, la Dirección General de Ultramar, Correos, Estado y Ultra- 
mar, en diversas entregas a lo largo del s. XIX, y ya en 1958 parte de los de 
Consulados. 



37 ARCHIVO GENERAL DE SIMANCAS. Guia del investigador I Ángel de la Plaza Bores.- S.l. 
[Valladolid: Gráficas Andrés Martin]: Dirección General de Archivos y Bibliotecas, 1952, LXXVIII. 



69 



Pedro López Gómez 



Cuando no hubo más sitio en el Archivo de Indias, el Consejo retuvo la 
documentación en su sede. Es la que hoy se halla en la sección de Consejos del 
AHN; sin embargo, se incorporaron posteriormente otros fondos más recien- 
tes, como las procedentes de Ministerios, aunque no se hizo así con los papeles 
de la Administración de Cuba y Filipinas en la última época, que pasaron al 
AHN, a la Sección de Ultramar, en Fondos Contemporáneos. 

Tres son los fondos nucleares del AGI por su importancia en relación 
con la administración del imperio ultramarino: Consejo de Indias, Casa de la 
Contratación y Consulados de Sevilla y Cádiz. 

Dividido tradicionalmente en XVI Secciones, según Pena Cámara se 
pueden agrupar los diversos fondos en cinco grandes secciones, por afinidad, 
que serían: 

Consejo de Indias: 

-Patronato Real (Sección I, facticia); 

-Contaduría (Sección II, parte de la V, y XVI); 

-Justicia (Secciones IV y VI); 

-Gobierno (parte de la Sección V, y de la XIV); 

1 .Secretarías de Despacho (o Ministerios) y Tribunal de Cuentas. 

-Gracia y Justicia, Hacienda, Guerra, Marina, etc. (parte de la Sección V); 

-Correos (Sección VIII); 

-Estado (Sección IX); 

-Ultramar (Sección X, parle de la V); 

-Tribunal de Cuentas (Sección XV); 

-Papeles de España (Sección XIV); 

3. Casa de la Contratación y organismos afines: 
-Casa de la Contratación (Sección III); 

-Secretaría del Juzgado de Arribadas de Cádiz y Comisaría interventora 

de Hacienda Pública en Cádiz (Sección VII); 

-Consulados de mercaderes de Sevilla y Cádiz (Sección XII); 

4. Capitanía General de Cuba (Sección XI). 

5. Secciones facticias: 
-Títulos de Castilla (Sección III); 
-Mapas y Planos (Sección XVI); 

Este cuadro ha sido racionalizado con relación al principio de proceden- 
cia en uno nuevo publicado en un folleto de divulgación del proyecto de 
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infoimatización del AGI'^ que ha contribuido a clarificar la identificación de 
fondos y a normalizar la descripción con arreglo a la norma Isad (g). 

De la Automatización del Archivo General de Indias, conectado con 
la conmemoración del V Centenario del Descubrimiento de América, mucho 
se ha dicho y escrito'*^. Se trata del diseño y desarrollo de un sistema automati- 
zado para la gestión de todas las funciones del Archivo, de forma que se pro- 
porcione información profunda y rápida al usuario, se localicen los documen- 
tos rápidamente, permitiendo su visualización en ciertos casos, y se difunda la 
información de los fondos de manera ilimitada. 

Para ello el sistema se ha desdoblado en una serie de subsistemas, que 
básicamente son éstos: 

r. Base de datos de información textual, que incluye todos los instru- 
mentos descriptivos del Centro. Esta base permite realizar preguntas por 
descriptores, preguntas a través de la estructura jerárquica de los archivos, y 
preguntas directas a partir de la signatura del documento. 

2°. Archivo de información visual, que incluye la digitalización de unos 
9 millones de páginas (11% del archivo) de documentos, entre ellos todos los 
cartográficos e iconográficos. Se utilizan discos ópticos que almacenan la in- 
formación, recuperable a través de pantallas de alta resolución e impresoras 
tipo láser. La imagen queda perfeccionada en relación al original. 

3°. Gestión de usuarios, que va a controlar el servicio al investigador, 
desde su llegada al Centro, hasta su salida, con todas las actividades relaciona- 
das con la documentación: consulta y reprografía fundamentalmente. 

Las ventajas del sistema hacen referencia a la mejor conservación de los 
fondos, al excluirlos parcialmente de la consulta, a la difusión a distancia de la 
información e incluso de las propias imágenes, a la mayor rapidez en el servi- 
cio, a la posibilidad de utilización simultánea de un mismo documento, y al 
prestigio de los archivos. 

Las desventajas, se refieren a la gran capacidad de memoria de todo el 
sistema, alto costo del proceso, y dificultad de su implantación en el resto de 
los archivos, tras la fecha simbólica de 1992, por falta de recursos. 

La critica más importante al proceso seguido en la mecanización hace 
referencia a la introducción de las descripciones de los distintos instrumentos 
sin haber normalizado los vocabularios, originándose mucha suciedad infor- 
mática, y obligando a una labor de limpieza en el futuro que será larga y costo- 

38 Archivo General de Indias. S.I.: [Ministerio de Educación y Cultura], D.L. 1996. Conf. El cuadro 
"Organismos productores de los documentos/distribución actual de los fondos del Archivo", págs. 8-9. 

3*í Transcribimos la parte de la conferencia de Pedro López: "El Archivero frente a las nuevas tecno- 
logías de la información", referente al AGI, y siguiendo informaciones de Julián Bescós, impartida en el 
Curso de Verano de la UIMP( Ferrol, 1 3-1 7 julio 1998) Normalización y Nuevas Tecnologías de la Informa- 
ción. Actas en preparación para la imprenta. 
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sa. A ello se añade el no haber actuado en colaboración con el resto de los 
Archivos Generales, para la confíguración de un tesauro de la Administración 
Española, que parece algo absolutamente necesario. 

43. El Archivo de la Corona de Aragón 

El Archivo de la Corona de Aragón, es, como su nombre indica, el 
Archivo General de la unión de reinos que configuraron dicha Corona, bajo 

una misma monarquía. 

En el ámbito peninsular, su equivalente, por ese motivo sería el Ar- 
chivo de la Torre do Tombo, en Lisboa, hasta la independencia de Portugal. 
Desde un supuesto archivo condal, en orígenes nebulosos, solo existente 
para ciertas mentes calenturientas como D. Federico Udina Martorell, pasa- 
ríamos a un Archivo Real, fundado por Alfonso II. en cuya época se realiza- 
ría el famoso Liber Feudorum Maior. Con Jaime 1 se iniciarán los registros 
de la Cancillería regia ( 1 237) a semejanza de los pontificios, y con Jaime II 
(1291-1327) nacerá como archivo único por centralización de los distintos 
depósitos existentes, y en 1346, Pedro IV el Ceremonioso nombrará al pri- 
mer archivero de nombre conocido en la figura de Pere Passeya, otorgando 
las primeras ordenanzas para el funcionamiento del Archivo en 1384. 

La creación de los Archivos Reales de Valencia por Alfonso **el Mag- 
nánimo", en 1419, y de Aragón por Juan II, en Zaragoza, en 1461, originará 
la dispersión de parte de sus fondos, y ima cierta decadencia, en razón del 
contexto socio político del s. XV y la menor importancia de Barcelona en el 
conjunto de los territorios de la Corona 

La unión de las monarquías castellana y aragonesa originará la crea- 
ción de órganos de la administración distintos para los diversos territorios, 
entre otros, los Consejos territoriales, entre los que se contaba el de Aragón. 
Sus documentos, pese a lo que la historiografía archivística tradicional afir- 
ma, como los del resto de los Consejos, se transfirieron a Simancas (salvo 
alguna pequeña remesa enviada a Barcelona), o se custodiaron en Madrid, 
sede de los Consejos, desde donde pasaron al Archivo Histórico Nacional. 
La documentación que ingresará en el ACA será de menor relevancia políti- 
ca, pues es la procedente de la administración virreinal y del patrimonio 
regio. 

En el s. XVII experimentará una profunda decadencia, pero participa- 
rá de las inquietudes del s. XVIII, a través de Javier de Garma (1740-1783), 
a quien se debe la nueva titulación de Archivo de la Corona de Aragón, que 
refleja sus intenciones centralizadoras con relación a los archivos reales de 
Aragón y Valencia, que no tuvieron efecto. Estas ambiciones fueron hereda- 
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das por Prosper de Bofarull i Mascaró (1814-1840; 1844-1849), y por su 
hijo Manuel Bofarull, que incorporó el fondo del Consejo de Aragón, que 
había sido llevado desde Simancas por los franceses, durante la Guerra de 
Independencia. 

Esta documentación del Consejo de Aragón, complementaria de la 
existen en el AHN justifica la categorización del ACA como uno de los Ar- 
chivos Generales del Estado. En realidad se trata de la historia de la distor- 
sión del sistema archivístico: "En agosto de 1852, atendiendo a una peti- 
ción de D. Próspero Bofarull, por Real Orden de 15 junio de 1850, se man- 
daron al Archivo de la Corona de Aragón, los 2. 158 legajos y libros proce- 
dentes del antiguo Consejo de Aragón (s. XVI-XVIl). que hacia siglo y medio 
se guardaban en Simancas dice de la Plaza Bores, operación enjuiciada 
de forma muy distinta según los archiveros del ACA"". No se suele mencio- 
nar la ideología reaccionaria de D. Próspero, que favorecía sus pretensiones. 

Recordemos que tras las reformas político administrativas de la Nue- 
va Planta, las funciones del Consejo de Aragón fueron heredadas por el Con- 
sejo de Castilla, y que es en los fondos de este Consejo donde deben ser 
localizados sus documentos. Esta documentación, transferida al Archivo 
Histórico Nacional, ingresó inserta, pues, en la de las instituciones que asu- 
mieron sus competencias a partir de 1 707: el Consejo de Castilla, la Cámara 
de Castilla y el Consejo de las Ordenes^-. Pero esta mezcla documental ya es 
el resultado, no ya de la distorsión del sistema, como en el caso anterior, sino 
de las reorganizaciones administrativas y el cambio de competencias de los 
distintos organismos. 

Sobre el tratamiento de sus fondos y el peculiar concepto que de la 
normalización y de la información tienen los facultativos Jefes de Departa- 
mento de este Centro ya he tratado en alguna ocasión, calificándolo de "se- 
cuestro informativo", y al no ser el fondo del Consejo de Aragón más que una 

40 ARC HIVO GENERAL DE SIMANCAS. Guia del investigador / Ángel de la Plaza Bores. S.I.: 
Dirección General de Archivos y Bibliotecas, 1952, pág. LXXXVlll. 

41 Martínez Ferrando afirma que se trata de documentaciones "llevadas equivocadamente al Archivo 
General de Simancas". Archivo de la Corona de Aragón. Guia Abreviada - S.I.: Dirección General de 
Archivos y Bibliotecas. 1958, págs. 14-15. Premisa que se repite en las guias posteriores: Guía Histórica y 
Descriptiva del Archivo de la Corona de Aragón / Federico Udina Marlorell.- Madrid: Ministerio de Cultu- 
ra, 1986: "...solicitó [D. Próspero Bofarull)... mandara al Archivero de Simancas remitir los libros y legajos 
del suprimido Consejo de Aragón que. contra las disposiciones vigentes en su tiempo, fueron enviados allí 
en lugar de hacerlo a Barcelona", pág. 61. 

42 ÁLVAREZ-COCA GONZÁLEZ, María Jesús. "La Corona de Aragón. Documentación en el Conse- 
jo y en la Cámara de Castilla ( 1707-1834). Fuentes en el Archivo Histórico Nacional". ///s/jüw/íi. XIL, 173 
(1989) 895-948; ÁLVAREZ-COCA GONZÁLEZ, Mana Jesús. "El Reino de Aragón en el Archivo Históri- 
co Nacional", lus Fugil. Revista interdisciplinar de estudios histórico-juridicos.- Universidad de Zaragoza, 
2 (1993) 9-41 ; ÁLVAREZ-COCA GONZÁLEZ. Mana Jesús. "El Consejo de las Órdenes Militares". Cua- 
dernos de Historia Moderna. 1 5 (1994) 297-323. 
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pequeña parte del conjunto del ACA no voy a insistir en este tema, que afecta, 
sobre todo, al acceso a la información^'. 

Indiquemos finalmente, que las reclamaciones nacionalistas de transfe- 
rencia del Archivo de Corona de Aragón y de sus fondos tienen una gradación 
que va desde la titularidad, mayoría en el Patronato, transferencia de su ges- 
tión, transferencia de determinados fondos como los de Generalitat, y otros de 
carácter regional o provincial, y a la consideración del ACA no como General 
del Estado, sino como el Archivo Rea] de Barcelona, y no^w Barcelona. Recla- 
maciones cargadas de tergiversaciones y xenofobia, cuya compleja historia 
conozco muy de cerca, por haberla sufrido, 

4.4. El Archivo Histórico Nacional 

El Archivo Histórico Nacional hay que entenderlo como resultado de 
tres factores simultáneos: 

-Las reformas administrativas del s. XIX, y concretamente las de Javier 
de Burgo. 

-La erudición y el discurso histórico imperantes en Europa en el s. XIX, 
como justificación del nacionalismo. 

-La existencia de grandes y numerosos depósitos documentales conse- 
cuencia de la Desamortización de los ss. XVIII y XIX. 
El Archivo fue creado por R.D. de 28 de marzo de 1866, de Isabel II. 
Tuvo su sede durante más de medio siglo en el Palacio de Archivos, Bibliote- 
cas y Museos, donde se instaló en 1 896, hasta la construcción del nuevo edifi- 
cio de la C/ Serrano, 1 1 5, en pleno franquismo, inaugurado en 1957. 

Es precisamente el proceso de incorporación de los documentos des- 
amortizados de carácter eclesiástico el que ha impreso su carácter al AHN, y el 
que da su impronta a los cuadros de clasificación existentes, encabezados por 
la Sección 1, Clero, puesto que la documentación de origen público tuvo una 
entrada más tardía. 

En la Sección de Consejos Suprimidos^^, la más voluminosa del Ar- 
chivo, se encuentran unos 53.000 legajos y 3.800 libros, de 1 250 a 1 893. Es la 
denominada Sección VIII, que contiene documentación del Consejo de Aragón, 
Consejo de Castilla, Cámara de Castilla, Registro General del Sello, Consejo 
de Hacienda, Cruzada e Indias (hay también fondos de Consejos en las seccio- 
nes de Estado, Inquisición, Ordenes Militares, etc.). Procede esta documenta- 
ción del Archivo General Central de Alcalá, del Ministerio de Gracia y Justi- 

43 ARCHIVO DE LA CORONA DE ARAGÓN. Informes sobre la política de los Deparlamentos. 
Barcelona. 5 de febrero de 1996. Elevados por el Director del ACA a la Subdirección General de Archivos, 
y relativos al funcionamiento de los Departamentos de Descripción y Conservación y de Referencias. 

44 ARCHIVO HISTÓRICO NACIONAL. Guia I Luis Sánchez Belda. págs. 49-52. 
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cia, y del Tribunal Supremo que custodiaron los documentos desde la extin- 
ción de los Consejos en 1 834. Tanto por problemas del volumen documental 
transferido como por la carencia de estudios institucionales en el momento de 
la transferencia se optó por una organización que pareció interesante para el 
investigador a costa de obviar el «principio de procedencia». Esto está cam- 
biando gracias a la línea de trabajo iniciada por Vicenta Cortés Alonso, y con- 
tinuada por María Jesús Alvarez-Coca González*'\ 

Así, pues, la documentación de los Consejos está fragmentada, como 
hemos visto, entre estos dos archivos, el General de Simancas y el Archivo 
Histórico Nacional, pero sin un corte cronológico lógico. 

En la que podemos denominar última guía del AHN, publicada en el 
Bol. de la AN ABAD, y transformada por presión de sus fieles en un homenaje 
al Director que fue, D. Luis Sánchez Belda, se nos glosan por Carmen Crespo 
sus actuaciones, muchas, y de gran valor, como fueron la creación de la Sec- 
ción de Fondos Contemporáneos, y la de Servicios tan diversos como el Na- 
cional de Microfilm, el Nacional de Restauración de Libros y Documentos, y 
la creación del Archivo General de la Administración civil del Estado, por D. 
1930/69 de 24 de julio (BOE 15-9-69). Sólo hay que hacer un reproche. El 
ansia de controlar todos ellos, haciéndolos dependientes del AHN, y dirigidos 
o tutelados por personal del AHN próximo a él. El resultado no pudo ser más 
nefasto para la política de personal de los Archivos españoles, pues se des- 
aprovechó la posibilidad de dotación inicial que significa la creación de nue- 
vos centros y servicios, y sus repercusiones siguen dejándose sentir. Las últi- 
mas consecuencias las tenemos en la incorporación del Depósito de Salamanca, 
en 1977, y la creación de la Sección Nobleza en Toledo, hace unos pocos años, 
ya bajo otra dirección y criterio, con una tendencia contraria, de dispersión del 
AHN, pues el traje se le ha quedado pequeño para tanto contenido. 

De cualquier forma, los problemas del AHN, sin duda el centro nacional 
con mayores necesidades de todos los centros de custodia del Patrimonio His- 
tórico Español, están muy alejados de la visión complaciente que parece des- 
prenderse de los textos de su actual directora, publicados en el mencionado 
Boletín. 

La mencionada Sección de Fondos Contemporáneos'"' tiene un especial 
valor para nosotros, por una característica, y es que incluye documentos de los 
siglos XVI al XVIII que han llegado al AHN a través de losArchivos Centrales 
de los Ministerios. Por citar un ejemplo, mencionemos los Documentos del 

45 ALVAREZ-COCA GONZALEZ, María Jesús.: "L^ Cámara de Castilla: Secretaría de Gracia y Jus- 
ticia. Problemas archiv ísticos e investigación histórica". En. El tercer poder Hacia una comprensión his- 
tórica de la justicia contemporánea en España. Frankfurt: Vittorio KIostermann, 1992. págs. 1-32. 

46 GAITE PASTOR, Jesús. "Los Fondos Contemporáneos en el Archivo Histórico Nacional". Bol. de 
la Anahad, XLWl 1 (1966) 191-216. 
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Consejo de Hacienda y de la Secretaría de Estado y de Despacho correspon- 
diente: Pósitos y propios, del s. XVll; Nuevas poblaciones, referidos a la colo- 
nización de los territorios de Sierra Morena en tiempos de Carlos III, entrega- 
dos por el Ministerio del Interior. Los expedientes de Monteros de Guarda y 
Cámara del Rey, desde el s. XVIII hasta 1916, procedentes del Ministerio de 
Justicia; y el catastro de Ensenada y otros documentos del "Fondo Histórico" 
del Ministerio de Hacienda, recuperado por Matilla Tascón. 

4.5. El Archivo General de la Administración 

El Archivo General de la Administración Civil del Estado, creado en 
1969, Decreto 914/1969 de 8 de mayo, en substitución del Archivo General 
Central destruido en 1939, y en la misma ciudad de Alcalá de Henares, surge 
como una necesidad ante la acumulación de documentos en las oficinas admi- 
nistrativas. 

El anterior Archivo General Central fue creado por R. D. de 1 7 de julio 
de 1 858, para remitir los papeles de carácter administrativo de los Secretarías 
del Despacho cuando el transcurso del tiempo los hiciera inútiles para la ins- 
trucción de los negocios. Además recogió documentación de los organismos 
suprimidos tras la reforma de 1834, Ordenes Militares, Inquisición, etc., que 
pasaron al AHN en 1866 cuando se creó este otro. Paralelamente se crearon 
los archivos centrales de los diferentes Ministerios, y los de las Delegaciones 
de Hacienda, lo que supuso la existencia de una estructura archivística en el 
seno de la Administración casi un siglo antes de que se definiera la teoría del 
ciclo vital de los documentos y se determinaran las funciones de los tipos de 
archivo que correspondían a cada una de sus fases^^ Cuando desapareció a 
consecuencia de un incendio, en 1 939, su volumen ascendía a más de 1 40.000 
legajos, pero las noticias de los fondos desaparecidos son bastantes impreci- 
sas^\ 

Desde la segunda década del siglo XX, la saturación del resto de los 
Archivos Generales, especialmente el Histórico Nacional, impide que se rea- 
licen transferencias sistematizadas y regularizadas. Ni todos los Ministerios 
transfieren la documentación, ni las efectuadas se encuentran sujetas a un 
estricto criterio cronológico. La Administración, por su propia idiosincrasia y 

47 ARCHIVO GENERAL DE LA ADMINISTRACIÓN. 7969-/994/ Dirección, coordinación y redac- 
ción de textos: M" Luisa Conde Villaverde. et. alt. Madrid: Subdirección General de los Archivos Estatales, 
1995. p.l5. 

48 TORRE REVELLO, José. Archivo General Central en Alcalá de Henares. Reseña histórica y clasi- 
ficación de sus fondos. Buenos Aires. 1926; PESCADOR DEL HOYO. María del Carmen. "La documen- 
tación de la Administración Central y sus vicisitudes". Documentación Administrativa, 184 (1979) 93- 
125. 
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por el mal funcionamiento tradicional de los archivos sólo remesa aquellos 
documentos que administrativamente carecen de valor o son escasamente uti- 
lizados. 

Como decíamos en las «II Xomas de Anabad Galicia», la idea precon- 
cebida de que las instituciones reflejan una actividad fundamentada en una 
estructura orgánica debe rechazarse, pues el verdadero criterio que mueve a 
la Administración es el funcional. Esa es la causa por la cual encontramos 
series documentales de instituciones del Antiguo Régimen en Ministerios con- 
temporáneos. Asi, en el Ministerio de Asuntos Exteriores encontramos docu- 
mentos de la Secretaría del Despacho de Estado, en el Ministerio de Agricul- 
tura de la Secretaría de Despacho de Marina, en el Ministerio de Justicia de la 
Secretaría de Gracia y Justicia, en el Ministerio de Marina de la Secretaría del 
Despacho de Marina, en el Ministerio de Obras Pública la de Guerra, en Pre- 
sidencia del Gobierno las de Marina y Ultramar, en el de Trabajo la de Esta- 
do... Todos heredan funciones, y por lo tanto series de antiguos organismos 
fenecidos en el tiempo, hasta tal punto que en los archivos españoles ha des- 
aparecido la constancia intelectual de un ministerio tan importante como el de 
Fomento, cuyos fondos se encuentran fragmentado entre multitud de organis- 
mos, no sólo de la Administración Central, sino, incluso, de algunas Comuni- 
dades Autónomas. 

Aunque a primera vista parezca una contradicción que se señalen los 
fondos de los Ministerios en la reconstrucción de los fondos del Antiguo 
Régimen, es un mero apunte ya que por las fechas indicadas, esas competen- 
cias eran asumidas por un Consejo determinado, y pasaron, con los docu- 
mentos, al organismo heredero de ellas. Cuando se describa con la norma 
ISAD (G) se identificará, por fin, la documentación que corresponde a la 
institución del Antiguo Régimen, y se podrá reconstruir los fondos hoy par- 
cialmente escondidos. 

Todos estos documentos deberían haber ingresado en el Archivo Ge- 
neral de la Administración, camino del Archivo Histórico Nacional, o estar 
ya en éste, de preferencia, pero su incapacidad física impide este flujo docu- 
mental y ha originado un taponamiento en el AGA, imposibilitado de trans- 
ferir a ningún otro. Podemos citar, correspondientes al s. XVIII, los siguien- 
tes documentos, entre otros muchos del s. XIX, que no deberían ya obrar en 
este Centro: 

-Del Ministerio de Asuntos Exteriores, desde 1 72 1 : Embajada de Espa- 
ña en Estados Unidos de América (1778-1981); Consulado de España 
en Burdeos ( 1 756- 1 939); Consulado de España en Génova ( 1 76 1 - 1 962); 
Consulado de España en Nápoles (1740-1930); Consulado de España 
en Palermo y Sicilia ( 1 766- 1 948); Consulado de España en Trieste ( 1 725- 
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1 938); Legación de España ante el Reino de las dos Sicilias ( 1 756- 1 863); 
Legación de Espafia ante el Gran Ducado deToscana (171 1-1858); Le- 
gación de España ante el Ducado de Panna (1740-1859); Consulado de 
España en Trípoli (1779-1932); Embajada de Espafia en Portugal ( 1 756- 
1974); Consulado de España en Lisboa (1777-1936); Consulado de Es- 
paña en Kingston (Jamaica) (1788-1898); Embajada de España en Sui- 
za (1792-1958); Consulado de España en Túnez (1796-1920); Legación 
de España en Turquía (1 777-1905). Del Ministerio de Hacienda (1776- 
1 793). Del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo (1788-1984). Del 
Ministerio de Presidencia de Gobierno ( 1 779- 1983 Y\ 
La consecuencia es su transformación en un Archivo de carácter históri- 
co desde el punto de vista práctico, en abierta contradicción con su nombre y 
funciones originales. 

5. PROBLEMAS DE LOSARCHIVOS HISTÓRICOS DE LAAD- 
MINISTRACIÓN CENTRAL 

Muchos son los problemas que afectan a los Archivos Históricos de la 
Administración Central, los denominados Archivos Generales, relativos a 
instalaciones, personal y presupuesto. Pero nos centraremos en aquellos que 
hacen referencia directa al tratamiento de los fondos documentales de la Ad- 
ministración Central, que son el tema de este trabajo. Hemos dicho que los 
cinco Archivos Históricos Generales constituyen en realidad un único archi- 
vo, repartido en cinco depósitos. Comparten todos ellos, en mayor o menor 
medida problemas relacionados con el tratamiento de los fondos y coleccio- 
nes que se reparten de forma fragmentaria y desigual entre todos ellos: pro- 
blemas de identificación incorrecta, de clasificación arbitraria, y de descrip- 
ción no uniforme ni jerarquizada, además de los derivados de todos ellos, de 
acceso y difusión. 

5.1. Identificación de fondos: dispersión, fragmentación, mezcla, 
oscurecimiento 

La existencia de distintos fondos documentales repartidos entre los ar- 
chivos generales de una manera arbitraria, no responde a criterios cronológicos, 
ni a actividades determinadas de los órganos productores, y sólo se explica por 
razones y circunstancias históricas. 



49 ARCHIVO GENERAL DE LAADMINISTRACIÓN. /9tf9WPM/ Dirección, cooidmación y redac- 
ción de textos: M* Luisa Conde Villaverde, eL alt Madrid: Subdirección General de los Archivos Estatales, 
1995, p. 57-63. 
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Si nos ceñimos al caso, no por concreto menos amplio, de la Adminis- 
tración Central del Antigiu^ Réizimen'" (Concejos, Juntas y Secretarías de Des- 
pacho), nos encontramos con que la dispersión y desorden de sus fondos cons- 
tituyen un paradigma de la situación aludida"'. 

Empecemos por los Consejos. El conocimiento de la vida azarosa de los 
documentos del Consejo de Castilla, de la Cámara de Castilla, de la Secretaría de 
la Picsideiicia o de la Seoetaiia de Estado y del £)espacho de Gracia y Justicia, 
desde la sede de sus lespectívos oiganismos, en el paso del Antiguo Régimen al 
Constitucional, hasta su ingreso en los Archivos Históricos, a fines s. XIX, nos 
permite comprender las lagunas documentales, las mezclas de documentos de fon- 
dos e instituciones distintos, o el por qué se conservan documentos en archivos, 
que, en principio no tienen ninguna relación. Así ocurrió con los del Consejo de 
Castilla, que fueron tutehidos por el Consejo Real de España e Indias, el Tribunal 
Siqjremo y el Ministerio de Gracia y Justicia, sucesivamente^^ 

El mismo problema se rq}ite en cada uno de ellos. Por ejemplo, en el 
AHN ingresaron, según se dijo, entre 1896 y 1 899, un conjunto de fondos, tan 
entremezclados que, a falta de una posterior identificación por procedencias, 
formó una única macrosección, denominada "Consejos"'- . Sólo aquellos Con- 
sejos (Consejos de Órdenes, de Inquisición y de Estado), que ingresaron por 
otras vías formaron secciones independientes'"*. 

Esta Sección de C onsejos Suprimidos (como si los otros no lo hubieran 
sido también), con sus más de 53.000 legajos y casi 4.000 libros, tiene un gran 
trabajo de identificación por delante: nueve Consejos, innumerables Juntas y 

50 Término no aceptado unánimemente pOT todos los autores pan el Antiguo Régimen, pero que acep- 
tamos provisionalmente a falta de uno mejor. 

5 1 Una buentf parte de los datos de este epígrafe han sido tomados de: ÁLVAREZ-COC A GONZÁLEZ, 

M* Jesús.: "Una cooperación necesaria: la identificación de fondos en los Arcli¡\ ns Generales Españoles" / 
M'Iesús Álvare/-Coca Gonzáez. Pedro López Gómez, Luis Martínez García - XORNADAS DI- ARQL'I VOS, 
BIBLIOTECAS E MUSEOS DE GALICIA. Cooperación: Realidade e Futuro. (A Coruña. 24-26 abril 
1997),- S.L. [Santiagol: Xunta de Galicia, 1997.- pp. 4S9-47S. Lamentablemente, la mala atribución de las 
notas en el texto impreso de esta comunicación, por un problema informático, hace difícil su manejo. 

52 ALVAREZ-COCA GONZÁLEZ, M" Jesús.: «L^ Cámara de Castilla...» El tercer poder. Hacia una 
comprensión histórica de ¡a justicia contemporánea en España /Editado por Johannes-Michael Scholz.- 
Fiankíurtam Main: Víttorio Klostomann. 1992. p. 2. 

53 En la guía del Archivo de 191 6, se reconocía que era una labor que no se había podido realizar: "ha 
sido preciso prescindir de la ciasitlcación racional de cada serie por el organismo a que perteneciera, y se 
han lampado todas por oiden alfabético de asuntos". RODRÍGUEZ MAJIÍN. Guia histórieo-descrij^iva 
de los archivos, bibliotecas y museos cirqueoláí^icos de España. .- Madrid. 1916. Un cambio en la metodo- 
logía de trabajo en: CORTÉS ALONSO, Vicenta: "8. Consejos Suprimidos". En: Guia del Archivo Históri- 
co Nacional. Madrid, 1989, págs. 49-56; CORTÉS ALONSO, Vicoita.: ''Los Consej(» y su documenta- 
ción: historia, tratamiento y servicios". Ina^ Revista deArdtívítíkXL I (1988) 165-248. Véase también la 
introducción de: ÁLVAREZ-COCA GONZÁLEZ, María Jesús: "La Cámara de Castilla: Secretaria de Gre- 
cia y Justicia". Cuadernos de Historia Moderna. 15(1 994) 279-296. 

54 Aunque pasando los dos primeros por un primer período de agnq)ación en una denominada sección 
de "Archivos Judicialet**. 
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las instituciones que funcionaron en los breves períodos constitucionales (1812- 
14, 1820-23). 

Pocas son las secciones que tienen acotado el fondo de un Consejo (Con- 
sejo de la Inquisición y Consejo de Ordenes). Incluso la sección de Estado 
tiene el reto de identificar lo que pertenece al Consejo de Estado o a la Secre- 
taría del Despacho^\ 

El fondo del Consejo de la Inquisición se remitió al AHN desde Simancas, 
en 1914, en trueque de la documentación del Consejo Real de España e Indias; 
en Simancas sólo queda algún documento en la sección facticia Patronato ReaP''. 
A la Biblioteca Nacional se habían enviado 30 legajos de censuras de libros; 
posteriormente, la mayoría de ellos ingresaron en el A.H.N". 

El Consejo de las Ordenes nunca remitió su documentación al Archivo 
Real de Simancas alegando que era una jurisdicción especial. Para gestionar la 
propia red de Archivos de las Ordenes Militares, distribuida por Toledo, Ma- 
drid y las casas madres de las Ordenes, se creó una Superintendencia de Archi- 
vos. Sólo una serie de libros registros de esta procedencia se custodian en la 
sección VI: Cámara de Castilla del A.GS., por razones específicas- ^ 

La sección de Fondos Contemporáneos (FFCC) es aún más compleja, 
ya que entre la documentación de los Ministerios se halla la de las institucio- 
nes predecesoras, las de la Secretaría del Despacho correspondiente. Pero es 
que, además, aunque les resulte extraño a los investigadores, la fragmentación 
de archivos de instituciones pretéritas con las mismas competencias, en la bús- 
queda de antecedentes, hace que entre los fondos de los Ministerios de la Sec- 
ción de FFCC, se localice parte del Archivo del Consejo de Hacienda del siglo 
XVII, del Consejo de Cruzada, y quizás suceda lo mismo con el Consejo de 
Castilla; ésto se comprobará cuando avance el trabajo de organización de fon- 
dos en esta sección. 

Esta documentación del Ministerio de Hacienda de FF.CC, del siglo 
XVII, completa el fragmento de la sección de Consejos del A.H.N. y el del 
A.GS. 



55 CASTRO MARIOS, Pilar. "El archivo del Consejo de Estado". Boletín de la ANABAD. XLVI, I 
(1996) 119-138 

56 Para el interés informativo de otros fondos del Archivo sobre la Inquisición véase: REPRESA 
RODRÍGUEZ, Amando.: "Documentos sobre Inquisición en el Archivo de Simancas". En. La Inquisición 
Española. Nueva visión. Nuevos horizontes. Madrid: Siglo XXI, 1980. págs. 845-854. 

57 Véase: VERGARA DONCEL. Maria. "Breves notas sobre la sección de Inquisición del Archivo 
Histórico Nacional". En. La Inquisición española. Nueva visión. Nuevos horizontes.- Madrid: siglo XXI. 
1980.- págs. 839-844 

58 Véase la nota 52 de : ÁLVAREZ-COCA GONZÁLEZ, Maria Jesús.:= "El Consejo de las Órdenes 
Militares". Cuadernos de Historia Moderna. 15 (1994) 297-323. Véase también ÁLVAREZ-COCA 
GONZÁLEZ, Maria Jesús. "Los Fondos de las Órdenes Militares del Archivo Histórico Nacional. Aporta- 
ciones a la historia de los Archivos". Boletín de laAnabad, XLVI, I (1996) 95-1 18. 
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Otro caso paradigmático son los fondos del Consejo de Aragón y de los 
organismos que heredaron sus funciones en épocas distintas, repartidos entre 
el AHN, el ACA y el AGS., existiendo además pequeñas porciones documen- 
tales en el Archivo Imperial de Viena, el Public Record OtTice, y el Museo 
Británico. Los registros de Cancillería del Consejo de Aragón del ACA están, 
a su vez, fragmentados entre la sección VI: Cancillería Real, y la sección VII: 
Consejo de Aragón. En esta última sección están adscritos a una inexistente 
Cámara de Aragón, como ya demostró Arrieta en su tesis doctoral-'*, un inven- 
to archivístico producto de una mala identificación y mayor dignificación de la 
institución en aras de la historiografía catalanista**". Cuando la Corona se hizo 
con la administración de la Orden de Montesa, ésta pasó a ser gestionada por el 
Consejo de Aragón. A la supresión de este organismo, en 1 707, los asuntos de 
Montesa fueron competencia del Consejo de las Ordenes. Por ello, entre la 
documentación del Consejo de las Ordenes, del AHN, se está identificando lo 
producido por el Consejo de Aragón, que figurará como fondo independiente. 
El Consejo de Italia heredó todas las funciones del Consejo de Aragón referi- 
das a la administración de aquellos territorios bajo dominio español; toda la 
documentación de las Secretarías del Consejo de Italia, excepto Cerdeña, se 
integraron en el Archivo de la Secretaría del Despacho de Estado, con poste- 
rioridad^'. 

A la dispersión de documentos de los Consejos entre los Archivos Ge- 
nerales, se añade la dispersión en instituciones españolas y extranjeras, como 
ocurre con cierta documentación a originaria de los Consejos que perteneció a 
la casa de Altamira, que se encuentra repartida entre la British Library, la Bi- 
blioteca de Ginebra, la Fundación Zabálburu y el Instituto Valencia de Don 
Juan. En la Biblioteca Real de Copenhague, se halla la colección Moldenhawer, 
teólogo holandés en misión diplomática en España, que se llevó documenta- 
ción del Consejo de las Ordenes". 



59 ARRIETA {}.). El Consejo Supremo de Aragón como tribunal supremo de Justicia de las audiencias 
de la Corona. Tesis de Doctorado bajo la dirección del Dr. J. Lalinde. 

60 ALVAREZ-COCA GONZALEZ. María Jesús.: "La Corona de Aragón. Documentación en el Consejo 
y en la Cámara de Castilla (1707-1834). Fuentes en el Archivo Histórico Nacional". Hispania. XIL, 173 
( 1 989) 895-948. Y también CORTÉS ALONSO. Vicenta. "Noticia de los fondos del Consejo de Aragón en el 
Archivo Histórico Nacional". Manuscrits. Revista de Historia Moderna. Barcelona, 7 ( 1988) 287-302. 

61 Véase: ÁLVAREZ-COCA GONZÁLEZ, María Jesús. "La Cerdefla española en el s. XVlll ( 1 700- 
1 720). Fuentes en el Archivo Histórico Nacional. Madrid". En. XH' Congreso de Historia de la Corona 
de Aragón. La Corona d 'Aragona in Italia (secc. XIII-XVHI). Sassari: Cario Delfino, 1995. Vol. 2, págs. 
29-48. 

62 Véase: RODRIGUEZ DE DIEGO, José Luis: "Archivos de la Administración Central desde el siglo 
XV al XX". ¡rargi. Revista de Archivislica. II (1989) 37-102. 
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Sin duda podríamos continuar, pero valga de ejemplo con lo indicado. 

Si tratamos de los fondos de las Secretarías de Despacho, citemos los 
casos de la del Despacho de Estado, repartido entre el AGS (Sec. II), el ACA 
(Sec. Diversos, Legaciones de Génova y Turín), AHN (Se. Estado), y AGA 
(Ministerios de Asuntos Exteriores, Obras Públicas y Educación), y losArchi- 
vos de los propios Ministerios de Asuntos Exteriores y Educación; la del Des- 
pacho de Guerra, entre el AGS (Sec. XII. Secretaría de Guerra), el AGA (Con- 
sejo Supremo Militar y Presidencia del Gobierno) y el Archivo General de 
Segovia, el Servicio Histórico Militar y el Museo del Ejército; la Secretaría del 
Despacho de Marina, entre el AGS (Sec. XIÜ. Secretaría de Marina), el AGA 
(Ministerio de Marina, Agricultura, y Presidencia del Gobierno), el Archivo 
General de la Marina, en Viso del Marqués, y el Museo de la Marina; la de 
Gracia y Justicia, entre el AGS (Sec. VIH. Gracia y Justicia), el AHN (Sec. 
Consejos y Sec. FFCC. Ministerio de Justicia), el AGA (Ministerio de Justi- 
cia) y el propio Archivo del Ministerio de Justicia; el del Despacho de Hacien- 
da, entre el AGS (Sec. XXII. Secretaría y Superintendencia de XXll: Secreta- 
ría y Superintendencia de Hacienda, Sec. XXIII: D.G. Tesoro, y Sec. XXIV: 
D.G. Rentas) el AHN (Sec. FF.CC. Ministerio de Hacienda), el AGA (Ministe- 
rio de Hacienda) y el Archivo del propio Ministerio de Economía y Hacienda. 

Un caso particular son los fondos de las Secretarias de Despacho con 
competencias sobre Indias a lo largo del s. XVII que se recogieron por el Mi- 
nisterio de Ultramar cuando se creó, y que pasaron al AHN al suprimirse este 
organismo^^, en la Sección de Ultramar, con los creados a lo largo del s. XIX. 
Su incorporación al AGI , donde se custodian fondos de la misma procedencia 
(Sec. XVIII Correos y la Sec. X Ultramar) ha sido siempre una hipótesis nunca 
resuelta**. 

Algo similar ocurre con la documentación de las Juntas. Sus fondos es- 
tán en gran parte por identificar, y repartidos entre varios Archivos Generales y 
el Archivo del Patrimonio Nacional, en una época asimilado a aquella categoria. 

Fntre los más relevantes por su volumen documental se encuentran el de la 
Junta de Obras y Bosques, repartido entre Simancas (Sec. X, Casa Real. Obras 
y Bosques) , el AHN (Sec. Consejos), y el Archivo del Patrimonio Nacional; el 
de la Junta de Sanidad, repartido entre el AGS (Sec. Xll. Secretaría de Guerra), 
y el AHN (Sec. Consejos); el de la Junta de Incautaciones, distribuidos entre el 
AGS (Sec. II. Secretaría de Estado, Sec. XXVI, Consejo Supremo de Hacienda, 



63 CORTÉS ALONSO, Vicenta. "Noticias sobre la documentación del Consejo de indias en el Archivo 
Histórico Nacionar. Revista de Indias. Madrid, 179 (1987) 13-37. 

64 Para el cuadro evolutivo de las Secretarias del Despacho con competencias solm bdias, véase: 

ALVAREZ GARCIA, Carlos: "Los Archivos de la Administración Central en España. Sus fondos. Olgani- 
zación y descripción de los mismos". Boletín de la AN ABAD. XXX VU, 1-2 (1987) 111-162. 
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y Real de España e Indias), y el AHN (Sec. de Consejos); y el de la Junta de 
Dependencia de Fxtranjeros, que se encuentra en parte en el AGS (Sec. II. Se- 
cretaría de Estado) y parcialmente en el AHN (Sec. Estado). 

Un caso extremo lo constituyen las Secciones facticias de los Archivos 
Generales: "Sigilografía". ''Códices" y "Diversos" del A.H.N; las de "Patro- 
nato Real", "Mapas y Planos" y "Varios" del A.G.S; la de "Diversos" y la 
"Collectánea Cancillería" del A.C..A.; y las Secciones de "Patronato Real" y 
"Mapas. Planos y Dibujos" del A.G.I., donde se ha de identificar la pertenen- 
cia de sus documentos a los fondos correspondientes, independientemente de 
que su ubicación física recomiende el mantenimiento de instalaciones separa- 
das para ellos. 

Todo ello nos plantean la necesidad de establecer una estrecha colabo- 
ración entre los archivos históricos generales, para identificar las distintas 
seríes correspondientes a los fondos con^)artidos, con su terminología correc- 
ta, sus límites cronológicos, y su localización, tanto intelectual, en las clasifi- 
caciones internas pertinentes del fondo, como en su ubicación, en unidades de 
instalación independientes o compartidas. Son muchos problemas relaciona- 
dos, que habrá que tratar sistemáticamente, uno por uno, y que exige la parti- 
cipación estrecha en un mismo proyecto de trabajo. 

La posibilidad y beneficios indudables de la cooperación entre centros 
para la identificación de fondos se verifica en la reconstrucción de parte del 
de la Cámara de Castilla repartida entre los Archivos de Simancas e Histórico 
Nacional, efectuada por la Escuela Taller de Archivos, en 1992^^ 

5.2. Clasificación y descripción: las agrupaciones arbitrarías 

Los Archivos Históricos Generales custodian fondos de diversas admi- 
nistraciones y de procedencias muy variadas, independientes entre sí. públi- 
cos y privados. Son archivos de depósito, nacidos muchos de ellos de las gran- 
des concentraciones archivísticas de la 2" mitad del XVI, de la 2^ mitad del 
XVni y del XIX, en los que, siguiendo los criterios de la época, se formaron 
secciones arbitrarias de fondos de instituciones de funciones similares o con 
criterios cronológicos, históricos y de materias, en los que el principio de 
procedencia se utiliza muy arbitrariamente. 

Esta necesidad de proceder a una identificación de fondos y a una pos- 
terior clasificación de los mismos más acorde con el principio de procedencia, 
ya fiie señalada por Olga Gallego y por mi, en el \° Coloquio Internacional de 

6S ARCHIVO HISTÓRICO NACIONAL. Escuela-Taller de Archivos. La Cámara de Castilla: Inven- 
tario de los libros de la Secretaria de Gracia y Justicia que se conservan en el Archivo Histórico Nacional 
I Dirección e Introducción María Jesús Álvarez-Coca González. Madríd: Ministeño de Cultura, 1993, 
págs. 54-55. 
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Archivística, al analizar las guías de cada uno de los Archivos Generales^, y 
su explicitación originó ciertas suspicacias entre el personal más apegado a 
los procedimientos tradicionales. 

Las guías publicadas por los Archivos Generales en 1958 con motivo 
del centenario del Cuerpo Facultativo de Archiveros, así como las ediciones 
posteriores de algunas de ellas, no ofirecen cuadros que reflejen sus fondos 
diferenciados y unas secciones que se les correspondan. La presentación de 
sus fondos no responde a una aplicación metódica del principio de proceden- 
cia, de forma que el usuario difícilmente puede identificar con facilidad las 
instituciones productoras. La información, en general rica y fundamentada, se 
oscurece en cuanto a sus orígenes. 

Hay que decir que ninguno de los Archivo Históricos Generales espa- 
ñoles, excepto el de Indias, ha adecuado sus cuadros de clasificación a los 
criterios de la Archivística contemporánea. Creadas sus secciones con crite- 
rios administrativos, no han sabido combinar la existencia de oslas, que po- 
drían considerarse fijas a efectos de control y administración, con la elabora- 
ción de un cuadro de clasificación, variable con el tiempo, que incorporase 
tanto los nuevos ingresos, en su caso, como las nuevas investigaciones y crite- 
rios sobre el origen funcional y orgánico de los fondos. 

Como los fondos de estos archivos no son independientes, y tienen re- 
laciones entre sí, es preciso hacer unos cuadros que ofrezcan ima visión pano- 
rámica y sistemática de los diferentes fondos y secciones, que será la suma de 
los cuadros de cada fondo. 

Indudablemente, estos archivos pueden exigir una agrupación de fon- 
dos a efectos de administración, que abarque cada una un cierto número de 
fondos que presenten afinidad funcional, temática o de tipo de ente. Es lo que 
se llama sección de archivo. 

El análisis de sus respectivos cuadros, en mayor o menor medida, nos 
hace tropezar con los criterios que estimamos reprobables a la hora de realizar 
uno desde el punto de vista teórico: 

Para el Archivo Histórico Nacional, que es el Archivo de Archivos por 
excelencia, ya lo señalaba Sánchez Belda''': los archivos que lo integraban se 
habían agrupado en 12 Secciones «según un criterio histórico... cada sección 
reúne en sí la documentación de Archivos distintos, estructurada en ella por 

66 GALLEGO DOMÍNGUEZ, Olga: «Artxibategi-Eduki edo sail itxilan, agiri-deskribapena=La des- 
cripción documental en fondos de archivo o series cerradasw/Olga Gallego Dominguez, Pedro López Gómez, 

ponencia encargada para el COLOQUIO rNTERNACIONAL DE ARCHIVÍSTICA. I" 1990. San Sebastián. 
Iragi. Artxibistika Aldizkaria=Revista de Archivística, IV (1991) 207-259. Texto en euskera y en castella- 
no. Conf. especialmente las pags. 242-248. 

67 SÁNCHEZ BELDA, Luis: Guia del Archivo Histórico Nacional.- Madrid: Dirección General de 
Archivos y Bibliotecas, 1 958. Conocemos una propuesta mecanografiada de Vicenta Cortés para el Archivo 
Histórico Nacional que mejora notablemente el existente en la actualidad. 



84 



Copyrighted material 



La Documentación de lu Administración Central 
en la Edad Moderna 

razones de afinidad». Es decir, el principio de procedencia se utilizó con arbi- 
trariedad, faltando una jerarquización de los fondos y una separación entre los 
fondos de procedencia pública y privada, y se mezcló con criterios temáticos. 

En la última guía, dirigida por Carmen Crespo, más breve, y que no 
contiene mucha mayor información de la anterior de Sánchez Belda^, salvo 
las novedad^ relativas a Consejos Suprimidos, encontramos en su nuevo cua- 
dro de clasificación las siguientes cuestiones: ausencia de delimitación de los 
órganos (consejos, junto con el de Estado, y otros consejos), inadecuada 
jerarquización (clero encabeza el cuadro), agrupaciones temáticas (Guerra Ci- 
vil), cronológicas (Fondos Contemporáneos), falta de consistencia de las agru- 
paciones (juros, que es ima sene, al nivel de las instituciones), inclusión de 
secciones no documentales entre las que sí lo son (biblioteca, códices y cartu- 
larios), y la inefable agrupación de «diversos». 

Hay dos problemas en cuanto a la calidad de la información que refle- 
jan: Por un lado, no ha mejorado la presentación general de la documentación, 
a partir del cuadro de «Fondos documentales» de sus 1 5 secciones, en las que 
vemos añadidas a las 1 2 iniciales 3 más: Fondos contemporáneos. Biblioteca y 
Guerra Civil. Tres secciones de diferente carácter, formadas con criterios 
cronológico, y temático. 

El cuadro de clasificación estructura los fondos según la secuencia 
cronológica de ingreso de los mismos, manteniendo diferenciadas las proce- 
dencias, mezcladas con criterios de carácter temático, incluyendo algunas de 
carácter &cticio, según se indica en el mismo, y sin respetar el orden originario 
dentro de cada fondo. 

Cabe preguntarse si no hubiese sido más conveniente aplicar de verdad 
el principio de procedencia y haber clasificado jerárquicamente los fondos, 
que conservar una secuencia cronológica, que puede explicar la historia del 
archivo, pero no contribuye a la claridad de la información. Porque ¿tiene sen- 
tido comenzar las secciones del AHN con Clero Secular y Regular en vez de 
Consejo de Castilla, o Consejo de Estado?; por otro lado, ¿no son Consejos 
Suprimidos también los de Ordenes Militares, Estado e Inquisición? 

Pero las Secciones, además de responder a criterios de procedencia, 
han de ser también «consistentes», por lo que no parece que «Juros», que 
responde a un tipo documental, pueda tener la categoría de Sección, a no ser 
con fmes de administración, lo que se excluye expresamente. Evidentemen- 
te las secciones facticias son un fruto de la historia, creadas para mejor con- 
servar los documentos, pero si los mapas y planos se consideran unidades 
documentales especiales, ¿por qué no los sellos, códices y cartularios? 

68 ARCHIVO HISTÓRICO NACIONAL. Guia /Bajo la dirección de Carmen Crespo Nogueira.- Ma- 
drid: MinistNÍo de Cultiva. Dirección General de Bellas Artes yArchivos. Dirección de Archivos Estatales, 
1989. 
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Qué decir de Fondos Contemporáneos, agrupación cronológica, cuando 
no hay una agrupación de fondos antiguos y modernos; o de agrupaciones 
temáticas como Guerra Civil, o la de Diversos, que no dice nada, o de la inclu- 
sión de la Biblioteca entre los fondos documentales. 

En resumen, carece este cuadro de las características que Schellenberg 
exige a una buena clasificación. Tal vez en 1 958 sirviese. Hoy no tiene justifi- 
cación. 

El Archivo General de Simancas, que no contiene más que documen- 
tación pública referida a la Corona y sus posesiones europeas, tiene XXVI II 
secciones donde se mezclan consejos, secretarías, direcciones generales, con- 
tadurías, escribanías, registros, expedientes y visitas, al mismo nivel, junto 
con secciones facticias, como mapas y planos, y el indefectible «varios». La 
guía de 1 986^*^ las reduce, con muy buen criterio, a 8 grupos, aunque nos sigue 
faltando una estructura jerarquizada de los fondos. 

Para el Archivo General de Indias, la Guía existente, un tanto obsoleta, 
incluye, junto a la Tabla general de las Secciones, XV en total, un cuadro 
sistemático de los fondos del Archivo, que es mucho más explícito, y que nos 
reduce a 5 las agrupaciones principales, en las que aparecen secciones 
facticias, como Patronato Real, o Títulos de Castilla, de las que es difícil 
desprenderse^". 

Este Archivo, inserto en un proceso de informatización que ha transfor- 
mado sus esquemas de trabajo, ha podido iniciar la reestructura de sus fondos^' 
con arreglo a los principios adecuados. 

Para el Archivo de la Corona de Aragón ni la Guía de 1 958^- ni la más 
breve publicada en el 80^' traen un cuadro de clasificación, que hay que dedu- 
cir de sus índices, y por tanto, no establecen jerarquización alguna de sus fon- 
dos. Indiquemos que el Archivo de la Corona de Aragón ha incorporado fon- 
dos tanto regionales (Generalitat, Audiencia), como provinciales (Hacienda). 
En la primera aparecían secciones como Procesos, Guerra de la Independen- 
cia, y Diversos, que han desaparecido parcialmente en la segunda. 



6^ PLAZA BORES, Angel : Archivo General Je Simancas. Guia del investigador.- 3* ed.- Madrid: Minis- 
terio de Cultura - Dirección General de Bellas Artes y Archivos. Dirección de Archivos Estatales, 1 98. 

70 PEÑA Y CAMARA, José Maria de la: Archivo General de Indias de Sevilla. Guia del Visilante.- 
S.I.: Dirección General de Archivos y Bibliotecas, 1958. 

71 ARCHIVO GENERAL DE INDIAS. S.I.: [Ministerio de Educación y Cultura], D.L. 1996. Conf. El 
cuadro "Organismos productores de los documentos/distribución actual de los fondos del Archivo", págs. 8-9. 

72 Archivo de la Corona de Aragón. Guia abreviada. S.L.: Dirección General de Archivos y Biblio- 
tecas, 1958 

73 L'ARXIU DE LA CORONA D'ARAGO. Madrid: Ministerio de Cultura. Dirección General del 
Patrimonio Artístico, Archivos y Museos. Subdirección General de Archivos, 1980. 
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Este centro presenta similares y abundantes problemas de identificación 
de fondos'\ y no se ha pasado de una primera propuesta de clasificación de los 
mismos'\ Sigue vigente lo que Vicenta Cortés denomina el poder de la tradi- 
ción^''. Tradición que, combinada con motivaciones políticas, ha originado 
polémicas ajenas a los criterios científicos que deben regir nuestro trabajo". 
El actual director, acaba de presentar a la Subdirección General de Archivos 
un cuadro de clasificación con unas timoratas alteraciones, en donde, fiel a la 
mencionada tradición, las agrupaciones existentes carecen de jerarquización 
entre sí, y no se ha hecho ningún esfuerzo para identificar más correctamente 
los fondos documentales. Citemos como botón de muestra la existencia de 
registros del Consejo de Aragón en la Sección de Cancillería. 

CONCLUSIÓN 

La complejidad de la cuestión (necesidad de más estudios archivístico- 
institucionales) y el que en la mayoría de los casos sólo conste la existencia 
de la última institución que asumía determinadas competencias, hace que 
sea imprescindible la labor de identificación de fondos documentales, para, 
una vez localizados en cada archivo correctamente, plantear una política de 
colaboración de los archivos que posean fragmentos del mismo fondo, utili- 
zando siempre la misma metodología: aplicación del principio de proceden- 
cia, reconstrucción de la organización original y descripción según las nor- 
mas ISAD (G) E ISAAR (CPF), adaptadas, en el caso de los archivos gene- 
rales, a un sistema informático que permita la descripción multinivel con 
sujeción a la norma. 

La implantación del sistema informático, y de la normativa Isad (g) cons- 
tituye una oportunidad de oro para poner en funcionamiento este proyecto y 
establecer las bases de la cooperación entre los Archivos Históricos Generales, 
que se verá reflejada en los cuadros de clasificación, las descripciones (inclu- 
yendo tesauros), y posiblemente las publicaciones futuras. 
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La norma es un instrumento que intenta ser de ámbito universal, para 
permitir el intercambio de información. Por si sola no constituye una panacea; 
pero presupone unos principios y una metodología común a todos los archivos 
y archiveros, parámetros sin los que es imposible una partida en común. 

De esta forma, cuando los archivo generales se interconecten a través de 
la red informática, el investigador podrá acceder de una forma racional a los 
fondos y series que desee, indicándosele en qué archivo está el fragmento de la 
serie documental que le interesa, y entre qué centros se reparten los fondos de 
una misma institución, identificados claramente bajo el nombre que le corres- 
ponde. En esta labor se verá reflejada la calidad de los responsables, y la con- 
sistencia de una política archivistica despojada de prejuicios políticos y sus- 
tentada en criterios archivísticos. 



88 



Copyrighied material 



La Documentación de In Administración Central 
en la Edad Moderna 

BIBLIOGRAFÍA 

1. Sobre el tratamiento documental en los archivos históricos 

-BELLOTTO, Heloisa Liberatti: Arquivos Permanentes. Tratamento docu- 
mental I Prefacio de Vicenta Cortés Alonso.- Sao Paulo: T.A. Quiroz. Editor, 
1 99 1 .- 1 98 págs.- En Bol. de la Anabad, XLII, 2 (abril-junio 1 992) 334-335. 

-CORTES ALONSO, Vicenta: «Nuestro modelo de análisis documental». 
Bol. de la ANABAD. Madrid, XXXVI (julio-septiembre 1996)419-434. 

-CORTÉS ALONSO, Vicenta. "Organización de fondos en los Archivos 
Históricos ¿Los archivos intocables? Los mitos, la falta de recursos y el temor 
reverencial" Revista del Archivo General de la Nación. Lima, 14(1 996) 1 7-36. 

-DUCHEIN, Michel: «Le respect des fonds en Archivistique. Principes 
théoriques et problémes pratiques». La Gazeíte des Archives, 96-99 (1977) 
71-95. 

-GALLEGO DOMÍNGUEZ, Olga: «Archivos y Documentación»/ Ponen- 
cia encargada a la Anabad . Olga Gallego Domínguez. Pedro López Gómez. - 
En: JORNADAS ESPAÑOLAS DE DOCUMENTACION AUTOMATIZA- 
DA. «DOCUMAT 90. 3, 24-26 mayo 1990, Palma de Mallorca - Terceras 
Jornadas Españolas de Documentación Automatizada. Documaí-90.- Palma: 
Universitat de les Ules Balears, 1990.- vol. 1, págs. 2 68-325. 

-GALLEGO DOMÍNGUEZ, Olga: «Artxibategi-Eduki edo sail itxitan, 
agiri-deskribapena=La descripción documental en fondos de archivo o series 
cerradas»/01ga Gallego Domínguez, Pedro López Gómez, ponencia encarga- 
da para el COLOQUIO INTERNACIONAL DE ARCHIVÍSTICA. T. 1990. 
San Sebastián. Iragi. ArtxihistikaAldizkaria=Revista deArchivistica, I V ( 1 99 1 ) 
207-259. 

-LÓPEZ GÓMEZ, Pedro: «Una llave maestra para el acceso a los archivos: 
el catálogo de instrumentos de descripción documental». En: CONGRESO 
NACIONAL DE LA ASOCIACIÓN ESPAÑOLA DE ARCHIVEROS, BIBLIO- 
TECARIOS, MUSEÓLOGOS Y DOCUMENTALISTAS. 5. 25-28 septiem- 
bre 1 99 1 . Zaragoza -/ícto.- S.I.: Zaragoza: ANABAD, 1 99 1 .- pp. 544-55 1 . Y 
también en: Bol. de la Anabad, XLI, 3-4 (julio-diciembre 1991) 149-155 

-Norma Internacional General de Descripción Archivistica: Adoptada por 
la Comisión Ad Hoc de Normas de descripción, Estocolmo, Suecia, 21-23 de 



89 



Pedro López Gómez 



enero de 1993: Versión p nal aprobada por el CIA.- Madrid: Consejo Interna- 
cional de Archivos, 1995. 

2.Sobre los archivos históricos en general 

-ANDRES DÍAZ, Rosana de: "El Estado: 'documentos y archivos' " .- En: 
Enciclopedia de Historia de España, dirigida por Miguel Arlóla. VII, Fuen- 
tes-Indices. 3. La Administración de Justicia.- Madrid: Alianza Editorial, 1993.- 
pp. 109-126. 

-BAUTIER, R.H: "La phase cruciale de l'histoire des archives. La 
constitución des dépóts d'archives et la naissance de Parchivistique (XVI début 
duXIXe siécler./í/r/í/n/m, 17(1968) 13-149. 

-BORRUEL, Enrique: "Sobre la polémica generada en tomo a los Archivos 
Generales del Estado". / E. Borruel López, Luis Martínez García, Daniel de 
Ocaña Lacal, Ignacio Ruiz Alcaín, Agustín Torreblanca López. Parcialmente 
publicado en Heraldo de Aragón, 2 junio 1996, Suplemento de Cultura, p. 14, 
así como en otros periódicos. 

-MATILLATASCON, Antonio: "Historia de los Archivos españoles y sus 
fondos documentales". En: Análisis e Investigaciones Culturales, 18 (1984) 
11-29. 

3.Sobre los Archivos Históricos Generales 

-El ARCHIVO de la Corona de Aragón.- Madrid: Subdirección General de 
Archivos, 1980.- 54 p., lO h. lám. 

-ARCHIVO DE LA CORONA DE ARAGÓN. Guía Abreviada.- S.I.: Di- 
rección General de Archivos y Bibliotecas, 1958 

-ARCHIVO DE LA CORONA DE ARAGÓN (Barcelona/ Guia Histórica 
y descriptiva del Archivo de la Corona de Aragón /por Federico Udina 
Martorell.- Madrid: Dirección de los Archivos Estatales, 1986.- 490 p. 

-ARCHIVO DE LA CORONA DE ARAGÓN. Guia Breve del Investiga- 
dor, con sujeción a la norma ISAD (g), publicada con motivo de la V Conferen- 
cia Internacional de Archivos I ?táTO López Gómez.- S.I.: [Barcelona]: Minis- 
terio de Educación y Cultura, 1997.- 32 p., Multigraf.* 

-ARCHIVO GENERAL DE INDIAS (Sevilla). /írf///vo General de Indias 
I Pedro González García... [et al.].- Madrid: Ministerio de Cultura, 1995, 327 
p.- (Archivo Europeos). 



90 



Copyrighted material 



La Documentación de la Administración Central 
en la Edad Moderna 



-ARCHIVO GENERAL DE INDIAS (Sevilla). Archivo General de Indias 
de Sevilla. Guia del visitante I por José María de la Peña y Cámara.- Madrid: 
Dirección General de Archivos y Bibliotecas, 1958.- 206 p., 1 h.: XIV lám- 
(Ediciones conmemorativas del centenario del Cuerpo Facultativo, 1 958; v. 1 3). 

-ARCHIVO GENERAL DE INDIAS (Sevilla). /í/r/z/vo General de Indias: 
segundo centenario I producción Agencia EFE: realización José Lozano; guión 
M"* Antonia de Castro.- [Madrid]: Agencia EFE, 1985.- I videocasete (VHS) 
(20 min.).- (Las Artes). 

-ARCHIVO GENERAL DE INDIAS (Sevilla). Proyecto de informatización 
del Archivo General de Indias - Madrid: Dirección General de Bellas Artes y 
Archivos [etc.], D.L. 1989, [30] p. 

-ARCHIVO GENERAL DE INDIAS (Sevilla;. Un archivo de futuro: proyec- 
to de informatización del Archivo General de Indias I guión y dirección Ramón 
S. Infante; producción Ministerio de Cultura, Fundación Ramón Areces, IBM 
España.- Madrid: Ministerio de Cultura, 1991.- I videocasete (VHS) (32 min.). 

-ARCHIVO GENERAL DE LA ADMINISTRACIÓN. 1 969-1 994.- Ma- 
drid: Subdirección General de los Archivos Estatales, 1995,200 p.; il. 

-ARCHIVO GENERAL DE SIMANCAS (Valladolid)./í/r/7/voG^«era/í/^ 
Simancas I guión y dirección Luciano Berriatua; producción Alfredo B. de 
Quirós.- [Madrid]: Agencia EFE, cop. 1988.- I videocasete (VHS) ( 19 min.).- 
(Las Artes). 

-ARCHIVO GENERAL DE SIMANCAS. Guía del investigador I Ángel 
de la Plaza Bores.- S.I.: Dirección General de Archivos y Bibliotecas, 1952 

-ARCHIVO GENERAL DE SIMANCAS (ValladoIid)./írc/7/vo General de 
Simancas: guia del investigador I redactada por Angel de la Plaza Bores.- 
Madrid: Dirección General de Archivos y Bibliotecas, 1 962.- CVII, 288 p., 8h. 
de lám. (2". ed. revisada y actualizada por Ascensión de la Plaza Santiago. - 
Madrid: Ministerio de Cultura. Dirección General de Bellas Artes, Archivos y 
Bibliotecas. Subdirección General de Archivos, 1 980, 38 1 p., 2 h., lám.; 3". ed. 
- Madrid: Ministerio de Cultura, Dirección de Archivos Estatales, 1986, 379 
p., 9 lám.; 4" ed. corr.- Madrid: Ministerio de Cultura, Dirección de Archivos 
Estatales, 1 992, 380 p.: [ 1 1 ] h. de lám.) 

-ARCHIVO GENERAL DE SIMANCAS (Valladolid). Los Archivos espa- 
ñoles: Simancas I texto Francisco Javier Alvarez Pinedo, José Luis Rodríguez 
de Diego; fotografías de Joaquín Cortés. 



91 



Pedro López Gómez 



•ARCHIVO HISTÓRICO NACIONAL (Madrid). Archivo Histórico Nacio- 
nal I realización y guión José Lozano; productor Alfredo Bemaldo de Quirós.- 
[Madrid]: Agencia EFE, cop. 1988.- 1 videocasete (VHS) (56 min.).- (Las Altes). 

-ARCHIVO lllSiORIC O NACIONAL. Uuiü del Archivo Históiicu Na- 
cional I por Luis Sánchez Belda.- Valencia: Tip. Moderna, 1958.- 235 p. 

-ARCHIVO HISTÓRICO NACIONAL: guia I bajo la dirección de Car- 
men Crespo Nogueiia.- Madrid: Dirección General de Bellas Artes y Archi- 
vos, 1989.-87p.i?o/. delaANABAD.yisMá,iay\,n. 1 (1996). Monográfico 
sobre el Archivo Histórico Nacional. 



92 



LA DOCUMENTACIÓN DE ADMINISTRACIÓN LOCAL 
EN LA EDAD MODERNA 



María del Carmen Cayetano Martín 
Archivo de la Villa de Madrid 

L Introducción: los documentos municipales, definición y fuentes 
para su estudio 

Antes de iniciar cualquier exposición sobre la documentación de la 
Administración local en la Edad Moderna hay que definir qué cosa es esa 
documentación. ¿Son los documentos producidos por los ayuntamientos y 
concejos en el ejercicio de sus funciones? ¿Son los documentos producidos 
por cualquier instancia que tenga que ver con los concejos y se conserven en 
sus archivos? ¿Se incluyen en las instituciones de administración local sólo 
los concejos o hay que añadir otras instancias más elevadas, corregimientos 
por ejemplo? Seguramente influida por mi profesión, creo que estudiar la 
documentación de la administración local es estudiar, en primer lugar, los 
archivos municipales, los documentos conservados en ellos a lo largo de los 
siglos. Las razones son obvias, los documentos conservados lo han sido, 
sobre todo, por su valor para la institución que los produjo o los recibió, son 
pues los más significativos, los que constituyen las series ejemplares, las 
columnas documentales de la administración local. A partir de ellos se puede 
reconstruir el archivo ideal, entendiendo como archivo ideal, el que mejor 
refleja el procedimiento administrativo de la época. 

Vamos a estudiar, entonces los archivos municipales y su contenido, es 
decir, la documentación municipal tal como la define Pino Rebolledo "todo 
escrito intitulado, dado y refrendado por el concejo, por alguno de sus miem- 
bros y oficiales, en su nombre o en razón de su cargo o por cualquier otra perso- 
na ajena al propio concejo pero que haya sido elegida para representarle"'. Pero 
además incluiremos en nuestro trabajo los documentos dirigidos y confiados 
al ayuntamiento en razón de su personalidad jurídica. Estos documentos esta- 
rán, en su mayor parte, en los archivos municipales, pero a veces habrá que 
buscarlos en otros archivos, archivos de la Administración central, archivos de 
las Instituciones eclesiásticas, archivos nobiliarios y particulares. 

La Archivística nos proporcionará las herramientas conceptuales para 
abordar este proyecto. Nuestro objetivo será tratar de identificar las series do- 

1 PINO REBOLLEDO, F.. Tipología de los documentos municipales (siglos XII- XVIl). Valladolid: 
Asociación para la Defensa y Conservación de los Archivos, 1991, pp. 18. 
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cumentales, entendiendo la serie como el conjunto de unidades documentales 
producidas en el ejercicio de una función determinada y que participan de la 
misma tipología, cuentas de mayordomazgo, libros de actas del pleno, etc. El 
estudio de las funciones y actividades ejercidas por los municipios es funda- 
mental para llevar a buen fín esta investigación^ . 

Y hablo aquí, conscientemente en primer lugar, de funciones y activida- 
des y no de instituciones y organismos, porque no siempre en el Antiguo Régi- 
men existe una diferenciación administrativa sufíciente en los ayuntamientos. 
Unos pocos órganos centralizan todas las obligaciones concejiles, de forma 
que es inútil intentar inventar un armazón administrativo complejo que, en 
ocasiones, nunca existió. Cuando efectivamente aparecen dependencias ad- 
ministrativas diferenciadas, sus funciones suelen ser múltiples y poco defini- 
das. Además se produce en muchos casos la concurrencia de distintas admi- 
nistraciones y jurisdicciones en el mismo campo, sobre la misma activ idad y, 
desde luego, en el mismo núcleo urbano. Aunque eso no impide que las funcio- 
nes básicas, gobierno, policía, urbanismo, control del mercado, beneficencia, 
se mantengan constantes a lo largo de los siglos y den lugar a series documen- 
tales claras. La inmadurez administrativa de los concejos provocará sin embar- 
go, deficiencias en el trámite administrativo que permanecerá Huido y sin 
definir durante siglos y creará un gran vacío documental, debido, no sólo a las 
pérdidas causadas por fallos en la custodia sino también a la falta de reflejo 
documental de muchos actos administrativos. 

La necesidad de testimonios escritos crece en razón directa con la com- 
plejidad de la sociedad que los produce, y una sociedad rural, con una pobla- 
ción corta y unos medios materiales escasos, no necesita escribir todo, basta el 
testimonio oral. Los documentos de archivo aparecen lentamente cuando esos 
actos administrativos, que antes no generaban ningún "papel", se escriben cui- 
dadosamente. Cuando tenemos entre las manos un expediente o un libro, don- 
de antes sólo había un acuerdo oral. Cuando todas y cada una de las acciones 
que se realizan para cumplir las funciones propias de la administración muni- 
cipal generan su docuinento. 

Naturalmente no todos los ayuntamientos son iguales, no tienen el mis- 
mo ritmo de crecimiento, la misma organización. Y esas diferencias son aún 
mas acusadas en la Edad Moderna, a pesar de los intentos de los "Gobiernos 

2 El diccionario de Terminología Archivística publicado por La Subdirección General de Archivos 
Estatales en 1995 define la serie como: conjunto de documentos generados por un sujeto productor en el 
desarrollo de una misma actividad administrativa y regulado por la misma norma de procedimiento y la 
Colección Documental como conjunto de documentos reunidos según criterios subjetivos (un tema detor- 
minado, el criterio de un coleccionista . etc.) %■ que. por lo tanto, no conscr\a una cstnictura orgánica ni 
responde al principio de procedencia. Las series del antiguo régimen están en muchos casos entre una 
categoría y otra, dependiendo de la mayor o menor precisión de la legislación. 
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Ilustrados** para unificar leyes y procedimientos. Pero la tipología documental 
de los Ayuntamientos tiene tantos elementos comunes que es posible abordar 
una descripción general para toda la corona durante los siglos XVI al XVIII. 

Si queremos comprender esa realidad compleja hay que acudir a fuen- 
tes muy diversas: 

a) Fuentes legislativas', las leyes definen las funciones y esas funciones 
van a crear los documentos. Por eso antes de empezar a trabajar en un archivo, 

hay que examinar con cuidado las normas que han dirigido la vida administra- 
tiva de la institución, lin la Edad Moderna tenemos como base fundamental el 
texto de la Nueva Recopilación promulgado en 1567, basado en los trabajos 
del licenciado Galíndez de Carvajal. La Nueva Recopilación redactada bajo el 
reinado de Felipe II. recoge las compilaciones que impulsaron los Reyes Cató- 
licos durante su reinado. Ordenanzas Reales de Castilla de Alonso Díaz de 
Montalvo. impresas en 1484, el Libro de las Rulas y Pragmáticas recogidas 
por el escribano Juan Ramírez e impresas en 1503 y las Leyes de Toro pro- 
mulgadas en 1 505. En 1 723 se añaden a la Nueva Recopilación losAuios acor- 
dados de Consejo y por Un se publica en 1805 la Novísima Recopilación de 
las Leyes de España. 

Pero estas son leyes Generales para todo el reino, y si algo caracteriza la 
organización administrativa de los concejos en ese período es la variedad. Por 
esta razón habrá que examinar con cuidado todas las ordenanzas y reglamen- 
tos redactados por los propios ayimtamientos. 

b) Fuentes documentales: aquellos materiales que proporcionan infor- 
mación solne las estructuras y prácticas administrativas, la producción, orga- 
nización y conservación de los documentos. En los Ayuntamientos son, en 
primer lugar, los libros de Acuerdos y los registros e inventarios de los archi- 
vos. 

c) Fuentes bibliográficas: 

- Guías, inventarios, catálogos e índices de archivos 

- Transcripciones y ediciones de textos 

- Estudios diplomáticos sobre documentos municipales 

- Estudios generales sobre el régimen municipal y sus instituciones 

- Estudios de Historia Local. 

2. Los Archivos Municipales en la Edad Moderna 

Como no hay documentos sin archivos es importante recordar, breve- 
mente, cual fue la trayectoria de los archivos municipales durante la Edad 
Moderna, para comprender mejor los fondos que en ellos se atesoran. Aunque 
las primeras normas sobre conservación de documentos municipales ya pode- 



95 



Copyrighted material 



María del Carmen Cayetano Martín 



mos leerlas en las Partidas- , fueron los Reyes Católicos los que impulsaron la 
creación de verdaderos archivos, al fijar la obligación de "ha^er casas de concejo 
y carmel do no la hubiere y arca en que se custodien los privilegios y escrituras 
y los libros de las leyes del Reyno". La custodia del arca la compartían el 
corregidor, un regidor y el escribano del concejo, a ellos estaban confiadas las 
tres llaves que la abrían. Desde entonces hay siempre un regidor vinculado al 
archivo y el escribano se encarga, como experto en letras, de las labores mate- 
riales de conservación y descripción de los documentos^. 

No hay, entonces, normas que determinen la organización del archivo, 
pero la pragmática de 1 501 habla de inventarios y sobre todo de registros de 
documentos, "un libro de papel de marca mayor, en que se escriban todas las 
cartas y ordenanzas que, después que reinamos acá, hobieremos enviado^". 

En realidad no habla nada nuevo en estas disposiciones, la mayor parte 
de los ayuntamientos tenían su arca, sus privilegios y poco a poco iban fijando 
las reglas de uso para los documentos. Y así se siguió, sin cambios revolucio- 
narios, durante los dos siglos siguientes. Los reyes dejan al arbitrio de los 
municipios el cuidado de sus papeles. Se limitan reforzar la seguridad de los 
documentos recordando, con cierta frecuencia, las medidas que, para guarda y 
consulta de este material, deben respetarse. Carlos V en Real Cédula, dada en 
Valladolid el 24 de julio de 1 530, amplía las obligaciones de los ayuntamien- 
tos, especificando que deben reunir no sólo "... todas las cédulas y provisiones 
por los señores reyes, nuestros antecesores y por nos dadas, en beneficio y 
privilegio de sus comunidades" sino también "...las demás escrituras y pape- 
les que convenga", recogerlas y hacer "inventario dellas". Un traslado de ese 
inventario deberá quedar fuera del archivo "... para que fácilmente se pueda 
saber lo que conviene". Pero la norma avanza un paso más, para evitar acci- 
dentes, el Emperador exige a los cabildos que recompongan el material perdi- 
do, cuando sea posible, solicitando traslados autorizados a las Audiencias, "Y 
no pudiéndose hallar . . .algunas provisiones, cédulas, ordenanzas o instruccio- 
nes, las pidan a los Presidentes y Oidores de las Audiencias del distrito, los 
cuales les envíen traslados dellas, autorizados y los cabildos nos avisen de la 
que conviene enviar principalmente"^. 

Felipe II intensifica el matiz conservador de la legislación ya vigente 
en las Cortes de Madrid de 1 586, prohibiendo sacar, de los archivos, escrituras 
originales para presentarlas como pruebas en las causas judiciales "Mandamos 
que los receptores no puedan sacar de los archivos escrituras originales. Y por 
punto general que para ningunas pruebas de hábitos y demás que se ofreciera, 

3 Partida III. Título XIX, Ley IX sobre las obligaciones de los escríbanos públicos de ciudades y villas. 

4 Novísima Recopilación Libro Vil, Título II, Ley II. 

5 Novísima Recopilación Libro Vil, Título II, Ley III. 

6 Leyes de Indias, Libro II, Titulo I, Ley 31. 
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no puedan traer ni sacar, de las iglesias, los libros parroquiales, ni de los ofí- 
cios de los escríbanos, los protocolos, ni de los archivos de las ciudades, villas 
y lugares ni otras comunidades particulares de estos reinos, los padrones y 
papeles originales...'*, un traslado autorizado por el escribano correspondiente 
sustituirá, con ventaja al original, que debe preservarse cuidadosamente^ 

Las convulsiones que cerraron el siglo XVII no debieron ses favorables 
a los archivos porque un real decreto de Felipe V, dado en Madrid el 20 de 
noviembre de 1703, recuerda que las antiguas normas legales sobre archivos 
son de obligado cumplimiento y nos describe un panorama bastante sombrío 
"... siendo de tanta gravedad y perjuicio y dc^ irreparable que se experimen- 
ta con la novedad que de algunos años a esta parte se halla introducida de 
traerse, no solo los libros Parroquiales; pero también los protocolos notaria- 
les, padrones de los concejos y otros papeles originales de sus archivos y de 
diferentes Comunidades, para comprobar filiaciones naturalezas y otros ac- 
tos. . . y resultando. . . que se han perdido algunos, y en otros se han subplantado 
y enmendado nombres, apellidos, legitimaciones y otras circunstancias, en 
oposición de la verdad, pudiendo creerse, sin temeraria aprehensión, c/iic nin- 
guno de los que vuelve, llega con aquella integra pureza que salió de su lu- 
gar 

La política borbónica supone un verdadero terremoto para los archivos. 
Desde Madrid se emprende una verdadera cruzada para la recuperación de los 
derechos enajenados de la Corona, en 1739 se publica el decreto sobre el 
desempeño de alcabalas, tercias, servicios ordinaríos y extraordinaríos. Los 
documentos son la piedra angular de esta política, se buscan, se analizan, se 
discute sobre ellos, son pruebas ante los tríbunales de justicia. La perítación de 
los documentos es tan importante que el 1 9 de julio de 1 729 se crea el Cuerpo 
de Revisores de Firmas y Documentos 

Los municipios no son ajenos a esta política. También ellos tienen dere- 
chos que rescatar, propiedades que reclamar. Y, como las armas básicas son 
sus documentos, y sus documentos están más o menos revueltos en los archi- 
vos, durante estos años se van a redactar múltiples inventaríes y catálogos, se 
transcribirán privilegios e incluso se nombrarán archiveros profesionales, como 
ocurrió en Madrid'". La legislación, sin embargo no sufrió cambios aprecia- 
bles, el Consejo recuerda en 1 759 "\..que ios pueblos tengan especial cuidado 



7 Novísima Recopilación Libro XI, Titulo X, Ley XV 

8 GÓMEZ IGLESIAS, Agustín, "Origen, evolución e incidencias acerca del Archivo de Villa de Ma- 
drid", en: Amilcs i/cl Instituto de Estudios Madrileños, X(1974), pp.29-46 

RABADE OBRADO, M.P.. " Descubrir lo verdadero de lo falso: Los criterios de un diplomatista 
anónimo del siglo XVIII", en: Erudición y discurso Histórico. Valencia: 1993, pp.l56 - 167 

10 CAYETANO MARTIN, Maiia del Cannen. "El archivero de Villa. 1719-1983". en: Boletín de ¡a 
ANABAD. XXXV /198SXnúm. 2-3. pp. 235 - 240 
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de que se asienten en los libros de ellos, todas las Reales Cédulas executorias 
y qualesquiera resoluciones, no solo las que haya necesidad de hacerse pre- 
sentes en los Cabildos sino, también, los despachos y otros documentos que 
se expide por tribunales superiores e inferiores y miren a la posteridad*. Hay 
un matiz nuevo, sin embargo, la importancia del valor histórico de los docu- 
mentos municipales" . 

Los dos siglos siguientes fueron difíciles para los archivos municipales. 
Por un lado su valor era reconocido sin ninguna duda, son archivos históricos, 
junto a los generales y provinciales, ". . .no es aventurado predecir que llegara 
tiempo en que la Biblioteca, el Archivo y el Museo sean una necesidad para 
cada provincia, para cada municipio, en que cada pueblo querrá tener, como 
por necesidad lo tienen las casas solariegas, un panteón de sus tradiciones 
locales de toda suerte, mirándolo con igual amor y respeto que el sepulcro de 
sus padres..." Paradójicamente esta consideración no favoreció gran cosa la 
conservación y organización de estos archivos. Los recursos son escasos y se 
dedican a necesidades más urgentes. No se crea un cuerpo de archiveros muni- 
cipales y hay que esperar hasta el último tercio del siglo XX para asistir a una 
verdadera modernización de estos archivos'^. Las guerras, la pobreza de me- 
dios, los errores en el tratamiento de los documentos son responsables de pér- 
didas cuantiosas de documentos, en particular los de carácter económico que 
sólo adquirieron relevancia en la segunda mitad de nuestro siglo. Los 
desequilibrios en la descripción, se redactan durante muchos años catálogos y 
se publican textos completos de algunos documentos mientras otros simple- 
mente se ignoran, también son consecuencia de esta realidad. 

3. Las Series Documentales 

3.1. El Ayuntamiento Pleno 

Los documentos más importantes, los mas representativos de la gestión 
municipal en la Edad Moderna tienen relación directa con los órganos de gobier- 
no municipal y sobre todo con el Ayuntamiento Pleno. La razón es obvia puesto 
que el ayuntamiento es quien concede y quita en el mundo municipal, es la voz de 
la ciudad y la representación de la misma ante las autoridades del gobierno cen- 
tral. Así al Pleno, compuesto por el corregidor, los alcaldes y regidores, se van a 
dirigir los privilegios, reales cédulas y provisiones que se emiten desde la Canci- 
llería regia, el pleno va a firmar licencias, poderes, mandamientos, ordenanzas y 
el resultado de sus reuniones se transformará en las actas municipales. 

U Novísima Recopilación Libro VII, Título II, Ley III 

12 La kugB marcha de aidiivoa y archiveros municqnles hacia su profeuooalización esta perfecta- 
nmte descrita en la obra de don Julio Cetdá Diaz Los Archivos Mmicipales ai la España Conteniporá- 
nea, Gijón: Trea, 1997 
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Según la natmaleza del negocio jurídico que expresan pueden clasificarse 
estos documentos en: 

A) Documentos Constitutivos^ aquellos que se refieren a la creación, 
ampliación y reforma del término municipal y a la organización político - ad- 
ministrativa del concejo. De estos documentos, los más significativos no son 
en realidad municipales, vienen del rey, privilegios concediendo términos, fue- 
ros, títulos de villazgo. Casi todos los que se conservan proceden de la Edad 
Media y son raros a partir del siglo XVI. Participan de esa misma naturaleza 
las cartas de Hermandad y de Amojonamiento. Documentos que se redactan 
para asegurar los compromisos aceptados por los pueblos sobre sus términos y 
relaciones de vecindad. 

B) Documentos de Régimen Interior, son aquellos que recogen las dis- 
posiciones relativas a la administración interna del concejo. Dentro de esta 
categoría encontramos la serie documental más importante, los libros de actas. 
En ellos el escribanía del a\ untamiento transcribe con cuidado y prudencia las 
incidencias de los a\ uiuamientos y los acuerdos tomados en ellos. Los libros 
tal como los conocemos se inician en el siglo Xlii, aunque su generalización se 
produce en los siglos XV y XVI. 

Carlos II en Madrid el 10 de julio de 1697 terminó de dar forma al 
contenido de las acias " ...Mandamos ^ue en adelante en todos los Ayunta^ 
mientos y Acuerdos Capitulares que se hicieren en los pueblos, asi ordina- 
rios como extraordinarios, se ponga y exprese precisamente el nombre del 
Corregidor o teniente que los presidiere y el de los demás oficiales que 
concurrieren en cada uno de ellos, no omitiendo ninguno sin embargo de 
que en un dia se hagan repetidos acuerdos: Y para que asi se observe se 
ponga copia a la letra de esta carta en los libros capitulares de cada pue- 
blo"'\ 

Las actas se encabezan con la data tópica y crónica, incluye también la 
naturaleza de la reunión, pública o secreta, la lista de los asistentes y la de 
aquellos que no están presentes aunque tengan obligación en razón de sus car- 
gos. Los acuerdos tomados aparecen siempre, pero depende del escribano el 
grado de detalle con el que se describe la sesión. La tendencia general es la 
discreción. No se cuenta todo lo que ocurre y se dan por conocidos, detalles 
del proceso de decisión que. ahora, trescientos años después, no podemos si- 
quiera imaginar. Aún así, los libros de Acuerdos del Cabildo, libros de Actas 
del Concejo, libros de Concejo, que con todos estos nombres se conocen en los 
archivos municipales, son una herramienta insustituible para entender la admi- 
nistración municipal y más cuando la costumbre quiere que, con las actas, se 
encuadernen documentos reales, cuentas, cartas dirígidaús al pleno, transfor- 

13 Novísima Recopilación Libro Vil, Titulo 11, Ley 1 
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mando así el libro en un verdadero archivo municipal, en muchos casos, el 
único que existe en esos años'"*. 

La reproducción del acta del ayuntamiento celebrado en Madrid el 1 5 
de marzo de 1 504 en circunstancias verdaderamente dramáticas da una pálida 
idea del valor de estos materiales "... En viernes, XV de mar^o de DII 11 . . . Este 
día estando ayuntados los señores corregidor e comendador García López de 
Cárdenas e Antonio de Luzón e Francisco de Alcalá.... Requirieron a los di- 
chos señores, el tesorero Gómez Guillén e Francisco Guillén, en nombre de 
cavalleros e escuderos e García, sillero. . . e Francisco de Roa, seismero, por sí 
e en nombre de los pecheros de esta villa, que porque esta villa tiene mucha 
necesidad de pan, que mueren de hanbre e no lo hallan a comprar, e si no 
proveen la pla9a de pan, la gente pere9era, que ellos tomen todo el trigo que el 
ar9obispo tiene, en los alholís de esta Villa y lo den e entreguen a las panade- 
ras, para que ellas provean la pla^a e la gente no muera de hambre, e si tuvieren 
calnados e otras cerraduras que los descerrajen e quiten y si lo hizieren harán 
lo que deven, en otra manera, que protestan de se juntar ellos e otros muchos, 
questán llegados para ello e descerrajar los dichos alholís e lo tomar e pagar 
como sus Altezas mandan, pues son informados que la Villa lo enbio a pedir al 
arzobispo e no lo quiso dar ni responder a ello, e que si escándalo o alboroto 
uviere e se recresciere sobre la toma de dicho pan, que sea a su cargo e culpa e 
ellos sean sin cargo e culpa, e lo pedían por testimonio... E después desto los 
dichos señores, corregidor e regidores e Pedro Xuárez que vino con ellos e el 
bachiller Arias.... vinieron al alfolí del dicho señor arzobispo e de^errajaron 
un cerrojo en el dicho alholí, por que el mayordomo del dicho señor arzobispo 
no estava en la Villa, e descerrajado tenía, echáronle dos calnados, las llaves 
de los quales truxe yo, el dicho escrivano, por medio de los dichos corregidor 
e regidores. . . El dicho bachiller Arias dixo que porque el venía con el corregi- 
dor, fablándole en ciertos negocios que le convenían, que no le asentasen aquí, 
porque él no era en ello, en el tomar del pan ni en el decerrajar el dicho alfolí, 
que me requería que no le pusiese en ello e, si le pusiese, asentase al pie dello 
su contradición e ge lo diese por guarda"' ^ 

Las ordenanzas representan la segunda etapa de la legislación local. Desde 
el último tercio del siglo XIII, junto a la legislación general, aparecen normas 
concretas que regulaban diferentes aspectos de la vida municipal. Podemos 
pues, definir las ordenanzas como preceptos jurídicos establecidos por las cor- 
poraciones locales de derecho público, en el marco de la autonomía que les es 
conferida por la ley, preceptos orientados a regular las actividades de la ciu- 
dad. Las redact a el concejo y una vez aprobadas, se remiten al Rey para que 

14 SANZ FUENTES, María Josefa y SIMÓ RODRÍGUEZ María Isabel. Catálogo Je documenios 
contenidos en los libros del Cabildo del Concejo de Sevilla. 2' ed. Sevilla: Universidad, 1993 

15 Libros de Acuerdos del Concejo Madrileño. Madrid: Ayuntamiento, 1932- 1987, V, pp.l49. 
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éste dé su consentimiento. A partir del siglo XVI se comienza un proceso de 
recogida y redacción de ordenanzas. El procedimiento queda reflejado en los 
Libros de Ordenanzas y en los propios libros de Acuerdos. Siguiendo la clasi- 
ficación que de las ordenanzas municipales hace Miguel Ángel Ladero Quesada, 
tenemos ordenanzas sobre: Organización y funcionamiento del Concejo (Com- 
posición, funcionamiento, justicia, oficiales), vecindario, bienes de propios y 
fiscalidad, policía urbana, abastecimiento y sus condiciones, comm;io y mer- 
cado uibano, regulación oficios, policía rural'^. 

Elecciones de oficios: El Ayuntamiento pleno controla todo lo que se 
refiere a las elecciones, que preceden por lo general a la ocupación de los 
cargos públicos en la administración local. Los reyes han conservado a las 
ciudades el derecho de elegir sus cargos, aunque el nivel de autonomía varía 
de municipio a municipio. En la mayor parte de los casos, los procedimientos, 
electores, fechas y caigos están previamente fijados por normas que van desde 
ordenanzas hasta privilegios reales, pasando por concordias o sentencias, si 
las condiciones pactadas han sido recurridas por alguno de los colectivos afec- 
tados. £1 trámite de una elección se inicia con la convocatoria en Pleno. 

El escribano presenta ante el Concejo el censo de los vecinos que tienen 
derecho a participar en la elección. En muchos pueblos la práctica administra- 
tiva resuelve el problema documental que plantean las elecciones, reflejando 
todo el procedimiento en el libro de Actas. En otros lugares hay libro de elec- 
ciones donde quedan registradas las actas, censos y nombramientos resultado 
del proceso electoral. La Instrucción del Consejo de 26 de junio de 1766, al 
fijar las normas para la elección anual de Diputados y Personero del Común, 
hace obligatorio un procedimiento de elección semejante en todos los pue- 
blos, para estos cargos: 

"Todos estos actos se han de executar ante el escribano de Ayuntamien- 
to y asentar en un libro particular, que se ha de llevar relativo a estas eleccio- 
nes a las órdenes o providencias que ocurran traten del exercicio de estos 
diputados y Personero del Común 

La elección, según el desarrollo y la importancia de los pueblos en que 
se celebre, puede dar lugar a un verdadero expediente con todos los docu- 
mentos que nacen del proceso electoral: listas de individuos que pueden op- 
tar a puestos de gobierno en el ayuntamiento, instancias de aquellos que de- 
sean ser incluidos o excluidos, actas, reclamaciones... o bien a multitud de 
documentos sueltos relacionados con ella. El valor administrativo de este 
material es muy corto, los años en los que se ejerce la magistratura elegida, 

16 LADERO QUESADA, M.A., "Las ordenanzas locales en la corona de Castilla como Aírate histM- 
ca y tema de investigación (siglos Xm - XVIII), en: Revista de Estudios de la Vida Local,(1983), núm. 
217. pp.85-108 

17 Novísima Recopilación, Libro VII, Título XVni, Ley II 
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por eso muchos ayuntamientos terminan perdiéndolo y se generan vacíos 
grandes en los archivos. 

C) Documentos de Relación: son aquellos que sirven para poner en con- 
tacto al Gobierno Municipal y sus miembros con autoridades superiores, con 
sus propios oficiales o con sus vecinos para solicitar ayudas, o procurar la 
ejecución de los acuerdos mimicipales. 

El tenor diplomático de estos documentos variará según los destinata- 
rios y la naturaleza del negocio jurídico que reflejan. Los fundamentales en el 
período que estamos estudiando son los siguientes: 

Carta Acordada: es el documento utilizado por los concejos para efec- 
tuar demandas y peticiones a los Reyes, a otras autoridades o incluso a otras 
ciudades. El adjetivo acordado viene dado por su trámite y tenor diplomático . 
Su redacción exige la reunión previa del Pleno del Concejo para deliberar 
sobre el texto "acordar" los términos a utilizar y ordenar al escribano su ejecu- 
ción . Sin el acuerdo de los miembros de la Corporación no tiene ningún valor 
jurídico. Si la carta va dirigida a los reyes se inicia con una invocación , segui- 
da de la dirección, la intitulación del concejo, la notificación, la exposición del 
asunto y la disposición. ..o.v suplicamos... se cierra con la data tópica y crónica, 
lugar, día , mes y aíio y la suscripción de regidores y escribano del Concejo'^ 

Los Concejos transmiten sus órdenes, sobre todo las de tipo económico 
a través de los mandamientos. El mandamiento, siempre escrito sobre papel, se 
inicia con la intitulación a la que sigue la disposición... mandamos... y la direc- 
ción... a vos... El texto suele incluü* alguna cláusula sancionadora. Se cierra 
con la fecha completa y la suscripción. 

Facultad propia de los concejos es conceder la vecindad a aquellas fa- 
milias que se trasladan a vivir a la localidad, una vez transcurrido el tiempo 
que la legislación local considera de obligada residencia y cumplidos todos las 
condiciones, tener vivienda propia, etc.. solicitan entrar en esta categoría le- 
gal. El documento que expresa esta concesión es la Carta de Vecindad . 

Siguiendo las pautas de redacción de los documentos privados los con- 
cejos libran cantidades, nombran representantes ante los tribunales, otorgan 
censos, reconocen deudas . Y así, emiten libramientos y cartas de pago, pode- 
res, suscriben recibos. . . 

3.2. Los Órganos de Gobierno Unipersonales: Corregidores y Alcaldes 
Corregidores y alcaldes son la cima del gobierno municipal. En el pri- 
mer caso, nombrados por el rey, representantes del gobierno central ante el 



18 PINO REBOLLEDO, Op. Cit. Pp.72 - 141 
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municipio, en el segundo elegidos por los regidores o los señores de los luga- 
res. Tanto corregidores como alcaldes reúnen en sus personas dos funciones, 
las judiciales y gubernativas. Y los documentos que generan responden a este 
doble valor. 

El corregidor inicia sus tareas al frente de su jurisdicción con Expedien- 
te de nombramiento v toma de posesión . Es el conjunto de documentos que 
genera el proceso de recepción de un nuevo corregidor: Oficio del Consejo 
notificando el nombramiento de un nuevo Corregidor, convocatoria de pleno 
para recibirle y tomarle juramento, copia certificada del acta del pleno, trasla- 
do autorizado del Real Cédula de nombramiento. 

Los corregidores tienen la obligación de permanecer dm^te el tiempo 
de su cargo en el territorio que les corresponde, para ausentarse necesitan el 
permiso de la villa. Y asi sobre todo a partir del siglo XVIII podemos encontrar 
un expediente incoado para solicitar y lograr ese permiso. 

Hacer cunq)lir las leyes es una de sus tareas más importantes y natural- 
mente emite mandamientos. Cuando el mandamiento se publica de forma so- 
lemne tenemos los Autos de Buen Gobierno , resoluciones emanadas de la au- 
toridad central o municipal dirigidas al control y represión de los comporta- 
mientos públicos y privados que pudieran atentar contra la convivencia urba- 
na, el orden público, la moral y las ""buenas costumbres". 

El corregidor redacta Informes que son enviados a la Corte y suelen 
encontrarse en el Archivo de Simancas , aunque, en ocasiones, el escribano del 
concejo conserva una minuta del texto enviado. 

El Corregidor canaliza peticiones empleando para ello el documento 
carta que Pino Rebolledo denomina Carta de Jurisdicción Municip al. 

£1 Corregidor debe ocuparse de la restitución de los términos ocupados 
y anualmente visita los territorios que están bajo su jurisdicción, conqnobando 
sobre el terreno la situación legal de los propios concejiles y generando un 
nueva serie: las Visitas. Porque el escribano del concejo, que acompaña al 
corregidor en sus viajes, da testimonio de todos los actos llevados a cabo por el 
magistrado. 

El Corregidor es ante todo un juez y como tal, ante él pasan pleitos, 
recibe demandas, sustancia procesos, inicia pesquisas y emite sentencias. En 
el archivo municipal de una ciudad o villa cabeza de corregimiento se encuen- 
tran los expedientes judiciales. Normalmente se aplica la denominación de 
autos para los pleitos civiles y causas para los criminales. Y se les puede defi- 
nir con el conjunto de actuaciones o diligencias que se han tramitado legal- 
mente y componen o integran un proceso determinado. Estos expedientes se 
pueden iniciar a requerimiento de parte, con una denuncia o un auto de oficio, 
a los que se suman los autos que admiten la querella, los requerimientos soli- 
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citando la presencia de los testigos las actas de los testimonios y las senten- 
cias, seguidas por la notificación a los interesados. El juez puede inhibirse, 
sobreseer el procedimiento o dictar sentencia firme, aunque siempre cabe la 
apelación a un tribunal superior. Sin llegar a instruir un proceso completo el 
corregidor emplea la pesquisa simple, sobre todo, para averiguar y resolver 
los problemas de términos. Los Corregidores, como ministros de la Justicia 
han de ocuparse además de las cárceles. Y el resultado es un nuevo tipo de 
"visita", y los Libros registros de la cárcel con el nombre de los presos y la 
firma del escribano. 

La producción documental del corregidor acaba con los documentos 
relacionados con los rendimientos de cuentas. Todos los cargos públicos de- 
ben hacerlo antes de poder continuar con su carrera administrativa, han de 
someterse a la residencia. Y Juicios de Residencia se encuentran en los conce- 
jos, cabeza de regimiento porque todo el procedimiento durante el siglo XVI 
se lleva a cabo en las Casas Consistoriales, presidido por el corregidor entrante 
o por un juez especial, si los asuntos a tratar se revelan más espinosos que de 
ordinario, y el Consejo lo considera necesario. 

La residencia se inicia con el acta del ayuntamiento en el cual el juez 
designado presenta a los regidores y oficiales municipales los documentos 
que le acreditan como tal, normalmente una real provisión. Inmediatamente se 
procede al anuncio público del Juicio, una minuta del texto del bando que se 
voceará por todas las esquinas de la Villa, continua la redacción y aprobación 
por el juez del modelo de interrogatorio que será la columna vertebral de la 
pesquisa, recepción de las demandas, requerimiento a los testigos para que se 
presenten a declarar, y tomas de juramento a los mismos, texto del interrogato- 
rio, averiguaciones e interrogatorio en los pueblos comarcanos, sentencia, y 
recibo del envío de los traslados o actuaciones originales al Consejo de Castilla 
para su resolución definitiva. 

La ambivalencia de la figura del corregidor, funcionario de la adminis- 
tración central en la local, hace que gran parte de estos fondos documentales se 
encuentren en archivos no municipales. Concretamente los fondos judiciales 
han sido recogidos por los Archivos Históricos Provinciales, procedentes de 
los Juzgados herederos de las funciones de esta institución'**. 

Los alcaldes son los máximos representantes de la justicia y del gobier- 
no local, cuando no hay corregidores. Son una institución incardinada en el 
seno de la jurisdicción contenciosa con atribuciones gubernativas. 

Así pues, la principal producción documental de los alcaldes será tam- 
bién el proceso con sus demandas, autos, informaciones, pesquisas y senten- 

19 GONZALEZ GILARRANZ, María del Mar, "La Administración de Justicia ordinaria en la Edad 
Moderna en la Corona de Castilla: Procedimiento y Tipos Documentales" En: La Investigación y las Fuen- 
tes Documentales Je los Archivos.. Guadalajara: ANABAD Castilla-L^ Mancha, 1996,l,pp.48S - 510 
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cías. Los asuntos, mcumplimientos de contratos, violación de derechos de pro- 
piedad, impago de ciertas deudas, querellas relacionadas con dotes, pleitos de 
honor, insultos, calunmias y palabras injuríosas^^ 

3.3. La Administración Municipal y sus Series Documentales 

3.3.1. Fe Pública y Registros : El Escribano del Concejo 

Ya hemos dicho que hasta el siglo XVI el desarrollo de la burocracia 
administrativa dentro de los municipios es muy débil. Se gobierna directamente 
y sólo se conservan aquellos documentos que reflejan la fase tina! del proceso 
administrativo que lleva a la ejecución de la política municipal, reales cédulas y 
provisiones, mandamientos, sentencias, cartas de poder, apeos... Sin embargo 
poco a poco los estadios intermedios del procedimiento, dejan su huella en el 
papel y además se conservan. Dentro de la estructura de un ayuntamiento del 
Antiguo Régimen es el Escribano del Concejo quien impulsa y perfecciona este 
proceso. Las Partidas dellnen al escribano como '^ome sabedor de escribir". 
Sus deberes y derechos, su forma de elección o nombramiento varía, de acuer- 
do, a los privilegios y fueros de las villas y ciudades a las que sirve. Pero es 
común a todos la obligación de presentar, ante el concejo, los documentos (títu- 
lo de escribanía, nombramiento real) que acrediten su capacidad. 

Como asesor y físcalízador produce informes y dictámenes. Ante él se 
otorgan todas las escrituras y suscribe los documentos que, sin su firma y rú- 
brica, no tendrían valor legal, actas, nombramientos, contratos, tablas de aran- 
celes. Siendo responsable de la fe pública dentro del Concejo, debe controlar 
los documentos que de él emanan o a él se dirigen. Por eso durante toda la 
Edad Moderna se redactan en la escribanía del ayuntamiento los siguientes 
registros: 

-Libros de Cédulas y Provisiones, donde se recogen los documentos 

reales dirigidos al Concejo. 

-Libros de sentencias, donde se recogen las emitidas por los alcaldes de 

la Villa. 

-Libros de infracciones y penas. 

-Libro inventario del Archivo Municipal-'. 

3.3.2. Los Pleitos del Concejo 

Los pueblos son sujetos del sistema judicial y tienen que desarrollar 
una intensa actividad en los tribunales. Los Procuradores del Concejo repre- 

20 MORILLO VELARDh-l'EREZ, I, El aicaíde en ¡a Administración española. Sevilla: instituto 
Gonzriez de Ovwdo . 1977, pp.9 . 17 

21 CORRAL GARCÍA, Esteban, El escribano del concejo en la corona de Castilla (Siglos XI- XVIII). 
Burgos: Ayumamiento, 1 987, pp 68 - 70. 



IOS 



María del Carmen Cayetano Martín 



sentaron a las ciudades y villas, defendieron sus intereses ante abogados, ofi- 
ciales de la Chancillería y el Consejo Real. En los archivos municipales se 
conservan sus informes técnicos sobre la situación de los negocios legales , su 
correspondencia y las copias autorizadas de los procesos y sentencias favora- 
bles que ayudaron a conseguir para sus patrones. 

3.3.3 El personal Je la Administración Local 

El Concejo para poder cumplir adecuadamente con sus funciones va 
creando a lo largo de los siglos un modelo de organización administrativa ser- 
vido por personal especializado. Este personal al principio es muy corto, el 
pregonero, los andadores, su servicio es temporal pero, poco a poco, va cre- 
ciendo, aparecen porteros, alarifes, agrimensores, etc, además se empieza a 
dibujar un perfil especifico para cada función administrativa, y se racionalizan 
los procedimientos de admisión. Generándose así los Expedientes de perso- 
nal, que recogen, en papel, la historia administrativa de los individuos relacio- 
nados con la corporación local, instancias con los datos personales, documen- 
tos sobre capacitación del sujeto, exámenes de ingreso, alteraciones e inciden- 
cias sufridas durante la vida laboral, memorias e informes sobre trabajos reali- 
zados, datos sobre su cese en el servicio, ya sea por jubilación o, más común- 
mente, en los siglos XVI, XVII y XVIIl, por muerte. Aparecen también los 
Registros de personal y las Nóminas. 

3.3.4 El Control de la Población 

Una de las grandes obligaciones del concejo, que el escribano debe 
vigilar directamente, es todo lo que se refiere al control de la población. Este 
control se ejerce en el Antiguo Régimen sobre todo para fijar: la categoría 
jurídica de los habitantes nobles o plebeyos y su naturaleza, vecinos, tran- 
seúntes, etc. Esos factores son decisivos para la participación en las obliga- 
ciones (pagos de impuestos, servicios militares, etc..) y derechos (elección 
para el disfrute de cargos públicos...). Los expedientes, declaraciones y pa- 
drones de nobleza, las cartas, expedientes y padrones de vecindad se redac- 
tan desde el siglo XVI para hacer posible ese control. 

3.3.5 El servicio militar 

Los Concejos tienen obligación de participar en las campañas militares 
de la corona. Juan II en las Cortes de Zamora de 1432 recuerda esa obligación, 
los vasallos han de servir personalmente en las guerras sin excusarse sino por 
enfermedad, vejez u otra ocupación legítima. Hasta el siglo XVI no se inicia el 
alistamiento regular. Antes, según sus necesidades, los reyes reclamaban ayuda 
y las ciudades y villas acudían con sus peones y caballeros de alarde, bien bajo 
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SUS propias banderas y alférez, cuando eran villas de realengo o bajo las órdenes 
del oficial señorial si eran lugares de seflorío. En los archivos municipales se 
conservan registros de peones, caballeros pardos y actas de alardes. A partir del 
31 de enero de 1734 por Real Orden dictada en el Pardo aparece el ejército 
regular, 33 regimientos de milicias. Compañías que se forman en los lugares de 
cada partido según la vecindad y el repartimiento que les corresponde. El Regla- 
mento dictado en San Lorenzo del Escorial, el 8 de noviembre de 1 766, perfec- 
ciona la elaboración de las quintas estableciendo los actos de sorteo que la pre- 
cede y el padrón de los mozos que son aptos para el servicio militar. Padrones y 
Actas del sorteo son las series fundamentales relacionadas con el servicio mili- 
tar. Quedan los documentos y series generadas por los servicios de colaboración 
con el ejercito, paja y utensilios, caballerías, aposento, etc. Que suelen ser bási- 
camente repartunientos en cuyos asientos aparecen los \ ecinos designados para 
prestar el servicio y la naturaleza y cantidad del mismo 

3.3.6 La Salud pública: /ilí^icnc. Beneficencia y .4sistcncia Social 
Los Ayuntamientos tienen obligación de asistir a sus enfermos, siempre 
hubo hospitales en las \ illas, pero salvo excepciones, su administración y man- 
tenimiento estaba a cargo de lundac iones benéficas que sólo ocasionalmente 
tenían como patrón al Ayuntamiento. Carlos V en las Cortes de Madrid de 1 528 
ordena a los ayuntamientos, corregidor y regidores que visiten los Hospitales 
cada seis meses, asi como el examen de las cuentas de los mismos. Esta obliga- 
ción se amplia por Real Pragmática de 7 de agosto de 1 565 en la que se exige a 
los pueblos el establecimiento de hospitales para la curación de pobres. Las 
parroquias oiganizaban la recogida de limosnas para financiar los gastos deri- 
vados de la atención al enfermo. Las Diputaciones Provinciales se harán cargo 
de la administración de los hospitales cuando en el siglo XIX se crea el nuevo 
régimen municipal y por eso los documentos sobre este tema son escasos en los 
archivos municipales castellanos, a menos que exista una fundación hospitala- 
ria específica del municipio. En ese caso la institución benéfica y sanitaria ten- 
drá un archivo propio y sus series documentales serán similares a otros estahle- 
cimienios de este tipo, documentos de fundación (C\>nstituciones. privilegios, 
ordenanzas y reglamentos), documentos de gobierno (libros de actas), docu- 
mentos de patrimonio (Inventarios, escrituras de censos, arrendamientos, juros, 
apeos, escrituras de compraventa), documentos de control (visitas y residen- 
cias), documentos de justicia (pleitos, sentencias), documentos asislenciales (re- 
gistros de enfermos, libros de recetas...), documentos de hacienda (libros de 
cuentas, censos y rentas salarios gastos de botica y enfermería. . .). 

El Ayuntamiento debe procurar también la subsistencia de sus pobres. 
La organización de la asistencia se hace efectiva en el siglo XVIII con la crea- 
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ción de las Juntas de Caridad por Real Cédula de 1 de mayo de 1 783 dada en 
Aranjuez. Estas Juntas tienen su antecedente en las antiguas Diputaciones de 
Caridad, compuestas por el párroco y tres vecinos "celosos". La junta debía 
reunirse todos los domingos por la mañana y se elegía a sus componentes cada 
tres años. De sus reuniones nos quedan los Libros de actas correspondientes y 
además Matriculas de pobres, registros en los que se recoge la lista de los 
destinatarios de socorros con su nombre y situación, informes anuales, estados 
de cuentas. 

Los ayuntamientos son también patrones y titulares de múltiples funda- 
ciones benéficas y en los archivos municipales encontramos traslados de cláu- 
sulas testamentarias de fundación, testamentos completos, escrituras de pro- 
piedad, venta y compra, registros de bienes, reglamentos, actas de las juntas de 
gobierno, expedientes de concesión de limosna, cuentas anuales y correspon- 
dencia. 

Los Concejos tienen obligación de preservar la salubridad e higiene. 
Mantener la limpieza de calles y plazas, evitar contagios de enfermedades in- 
fecciosas. La limpieza es tan importante que hasta los Reyes intervenían, dic- 
tando reales provisiones y cédulas para su buen cumplimiento. La prevención 
de contagios exige la organización de cordones sanitarios y lazaretos, generan- 
do Expedientes de sanitarios, que incluyen informes médicos sobre la enfer- 
medad, con instrucciones para su tratamiento, decretos del Corregidor sobre el 
tema y partes diarios de la evolución de la epidemia hasta su conclusión. Cuan- 
do se hace precisa la reclusión de los afectados, se redactan también registro 
de enfermos. 

3.3. 7 Obras y Urbanismo 

Muy relacionadas con la salubridad e higiene están las competencias 
que las villas y ciudades tienen sobre temas de urbanismo. Ya desde la época 
de Alfonso X el Sabio los concejos tenían, entre otras obligaciones, la de con- 
servar los caminos, las calles, las murallas. En el siglo XVI, se pide a los 
ayuntamientos que vigilen la calidad de las construcciones, buscando un urba- 
nismo de calidad, calles amplias que permitan pasar la luz. Y con el siglo XVI 11 
es ya la protección de una estética urbana, edificios dignos que no afeen la 
ciudad. Para conseguir todo esto el concejo realiza las obras de mantenimiento 
que son de su competencia, empedrar las calles, alinear y ensanchar plazas y 
vías públicas, construir puentes, edificios públicos y conducciones de agua. 
Para lo que cuenta con un equipo de profesionales especializados los alarifes o 
maestros mayores de obras que dejan en el archivo, muy pronto, informes 
técnicos y expedientes de obras municipales. Además el concejo exige a todos 
los particulares que construyen dentro de sus límites, la presentación de una 
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petición previa, sin cuya resolución lodo lo que se haga es ilegal. La licencia 
de obras concedida es al principio un documento simple pero pronto va dar 
lugar a un expediente, con planos, memoria del arquitecto responsable de la 
obra, informes de los arquitectos municipales y decreto del corregidor conce- 
diendo lo que se pide. 

3.3.8 Las Fiestas 

Una parte fundamental de las actividades del Ayuntamiento como óiga- 
no rector de la ciudad está centrada en la organización de las fiestas comunes. 
La fiesta en el Antiguo Régimen es más que una actividad lúdica, es el símbolo 
de la vida en común, de la sociedad que la celebra. El motivo suele ser religio- 
so, la fiesta de los Patronos, la celebración de las grandes solemnidades 
litúigicas de la Iglesia Católica, sobre todo el Corpus Christi, las fiestas de las 
Vfigenes de Agosto y Septiembre, y su organización genera miles de papeles 
que suelen reunirse formando un expediente, a partir del siglo XVI. Natural- 
mente la variedad es la norma en este tipo de documentos, no hay dos fiestas 
iguales y la misma variedad encontraremos en los documentos, programas, 
informes, cuentas, sermones, dibujos de tablados, nombres de músicos, etc... 
Junto a este tipo de festejos, adquieren una importancia singular, sobre todo en 
las grandes ciudades y villas, otro tipo de acontecimiento, las ceremonias pro- 
fanas para celebrar nacimientos, casamientos o muertes de reyes, proclama- 
ción de paces, recepción de monarcas. 

También el concejo interviene en el control de las actividades estricta- 
mente religiosas, a través de bandos de orden público, sobre todo desde que 
Carlos III, el 20 de febrero de 1777 prohibe disciplinantes, empalados y otros 
tales espectáculos en procesiones, bailes de las iglesias, sus atrios y cemente- 
rios. 

Dentro de estas actividades la administración de los teatros en las ciu- 
dades y villas que los tienen fijos es un capítulo importante en los fondos 
documentales de los ayuntamientos... El teatro se utiliza con fuente de ingre- 
sos. Y el Ayuntamiento controla contratos de actores, compañías, las cuentas 
y registro de representaciones, el atrezzo y los edificios teatrales municipa- 
les, recordemos, los corrales del Príncipe y de la Cruz en Madrid, o el Corral 
de Comedias de Almagro^^. 

3.3.9 La Enseñanza 

La enseñanza de las primeras letras es también obligación de los Ayun- 
tamientos en el Antiguo Régimen. Esta obligación cristaliza en la Real Cédula 

22 CAYETANO MARTÍN, María del Carmen, El ayuntamiento de Madrid y Europa ( siglos XVI-XIX) 
Madrid: Ayuntamiento, 1992 



109 



Copyrighted material 



María del Carmen Cayetano Martín 



de 1 de mayo de 1783 sobre establecimiento de escuelas gratuitas en los barrios 
de capitales, ciudades y villas populosas para la educación de niños. Los ayun- 
tamientos nombran maestros, formándose un expediente que incluye, instan- 
cia del maestro solicitando el puesto, informe de sus aptitudes y nombramien- 
to. Las autoridades elaboran informes y realizan visitas periódicas para verifi- 
car el funcionamiento del centro. Además los corregidores son los presidentes 
natos de las juntas para el examen de los maestros de primeras letras que ñm- 
cionan en las ciudades y se suelen conservar en el archivo^^. 

3.3. 10 Abastos, mercados y actividades económicas 
La obligación más urgente que tiene el concejo, no es la beneficencia, 
ni la enseñanza, ni siquiera elaborar los padrones de nobleza o proporcionar 
soldados al Rey. Su primera preocupación es procurar un correcto abasteci- 
miento a sus ciudadanos: "El pueblo hambriento ni teme ni obedece a sus 
superiores", dice, gráficamente, Castillo de Bobadilla, añadiendo "Las leyes 
encargan a los que gobiernan el cuidado de que la tierra esté bien abastecida de 
carnes, pescados y otros mantenimientos a razonables precios". Evitar las gra- 
ves hambrunas que con tanta frecuencia se abatían sobre las poblaciones en la 
Edad Moderna es un objetivo básico para los gobernantes de los municipios. 
Si se fallaba en esto, poco más había que hacer. El cumplimiento de esta obli- 
gación exige actuar al menos en dos direcciones distintas: 

a) Organizar la entrada regular de abastecimientos en las ciudades, su- 
pliendo incluso a los particulares cuando, por razones coyunturales, estos no 
pueden cumplir esa tarea. 

b) Controlar la entrada de alimentos y bienes, su calidad, número, con- 
diciones de venta, precios. Un control que va a tener, al tiempo, naturaleza 
administrativa y fiscaP^. 

Los doncejos establecen los precios que deben regir en los mercados de 
la Villa, fijan los aranceles, las tarifas oficiales para los productos de consumo. 

Los Concejos vigilan los pesos y medidas para que todos sean iguales y 
no se estafe a los compradores. Los fíeles ejecutores son los encaigados de 
verificar en nombre del concejo el cumplimiento del orden en los mercados, 
sustituyendo en estas tareas al corregidor "por hallarse ocupado en la admi- 
nistración de Justicia y otras cosas". Sus obligaciones se concretan en una 
ílgura que no es conocida, la visita. Pero aquí se trata de "'visitar" los manteni- 
mientos que se traen y venden para que , en palabras del legislador, "Fuesen 

23 CAYETANO MARTIN. María del Carmen. " fondos documentales del Colegio de San Ildefonso de 
los Niños de la doctrina en ei Archivo de villa", en: El Colegio de San Ildefonso de los Niños de la 
Doctrina. Madrid: Ayuntamiento, 1989, pp. 27-39 

24 CASTILLO BOVADILLA, Política para corregidores y señores de vasallos. AlDberes:1704. Ed. 
Fac. Madñd: Instituto de Estudios de Administración Local, 1978,II,p.lO . 
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de bondad y calidad y se diesen por justos y moderados precios ". Esto no se 
hubiera podido conseguir si los fíeles no hubieran gozado, además de la capa- 
cidad de fijar precios "haciendo ios posturas y que éstas se guardasen.., " y 
sobre todo de la facultad de "pugnir, castigar, multar y penar y encarcelar'*. 

En el Archivo municipal encontramos, pues, visitas de los fieles 
ejecutores, con un formato similar a las realizados por el corregidor a los 
términos y tierras de la Villa. Libros de Condenas, en los que se registran las 
tomas de conocimiento, o informes sobre las contravenciones a las reglas del 
mercado, las declaraciones de testigos y las condenas impuestas. 

Otro aspecto que está muy relacionado con este área es el de los arren- 
damientos de abastos administrados por el ayuntamiento como parte de sus 
bienes propios. De hecho los concejos del Antiguo Régimen eran los más gran- 
des ma\AMÍstas de la ciudad. Pero la administración y organización de estos 
arrendamicnuis tenía mucho más que \ er con la búsqueda de recursos que 
con los abastos propiamente dichos y se estudia mejor con los documentos de 
Hacienda y Patrimonio. 

La importancia de los cereales en el abastecimiento de la población obli- 
ga muy temprano a fundar albóndigas y alfolies, primero eclesiásticos, luego 
municipales y señoriales, una mstitución con su administración propia que com- 
pra el trigo, lo almacena, lo vende y lo presta pare evitar fluctuaciones violentas 
y carestías. Ya Juan I en 1370 ordena a los pueblos que "... sean tenidos de dar 
alholL casas y traxes para poner el pan y vino de las tercias La Real Pragmá- 
tica de 15 de mayo de 1584 pone las bases para k creación de los pósitos munici- 
pales, que son regulados en su funcionamiento intemo por Real Provisión de 19 
de octubre de 1735, Real Instrucción de 30 de mayo de 1 753 y el Reglamento de 
1792. En esencia el Pósito es *1a casa en que se guarda la cantidad de trigo que 
en las ciudades, villas y lugares se tiene de repuesto y prevención para usar en 
tiempo de carestía" Los concej(^s nombran sus funcionarios, les controlan, pa- 
gan y toman las cuentas. La Administración Central creó para un mayor control 
de los pósitos del reino, una Superintendencia General de Pósitos dependiente 
de Gracia y Justicia, el 16 de marzo de 175 1 . A partir del 1753 los asuntos de esta 
institución se veían en una comisión formada por el corregidor, alcalde y procu- 
rador sindico. En 1 792 se acentúa la independencia de los pósitos con respecto a 
la Administración Municipal, aparece la Junta de Intervención del Posiio. 

La administración del pósito es responsabilidad del escribano, mayor- 
domo y depositario del pósito, elegidos anualmente. 

Las seríes documentales fundamentales que generan son: 

-Cuentas anuales, libros encuadernados en los que se registran los acuer- 
dos del ayuntamiento sobre compras y ventas, las cuentas de cargo y descargo 
y los alcances descritos en hi Real Pragmática de 1584 en su articulo 13. 
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-Expedientes de repailimiento de trigo, abundantes a partir del siglo XVIII. 
-Expediente de reintegro voluntario de deudas: Edicto, reclamación a 
los morosos, testimonio del reintegro. 
-Relaciones de Deudores-\ 

El concejo, además de intervenir en el consumo, interviene en la orde- 
nación del trabajo. Esta intervención se concreta en el control de los gremios. 
Estas corporaciones presentan sus ordenanzas ante los concejos para su apro- 
bación definitiva. Comunican el nombramiento de sus veedores y un miembro 
del ayuntamiento vigila los exámenes de aptitud que se celebran. En los archi- 
vos municipales habrá, por tanto, traslado autorizado de los reglamentos de 
gremios, correspondencia entre éstos y el concejo sobre regulación de trabajo 
y en caso de problemas actas de las elecciones de veedores de los mismos. 

Siendo la agricultura ocupación fundamental en el Antiguo Régimen, el 
cuidado de la tierra, la protección de los cultivos, los campos, los montes, la 
caza son tareas prioritarias para las autoridades municipales. Esta protección 
pasa por la organización de trabajos comunales de repoblación forestal, or- 
denada ya por los Reyes Católicos, la regulación de la caza, la extinción de 
plagas. Los resultados documentales suelen ser registros de braceros ocupados 
en la extinción de langosta, programas de plantaciones, informes sobre el esta- 
do de los campos. 

3.4 La Hacienda Municipal 

3. 4. 1 Los Gestores de la economía municipal 

Los Concejos para cumplir con sus múltiples obligaciones ponen en 
movimiento un complejo sistema económico que evoluciona lentamente desde 
la Edad Media hasta fmales del siglo XVlll. El eje de la administración eco- 
nómica es en un primer momento el mayordomo. 

La primera mención de este oficio relacionado con la administración de 
bienes la encontramos en los fueros castellanos de la segunda mitad del siglo 
XI 1 (Salamanca, Plasencia Cáceres, Coria...) Sin embargo ni los fueros, ni las 
Partidas ni más tarde las Nueva y Novísima Recopilación nos aclaran, en su 
totalidad, cuales son sus funciones. Cada ciudad y villa redacta sus propias 
ordenanzas, las más interesantes y completas, las de Sevilla de 1527. 

A pesar de la variedad todas coinciden en lo fundamental. Los mayordo- 
mos se encargan de la gestión de la hacienda y se responsabilizan de la orga- 
nización y el control de las finanzas municipales, administran el patrimonio 
municipal. «Asumen la total gestión y recaudación de ingresos en unos casos 

25 FERNÁNDEZ HIDALGO, M.C. y GARCÍA RUIPÉREZ, Mariano, Los Pósitos municipales y su 
documentación .Madrid: ANABAD. 1989, pp. 13-35 
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directamente y en otros, cuando se arriendan, interviniendo en la fijación de 
condiciones y en los remates. Es recaudador nato. Además, actúa como depo- 
sitario y custodio de todo lo recaudado. Centraliza los pagos, es el pagador 
general de derecho. Vigilante de toda clase de gastos, obras e inversiones. 

Sobre el Mayordomo a partir del siglo XIV aparece, en algunos munici- 
pios, a imagen de la Hacienda Real, el Contador Mayor, suele ser regidor o 
jurado, forma por tanto parte del Concejo y su misión consiste en el examen y 
censura de las cuentas que el mayordomo debe rendir periódicamente. 

En el siglo XVIII se produce una reorganización profunda de la Hacien- 
da local. La herramienta fue la Contaduría General de Propios y Arbitrios, 
creada en 1760 y, a nivel local, las Juntas de Propios de Arbitrios, su fin con- 
trolar las cuentas y aprobar los gastos municipales antes de que se produzcan. 

3.4.2. Gastos e Ingresos 

¿Cuáles son los ingresos y gastos que mayordomos, contadores y Juntas 
de Propios vigilan con tanta intensidad. De nuevo hay que repetir e insistir en 
la enorme variedad que encontramos en este campo, como en todo lo que se 
refiere a los municipios. Y también, de nuevo, recordar que podemos apoyar- 
nos en lo común que existe en todos los pueblos. 

Los Ingresos se componen de la suma de bienes propios y arbitrios, o 
por afinar un poco más, son el resultado de la explotación del patrimonio mu- 
nicipal. El concepto moderno de bienes muebles e inmuebles no aparece por 
ninguna parte en la época que estudiamos. En cambio se distinguen, con cierta 
claridad los bienes comunes y los propios. Los bienes propios son aquellos 
que puede explotar la ciudad para su propio beneficio económico, tierras de 
pan llevar, edificios, molinos, etc. En el siglo XIV el término "bienes propios" 
va perfilándose, propios son aquellos bienes sobre los que el concejo detenta 
pleno derecho, "son de su exclusiva propiedad". Pero, además, propios son 
"toda una serie de bienes inmuebles susceptibles de proporcionar renta al con- 
cejo". Mientras que los comunes son aquellos de uso directo de la población, 
las plazas, las dehesas y montes. ¿Como consiguen los concejos sus bienes? 
En primer lugar, por donación real, en segundo por compras, cesiones, 
donaciones, cambios, exactamente igual que cualquier entidad dotada de ple- 
na capacidad jurídica, susceptible, por tanto, de poseer bienes muebles o 
inmuebles o de adquirirlos. En todos estos casos se generan títulos de propie- 
dad cuya naturaleza documental dependerá del negocio jurídico que refleje. 

La explotación de estos bienes seguía caminos distintos, podía ser di- 
recta, estar sujeta arrendamientos anuales, o bien seguir el sistema de 
acensamiento perpetuo. El principal peligro a que se vieron sujetos los bienes 
de propios fue su enajenación a particulares por parte del rey. Las peticiones 
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de Cortes, son como siempre una fuente fundamental para conocer este proble- 
ma. Junto a las exacciones ilegales de la corona se detectan en los documentos 
malas (nrácticas administrativas de los componentes del concejo. Las ganan- 
cias que se derivaban de ios arrendamientos eran grandes y los regidores y sus 
familias intervinieron en estos negocios, el conflicto de intereses que se gene- 
raba era tan evidente que los reyes vigilaron de cerca la gestión de los bienes 
propios para evitar los fraudes. Las series documentales generadas por las ac- 
tividades de puesta en valor de estos bienes son: 

Expcílicntcs de nnvnüamicnío cic /)/tv7f.s ( Acuerdo municipal, ctmdicio- 
nes del arrendamiento, publicidad del mismo, pregón, posturas, pujas y rema- 
tes) 

Libros üc propios: ""Recogen de tbrma pornieiu>rÍ7ada el proceso de 
arrendamiento de los bienes del Concejo", son anuales, de gran tamaño, marca 
mayor con hojas numeradas, y en ellos bajo el rótulo de cada renta, que apare- 
ce destacado en la porte superior, se ccmsignan las posturas, pujas y remates 
que las afectan, indicándose a identidad del ofertante, la parroquia a la que 
pertenece y los fiadores que presenta, así como las firmas de los representantes 
municipales, regidores, «¿putados de propios, presentes en el momento de efec- 
tuarse las subastas y del mayordomo o contador encargado del libro^. 

No siempre se llevan estos libros ni sus nombres coinciden, en algunas 
ciudades las rentas se redactan en pliegos sueltos, receptorías, a modo de do- 
cumentos de trabajo para el mayoidomo y solo en las cuentas generales o de 
mayordomía aparecen todas las rentas. 

Los Ayuntamientos además de su patrimonio, de los propios que recor- 
demos están compuestos no solo por propiedades sino también por derechos y 
monopolios arrendables, molinos, derechos de venta y mercado, tienen oirás 
fuentes de ingresos, los arbitrios, tasas o impuestos municipales. El cobro de 
las lasas se hace también mediante arrendamiento o cobro directo, en cual- 
quier caso aparecen tres series documentales: 

Paümnes Je rentas, recogiendo los nombres y cuantías de los que deben 
pagar al concejo. Los Expedientes de arrendamiento de rentas cuando se ge- 
nera un pago nuevo. Las Cartas de pago entendiendo por tales el recibo dado 
ante escribano y testigos de la cantidad que satisfece quien debía. 

Los problemas jurídicos que planteó la explotación de estos bienes fue- 
ron objeto de numerosos pleitos, su resolución duró afios y en los archivos 
municipales se conservan muchos documentos judiciales referentes a estos 
asuntos. 



26 MARTINEZ RUIZ, José Ignacio. Finanzas municipales y crédito publico en la España ¡Moderna. 
La Hacienda de la ciudad de SeviUa ¡528 - 1768. Sevilla: Ayuiitaimeiito,1992. pp.43 
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Gastos: el gobierno de los pueblos genera múltiples gastos. Gastos de 
funcionamiento interno (sueldos, gastos de mantenimiento de edificios públi- 
cos, gastos de material), gastos generados por los servicios públicos (limpieza, 
empedrado, alumbrado, alineamiento de calles y plazas, defensa, fiestas, abas- 
tecimientos, servicios al estado..., etc.), gastos financieros (pago de intere- 
ses), todos estos gastos originan Expedientes de libranzas que incluyen acuer- 
dos de Pleno, mandamiento de pago, recibo mayordomo). Y Libros registros 
de libranzas donde quedan reflejados todos los pagos y libramientos del año^^, 
cuando existen contadores mayores, se redacta el libro de la razón en el se 
asientan las libranzas que se cargan al mayordomo una vez tomada '*la razón** 
y fiscalizadas las cuentas. 

El conjunto de gastos e ingresos queda ñjado en las Cuentas generales 
que los mayordomos deben presentar ante los contadores y el concejo una vez 
al afio. Las cuentas tienen una estructura bastante similar en todo el antiguo 
régimen. Son documentos en papel que se inician con el traslado del mandato 
del alcalde o corregidor para su redacción, en el texto los gastos en ingresos 
están separados y suelen tener un orden fijo que varía según las ciudades. 
Estas cuentas pueden dar lugar Expedientes de cuentas anuales y a los Libros 
de mayordomazgOy donde aparece la gestión anual o bianual del mayordomo, 
gastos, ingresos y balances, junto a ellos también se pueden encontrar Lí¿/y75 
de aya, con los registros diarios de las cantidades pagadas o ingresadas por 
este funcionario. 

4. Conclusión 

Los archivos municipales empiezan a cobrar una importancia decisiva 
tanto para la propia administración como para los historiadores a lo largo de la 
Edad Moderna. Las series documentales, procedentes de este período, son muy 
ricas . Y, a pesar de las perdidas sufridas por este patrimonio, son fuente ines- 
timable para conocer la historia local y la historia general de los reinos penin- 
sulares, pues sus materiales completan las series documentales conservadas 
en los Archivos Generales. 



27 CORRAL üARCÍA,E, El mayordomo del concejo en la Corona de Castilla. Siglos XIII - XVIII. 
Madrid, El Consultor de los Ayuntamientos y io^ Juzgadus, 199l,ppl51 

28 Este Trabajo está recogido en sus rasgos esenciales en: CAYETANO MARTÍN, Carmen, "Introduc- 
ción a las series documentales de los archivos municipales castellanos {s.XH-XVllI)", Los Archivos de ¡a 
Administración Local. Toledo: ANÁBAD-CASTILLA-LA MANCHA, 1994,p. 15-92. 
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ESTADO Y ADMINISTRACIÓN CENTRAL 
EN LA ESPAÑA CONTEMPORÁNEA 

Ángel Ramón df.l Valle Cai-zado 
Universidad de Castilla-La Mancha 

En un estudio reciente, el historiador Juan Pablo Fusi ha descrito con 
exactitud la escasa atención que por parte de los historiadores ha recibido el 
Estado español y su configuración administrativa, temas que han quedado 
reducidos en demasiadas ocasiones a ios especialistas en derecho administra- 
tivo y constitucional', cuyos estudios son de una calidad encomiable como, 
por ejemplo, los de Eduardo García de Enterría, Alejandro Nieto, José María 
García de Madaria, Diego López Garrido o los trabajos reunidos en las Actas 
de los Symposium sobre la Administración española. No obstante, en los últi- 
mos años se han producido un notable avance en este sentido y ya podemos 
contar con importantes investigaciones-. 

Llama más aún la atención este olvido si tenemos en cuenta que uno de 
los principales problemas de la España contemporánea ha sido el llamado «el 
problema del Estado», de ese Estado que nace de la crisis del Antiguo Régi- 
men y se consolida durante la revolución liberal. Por lo tanto, nos corresponde 
abordar hoy una tarea difícil, pues, en muchas ocasiones, nos vamos a aden- 
trar en un terreno resbaladizo y del que todavía sabemos poco, aunque de 
manos de una renovada historia política está teniendo lugar una vuelta del 
Estado al primer plano en la que el pensamiento de Gramsci y su distinción 
entre coerción y consenso tiene una influencia fundamental\ 

Ese particular abandono de los historiadores ha tenido lugar, casi con 
seguridad, porque no hemos sido capaces de observar que la esfera política y 
administrativa están íntimamente relacionadas, formando ambas (sistema po- 
lítico y sistema de poder) un sólo cuerpo, ya que la administración es un con- 
junto de instrumentos a través de los cuales el poder político, en palabras de 
José María Jover, «transmite unas decisiones, impone coactivamente unos com- 



1 Juan Pablo Fusi Ai/purua, «Centralismo y localismo: la formación del Estado español», en Nación y 
Estado en la España liberal, Madrid, 1994, pág. 77. 

2 Destacar el trabajo de J.P. Fusi, "La jefatura del Estado y del gobierno", en A. Morales y M. Esteban 
(eds.). La Historia Contemporánea en España, Salamanca, 1996, págs. 1 5-32 y J. Sánchez-Arcilla Bemal, 
Historia de las Instituciones político-administrativas contemporáneas. 1808-1975, Madrid, Dykinson, 
1994. Fruto también de la creciente preocupación por este tema es el último número de la revista Historia 
Contemporánea, n" 17 (1998), sobre «El Estado en España». 

3 T. Skocpol, «El Estado regresa al primer plano: estrategias de análisis de la investigación actual», en 
Zona abierta, n° 50, pág. 86. 
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portamientos, controla una sociedad»'' y, además, es algo fundamental en lo 
que podemos denominar, parafraseando un libro reciente de Inman Fox, como 
«invención de España»'. 

Y precisamente quisiera centrar el análisis de la administración central 
contemporánea en aquellas cuestiones donde con mayor claridad se hace pre- 
sente esa relación entre política y administración, en torno a dos ejes: 

1 )Raices y fundamentos de la administración central. 

2)Estructura administrativa, con una atención preferente a su configu- 
ración según los distintos códigos constitucionales y a dos instituciones cla- 
ves: el Consejo de Ministros y los departamentos ministeriales. 

Dada la amplitud del periodo a tratar, en un espacio reducido como el 
que tenemos, nos lleva a limitarlo hasta una fecha concreta, el inicio de la 
Guerra Civil en 1936, ya que los acontecimientos que se desarrollan a partir 
de esa fecha significan un destacado punto de inflexión, que merece ser trata- 
do con mucha más calma. 

1. Raíces y fundamentos de la administración central 

Durante el siglo XIX en muchos países europeos, el nacionalismo fue 
una fuerza esencial de vertebración y, sin embargo, en España el problema 
nacional y la cuestión regional se convirtieron en una de las claves de nuestro 
devenir histórico. 

Al tratar la España del siglo XVIII, Domínguez Ortiz defmía a España 
como «más chica que el Imperio, más grande que Castilla»*", frase que retrata 
casi a la perfección la realidad geográfica de la España contemporánea. No 
olvidemos que en 1668, España reconoce la separación de Portugal, en 1713 
perdemos los territorios italianos, en las primeras décadas del siglo XIX se 
produce la independencia de las colonias americanas y, finalmente, en 1898, 
se pierden los últimos restos del Imperio. Es decir, hacemos un recorrido com- 
pletamente a la inversa que el de otras potencias europeas. Mientras unas avan- 
zan de Nación a Imperio, España pasa, parafraseando a Leandro Prados de la 
Escosura, «de Imperio a Nación». 

Desde esa primera fecha ( 1 668), nace un país nuevo, que poco a poco va 
a dejar de ser una suma de diferentes reinos y territorios, para convertirse en 
algo distinto, peninsular y unitario, pero que también supera el marco castella- 
no. Es curioso observar que es Felipe V el primer Rey en sustituir la tradicio- 
nal enumeración de los reinos por la de «Rey católico de las Españas», titula- 

4 José Mana Jover. «Prólogo» en Lx¡ era isabelina y e¡ Sexenio democrático (1834-1868), Madrid, 
Espasa-Calpe, 1988. pág. LVII. 

5 Irma Fox, La invención de España, Madrid, Cátedra, 1 997. 

6 Antonio Domínguez Ortiz. La sociedad española en el siglo XVIII, Madrid, 1 995, pág. 40. 
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ción usada así en plural hasta la Constitución de 1876, que generalizará la de 
«Rey de España» lo que es altamente significativo en un periodo histórico que 
culminará con la perdida total del Imperio y las tensiones regionalistas. 

De esta forma, el siglo XVII I nos lega ese plural, «Españas» que nos 
remite al «más que Castilla» de Domínguez Ortiz. Además la llegada de los 
Borbones tuvo dos importantes consecuencias para la administración españo- 
la: la ruptura con los principios administrativos consolidados desde los Reyes 
Católicos y los primeros pasos en la conformación de una administración es- 
pañola centralizada, cuestiones ambas que las heredarán los liberales españo- 
les, tras una segunda ruptura, la de la Guerra de la Independencia y la crisis del 
Antiguo Régimen. 

Y es entonces, principalmente a partir de 1 843 y pese a las críticas difi- 
cultades políticas de aquellos momentos, cuando los liberales, sobre todo los 
moderados, establezcan las estructuras básicas de la administración española. 
Su permanencia, que en muchos aspectos llega hasta nuestros días, ha permiti- 
do afirmar a algunos historiadores como José María Jover, que este ha sido «el 
legado más característico y considerable de la era isabelina al conjunto de la 
España contemporánea». Legado que constituye una pieza más del entramado 
de poder que durante este periodo constituyeron los moderados, que casi 
cansinamente organizaron una administración bajo los principios de jerarquía, 
uniformidad y centralismo. 

Pero la construcción de ese modelo de Estado chocó con ciertas dificul- 
tades y no porque los españoles seamos localistas o anarquistas por naturaleza, 
sino porque su construcción necesita un proceso lento de cristalización basado 
en múltiples variables, no sólo las puramente administrativas, como, por ejem- 
plo, la consolidación de un mercado nacional basado en una densa red de co- 
municaciones, el desarrollo de un sistema nacional de educación «unitario» y 
«común», y la aparición de un servicio militar obligatorio. 

Cuestiones estas que no comienzan a desarrollarse plenamente hasta 
bien avanzado el siglo XIX. Y he aquí donde se plantea el debate historiográfico 
sobre el carácter de nuestro Estado y su papel en el desarrollo del nacionalis- 
mo español, catalán o vasco. En este sentido, las últimas aportaciones de Julio 
Aróstegui y Sisinio Pérez Garzón sobre el proceso nacionalizador español 
merecen ser tenidas en cuenta'. 

7 A partir de este momento nuestro discurso girará en tomo a J. Aróstegui. «El Estado español contem- 
poráneo: centralismo, inarticulación y nacionalismo», en Historia Contemporánea, n° 17, págs. 31-57; J. 
S. Pérez Garzón, «La nación, sujeto y objeto del Estado liberal español», en Historia Contemporánea, n° 
17, págs. 1 19-138 y Borja de Riquer i Permanyer. «Nacionalismo e Historia. Sobre el lugar de los naciona- 
lismos-regionalismos en la historia contemporánea española», en Historia Social. n° 7. págs. 105-126. 
También de Borja de Riquer, "Nacionalidades y regiones. Problemas y lineas de investigación en tomo a la 
débil nacionalización española del siglo XIX", en Antonio Morales Moya y Mariano Esteban de Vega 
(eds.). La Historia Contemporánea en España, Salamanca. 1996. págs.73-89. 
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Sobre la interrelación entre Estado y Nación, dirá Pérez Garzón que «la 
nación es un concepto que crea y es creado, esto es, que genera realidades 
sociopoliticas, y a la vez es sustentado por tales realidades» y Aróstegui que 
«el nacionalismo político y territorial es muchas veces un producto de la cons- 
trucción de un Estado y no al revés». Al mismo tiempo, este último se funda- 
menta en la manera en que se forma la propia administración estatal cuyos 
elementos esenciales serán analizados más adelante pero que básicamente de- 
rivó de las ideas revolucionarias francesas, es decir, la idea uniformista (todo 
el Estado debe estar regido por unas mismas instituciones) y la centralista 
(todos los poderes deben estar en el centro del sistema). Pero el desarrollo de 
un Estado-nación no sólo está relacionado con el propio Estado y su adminis- 
tración sino también con múltiples intereses sociales. Precisamente en este 
punto estamos de acuerdo con Pérez Garzón cuando afirma que «no hay caso 
de nación, en efecto, que no se articule desde unos intereses sociales con am- 
plias consecuencias económicas» y que el nacionalismo español «no fue, por 
tanto, un proyecto ni débil ni frustrado, sino que en su mismo contenido social 
se larvaron divergencias que fueron visibles muy pronto». 

Pero hoy nos interesa detenemos no en los aspectos sociales del proceso 
de nacionalización sino en los administrativos, y, en estos últimos, hemos de 
reconocer que el modelo de Estado «uniformista y centralista» se convirtió en 
realidad en un Estado que no supo crear una administración articulada dando 
paso a «debilidad, patrimonialización, ineficacia y, en definitiva, desarticula- 
ción del Estado», lo que finalmente no sirvió para forjar «una nación española 
en el grado en que ese proceso se ha consumado en otros Estados europeos»^ 

¿Por qué no se constituyó entonces una administración catalizadora del 
Estado-Nación? ¿Qué errores se cometieron? Podemos hacer mención, al me- 
nos, a los siguientes puntos: el problema de su tamaño e improvisación, la 
inexistencia de estabilidad en organigramas y plantillas, la improvisación y 
falta de tradición histórica y, por último, la confusión entre gobierno y admi- 
nistración. 

En primer lugar, la maquinaria administrativa central se ha caracteriza- 
do por su limitado tamaño, entre cinco y doce ministerios, y su escasa dotación 
tanto en medios como en personal. A estas cuestiones debemos añadir el des- 
equilibrio entre los distintos ministerios. Asi, por ejemplo, sólo dos ministe- 
rios (el de Guerra y el de Hacienda) acaparaban el 80 por ciento del presupues- 
to total del Estado y el de Guerra tenía más personal asignado que el resto de 
departamentos. No nos debe extrañar que fuera la Guardia Civil uno de los 
escasos instrumentos de centralización'' . Además, la capital de esa administra- 
ción, Madrid, fue durante buena parte del siglo XIX y del XX, un simple 

8 J. Aróstegui. «El Estado.... págs. 53-57. 
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poblachón manchego con escasa población (más aún si la comparamos con sus 
homologas de la época), sin rango urbanístico alguno y una escasa actividad 
cultural. Como muy bien ha señalado Juan Pablo Fusi, «era la capital que co- 
rrespondía a aquel Estado débil, pobre e ineficiente»'". 

En segundo lugar, la carencia de un modelo administrativo estable. Cada 
cambio de régimen, de gobierno o, simplemente, de ministro significa una 
nueva reoganización de los servicios. Nuestra administración contemporánea 
es, en palabras sencillas, una casa en continua mudanza al son de los sucesivos 
y breves vaivenes políticos. Circunstancia esta que no solo hace difícil el tra- 
bajo a los historiadores sino, sobre todo, a los archiveros y documentalistas 
que observan como los organigramas de las diferentes entidades administrati- 
vas varían de forma sustancial en el tiempo. 

En tercer lugar, y como ya señaló García de Enterría, la drástica reforma 
administrativa de los Decretos de Nueva Planta y la Guerra de la Independen- 
cia hacen que la administración española carezca prácticamente de una tradi- 
ción histórica propia a lo que se suma que su instalación va a ser fruto, no de 
una planificación bien pensada, sino como suele ser usual en nuestro país, de 
las más pura improvisación". 

Frente a la tradición administrativa que nace con los Reyes Católicos, el 
entramado administrativo contemporáneo hunde sus raíces históricas en el mo- 
delo francés y la experiencia reformista e ilustrada del siglo XVIII, también en 
buena parte de origen francés. El pensamiento de los padres de la administra- 
ción contemporánea como, entre otros, Javier de Burgos'-, Alejandro 01iván' \ 
Sáinz de Andino'^ o Bravo Murillo'^ así lo demuestran. Por una parte, son 
deudores del modelo administrativo francés, principalmente «de la decanta- 
ción de las realizaciones administrativas de la Revolución Francesa y el Pri- 

Diego López Garrido. La Guardia Civil y los orígenes del Estado centralista, Madrid, 1982, págs. 
1 1 6- 1 1 7 y Francés Nadal, Burgueses, burócratas y territorio. La política territorial en la España del siglo 
X/Jír. Madrid. 1987. 42-46. 

10 Juan Pablo Fusi. «Centralismo.... pág. 89. 

1 1 Eduardo García de Enterria.»La organización y sus agentes: revisión y estructuras», en La adminis- 
tración española, Madrid, Alianza editorial, 1995. págs. 1 14 y siguientes. 

12 Sobre su v ida y obra existen distintas aportaciones como la de Antonio Mesa Segura. Labor admi- 
nistrativa de Javier de Burgos, Madrid. 1946 y, más recientemente, se han publicado unos textos del 
propio Javier de Burgos, Las ideas de administración, Madrid, INAP, 1987. Las últimas aportaciones son 
las de Juan C. üay Armenteros, Política y administración en Javier de Burgos, Granada. CEMCI, 1993 y 
la de Manuel Arenilla Sáez. La teoría de ta administración en Javier de Burgos, Se\ illa. Instituto Andaluz 
de Administración Pública. 1997. 

13 Para este autor es fundamental la aportacit)n de Eduardo García de Enterría, «Alejandro Oliván y los 
orígenes de la administración española contemporánea», en La administración..., págs. 23-34. 

14 José Mana Cíarcía Madaria, El pensamiento administrativo de Sáinz de Andino. ¡829-1848, Ma- 
drid, INAP, 1982. También. J. Rubio. Sáin: de Andino y la codificación mercantil, Madrid. 1950. 

15 Para este político pueden leerse sus propias ideas en Juan Bravo Murillo, Política y administración 
en la España isabelina, Madrid, 1972. 
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mer Imperio»'^ que llegó a nuestro país a través de diversas traducciones en la 
década de 1 830'^ y cuya iníluencia ha sido objeto de algunas discusiones entre 
los historiadores que García de Enterría zanjó hace algún tiempo'^ Pero, por 
otra, las raíces ilustradas de esos hombres es también patente y como ha seña- 
lado Benjamín González Alonso, «tampoco parece controvertible la vigencia y 
actualidad de los puntos de vista de los ilustrados en el siglo XIX, y el enlace 
y aplicación de los mismos en la Espafia decimonónica por parte de quienes a 
la muerte de Femando VII diseñaron las bases de lo que no tardaría en conver- 
tirse en la administración moderada»''. 

Entonces, podríamos preguntamos: ¿se produce en Espafia una revolu- 
ción administrativa de similar parecido a la coetánea revolución política? La 
respuesta no puede ser del todo concluyente. Por un lado, nos encontramos 
con que el liberalismo impone una serie de cambios institucionales que pode- 
mos calificar de revolucionarios como, por ejemplo, la redefínición del poder 
de la corona. No obstante, como explica Antonio Morales el pensamiento libe- 
ral fue, en buena medida «un producto de la Ilustración»-^ y, por lo tanto, exis- 
te un continuum histórico entre las reformas administrativas ilustradas y libe- 
rales que precisamente Javier de Burgos, un ejemplo de esta mixtura ideológi- 
ca, resumía de la siguiente manera: 

«(...) hay una multitud de instituciones, aplicables tanto a los Gobier- 
nos absolutos como a los reprcscntaii\ os, tanto a los Icgilirnos como a 
los usurpadores (...). Lo que la experiencia ha revelado como conforme 
a la razón, es patrimonio de todo Gobiemo»^'. 



16 Mariano Baena del Alcázar, «La generación primitiva de administratívistas y la moderna ciencia de 

la administración», en La configuración jurídico política del Estado liberal en España, Huesca, Escueb 
Universitaria de Estudios Empresariales, 1997. pág. 147. 

17 Como, por ejemplo, las de Bonnin, Cormenin, Macarel, Bourbon-Leblanc o Gaudiliot. Citados por 
Mariano Baena del Alcázar, Art. cit, pág. 148. 

18 «La recepción del derecho administrativo napoleónico no fue un capricho cumplido al acaso en 
nuestra patria, como se deja suponer, sino una corriente universal, como pudo serlo la recepción del dere- 
cho romano», Eduardo Garcia de Enterría, «Prólogo» a Alejandro Oliván, De la administración..., pág. 10 
citado por Jaime Rodriguez-Arana Muñoz, «Sobre el origen de la ciencia administrativa en Espafia», en La 
configuración.... pág. 165. También es fundamental su obra Revolución francesa y administración con- 
temporánea, Madrid, 1982. Para otros puntos de vista ver, Federico Suárez, «La creación del Ministerio del 
Interior en Espafla», en Anuario de Historia del Derecho Español, Tomo XIX, Madrid, 1948, págs. 1 5-56. 

19Benjamin GonzálezAlonso, «Las raices ilustradas del ideario administrativo del moderantismo espa- 
ñol», en De la Ilustración al liberalismo. Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1 995, pág. 1 77. 

20 Antonio Morales Moya, «El Estado de la Ilustración y su crisis: una síntesis», en Historia Contem- 
poránea, n" 17, pégs. 79. 

21 Cit. Por José María Jover, «Prólogo...», p. LX. 
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Estas palabras parecen dar la razón a aquellos que destacan los elemen- 
tos de continuidad y hablan de una mera «transformación de las instituciones 
clásicas, antes que de una revolución institucional»--. Lo cierto es que la for- 
mación del entramado institucional del liberalismo es un proceso complejo de 
readaptación, de equilibrios, de profundos cambios pero también de 
pervivencias. Y precisamente una de las que mayor peso tendrán en la cuestión 
del Estado-Nación no está directamente relacionada con la administración cen- 
tral. Me refiero al mantenimiento, por un lado, de capitanes generales y au- 
diencias en marcos supraprovinciales, aunque con funcionalidades distintas y, 
por otro, de una división regional, que en la práctica no tenía virtualidad algu- 
na. Pero ambos elementos provocó la continuidad de la idea de «antiguos rei- 
nos», diluidos en diferentes demarcaciones militares, judiciales y propiamente 
regionales y quizás fuera esta una de las razones de la incapacidad del Estado 
liberal en constituirse en un Estado-nación. 

Pero volviendo a nuestro tema, ese modelo administrativo comenzará a 
ser plasmado, teórica y prácticamente a partir de 1843. Teóricamente, en las 
primeras obras propias de estos autores como la de Oliván {La administración 
pública en relación a España-^) o la de Posada Herrera {Lecciones de adminis- 
tración-^). Anterior a estas es una magna obra que no podemos dejar de rese- 
ñar. El Diccionario de Hacienda con aplicación a España (1833) de Canga 
Argüelles o la posieñor Enciclopedia Española de Derecho y Administración 
{ \ 848) dirigida por Lorenzo de Arrazola, sin olvidar la gran obra de Marcelo 
Martínez Alcubilla, Diccionario de la administración española { 1 858- 1 862). 

Pero más importantes que sus aportaciones intelectuales lo son sus obras 
prácticas. La mayor parte de estos administrativas destacan por su activismo 
político en las filas del partido moderado, siendo un engranaje más del sistema 
de poder oligárquico que comienza a configurarse a partir de 1 843 y que afectará 
grandemente al modelo de la administración española. Como ha señalado Jover, 
Javier de Burgos, Oliván, Posada Herrera, Sáinz de Andino, Bravo Murillo a 
los que podemos añadir los nombres de Pacheco, Mon, Pidal, etcétera, son 
figuras enormemente representativas del moderantismo español y de sus más 
importantes reformas administrativas: división provincial, reforma tributaria, 
código penal, educación y otra muchas materias. 

22 Mariano Esteban de Vega, «El Estado y la administración centra! durante el reinado de Femando 
VII». en Historia Contemporánea. n° 17, págs. 81-117. También A. Morales Moya. «Los orígenes de la 
administración pública contemporánea», en A. Morales Moya y M. Esteban de Vega (eds.). La Historia 
Contemporánea en España. Salamanca, Universidad, 1996, págs. 53-72. 

23 Esta obra fue reeditada por el Instituto de Estudios Políticos en 1954. 

24 Para un análisis minucioso de las mismas ver la obra de Alejandro Nieto, Los primeros pasos del 
Estado constitucional. Barcelona, Ariel, 1966 o el estudio de Santamaría Pastor, Sobre la génesis del 
derecho administrativo español en el siglo XIX ( 1812-1845), Sevilla, Instituto García Oviedo, 1 973. Tam- 
bién fue reeditada por el INAP en 1978. 
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Esta simbiosis (administrativistas-políticos moderados) dará lugar a uno 
de los rasgos básicos de nuestra administración: la confusión entre Gobierno y 
Administración. La distinción entre ambos aparecerá diáfana en los escritos 
teóricos (en palabras de Oliván, la administración debe conformarse dentro de 
«una esfera distinta y separada de la política, en un terreno que pueda conside- 
rarse neutral para los partidos»-- ) pero oscura en la más cruda realidad, donde 
la administración se trasluce en una parte esencial del entramado oligárquico 
de las clases dirigentes españolas, hecho fácilmente demostrable por el conti- 
nuo desinterés por un estatuto de empleados públicos, uno de los temas siem- 
pre pendientes de la administración española del que hablaremos más adelan- 
te. Eso sin olvidar el rápido abandono a mediados del siglo XIX de la idea de 
la creación de una Escuela Nacional de Administración. Este proyecto se puso 
en marcha con 1 842 durante la Regencia de Espartero con el objetivo de servir 
de escuela de formación de funcionarios públicos y en él tuvo un especial 
protagonismo Posada Herrera. No obstante, la profesionalización de la fun- 
ción pública no era un objetivo de los políticos moderados, que llegados al 
poder cerraron rápidamente la Escuela. 

De ahí que la figura clásica de nuestra administración durante buena 
parte de la época contemporánea sea la del cesante, cuyo nacimiento podemos 
situarlo en el decreto de las Cortes de Cádiz de II de agosto de 1812 donde se 
utiliza ya el siguiente estribillo: «cesarán inmediatamente en el ejercicio de 
sus funciones todos los empleados que haya nombrado el gobierno intruso»-*. 
Con el cesante nace también el requisito político en la elección de los funcio- 
narios: «ser adictos a la Constitución de la Monarquía, y haber dado pruebas 
en las circunstancias actuales de estar por la independencia y libertad política 
de la nación» dirá la orden de 4 de julio de 181 1-\ Es el origen de ese funcio- 
nario dependiente hasta extremos inauditos del amiguismo político y cuya si- 
tuación social y económica-** ha sido retratada por nuestros insignes literatos 
como Larra, Valle-Inclán o Pérez Galdós. Su proliferación será tal que Antonio 
Gil de Zarate dirá: 



25 Alejandro Oliván, De la administración..., pág. 306. La teoría sobre la función pública de estos 
administrativ istas moderados puede seguirse en Manuel Arenilla Sáez, «La ciencia de la administración en 
la época de Oliván», en La configuración..., págs. 195-199. 

26 Rafael Jiménez Asensio, PoUiicas de selección en ¡a fitnción pública española (¡808-1978), Madrid, FNAP, 
1989, pág. 44. 

27 Ibid. La circular de 2 de julio de 1 823 relata así la selección del funcionario: «Que las solicitudes de los que 
quieran ser empleados por primera vez en cualquiera de los ramos de la Real Hacienda, se dirijan por conducto de los 
intendentes (...) y que los jefes reúnan todas las instancias, y las examinen detenidamente para hacer la propuesta, 
prefiriendo siempre el ménto y la adhesión al Rey nucstn) señor...», Ihid, págs. 5 1 -52. 

28 No olv idemos que a partir de 1 845 (ley de 23 de mayo de 1 845) los cesantes creados a partir de esa fecha 
dejarían de tener derecho al sueldo, lo que si había sucedido hasta ese momento. Un tema interesante que obviamos 
aquí es el de las condiciones de trabajo de los empleados públicos, sus retríbuciones y su formación. 
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«De aquí ha resultado que el cesante es un bicho que se ha multiplicado 
de un modo prodigioso en España, y va cubriendo toda su haz como las 
hormigas cubren un campo en el estío. Cesantes hay de todos los colo- 
res, de todas edades, y hasta las amas de cria han quedado cesantes. 
Véanse las aldeas; allí hay cesantes. Recórranse las ciudades populosas; 
allí cesantes, éntrese en los cafés; allí cesantes (...). España no tiene ya 
españoles; todos son cesantes. España va a perder su nombre, y en vez 
del que ahora lleva (...) no conservara más que el de cesantía o patria de 
los cesantes. Con efecto, semejante casta no es conocida más que en 
este país privilegiado. Es peculiar de nuestro suelo, ninguna otra nación 
del mundo la posee, y para ella sola hay en el día Pirineos»-". 

Por su parte Mesoneros Romanos defmara al cesante como: 

«Un hombre público reducido a esa especie de muerte civil conocida en 
el diccionario moderno bajo el nombre de cesantía, y ocasionada no por 
la notoria incapacidad del sujeto, no por la necesidad de su reposo, no, 
en fin, por los delitos y faltas cometidas en el desempeño de su destino, 
sino por un capricho de la fortuna, o más bien de los que mandan en la 
fortuna; por un vaivén político, por un fiat ministerial; por aquella ley, 
en fin, de la física que no permite a dos cuerpos ocupar simultáneamente 
el mismo espacio»^". 

El cesante lleva aparejada la utilización de criterios políticos en la se- 
lección del funcionario, su ineficacia y falta de preparación". Su figura retrata 
no sólo al Estado español sino a la propia sociedad, dominada por el caciquis- 
mo. La formula del clientelismo político para acceder a la administración es 
innata al «vuelva usted mañana» de Larra, a la manía del «empleíto» y a un 
entramado burocrático que explica, en buena manera, las carencias del Estado 
español. 

Los intentos por cambiar esta situación fueron pocos y, en ocasiones, 
inútiles. El primero en intentarlo sin mucho éxito fue López Ballesteros con su 
decreto de 7 de febrero de 1827 en el que se organizaban los funcionarios de 
Hacienda y mostraba un avance considerable en la voluntad de profesionalización 
de la función pública, y por ello es considerado como el primer estatuto de los 

29 Antonio Gil de Zarate. «El cesante», en Los españoles pintados por si mismos, Madrid, 1972 (ed. 
facsimil de la de Madrid. 1843), pág. 98. 

30 Citado por José María García Madaria, Estructura de la administración central (¡808-1931), Ma- 
drid, INAP, 1982, pág. 132. 

31 Para este tema son importantes Alejandro Nieto, La Burocracia (el pensamiento burocrático), Ma- 
drid, 1976, págs. 193-262 y C. Carrasco Canals, La burocracia en la España del siglo XIX, Madrid, 1975. 
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funcionario públicos, aunque su aplicación práctica fue mínima^-. No obtante, 
el esfuerzo más serio por separar política y administración y el que abre una 
nueva etapa en la función pública correspondió a Bravo Murillo con su decreto 
de 18 de junio de 1852. Los rasgos más sobresalientes del decreto son, por un 
lado, el establecimiento de un sistema burocrático vertebrado en tomo a la cla- 
rificación de la burocracia (categorías y clasificación de los empleados públi- 
cos: jefes superiores, jefes de administración, jefes de negociados, oficiales y 
aspirantes a oficiales) y, por otro, la regulación de las retribuciones, los sistemas 
de acceso (sistema de oposición) y los ascensos". Su preocupación por el cuer- 
po de funcionarios estabilizó su situación laboral y económica, lo que supuso, a 
la postre, un cierto avance. No obstante, las excepciones que marca para el 
acceso a la función pública, su no puesta en práctica y la departamentalización 
de los funcionarios «dejó a la reforma en una simple declaración de intenciones, 
pues, al poco tiempo, sus previsiones se vieron afectadas por normas posterio- 
res que, con el mismo rango, modificaban, desplazaban o derogaban sus manda- 
tos»^"*. Seguramente uno de los errores de Bravo Murillo fue el de asentar una 
administración en compartimentos estancos no sólo entre los distintos ministe- 
rios sino también entre distintos cuerpos de la administración. 

En definitiva, la continuidad de las cesantías siguió siendo un hecho 
normal en nuestra administración, salvo en los técnicos de los cuerpos espe- 
ciales, cuyo ingreso por oposición y su relativa inamovilidad los va a diferen- 
ciar del resto de empleados públicos. Precisamente esta diferenciación, positi- 
va en principio, dio lugar a otro rasgo de nuestra administración, su fragmenta- 
ción y desigualdad. 

La Restauración, como sistema político claramente oligárquico constitui- 
do bajo el principio de «Para los enemigos, la ley; para los amigos, el favor», no 
era, en principio, el momento adecuado para plantear la profesionalización de la 
administración española. Valera Ortega describe como «la primera ocupación de 
los nuevos ministros era encontrar trabajos para sus clientes» y en el caso concre- 
to de Romanones comenta que cuando abandonaba el gobierno «los trenes de 
Guadalajara se llenaban de cesantes»- - . De esta forma, el acceso a la función 
pública venía dado, como ha señalado Jiménez Asensio, por la recomendación y 
el favor, en fin, por el amiguismo político. Al ser esta forma de actuar, una piedra 
angular del sistema, no existió ningún interés por realizar un estatuto de emplea- 
dos públicos, que siempre quedaban en meras proposiciones de ley. 

32 José Maria García Madaría, Estructura..., pág. 132 y Rafael Jiménez Asensio, Polilicas..., págs. 62-63. 

33 Para todo ello Alejandro Nieto, La retribución de ¡os fiincionarios en España {historia y actuali- 
dad), Madrid, 1 967 y C. Carrasco Canals, La burocracia en la España del siglo XIX, Madrid, 1975. 

34 Rafael Jiménez Asensio, Políticas..., pág. 118. 

35 J. Várela Ortega, Los amigos políticos. Partidos, elecciones y caciquismo en la Restauración (1875- 
¡900), Madrid. 1977, pág. 65. 
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La situación comenzó a cambiar tímidamente a partir del desastre de 
1898, iniciándose una mayor sensibili/ación hacia este tema, seguramente 
por los ecos regenedarorcs. El primer indicio de este cambio es la ley del 
gobierno Maura de 1904 sobre el ingreso, ascenso y separación de los iun- 
cionaríos del Ministerio de Hacienda, seguida por la de otros Ministerios. 
Estas disposiciones contienen un elemento positivo como el poner coto al 
libre acceso a la función pública pero también otro negativo, la inexistencia 
de una norma general y, por ende, la diversidad legal en cuanto a cuerpos 
(algunos con privilegios especiales^), ministerios, etcétera. La tan querida 
uniformización del conservadurismo español hacia aguas estrepitosamente 
en la función pública espafiola. 

Un salto cualitativo se dio con el Estatuto de los funcionarios de la Ad- 
ministración Civil del Estado de 1918 (vigente hasta 1964), que extendió a 
todos los funcionarios la estabilidad y el acceso a la función pública mediante 
oposición. Es evidente que esto suponía un gran avance, pero como suele pasar 
el estatuto de 1 9 1 8 «es la viva imagen de una norma que se empieza a adulterar 
en su aplicación desde el principio»". 

La Dictadura de Primo de Rivera rompió rápidamente los principios del 
Estatuto con la instauración de la libre designación y agravó uno de los proble- 
mas de la administración española al que aún no hemos hecho referencia, su 
militarización. La 11 República, especialmente en su primer bienio, fue un in- 
tento de recuperar la situación previa a la Dictadura, es decir, la vuelta al Esta- 
tuto de 1918, aunque las normas para garantizar la lealtad a la República rom- 
pieron el principio de estabilidad de los funcionarios'". 

En conclusión, una administración, en palabras de Alejandro Nieto, «des- 
articulada, impotente y al mismo tiempo voraz» o en palabras de Borja de 
Riquer, «un Estado débil, ineficiente, pobre y precarío»'^ En fin, un Estado 
basado en la centralización y la uniformización administrativa, pero cuyas 
realizaciones fueron mucho menos conq>letas que las de su modelo francés^ , 



36 Véase M. Beltrán Villalba, La élite burocrática española, Madrid, 1977 y M,A. Ptenunite Monreal, 
£7 podar de Uta ampos de ¡mrócraUa en la organteactón administrativa espálala, Madrid, 1 978. 

37 Rafael Jiménez Aaensb^Pb/fiícos..., pág. 265. Véase también F. Villacorta Baños, Profesionales y 
burócratas (Estado y poder corporativo en la España del siglo XX. ISQn^l92^). Madrid, 

38 Para este periodo, J.M. Canales Allende, La administración de la Segunda República. La organiza- 
dóncenml del Estado, Maáríd,l9S6. 

39 Alejandro Nieto, "Condicionantes y determinantes de la administración pública española histórica", 
en Gestión y análisis de políticas públicas, a" 7-8, (septiembre 1996-abril 1997), pág. 69. B. de Riquer i 
Pennanyer, «Sobie..., pág. 1 19. 

40 J. AiMegui. «El Estado.... n« 17, pégs. 49. 
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debido fundamentalmenle como hemos visto a su inadecuado tamaño, su falta 
de medios y las evidentes conexiones entre política y administración, en un 
régimen político de carácter oligárquico y, por lo tanto, con grandes dosis de 
arbitrariedad y corrupción. 

2. Estractura de la administración 

2.1. La administración en el régimen constitucional 

El marco legal que nace con la Constitución de 1 8 12 implica la incorpo- 
ración de dos principios básicos para la modernización administrativa. Me re- 
ñero a la igualdad de los ciudadanos ante la ley y, principalmente, la separa- 
ción de poderes. Este último implica un profundo reajuste de las tareas de 
Gobierno y Justicia, que tradicionalmente habían estado unidas en el Antiguo 
Régimen. Esa delimitación se conseguió con la supresión de los tradicionales 
Consejos en 1 834 cuyas atribuciones políticas pasaron a los diferentes minis- 
terios, las judiciales al recién creado Tribunal Supremo y las gubernativas al 
también nuevo Consejo Real, más tarde Consejo de Estado (1858). un órgano 
consultivo del Gobierno y tribunal encargado de resolver ios conllictos entre 
la administración y la Justicia^'. 

Más importante y problemática será la delimitación entre Jefatura del 
Estado y del Gobierno, y dentro de éste último de las atribuciones políticas y 
las puramente administrativas. En general, las constituciones españoles ten- 
dieron a reforzar con grandes atribuciones al jefe del Estado. En este último 
caso el camino abierto por la Constitución de 1812 es seguido por el resto 
(1837, 1845, 1869, 1876 y 1931). El jefe del Estado (Rey o Presidente de la 
República) era el encargado de realizar todos los nombramientos de cargos 
públicos y de nombrar o separar libremente a los ministros. Estos últimos se 
hacían responsables a través del refrendo de las leyes, que aparece en todas las 
Constituciones citadas. No obstante, hasta la Constitución de 193 1 no aparece 
tratamiento constitucional alguno ni para el Consejo de Ministros ni para su 
Presidente, lo que, como ha señalado, Fusi y comentaremos más adelante, en 
España, "fue la práctica política (...) lo que elevó las figuras del Consejo de 
Ministros y de su Presidente al primer rango del poder político"''-. 

Finalmente, el principio de igualdad lleva aparejada, por un lado, la 
centralización admmistrativa y, por otro, la posibilidad de acceder a la admi- 



411. Sánchez Bella, "La reíbrma de la administración central en 1 834", en Actas del 111 Symposium de 
Historia de la Administración, Madrid, 1979, págs. 655-688. 

42 Juan Pablo Fusi, «Lajefatura del Estado y del Gobierno", en A. Morales MoyayM. Esteban de Vega 
(eds.). La Historia Contemporánea en España, Salamanca, 1996, págs. 15-32. 
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nistración sin traba alguna lo que no se explícito expresamente hasta la Cons- 
titución de 1 837. Hn este texto constitucional, de base progresista, aparece, por 
primera vez, como derecho individual el que «todos los españoles son admisi- 
bles a los empleos y cargos públicos, según su mérito y capacidad». Derecho 
que desaparece de la moderada Constitución de 1 845 y vuelve a surgir en la de 
1869 en el artículo 27: «Derecho a ejercer empleos o cargos públicos según su 
mérito o capacidad y con independencia de la religión que se profese», que 
aparece en parecidos términos en la de 1876 y 1931, aunque en esta última 
aparece un nuevo derecho constitucional, el derecho de los ñmcionarios a cons- 
tituir asociaciones profesionales (art. 41)^^. 

En fin, ninguno de los textos constitucionales aportaron reformas ad- 
ministrativas de rango constitucional salvo la ya citada atribución real de nom- 
brar a todos los empleados públicos. De esta forma, las distintas y sucesivas 
reformas eran acometidas por los sucesivos gobiernos de forma desigual e 
incluso contradictoria. De ahí precisamente proviene una de los grandes lastres 
de la administración comtemporánea, su desvertebración y falta de agilidad 
administrativa. 

2.2. Trayectoria de la administración central 

La administración central contemporánea se estructura en torno a 
dos instituciones cuya génesis y evolución vamos a analizar. Me refiero a los 
departamentos ministeriales, al Consejo de Ministros y dentro de éste, a su 
Presidencia'^'*. 

Desde los Reyes Católicos la administración central española había 
estado protagonizado por el Rey y los diferentes Consejos, que eran órganos 
pluripcrsonalcs y, por lo tanto, lentos y desorganizados. La mayor parte de 
esos Consejos eran territoriales (Castilla, Aragón, etcétera) pero pronto sur- 
gieron los encaigados de una única área administrativa: Inquisición, Hacien- 
da y, sobre todo. Estado y Guerra, que lentamente adquirió un gran 
protagonismo. A esos dos elementos (Rey y Consejos) debemos añadirle un 
tercero: los secretarios. Cada uno de los Consejos tenía varios secretarios 
que» a la vez, eran secretarios del Rey. No obstante, sólo los secretarios de 
algunos Consejos importantes, preferentemente el de Estado y Guerra, des- 
pachaban con el Rey lo que hizo que se convirtieran en piezas claves en los 
reinados de Carlos V y Felipe II como Francisco de los Cobos o Mateo 
Vázquez. La aparición de ios validos a partir de Felipe 111 redundará en una 



43 José F. McriiU) Mercháii. Rc^iniencs liislóricos españoles. Madrid, Tccnos. 1 ^88. págs. 81. 1 26 y 204. 

44 Este sistema centralista solo fue puesto en duda durante el Sexenio Democrático donde se dieron 
algunos ajustes descenttalizadores gracias a la Ley Municipal y Provincial de 1 870. 
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importante disminución de su importancia, volviendo a su tarea miciai, la de 
simple Secretario del Consejo. 

Pero los validos fueron sustitutos eficaces de los secretarios en la con- 
sulta al Rey de los asuntos pero no en su traslación ejecutiva posterior. Por esa 
razón nace en 1621, en los inicios del reinado de Felipe IV, el Secretario de 
Despacho Universal, figura que segiín Escudero, <dba a vertebrar en el futuro a 
la administración central del Estado y cuyo desdoblamiento significaría la apa- 
rición del régimen ministerial en España»^^ 

Por lo tanto y de alguna forma, el sistema ministerial español hunde sus 
raíces en la tradición administrativa española pero no sólo, ya que ese sistema 
nace en el siglo XVIII como consecuencia de los desdoblamientos progresivos 
de la única Secretaría de Despacho, cosa que se hizo bajo inspiración directa 
de los ministros franceses de Felipe V. En 1705 se desdobla la hasta entonces 
única Secretaria de Despacho en dos: una con Guerra y Hacienda, y otra con el 
resto de asuntos. Al año siguiente se crea una Secretaría de Estado y finalmen- 
te en 171 4, de la mano del francés Orry se crean las cuatro secretarias de Des- 
pacho Universal: Guerra, Marina e Indias, Estado y Justicia más un veedor 
general de Hacienda. Con la reforma de 1 72 1 y la aparición de cinco departa- 
mentos: Guerra, Marina e Indias, Estado, Justicia y Hacienda nace el embrión 
del sistema ministerial en España, ya que esta estructura se va a mantener con 
ligeros cambios a lo largo del siglo XVII 1 y buena parte del XIX. siendo la 
base de la admmistración central contemporánea^'' . El texto del decreto de 
1714 puede ser suscrito por cualquier político liberal del XIX: 

«He resuelto repartirlos en un número de ministros proporcionado a las 
diferentes materias que ocurren, para que aplicado cada uno a una sola 
naturaleza de negocios, pueda con más práctica y conocimiento darme 
cuenta de lo que está a su cargo»^^. 

También se va a desarrollar en el siglo XVIII el antecedente más inme- 
diato del Consejo de Ministros. Me refiero a la creación de la Junta Suprema 
de Estado creada a instancia de Floridablanca en 1 787 como órgano de coordi- 
nación de las Secretarias de Despacho que. sin embargo, tuvo una muy corta 
vida, pues desapareció en 1792, fruto de las intrigas palaciegas entre 
Floridablanca y Aranda: 

45 José Antonio Escudero, Los orígenes del Consejo de Ministros en España, Madrid, Editora Nacio- 
nal. 1 979, pág. 26. Para todo este tema se puede consultar la obra del mismo autCM*, Los Secretarios de 

Estado y del Despacho, Madrid, 1969. 

46 Para esta época, Mariano Baena del Alcázar, Los estudios sobre administración en la España del 
siglo XVIII, Madrid, Instituto de Estudios Políticos, 1968. 

47 Citado por José Antonio Escudero, Orígenes..., pág. 50. 
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«A este fin he resuelto que además del Consejo de Estado (...) haya 
una Junta Suprema, también de Estado (...) compuesta de todos los 
Secretarios de Estado y de Despacho Universal. Esta Junta ha de ser 
ordinaria y perpetua, y se ha de congregar una vez a lo menos cada 
semana... »''^ 

Por lo tanto, tanto el sistema ministerial como su culminación, el Con- 
sejo de Ministros tienen su origen en las reformas administrativas del siglo 
XVlll, mezcla de herencia española e influencia francesa. La primera conse- 
cuencia de esta nueva organización fue la perdida de importancia de los 
antiguos Consejos, pese a su subsistencia. Lentamente y a lo largo del siglo 
XVIII, los secretarios de despacho irán adquiriendo una mayor relevancia. 
No es cuestión de tratar aquí con detalle sus avatares. Simplemente comen- 
tar que durante la segunda mitad del siglo XVIII se delimitaron sus compe- 
tencias respectivas y que, con leves variaciones, se mantuvieron hasta la 
promulgación de la Constitución de Cádiz de 1812"'''. 

¿Pesó este esquema reformista en la transformación liberal de la ad- 
ministración del Estado? Evidentemente si. Si obviamos el Estatuto de 
Bayona, en el que, por primera vez, se utilizan términos como «ministro», 
«ministerio» o «Consejo de Ministros», la Constitución de 1812 define al 
Rey como titular del poder ejecutivo apoyado por siete Secretarios de Esta- 
do y del Despacho (Estado, Gobernación de la Península e Islas adyacentes, 
Gobernación de Ultramar, Gracia y Justicia, Hacienda, Guerra y Marina)^". 
En definitiva, se configura al Secretario de Despacho como un verdadero 
ministro, órgano inmediato al Rey y que asume la responsabilidad política. 
Las mejoras posteriores al texto constitucional no hacen sino perfeccionar 
sus competencias y estructura interna, dándoles la coherencia necesaria. 

Con la vuelta de Femando VII en 1814 se vuelve a las cinco Secreta- 
rías de Estado y Despacho (Estado, Gracia y Justicia, Hacienda, Guerra y 
Marina), que se convertirán en la base esencial de la administración femandina 
frente a los Consejos, cada vez más reducidos a sus funciones judiciales'*' . 
Poco después, en 1815, se crea la Junta Superior de Estado, que viene a 
recuperar la Junta Suprema de Estado y es, por lo tanto, el eslabón entre esta 
última y el Consejo de Ministros que se constituye definitivamente en 1823, 



48 Op. cit., pag. 424. 

49 José Antonio Escudero, Los cambios ministeriales a fines del Antiguo Régimen, Madrid, Centro de 
Estudios Constitucionales, 1997. Un contexto breve y muy acertado para el siglo XVIIl es ya citado de 
Antonio Morales Moya, «El Estado..., págs. 59-80. 

50 José María García Madaria, Estructura..., págs. 56-57. 

5 1 Para todo este periodo ver Mariano Esteban de Vega, «El Estado... págs. 8 1 - 1 1 7 y F. Suárez, «Notas 
sobre la administración en la época de Femando VII», en Actas Jet í Symposium de Historia de la Adminis- 
tración, Madrid, 1970, págs. 443-460. 
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que necesariamente pasa también por el Consejo de Ministros de José I y la 
Junta de Ministros de la Regencia de 1813". 

La llegada del sistema constitucional en 1 820 significa el inicio del con- 
tinuo ciclo de ida y vuelta de la administración española, con el consabido 
retomo a la situación anterior, en este caso la marcada por la Constitución de 
1812 con la recuperación de la estructura en siete Secretarías, a las que se 
añade la figura de un responsable puramente administrativo llamado subsecre- 
tario o oficial mayor y la organización del trabajo en Secciones. No obstante, 
el principal avance en la estructura de la administración central es la creación, 
por los decretos de 19 de noviembre de 1823 y 31 de diciembre de 1824, del 
Consejo de Ministros, decreto en el que se hace una mención expresa a la 
reforma de 1 7 1 4 y a la Junta Suprema de Estado de 1 789 , lo que a la postre no 
hace sino confirmar la continuidad entre reforma administrativa ilustrada y 
liberal. A partir de estos momentos, la denominación de los Secretarios será la 
de Ministros. 

La aparición del Consejo de Ministros significaba la consolidación del 
sistema ministerial en España, incluso antes de que comenzara el tramo defini- 
tivo de la revolución liberal. Los años de la Década Ominosa no sirvieron en el 
terreno administrativo sino para confirmar los avances en este terreno. La re- 
cuperación del antiguo sistema polisinodial no demostró sino su declive defi- 
nitivo salvo el caso del Consejo de Estado que en estos años se convierte en un 
Guadiana que aparece y desaparece siendo sustituido por una Junta Consultiva 
de Gobierno. En conclusión y como afirma Mariano Esteban de Vega, la Res- 
tauración del Absolutismo no frenó la consolidación de un sistema ministerial 
y el progresivo papel de las Secretarías, reducidas de nuevo a cinco pero ya 
con competencias tan importantes como la formación y gestión de los presu- 
puestos y, sobre todo, con los intentos de crear un Ministerio de Fomento. Este 
ministerio ya existió en la administración josefina (Ministerio de Interior) y en 
Cádiz (Secretaría de Gobernación) cuya función esencial era la reforma de la 
administración y la transformación de la sociedad mediante el fomento de la 
riqueza. No es raro que sus más ardientes defensores sean antiguos afrancesa- 
dos como Javier de Burgos o Sáinz de Andino. Finalmente en 1 832, de manos 
de Cea Bermúdez se crea la Secretaría del Fomento General del Reino, el eje 



52 Sobre los orígenes del Consejo de Ministros existe una amplía bibliografía de la que podemos 
destacar F. Fontes Migallón, «El Consejo de Ministros en el reinado de Femando Vil», en Revista de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, n° 7 1 , págs. 309-373; J. A. Escudero, Los orígenes 
del Consejo de Ministros. La Junta Suprema de Estado, Madrid, 1979; J.L. Bermejo Cabrero. «Orígenes 
del Consejo de Ministros», en Varios, 1812-1992. El arte de gobernar Historia del Consejo de Ministros 
V de la Presidencia del Gobierno, Madrid, págs. 47-68 y J. Sánchez Arcilla, «Consejo privado. Consejo de 
Ministros. Notas para el estudio de los orígenes del Consejo de Ministros en España», en Revista de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, n" 71, págs. 251-307. 
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burocrático en tomo al cual se movería la administración española con am- 
plias atribuciones desde la administración territorial hasta la instrucción públi- 
ca. Poco después, en los primeros años de la revolución, se terminaría de dar 
forma a la estructura interna de ese sistema con la recuperación de la figura del 
subsecretario, funcionario situado entre el ministro y los funcionarios; la pu- 
blicación del Diario de la Administración, más tarde Anales administrativos 
como portavoz de la administración y la creación de una Contaduría de orde- 
nación de presiq}uestos dentro de la Secretaría de Interior o de Gobernación 
del Reino, como un primer elemento de control del gasto público. 

Lo cierto es que, a partir de este momento, una vez ya definidos los 
elementos esenciales de la administración central las novedades van a ser muy 
pocas salvo su definitiva consolidación o que queramos detenemos en un sin- 
fín de reorganizaciones menores e internas que agotaron los esfuerzos de la 
administración espafiola, sometida a un continuo vaivén de leves e insignifi- 
cantes reajustes, que, a la vez, paralizaban el trabajo efectivo. £n este sentido, 
la administración liberal española se convirtió en un instrumento ineficaz y 
contrarío a cualquier lógica racional. 

Hasta la Dictadura de Primo de Rivera dos son los hitos más importante 
en vista al perfeccionamiento del sistema: la cristalización de la figura del Pre- 
sidente del Consejo de Ministros y la consolidación del sistema ministerial. 

En relación al primer punto. González Marinas afirma que la madurez 
de la Presidencia de Gobierno como institución se alcanzó entre 1 835 y 1 875, 
aunque en un proceso lleno de dificultades. Ya dijimos antes que la mayor 
parte de las Constituciones españolas hasta 1931 dejaron de lado esa figura 
que fue conformándose en el día a día sometido además al sistema de «doble 
confianza» del parlamento y del Jefe del Estado como explica en buena medi- 
da su difícil devenir en toda nuestra época contemporánea. 

Tras una fugaz aunque importante aparición en el Estatuto Real de 1 834, 
la figura del Presidente desaparece de las Constituciones de 1 837 y 1 845. No 
obstante, la práctica política, principalmente durante el Sexenio, y normas 
menores'^ hace que se convierta en una figura esencial de nuestro sistema po- 
lítico y abre paso a la distinción entre jefe del ejecutivo y jefatura del Esta- 
do, distinción que cristaliza a partir de la Restauración, a pesar de la Constitu- 
ción de 1876 donde no se hace una sola mención a este figura pero que se 
reconoce por decreto de 1 1 de agosto de 1 892 lo que permite afirmar a Fusi: 
«desde 1876, el Consejo de Ministros se convirtió en la pieza esencial de la 
máquina gubernamental, y la Presidencia del Consejo o del gobierno, en la 



53 Como, por ejemplo, el decreto de 2 de noviembre de 1853 creando una Secretaría de la Presidencia 
de Gobienio que te reconvierte oiSubsecretaite de la Presidencia por dec^^ ISde julio de I86S0I0S 
reglamentos áe\ Qmgreso. 
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clave de todo el proceso político y administrativo del país»'^. De esta forma, el 
Rey nombra al Presidente del Consejo y esta a su vez propone a los ministros. 
Finalmente la Constitución de 1931 reguló constitucionalmente la Presidencia 
del gobierno así como su posición, composición y competencias'^ 

En segundo lugar, se consolidó, por una parte, un sistema ministerial de 
similar estructura que el de otros países europeos pero, por otra, fue un sistema 
sometido a numerosos cambios. Por esa razón, la historia de la administración 
española a partir de estas fechas se convierte inexorablemente en una historia 
de los demasiado frecuentes reajustes ministeriales. 

He aquí un pequeño repaso a su evolución general. A la llegada de la 
revolución liberal, la estructura ministerial se componía de seis ministerios: 
Estado, Gracia y Justicia, Hacienda, Guerra, Marina y Fomento. Este último se 
transformó en 1 834, en Ministerio del Interior y, en 1 835, de la Gobernación 
del Reino, antigua denominación que aparecía en la Constitución de 1812^^. 
He aquí la base de la administración central contemporánea. A partir de este 
momento tenemos distintos reajustes como estos: 

1 ) En 1 840 se crea fugazmente una Vicepresidencia del Consejo de Mi- 
nistros, un nuevo cargo que no volvería a aparecer hasta la Dictadura de Primo 
de Rivera. 

2) En 1847 se crea el Ministerio de Comercio, Instrucción y Obras Pú- 
blicas que más tarde, en 1851, pasaba a llamarse de Fomento, con otro sentido 
al de Ministerio creado en 1S32. Además se fijaron las competencias de las 

distintas secciones ministeriales, los cometidos de los funcionarios y los pro- 
cedimientos administrativos. 

3) Los gobiernos de la Unión Liberal fijaron el número de ministerios 
en ocho: Estado, Gracia y Justicia, Hacienda, Guerra, Marina, Gobernación 
del Reino, Fomento y Ultramar, ministerio éste que se había creado en 1863. 

4) La supresión significativa del Ministerio de Ultramar en 1899, una 
vez que se había perdido en 1898 los últimos restos del Imperio. 

5) La sustitución en 1 900 del Ministerio de Fomento por los Ministerios 
de Instrucción Públicay Bellas Artes, y el de Agricultura, Industria, Comercio 
y Obras Púbücas, que, poco después, en 1 905, volvía a denominarse de Fomento. 

6) La creación en 191 8 del Ministerio de Abastecimientos, debido fun- 
damentalmente a las condiciones creadas por la Guerra Mundial y que se su- 
primió en 1920. 

54 Juan Pablo Fusi, «La jefatura...», pág. 22. 

55 Voz «Consejo de Ministros», en Enciclopedia de Historia de Es/Hiñu. Vol. 5. Madrid. Alian/a, 
1991. También destacan P. González Marinas, Génesis y evolución de la Presidencia del Consejo de Mi- 
nistros en España {lHUO-1875), Madrid, 1974; A. Bar, El Presidente del Gobierno en España. Encuadre 
constitucional y práctica política, Madrid, 1983 y la ya citada de Juan Pablo Fusi» «La jefittura...». 

56 Fedéríco Suárez, «La creación..., págs. 16-20. 
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7) La aparición en 1920, tras los primeros órganos de tipo social como 
el Instituto de Reformas Sociales (1903), del Ministerio de Trabajo, que se 
transformó en 1922 en Ministerio de Trabajo, Comercio e Industria. 

La Dictadura de Primo de Rivera supone, en principio, un cambio 
brusco del sistema ministerial. La supuesta mano dura del Dictador en rela- 
ción a los vicios del pasado tuvo su reflejo en una serie de medidas tendentes 
al control y vigilancia del trabajo de los funcionarios, amenazando con la ya 
tradicional cesantia a todos aquellos «no asistan habitualmente a las ofici- 
nas» y asimismo se dictan algunas medidas sobre incompatibilidades de al- 
tos cargos. 

Mucho más importante es destacar que la aparición del Directorio (Pre- 
sidente y nueve generales) supone prescindir del Presidente del Consejo y de 
los ministros, cargos que son suprimidos. El Presidente del Directorio se con- 
vierte en Ministro Único que directamente pasa los decretos a la tlrma del Rey, 
sólo ayudado por sus directores-generales, que no están encargados de depar- 
tamento alguno. Al frente de los ministerios ya existentes quedan los subsecre- 
tarios y sólo se añade en 1924 el Consejo de Economía Nacional, que recoge 
múltiples atribuciones de diversos ministerios, principalmente el de Hacienda, 
que hubo de ser reorganizado en profundidad. 

En realidad lo que sucedió es la superposición de estos nuevos órganos 
sobre los ya existentes lo que, evidentemente, no hacia sino crear mucha más 
confusión. Pero esta situación duró muy poco, pues el cambio en 1925 de la 
dictadura militar por otra llamada civil significó la reaparición de los cargos de 
Presidente del Consejo y los ministros, nombrados a propuesta del Presidente. 
De esta manera y como tantas otras veces en la historia de la administración 
española, los antiguos ministerios recobran su pasada actividad, sufriendo nu- 
merosas reorganizaciones internas como: 

1 ) La desaparición en 1 928 del Ministerio de Estado, cuyas atribuciones 
pasan a depender directamente de la Presidencia del Gobierno con el nombre 
de Presidencia y Asuntos Exteriores. 

2) La creación ese mismo año de un Ministerio de Economía Nacional. 

3) Cambios de denominación de los Ministerios de Gracia y Justicia 
(Justicia y Culto), Guerra (del Ejército) y Trabajo (Trabajo y Previsión). 

Todo ello significa una estructura ministerial con diez ministerios: Pre- 
sidencia y Asuntos Exteriores, Justicia y Culto, Ejército, Marina, Hacienda, 
Gobernación, Fomento, Instrucción Pública y Bellas Artes, Trabajo y Previ- 
sión y Economía Nacional. 

Finalmente se presentó en 1 929 un anteproyecto de Constitución que en 
materia administrativa no suponía cambios sustanciales con lo que años atrás 
había señalado la Constitución de 1876 como el teórico acceso a la función 
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pública por los principios de mérito y capacidad. Una de las novedades es la 
aparición en el gobierno tanto de la figura de un vicepresidente (figura creada 
en 1925) como la de ministro sin cartera, cargo agregado directamente por el 
Rey sin limitación de número y capacidad. Además en los ministerios aparece 
la figura de los secretarios generales, como funcionario cercano a los ministros 
en multitud de asuntos. 

La discusión de este anteproyecto coincide con los primeros alzamien- 
tos contra la dictadura y su definitivo final, restableciéndose la situación pre- 
via a la Dictadura con la llegada al poder del gobierno Berenguer con diez 
ministerios: Estado, Gracia y Justicia, Hacienda, Ejército, Marina, Goberna- 
ción, instrucción Pública y Bellas Artes, Fomento, Trabajo y Previsión, y Eco- 
nomía. 

En relación al sistema ministerial la llegada de la II República tampoco 
significó un cambio significativo salvo los consabidos reajustes como cam- 
bios de denominación (Ministerio de Justicia por Gracia y Justicia, el de Gue- 
rra por Ejército, el de Agricultura, Comercio e Industria por Fomento en 
1 933 simplemente Ministerio de Agricultura, recuperándose de nuevo su anti- 
guo nombre en 1935 y desgajándose otra vez en 1936 , el de Trabajo, Sanidad 
y Previsión Social por Trabajo y Previsión Social), aparición de nuevos minis- 
terios (Ministerio de Comunicaciones y Ministerio de Obras Públicas en 1 93 1 , 
el de Comercio e Industria en 1933), desapariciones (Ministerio de Economía 
Nacional), fusiones (Ministerio de Trabajo, Justicia y Sanidad como resultado 
de la fusión de los antiguos Justicia y Trabajo, Sanidad y Previsión Social lo 
que sólo duró hasta 1 936; Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones por 
la fusión de dos ministerios ya existentes con una existencia brevísima). 

Como se puede comprobar los mismos avatares que mermó a la admi- 
nistración central contemporánea. La Guerra Civil estalló con una administra- 
ción muy similar en cuanto a su estructura a la que se había creado en el siglo 
XVI II y primera mitad del siglo XIX. No nos podemos extrañar que José Ma- 
ría Jover afirmara que uno de los mayores legados de la España isabelina fue la 
administración. Sólo hace falta echar un pequeño vistazo a nuestra administra- 
ción actual para comprobarlo. 
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lA DOCUMENTACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CENTRAL CONTEMPORÁNEA 



RiANSABES Serrano Morales 
Directora del Archivo Histórico Provincial de Guadalajara 

1. GÉNESIS Y DESARROLLO DEL ESTADO LIBERAL 

La sociedad del Antiguo Régimen fue sustituida en Europa durante los 
últimos decenios del siglo XVIII o a lo laigo de las primeras décadas del siglo 
XIX por otro modelo de organización económica, jurídica y política. 

Así, se pasó de una sociedad estamental, donde los hombres no tenían 
igualdad de derechos y la estmctura social se imponía «desde arriba» mediante 
un sistema de pri\ ilcgios concedidos a unos determinados grupos sociales, a 
una sociedad clasista en la que se eliminaron estos estamentos y se predicó la 
igualdad jurídica de todos los hombres. 

Además, el régimen señorial característico del Antiguo Régimen fue 
suprimido, y se implantó la libre circulación de bienes (comenzando por la 
liberalización del régimen jurídico de la propiedad de la tierra: desvinculación 
y desamortización). Por último, en la nueva sociedad, la monarquía absoluta 
del Antiguo Régimen fue sustituida por un Estado liberal regulado por una 
norma suprema: la Constitución. 

Las ideas de la Ilustración, para la que el individuo se constituía en el 
elemento fundamental, influyeron grandemente en la nueva configuración so- 
cial, especialmente la concepción ilustrada del Estado y las ideas de igualdad y 
libertad, contenidas en las obras de Montesquieu y Rousseau, pero, sin embar- 
go, los cambios anteriormente mencionados y la reacción contra la organiza- 
ción social del Antiguo Régimen no se iniciaron en todos los países europeos 
al mismo tiempo ni con una cronología simultánea. 

En España, el tránsito del absolutismo al constitucionalismo se realizó a 
la vez que se libraba una guerra sin cuartel con las tropas francesas que mante- 
nían el régimen josefmo. A pesar de las dificultades añadidas por la Guerra de la 
Independencia, la Junta Central promovió la reunión de la representación nacio- 
nal en unas Cortes unicamerales y estas Cortes, celebradas en Cádiz, elaboraron 
la primera Constitución de España, si excluimos la de Bayona, a la que a pesar 
de su nombre faltan elementos esenciales para considerarla como tal. 

Pero el proceso revolucionario no siguió en España una evolución li- 
neal. A las primeras transformaciones de la sociedad, producidas por la Cons- 
titución de Cádiz, siguió una vuelta al absolutismo con Femando VII en 1814, 
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volviendo a imperar la monarquía absoluta hasta el pronunciamiento de Riego» 
y aunque durante el Trienio Liberal se restableció la obra revolucionaria, de 

nuevo la imposición del absolutismo durante la década de 1823-1833 significó 

la frustración de las conquistas revolucionarias. 

Tras la muerte de Femando VII se instala y consolida definitivamente 
en España el Estado Liberal \ Constitucional, liquidando las bases socio-eco- 
nómicas residuales del Antiguo Régimen: abolicióndel régimen señorial, des- 
vinculación de los mayorazgos y desamortización. 

2. LOS NUEVOS PRINCIPIOS POLÍTICOS 

En al Antiguo Régimen, el rey. en \ irtud de su poder absoluto, podía con 
su sola \oluntad crear leyes. A parln de las teorías de la Ilustración y del 
primer liberalismo, los ciudadanos de cada sociedad civil, bien directamente o 
bien por medio de representantes, se reúnen y deciden como han de organizar- 
se políticamente. Frente a la soberanía real legitimada por el origen divino y la 
sucesión dinástica regular, el liberalismo hizo de la Nación el único titular de 
la soberanía. 

El poder constituyente, que significa básicamente la utilización de la 
soberanía para constituirse en Estado, tiene como principal objetivo elaborar 

una ley en la que se recoge la organización del Estado y los derechos de los 
ciudadanos. Hsta nueva ley es la Constitución. Para el pensamiento liberal del 
siglo XIX la Constitución era, ante todo, un instrumento jurídico de limitación 
del poder y su índole fundamental se reforzaba al establecerse en un documen- 
to escrito, dotado de un carácter de ley suprema, teniendo como principal fina- 
lidad la de someter el ejercicii^ del poder al Derecho. 

Por otra parte, los tratadistas de Derecho Político del siglo XIX se ocupan 
a lo largo de este siglo de fijar los contornos y relaciones de dos conceptos impor- 
tantes para la historia político-jurídica de nuestro país: Nación y Estado. Ya la 
Constitución de 1812 subsumió el Estado dentro de la Nación y lo consideró 
como un mero órgano de gobierno y administración, desapareciendo la identidad 
entre Estado y Monarquía caractidstica del Antiguo Régimen'. Y aunque con 
el restablecimiento del absolutismo se intentó de nuevo recupeno* la posición 
dominante de la monarquía, lo cierto es que el Estado (la organización política de 
la Nación) se considerará ya siempre al margen de la monarquía. La Nación apa- 
rece como la ordenadora del Estado, el cual tiene como fiinción servir a intereses 
de ella. La monarquía es, simplemente, una forma más de gobierno. 

1 SÁNCHEZ ARCILLA BERNAL, José. Historia del Derecho. Umtituciones PoUtico-Administraii- 
vas. Madrid. DyUmon. 1995. 
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Las Constituciones liberales del XIX contienen un catálogo de derechos 
naturales o fundamentales del hombre, considerado no ya como súbdito sino 
como ciudadano. Derechos como principios legitimadores del nuevo orden 
jurídico que la norma fundamental ampara y protege. Los derechos fundamen- 
tales contenidos en las Constituciones pueden ser de dos tipos: derechos indi- 
viduales y derechos políticos. Los primeros corrresponden al individuo en 
cuanto persona jurídica, con independencia de su sexo, edad, estado o naci- 
miento. Son, sobre todo, los derechos de libertad, igualdad, propiedad y segu- 
ridad. Los derechos políticos corresponden al individuo en cuanto a ciudadano 
y miembro activo del Estado. 

En el Antiguo Régimen, todas las manifestaciones del poder estaban 
reunidas en la cúspide como atributos del monarca soberano y en los funciona- 
rios individuales o en los órganos ct^k^giados como parcelas derivadas del po- 
der real. Esta concentración del poder se combate en el pensamiento liberal 
bajo el principio de la división de poderes, establecido en la doctrina de Locke, 
Montesquieu y Rousseau. 

l a atribución de poderes diferentes a órganos también diferentes es un 
garantía de los derechos y busca el equilibrio entre el legislativo, ejecutivo y 
judicial (federativo para Locke), tratando de evitar los abusos de poder. 

Esta división de poderes no es más que el reflejo, según García de 
Enterría^, de la articulación de la estructura del Estado de acuerdo con los 
principios de la Revolución Francesa en tres pilares: Leyes, Tribunales y Or- 
den Público. 

3. LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL CONTEMPORÁNEA 
3.1. £1 origen de la Administración Pública 

En esta nueva estructura ideológica re\ olucionaria, donde el Derecho 
está dirigido a fomentar y dirigir la libertad de los ciudadanos, no tiene cabida, 
por su formulación, la construcción de la Administración Contemporánea ni la 
del Derecho Administrativo, que no es un derecho instrumental de la libertad, 
sino uii derecho hubiliuiiiic de una su|")icniacia general sobre ella, un derecho 
exorbitante de los derechos de los indi\ iduos y, por tanto, privilegiado. 

Sin embargo, y paradójicamente a lo expuesto, va a ser la Revolución 
Francesa la que alumbre la poderosa Administración Contemporánea y el De- 
recho Administrativo. La explicación de esta singularidad histórica, según 

: GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo. Evolución Francesa y Administractón Contai^mránea. Ma- 
drid. Civitas. 1994. 
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García de Enterría\ es la siguiente: los revolucionarios, en el momento de 
plasmar el nuevo Estado, siguen una interpretación disidente de la ortodoxia 
tradicional: esta interpretación permitió el fortalecimiento de unaAdministra- 
ción como nunca había conocido el Antiguo Régimen, pero los dogmas de la 
Revolución obraron ahora para someter este hecho a una disciplina: el Dere- 
cho Administrativo. Este derecho aparece, por tanto, como el precio de una 
disidencia. 

El régimen administrativo contemporáneo se basa en la idea de liber- 
tad del ejecutivo frente a los otros poderes y, sobre todo, frente al Poder 
Judicial. Así, los revolucionarios determinaron de una manera singular la 
doctrina de la división de poderes: como doctrina de «separación de pode- 
res», que significaba hacer posible la emergencia de un poder administrativo 
poderoso y autónomo. 

Dentro de esta doctrina de la división de poderes, en España todas las 
Constituciones, exceptuando las republicanas y las Leyes Fundamentales de la 
dictadura franquista, atribuyeron el poder ejecutivo al rey. Este poder tiene por 
objeto la aplicación de la ley, el desenvolvimiento de lo preceptuado por el 
poder legislativo: es el encargado de hacer cumplir los fines del Estado. 

El poder ejecutivo se subdivide a su vez en tres ramas: el Gobierno, la 
Administración y la Justicia. 

La Administración Pública se identificó, desde su origen, con el conjun- 
to de instituciones que tienen en la sociedad la misión de cuidar, conservar y 
fomentar los intereses comunes, proteger los derechos de sus componentes y 
facilitar el cumplimiento de los fines de la sociedad por medio de sus autorida- 
des y agentes, a quienes se confia esta misión con arreglo a las leyes, instruc- 
ciones y reglamentos dictados a este respecto. 

Siguiendo a los tratadistas franceses, pronto en España se dió a la Ad- 
ministración el carácter de «ciencia». Javier de Burgos afirmaba que «tan 
importante e inmensa como la Administración, era la ciencia que revela sus 
principios y teorías: era ¡a más variada, la más vasta y la más útil de todas 
las ciencias». Ortiz de Zúñiga, en uno de los primeros manuales de Derecho 
Administrativo español, decía que «en Administración son contados los prin- 
cipios generales e incontrovertibles y muy pocas las teorías ciertas y univer- 
sales que pueden formularse»^. 

Para Posada y Herrera, la ciencia de la Administración era la encargada 
de establecer los principios y relaciones que hay entre la sociedad y los miem- 
bros de que se compone o viceversa^ 

3 garcía de enterría. Op. cu 

4 Citados por SÁNCHEZ ARCILLA BERNAL. José. Up. Cil. Pp. 1005. 

5 Citado por SÁNCHEZ ARCILLA BERNAL, José. Op. Cil. Pp. 1005. 
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Desde este punto de vista, el objeto y atribuciones de la Administración 
son amplísimos. En términos generales, promover la prosperidad y proteger 
los intereses generales. 

Tocqueville en su obra «De la Démocratie 11»^ aporta esta definición de 
la Administración, que consideramos sumamente interesante: 

«Un poder inmenso y tutelar, que se encarga de asegurar el goce y de 
vigilar la suerte de los individuos iguales. Es un poder absoluto, detallista, 
regular, previsor y dulce.,. Labora con gusto por la felicidad de los ciliada- 
nos, pero pretende ser su único agente y su único arbitro: él provee a su segu- 
ridad, prevé y asegura sus necesidaeks, facilita sus placeres, conduce sus prin- 
cipales negocios, dirige sus industrias... Es, exactamente, la Administración 
Pública, providencial y creadora». 

Colmeiio^ y con él la mayoría de los autores del siglo XIX resumen en 
cinco los caracteres que debe reunir toda organización administrativa: la Ad- 
ministración debe ser análoga a las instituciones políticas de la nación, debe 
estar esencialmente activa, considerando esta acciiki administrativa como "esen- 
cialmente civil", debe estar centralizada, y por último, debe ser independiente 
y responsable. 

3.2. Los Agentes de la Administración: Los funcionarios. Su estatu- 
to jurídico 

Los administrati vistas del siglo XIX consideran a la Administración como 
omnipotente y omnipresente, «una zona común y despolitizada regida por prin- 
cipios racionales», según Oliván*^ . «De un lado crea escuelas de obstetricia y 
de otro imtala los cementerios», decía Burgos. Enseñanza, beneficencia, obras 
públicas, pasarán a depender casi en exclusiva del Estado. Todo esto lleva 
consigo la ampliación de competencias estatales y la complej idad de la estruc- 
tura del Estado, proceso que no se ha interrumpido hasta hoy. 

Un aumento tan grande de las competencias estatales llevará también 
consigo un aumento del número de funcionarios. En la primera mitad 
del siglo XIX se multiplican por ocho. Pero también cambia su estamto 
personal: del oficio comprado o heredado se pasa a la «covachuela» y a las 
cesantías. 

Hasta 1852 la carrera administrativa de un funcionario empezaba como 
meritorio -aspirantes de 12 a 15 años, pagados por los oficiales-, y se pasaba a 

6 TOCQUEVILLE, Alexis de. «De la Démocratie, II». Pp. 324. Citado por GARCÍA DE ENTERRÍ A, 

Eduardo. Op. Cit. 

7 COLMEIRO. Manuel. Derecho Administrativo español. Madrid. IS65. 2 vols. COLMEiRO, Ma- 
nuel. Elementos de Derecho Polilico y Administrativo de España. Madrid. 1870. 

8 OUVÁN, A. De la Aánlniatración Pública con reladán a España. Madrid. 1954. 
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cubrir plaza de escribiente tras seis u ocho años de práctica. A los 30 se llegaba 
a oficial. 

El Real Decreto de 1 8 de junio de 1 852 (Decreto de Bravo Murillo) 
persigue regular el primer estatuto jurídico de los funcionarios y la primera 
plantilla de empleados públicos, fijando unas bases generales según las cuales 
se debía verificar el ingreso y los ascensos en todos los servicios de la Admi- 
nistración del Estado. Sin embargo, este decreto no alcanzó sus pretensiones 
racionalizadoras y unificadoras. consagrando, por el contrario, el «particula- 
rismo departamental». 

A fines del siglo XIX la Administración Pública se encontraba en un 
callejón sin salida. Por un lado se había acudido a la práctica de formar cuer- 
pos especiales dentro de la Administración para sustraerse a las disposiciones 
del Decreto de Bravo Murillo, y por otro, la inestabilidad política tenía impor- 
tantes consecuencias en la Administración, debido a la cadena de cesantías 
políticas que se producían cada vez que había un cambio de gobierno. 

Para tratar de poner remedio a esta situación, el gobierno de Maura pro- 
mulgó una Ley de Bases (Ley de 22 de julio de 1918), desarrollada por el Real 
Decreto de 7 de septiembre de 1 9 1 8, que configuraron un verdadero estatuto o 
régimen jurídico de los funcionarios en España, poniendo fin al problema de 
las cesantías políticas, al extender el principio de la inamovilidad que regía en 
los cuerpos especiales a los restantes funcionarios. Este decreto, con algunas 
modificaciones, mantuvo su vigencia hasta 1963. 

3.3. Estructura de la Administración del Estado 

La Administración del Estado es aquella parte de la Administración Pú- 
blica identificada con el poder ejecutivo, que tiene a su cargo la gestión, en 
todo el territorio nacional, de aquellas funciones y servicios que se consideran 
fundamentales para la existencia misma de la comunidad nacionar. 

En cuanto a los órganos que componen la Administración del Estado es 
clásica la distinción entre órganos de la Administración Central, con compe- 
tencias sobre todo el territorio nacional y órganos periféricos o territoriales, 
con competencias reducidas a una parte de aquél. 

Así pues, podemos decir que la Administración Central es el conjunto 
de instituciones y organismos estatales que tienen por finalidad dirigir, desa- 
rrollar y coordinar la política nacional del país con un programa común'". 



9 PARADA. Ramón. Derecho Administrativo. Volumen II. Pp. 84. Madrid. Marcial Pons. Madrid. 
1997. 

10 ALVAREZ GARCÍA, Carlos. «Los Archivos de la Administración Central en España. Sus fondos. 
Organización y descripción de los mismos», en Boletín de ANABAD. N" 1-2. Enero-Junio. 1987. Pp. III. 
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Las células básicas de la AdministraciDn Central son la Presidencia del 
Gobierno y los Ministerios, encargados de ejecutar los acuerdos adoptados en 
los Consejos de Ministros por los titulares de los respectivos departamentos. 

También es habitual clasificar los órganos de la Administración del Es- 
tado en órganos superiores (Ministros y Secretarios de Estado), que establecen 
los planes de actuación de la organización, órganos directivos (Subsecretarios 
y Secietaríos Generales, Secretarios Generales Técnicos, Directores Genera- 
les y Subdirectores Generales) y órganos comunes, que son todos los demás 
que se encuentran bajo la dependencia o dirección de un órgano superior o 
directivo. 

4. EL RÉGIMEN MINISTERIAL 

41. Ite bs secretaitM de despacho a los Ministerios 

Los departamentos ministeriales surgen en este periodo de la historia de 

España (primera década de siglo XIX) que ya hemos analizado como de pro- 
fundas transformaciones políticas y administrativas, aunque en realidad ya 
habían sido prefigurados a lo largo del siglo XVIII. 

La política unificadora y centralizadora de Felipe V le llevó a organizar 
varias Secretarías de Estado y del Despacho", otorgando a cada una la compe- 
tencia de determinados asuntos y poniendo a su frente a personas especializa- 
das en las respectivas materias, personas que gozaban al mismo tiempo de su 
más absoluta confianza'^. Estas Secretarías absorbieron paulatinamente las 
funciones de los Consejos, que surgidos básicamente en la época de los Reyes 
Católicos, fueron aumentados y potenciados por los Austrias, especialmente 
durante el reinado de Carlos I, hasta desaparecer por completo este sistema 
polistnodial en el siglo XDC. 

Felipe V, educado en una corte en la que la potestad real era ilimitada, se 
decidió por una política centralizadora, q)oyando y potenciando la figura del 
Secretario del Despacho en lugar de optar por gobernar a través de los viejos 
Consejos. 

Encabezadas por un Secretario como jefe de las diferentes ramas de la 
Administración, las Secretarías de Despacho se convirtieron en verdaderos 
Ministerios. Ya Felipe V amplía la primera Secretaría de Despacho Universal 
configurando, por razones de competencia material, cuatro Secretarías: Secre- 
taría del Despacho de Estado, de Guerra, de Marina e Indias y de Justicia. 

1 1 ESCUDERO, JA. Lo» Secretarios de Estado y del Deq>acho. Madrid. 1969. 4 vols. 

12 ÁLVAREZ GARCÍA, Carlos. Op. Cit Pp. 112. 
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A partir de 1720, el régimen de Secretarias de Despacho se puede decir 
que ha llegado a su plena consolidación, aunque no queda disefiaíio de manera 
definitiva hasta 1 754- 1 755. El régimen se mantendrá (salvo algunas modifica- 
ciones transitorias) sobre la base de cinco Secretarías del Despacho: Estado, 
Gracia y Justicia, Marina e Indias, Hacienda y Guerra. Gracias a la norma de 
«Provisión de Oficiales de las Secretarías de Despacho» el rey nombraba y 
revocaba libremente a personas de su confianza. En 1787, Cark» III resuelve 
«crear por ahora dos Secretarías de Estado y del Despacho Universal de In- 
dias: la una de Gracia y Justicia y materias eclesiásticas, y la otra, de Guerra y 
Hacienda, Comercio y su Navegación»'^ 

Esta división perduró hasta 1790, año en que Carlos IV volvió a reunir 
los ramos de los Depaitamentos de España e indias en una sola Secretaria dei 
Despacho. 

Según algunos autores, entre ellos Ramón Parada '\ aunque se han con- 
siderado como antecedente de los actuales Ministerios las citadas Secretarias 
del Despacho, es a Napoleón a quien se atribuye la paternidad de la actual 
estructura departamental y especialización ministerial. La idea base fue que 
los ministros, a los que consideraba como altos funcionarios vinculados a su 
autoridad, no tenían por misión la simple supervisión o control de los servi- 
cios, sino la responsabilidad de su dirección y mando efectivo, al igual que 
ocurría con las unidades militares. Esto comportaba que debían tener un cono- 
cimiento profímdo de los servicios a su caigo, lo que era, en cierto modo, 
incompatible con la atribución de grandes áreas de competencia. 

Con la proclamación de José Bonaparte como rey de Espafia y la 
promulgación de la Constitución de Bayona, se abre una nueva etapa en la 
historia de la Administración espafiola, caracterizada, en primer lugar, por la 
existencia de una dualidad de oiganizaciones, la josefista y la nacional o pa- 
triótica, y, en segundo lugar, por la subordinación de ambas administraciones a 
las circunstancias y vicisitudes de la guerra. En este sentido, y para estudiar la 
documentación generada como consecuencia de la Guerra de la Independen- 
cia, es preciso acudir a la Sección de Estado del Arcliuii Histórico Nacional 
(en adelante AHN)'\ donde bajo el epígrafe «Guerra de la Independencia» se 
conser\ an ordenes, decretos y circulares del Consejo de Regencia y documen- 
tación del gobierno de José Bonaparte. Además, también se custodia en dicha 
sección el fondo de la Junta Central Suprema Gubernativa del Reino, presidida 

1 3 Decreto de K Je Julio de 1 787. Creación de dos Secretarias de Estado y del Deqisclio de Imiias, una 
de Gracia y Justicia, y otra, de Guerra, Hacienda. Comoxio y Navegación. Novísima JUcapUaciÓH. Ubro 
in.Tlhihyi.Leym 

14 PARADA. Ramón. Op CiL 

15 Fiieiitc:ARCHIVOHISTÚIUOONAaONAL.Gidb.I)iieoeite:C^^ 

1.989. 
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por el conde de Floridablanca, que asumió los poderes de las diferentes Juntas 
Provinciales para combatir a Napoleón, siendo sustituida en 1 8 10 por un Con- 
sejo de Regencia'^. 

Las pautas ordenadoras básicas del sistema administrativo josefista apa- 
recen recogidas en la Constitución de Bayona y desarrolladas por algunas 
disposiciones posteriores. El poder ejecutivo, que reside en el monarca, era 
ejercido a través de nueve ministros: Justicia, Negocios Eclesiásticos, Nego- 
cios Extranjeros, Interior, Hacienda, Guerra, Marina, Indias y Policía General. 
Junto a los ministros actuaba un Secretario de Estado, con «calidad de minis- 
tro», a quien correspondía refrendar todos los decretos. 

Por otra parte, el nuevo régimen político implantado por la Constitución 
de Cádiz, tuvo consecuencias inmediatas en la organización de las Secretarías 
del Despacho. El artículo 122 de la Constitución de 1812 elevaba a siete las 
Secretarías existentes: a las Secretarías del Despacho de Estado, Gracia y Jus- 
ticia, Hacienda, Guerra y Marina, se sumaron la Secretaría del Despacho de 
Gobernación de la Península y la Secretaría del Despacho de Gobernación del 
Reino para Ultramar' \ 

La Constitución, aunque conservaba la nomenclatura anterior, estaba en 
realidad confu iendo un nuevo carácter a la figura del Secretario del Despa- 
cho: lo había convertido en Ministro. Todas las órdenes del rey, establecía el 
artículo 225 de la Constitución, debían ir firmadas por el Secretario del Despa- 
cho del ramo y ningún Tribunal ni persona pública podían dar cumplimiento a 
la orden que careciera de este requisito. 

Pero el sistema político y administrativo establecido en Cádiz no llegó a 
ponerse enteramente en práctica debido al regreso al absolutismo con el De- 
creto de 4 de mayo de 1814 del rey Femando VII, que declaraba «nulos y de 
ningún valor y efecto, ahora ni en tiempo alguno, como si no hubiesen pasado 
jamás tales actos, y se quitasen de en medio del tiempo, y sin obligación en mis 
pueblos y súbditos», la Constitución de 1812 y los Decretos emanados de las 
Cortes. 

El triunfo de la causa liberal en 1820 y el restablecimiento de la Consti- 
tución de 1 8 1 2 supusieron la vuelta a la estructura ministerial gaditana basada 
en las siete Secretarías, aunque se refunden las dos Secretarías del Despacho 
de la Gobernación en una sola, que pasaría a denominarse «del Interior», Se- 
cretaría que es suprimida nuevamente por Femando Vil. 

Pero la necesidad de una Secretaría de tales características era cada \ ez 
más necesaria. En 1829, un jurista muy cercano a la corte, Sáinz de Andino, 

16ÁLVARF7 Rl'RIANO. P. •'Esquema de la Administración española durante la Guerra de la Indepen- 
dencia», en Acias de J Symposium de Historia de la Administración. Madrid. 1 970. 

17GAIUJOAYESTARÁN.£YAfihirlerjo<fe&iGo6eniacidft. Materiales para un estudio de su evobi- 
cián histMca hasta 1937. Madrid. 1977. 
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elevaba al rey una «exposición»^bre la situación política del reino y los me- 
dios de restauración del mismo. En su exposición, Sáinz de Andino, proponía, 
entre otras cosas, la creación de un «Ministerio de la Administración Civil o 
InteríoD). La propuesta de Sáinz de Andino se vio reforzada, meses más tarde, 
por la Exposición que, en sentido semejante, presentaba el Secretario del Des- 
pacho de Hacienda, López Ballesteros, para la creación de un Ministerio de lo 
Interior. 

El ansiado Ministerio fue creado por fin por Decreto de 5 de noviembre 

de 1 832, bajo la presidencia de CeaBermúdez, con el nombre de Secretaria de 
Estado y Despacho de Fomento General del Reino 

4.2. La consolidación del Régimen ministerial 

La muerte de Femando VII y la débil apertura política iniciada por 
Martínez de la Rosa se reflejaron en una importante reforma que afectó, sobre 
todo, a los Consejos. 

Se suprimen los Consejos de Estado, de Castilla, de Cámara de Castilla 
y de Indias, creándose en su lugar el Tribunal Supremo de España e Indias. El 
Consejo de Guerra se transforma en Tribunal Supremo de Guerra y el de Ha- 
cienda en Tribunal Supremo del mismo nombre. 

Aparece, asimismo, aunque de manera efimera (se suprime en 1 836), el 
Consejo Real de España e Indias, como óigano consultivo sin atribuciones 
ejecutivas ni judiciales. 

Podemos afirmar que de todos los Consejos del Antiguo Régimen sólo 
sobrevive el Consejo de Estado, aunque con unas modificaciones tales que 
queda totalmente desnaturalizado: sus únicas funciones serán consultivas. 

La principal reforma habida durante la época del Estatuto Real", en lo 
que se refiere a las Secretarías del Despacho, fue la creación de la figura del 
Subsecretario, para descargar a los ministros de los asuntos de menor impor- 
tancia, y la división de las Secretarías en Secciones. 

La caída de Martínez de la Rosa y la subida al poder de Toreno trae 
consigo el cambio de nombre de la Secretaría de lo Interior por el de Secretaría 
de Gobernación del Reino. Posteriormente, Mendizábal, Istúriz y Calatrava, 
consuman la revolución liberal con importantes medidas políticas pero pocas 
administrativas, entre las que destacan la supresión del Consejo Real de Espa- 
ña e Indias y el traspaso de sus asuntos a las respectivas Secretarías de Despa- 
cho. 

18 Biblioteca del Senado. Manuscritos. Orígenes y antecedentes de la creación del Ministerio de Fo- 
mento General del Reino. 1786-1834. 2 vols. 

19 SÁNCHEZ BELLA. Ismael. «La reforma de la Administración Central en 1834», en Actas del III 
Symposium de Historia de la Administración. Madrid. 1974. 
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La Constitución de 1837 introduce el principio de responsabilidad de 
los Secretarios de Despacho y la condición del rey de nombrar a «todos los 
empleados públicos», asi como una incompatibilidad limitada de los diputa- 
dos con cargos de la administración. 

La década moderada, donde se promulga la Constitución de 1845» trae 
consigo una restructuración total del Ministerio de Hacienda, con la llamada 
reforma de Mon. 

En 1847 se crea una nueva Secretaría de Estado: la de Comercio, Ins- 
trucción y Obras Públicas, incorporando competencias de las Secretarías de 
Gobernación y Marina. Son así ya siete las Secretarías. 

Con Bravo Muríllo se introducen nuevos principios racionalizadores de 
la administración: principio de unidad de caja, con lo que se suprimen las 
pagadurías generales y particulares de los distintos Ministerios, y la transfor- 
mación del nuevo Ministerio de Comercio en Ministerio de Fomento en 1851, 
al tiempo que los negocios referentes a la Instrucción Pública son encomenda- 
dos al Ministerio de Gracia y Justicia. 

Pero lo más importante de su gestión es la nue\ a teoría sobre la Admi- 
nistración. Entiende Bravo Morillo que ésta debe independizarse de la políti- 
ca, por lo que uniforma a un gran sector de los empleados públicos, articulan- 
do escalas por categorías y sueldos, y fija las plantillas, las competencias y el 
procedimiento administrativo a seguir. 

Pasado el Bienio Progresista y el Gobierno de la Unión Liberal, 
Miraflores crea, en 1 863. el Ministerio de Ultramar, que se ocupa de todos los 
asuntos de esas provincias con la excepción de Guerra, Marina y Estado. Como 
consecuencia de la pérdida de las colonias, este Ministerio se suprime en 1 899, 
con el gobierno de Silvela. Su documentación la encontramos, principalmente, 
en la Sección de Ultramar del Archivo Histórico Nacional. 

Durante el Sexenio Revolucionario no se introdujeron grandes reformas 
en lo que a la Administración Central se refiere, sino más bien reajustes de 
organización interna de los Ministerios, con la finalidad de reducir el gasto 
público". 

43. Los Ministerios durante la Restauración y la dictadura de Pri- 
mo de Rivera 

Los primeros grandes cambios en el régimen ministerial se producen 
con el gobierno de Sagasta en 1886, que suprime el Ministerio de Fomento y 
crea dos nuevos departamentos: el Ministerio de instrucción Pública, Cien- 

20 GARCÍA MADARIA, Joté M*. Ettmctum de la Administración Central (1808-1931). Madrid. 
Instituto Nackoal de Administnición Pública. 1982. 
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cias. Letras y Bellas Artes, y el Ministerio de Obras Públicas, Agricultura, 
Industria y Comercio. Este último volvió a denominarse Fomento en 1905. 

Fruto de los problemas provocados por la primera guerra mundial y el 
auge del movimiento obrero, es la creación en 1918 del Ministerio de Abaste- 
cimientos, que tendrá una vida efímera: el Decreto de 9 de mayo de 1920 
aprobaba la creación del Ministerio de Trabajo, mientras que parte de las com- 
petencias del Ministerio de Abastecimientos pasan a una Comisaría General 
de Subsistencia, dependiente del Ministerio de Fomento. 

En 1923 el general Primo de lÜvera crea un Directorio Militar del que él 
es presidente y suprime los cargos de presidente del Consejo de Ministros, 
ministros de la Corona y Subsecretarios, rompiendo con la estructura del po- 
der ejecutivo tradicional. 

El funcionamiento de la cúspide del poder ejecutivo en este sistema, 
donde el presidente queda configurado como ministro único, se resume en una 
labor conjunta del Directorio, sin estar ninguno de los que lo integran encarga- 
do de un departamento ministerial concreto. 

En 1925 se sustituye el Directorio Militar por un Directorio Civil, con el 
fm de preparar el retorno a la normalidad constitucional, recuperándose el cargo 
de ministro y tratando de economizar gastos y fortalecer el poder central. 

Las últimas medidas administrativas de la Presidencia vuelven a refor- 
mar la estructura ministerial, suprimiendo Estado, que se integra en Presiden- 
cia, pasando a denominarse Presidencia y Asuntos Exteriores, y creando el 
Ministerio de Economía Nacional. También cambia las denominaciones de 
Gracia y Justicia (Justicia y Culto), Guerra (Ejército) y Trabajo (Trabajo y 
Previsión). 

El gobiemo Berenguer, el de Aznar y las primeras leyes de la República 
retoman al Estado a la normalidad administrativa. 

4.4 Los Ministerios durante la segunda República^' 

C anales Aliende-- afirma que la estmctura básica y esencial de los órga- 
nos centrales de la Administración Civil durante la II República no sufre cam- 
bio sustancial ni implica un corte radical respecto de la estructiura anterior- 
mente vigente. 

21 Un análisis de la estructura ministerial durante la II República puede verse en las siguientes obras; 

- GARCÍA MADARIA, José M'. Op. Cit. 

- TUÑÓN DE LARA, Manuel. Historia de EsptOa. IX.La Crisis del Estado: Dictadura. República. 

Guerra (192.^-I9Í9). Barcelona. I.ahor. 1983. 

- TAMAMES, Ramón. La República. La era de Franco. Historia de España. Alfaguara. VIL Madrid. 
1983. 

22 CANALES ALIENDF. .lose Manuel La Admmistración de la Segunda República: la orgmización 
central del Estado. Madrid. IN AR 1 986. 
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Sí hubo, en cambio, muchas modificaciones en la composición del go- 
bierno, deshaciendo y creando ministerios. Hay que señalar que aunque los 
cambios en la estructura y competencias de los ministerios son constantes, 
pueden observarse dos momentos: el de la reforma deAzafia de 193 1, limitan- 
do el número de funcionarios pero creando organismos, y el Bienio Cedista, de 
desaparición de oiganismos, especialmente tras la Ley de Restricciones de 
Chapapñetade 1935. 

Por otia parte, subsisten los cinco niveles administrativos en los depar- 
tamentos: Ministro, Subsecretario, Director General, Jefe de Sección y Jefe de 
Negociado, se generalizan las Asesorías Jurídicas y las Inspecciones, y se crean 
varias Comisiones de ámbito interministerial y las Secretarías Generales Téc- 
nicas. 

45. Los Ministerios dunute te dictadura fiiuiquista 

A raíz de la sublevación militar protagonizada por el general Franco, se 
encomendó el gobierno a la Junta de Defensa Nacional, y en septiembre de 
1936 se designa a Franco como Jefe de Gobierno, quien lo ejerció a través de 
una Junta Técnica de listado, constituida por diversas comisiones que actuaban 
a modo de Ministerios. 

Por las leyes de 30 de enero de 1 938 y de 8 de agosto de 1 939, se crean 
y modifican los departamentos ministeriales, manteniéndose el esquema, con 
algunos retoques, durante toda la dictadura. 

Es importante destacar en este período la confusión de los órganos de la 
administración central con el poder personal del jefe del Estado y la conviven- 
cia y simultaneidad de los Ministerios con los óiganos peculiares del régimen 
fianquista: la Secretaría General del Movimiento y la Organización Sindical. 

Lot MtadsMos en la Monaiquia partamentaria 

La muerte de Franco y el regreso de Espafia al régimen democrático, 
significan una vuelta a la restructuración de los distintos Ministerios con los 
gobiernos de UCD, y más tarde del PSOE y del PP. 

Los pasos fundamentales en este proceso fueron la proclamación de 
Juan Carlos I como rey de España, la promulgación en 1976-1977 de las 
leyes orgánicas propias de un régimen constitucional y la promulgación de la 
Constitución de 1978, norma suprema del Estado que configura una monar- 
quía parlamentaria en España, al mismo tiempo que sienta las bases para una 
nueva organización política: el Estado de las Autonomías. 
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5. LA DOCUMENTACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN CEN- 
TRAL CONTEMPORÁNEA 

Una vez definido a grandes rasgos el esquema organizativo de la Ad- 
ministración Central del Estado durante la época contemporánea, nos ocupa- 
remos ahora de la documentación generada por los diferentes organismos 
administrativos productores, de las fuentes documentales y de los archivos 
donde se custodian. 

En lineas generales podemos decir que los archivos de los departa- 
mentos ministeriales son aquellos organismos que reciben, conservan, orga- 
nizan, describen y difunden la documentación producida por los Ministerios 
a lo largo de su actividad. Al mismo tiempo, deben realizar un servicio de 
información y de préstamo de documentación a la propia institución que los 
ha producido. 

En sentido amplio, se pueden considerar como archivos de la Adminis- 
tración central el Archivo General de Simancas (en adelante AGS) y el AHN, 
El segundo conserva importantes documentos, que después analizaremos, para 
el estudio de la época contemporánea, pero el primero prácticamente no custo- 
dia documentación reciente: sólo algunas series documentales de la Dirección 
General del Tesoro (primer tercio del siglo XIX), el fondo del Consejo Real de 
España e Indias (de mediados del siglo XIX), y del Consejo Supremo de Ha- 
cienda-^. 

En la primera mitad del siglo XIX los órganos de la administración cen- 
tral dejaron de enviar documentación al AGS, como hablan venido haciendo 
hasta entonces. Con la implantación del Régimen Liberal se vio la necesidad 
de crear nuevas instituciones archivísticas centralizadas en Madrid. 

Al mismo tiempo que nacía el Cuerpo Facultativo de Archiveros, Bi- 
bliotecarios y Anticuarios (luego Arqueólogos) para encargarse de los fondos 
históricos de los archivos, asi como de los fondos de las desamortizadas insti- 
tuciones eclesiásticas, se creó también el Archivo Central de la Administra- 
ción, por Real Decreto de 1 7-7- 1 858, en Alcalá de Henares. Este archivo nació 
con un doble carácter: histórico y administrativo; por una parte recogió la do- 
cumentación de los órganos del Antiguo Régimen que no había sido remitida a 
Simancas, y por otra comenzó a ingresar la documentación generada por los 
Ministerios que se iban creando. 

En 1866 se crea el AHN, en Madrid, a donde se llevaron los fondos 
históricos de Alcalá, salvándose así del posterior incendio que sufrió este ar- 

23 Ángel de la Plaza Bores, en su GUÍA DEL INVESTIGAOOR DEL ARCHIVO GENERAL DE 
SIMANCAS. Madrid. Ministerio de Cultura. 1986, afirma: «es sabido que Simancas es un archivo casi 
único para los siglos XVI y XVII, interesante para el siglo XVIII, pero no tiene documentación del siglo 
XIX, y la poquísima que tiene corresponde solamente a los primeros años». 
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chivo la documentación de Inquisición, Cámara de Castilla, Órdenes Milita- 
res, Universidad Complutense, Jesuítas, Estado y Audiencia de Madrid. 

En 1939, finalizando la guerra civil, el Archivo Central de Alcalá se 
incendió, perdiéndose toda la documentación que conservaba, unos 140.000 
legajos, repartidos en tres secciones: Clero, Ministerios, con los fondos de 
Fomento, Gobernación, Guerra y Hacienda de 1 759 a 1 895, y la más volumi- 
nosa del Tribunal de Cuentas, con información de todos los Ministerios y de 
las posesiones de Cuba, Femando Poo, Puerto Rico, Santo Domingo y Filipi- 
nas, de los años 1 779 a 1886. 

Este incendio fue una verdadera desgracia para los fondos documenta- 
les de las Secretarías de Estado y Despacho y de los Ministerios durante los 
primeros años de su creación, perdiéndose un importante volumen documen- 
tal, con lo que existe una considerable laguna para conocer su funcionamiento. 

El primer archivo que \ amos a considerar con fondos documentales de 
interés para el estudio de algunos aspectos de la administración central en ios 
siglos XIX y XX es elAHN. 

5.1. El Archivo Histórico Nacional 

Creado por Real Decreto de 28 de marzo de 1866, conserva fondos 
procedentes de laAdministración del Estado, de instituciones religiosas y civi- 
les, archivos nobiliarios, familiares, de personalidades, etc. 

Para el momento histórico que nos ocupa es importante considerar las 
siguientes secciones^^: 

A.- ESTADO 

Constituyen esta sección los fondos documentales producidos en su 
mayoría por el Consejo de Estado y la Secretaría de Estado durante el siglo 
XVlíT y el primer tercio del siglo XIX (con un total de 8.754 legajos). Estos 
fondos se refieren, sobre todo, a la historía exteríor española y sus relaciones 

con otras potencias del mundo. 

Son importantes los expedientes de nombramientos, tratados interna- 
cionales y negociaciones diplonuiticaí», correspondencia diplomática, etc. 

También se conservan distintos expedientes referentes a fomento, arles, 
hacienda, gobierno, guerra y maruia de los pruneros años del siglo XIX. 



24 Fuente: ARCHIVO HISTÓRICO NACIONAL. Guía. Dirección: CannenCreqioNogoeiim. Madrid. 
1989. 
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B. - ULTRAMAR 

En esta sección se custodia el fondo documental de este importante 
Ministerio, creado en 1863 y suprimido en 1899, al perderse por el Tratado de 
París las últimas posesiones españolas ultramarinas. 

En total se conservan 6,260 legajos, 650 libros y 6.584 mapas y planos. 

La documentación ha mantenido la estructura del Ministerio de origen, 
es decir, los grandes bloques de Cuba. Puerto Rico, Filipinas, > algo de Santo 
Domingo, y dentro de estos bloques se especifican los subgrupos de Gobierno» 
Hacienda, Fomento y Gracia y Justicia. 

La documentación es muy variada, propia de las competencias del Mi- 
nisterio: nombramientos, informes, estadisticas, procesos, presupuestos, do- 
cumentación referente a esclav itud-', proyectos de obras, etc. 

Se han realizado y publicado un número imponanie de instrumentos de 
descripción de esta sección, útiles pan recuperar la información^^. 

Por último, también es conveniente destacar que la documentación del 
Ministerio de Ultramar está muy dispersa entre diferentes archivos: no se con- 
serva sólo en el AHN, sino también en el Archivo General de Indias (en ade- 
lante AGI), en los Archivos del Ministerio de Defensa, Archivo del Ministerio 
de Justicia, Archivo del Consejo de Estado, Archivo General de laAdministra- 
ción (en adelante AGA), AGS, Archivo General Militar de Segovia, Archivo 
del Ministerio de Asuntos Exteriores... 

C- FONDOS CONTEMPORÁNEOS 

Esta sección se crea en 1960 con documentos procedentes de los depar- 
tamentos ministeriales y de algunos organismos de la administración de Justi- 
cia. Cuenta con 47.04 1 unidades archi v ísiicas, fundamentalmente del siglo XIX 
y XX; la mayor parte son colecciones o series desgajadas . 

Los fondos más homogéneos dentro de ella son: 

C. l.-MINISTERIO DEL INTERIOR. 
2.202 legajos. Siglos XVHI-XX. 

Documentación de personal, orden público, beneficencia y sanidad, do- 
cumentos de nuevas poblaciones fimdadas en Andalucía y Sierra Morena, do- 
cumentación de la IMrección General de Pósitos... 

25 Eo b feoción de Eilido del AHN también luy documeotKte 

dencia de loe Oobemwlorae de Cube y Puerto Rico y fuptUn r e fe w al ee ■ tai liit» de nqn». Afioe 1800- 

18SS. 

26 Consultar la bibliogratla apuntada al final de este articulo. 
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En el AGA se conservan seríes complementarías y de las mismas fechas. 
C.2.- MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS 

850 legajos. Siglos XVIII-XX. 

Documentación del extinguido Ministerio de Fomento: 

- Documentación de obras: caminos, canales y puertos. 

- Documentación de Secretaría y Personal. 

- Documentación de la Junta de Obras Públicas. 
Las seríes también continúan en el AGA. 

C.3.- MINISTERIO DE JUSTICIA 

882 legajos. Siglo XIX. 

Documentación de magistrados» registradores de la propiedad y monteros 
de Cámara. 

C.4.- MINISTERIO DE HACIENDA 

13.946 Legajos y 10.679 libros. Siglos XIX-XX. 

Documentación de la administración hacendística: Consejo de Hacien- 
da, Superintendencia de Hacienda, Secretaría de Hstado y Despacho de Ha- 
cienda... 

Documentación económica: contabilidad, intervención, presupuestos, 
rentas, desamortización, seguros... 

Documentación de Tesorería General y Tríbunal de Cuentas. 

Todas estas seríes documentales tienen continuidad en el AGA. 

La documentación del Mínisterío de Hacienda conservada en el AHN es 
muy importante para conocer la actividad comercial de la República con el 
exteríor, canalizada durante la guerra civil a través de CAMPSA-GEN l itíUS, 
CEAYCLUEA. 

C.5.- Por último, en Fondos Contemporáneos, además de la documenta- 
ción judicial de la Audiencia Territorial de Madrid \ del Tribunal Supremo, 
destaca el fondo de las Minas de Almadén, de propiedad estatal, y la documen- 
tación de la CAUSA GENERAL, depositada en el AHN por la Fiscalía Gene- 
ral del Estado, que contiene documentos de la Causa General que investigó 
«los hechos delictivos cometidos en todo el territorio nacional durante la do- 
minación roja», según establece el Decreto de 26 de abril de 1940. 
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D.- Como parte del AHN, es necesario también mencionar la Sección 
GUERRA CIVIL, ubicada en Salamanca, que aunque contiene pocos fondos 
específicos de la Administración Central del Estado, sí es importante para co- 
nocer el funcionamiento de organizaciones obreras, partidos políticos, sindi- 
catos, entidades culturales vinculadas a la izquierda política y logias y obe- 
diencias masónicas, desde mitad del siglo XIX hasta fmales de la guerra civil 
española. 

Esta Sección se configuró mediante la incautación de fondos documenta- 
les a todas estas instituciones, organizando los Servicios Documentales, que 
constituyeron una de las fuentes básicas de información del régimen franquista. 

También hay que destacar el fondo del Tribunal Especial para la Repre- 
sión de la Masonería y el Comunismo. 

En 1 960 la capacidad del AHN había llegado a su límite, y la documen- 
tación se acumulaba en los archivos centrales de los Ministerios, perdiéndose 
en algunos casos, debido a eliminaciones sin ningún tipo de criterios de selec- 
ción. 

Para solucionar esta grave situación, se crea en 1 969 el AGA, en Alcalá 
de Henares. 

El Decreto 914/1 969, de 8 de mayo que crea el AGA como archivo inter- 
medio de la Administración del Estado, configura también, de iure, la estructu- 
ra archivística básica de esta administración, que ya existía de facto desde el 
último tercio del siglo XIX. Este decreto define cuatro tipos de archivo, a los 
que corresponden otras tantas etapas en el ciclo vital de los documentos-^: 

* Los archivos de oficina o de gestión , ubicados en cada una de las 
dependencias administrativas de los Ministerios, reúnen la documentación en 
trámite o sometida a continua consulta por las mismas oficinas. En virtud de la 
normativa vigente, con carácter general y salvo excepciones, no suelen custo- 
diar documentos de más de cinco años de antigüedad. 

* El archivo central , es el que coordina y controla el funcionamiento de 
los distintos archivos de gestión, y reúne los documentos transferidos por los 
mismos, una vez finalizado su trámite y cuando su consulta no es constante. 

* El archivo intermedio , el AGA en el ámbito de la Administración Cen- 
tral del Estado, al que se transfieren los documentos de los archivos centrales 
cuando su consulta por los órganos productores es esporádica, y en el que 
permanecen hasta su eliminación o transferencia al archivo histórico. 



27 CONDE VILLAVERDE, María Luisa. Manual de Tratamiento de Archivos Administrativos. Nor- 
mas Técnicas de la Dirección de Archivos Estatales. N° 2. Madrid. Ministerio de Cultura. 1992. Pp.20. 
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* Hl archivo histórico , el AHN en laAdministración Central del Estado, 
es aquel al que se ha de transferir desde el archivo intermedio la documenta- 
ción que deba conservarse permanentemente, por no haber sido objeto de dic- 
tamen de eliminación por la Comisión Calificadora de Documentos Adminis- 
trativos. También puede conservar documentos históricos recibidos por dona- 
ción, depósito o adquisición^. 

Así pues, el documento es el mismo desde que se produce en la oficina 
como soporte fisico de una gestión, hasta que es depositado en un archivo 
histórico, al servicio de los ciudadanos, como fuente primaría de investiga- 
ción. 

En el tema que nos ocupa, además de los fondos ya analizados que co- 
rresponden a la documentación más antigua de las Secretarías de Estado y del 
Deqwcho y de los Ministerios, conservada en el AHN, es necesario considerar 
especialmente los fondos custodiados en elAGA, cuyas series se continúan en 
fechas más recientes, siguiendo la teoría archivística del ciclo vital de los do- 
cumentos, en los archivos centrales ubicados en cada uno de los departamen- 
tos ministeriales. 

5.2. £1 Archivo General de la Administración 

El AG A es un edificio contruído de nueva planta en la ciudad de Alcalá 
de Henares ( Madrid), cuya función esencial consiste en recibir mediante trans- 
ferencias regulares la documentación producida por los diferentes organismos 
que, tras permanecer en sus respectivos archivos centrales el tiempo necesario 
para su tratamiento y consulta, haya perdido la suficiente vigencia y utilidad 
administrativa como para que su consulta sea sólo circunstancial. Una vez 
prescritos todos sus valores administrativos, aquellas series con indudable va- 
lor histórico deberán ser transferidas al AHN, aunque en la práctica la falta de 
espacio en este archivo ha impedido hasta ahora raizar las transferencias de 
documentación histórica, por lo que el AGA custodia un considerable volumen 
de fondos cuyas fischas más antiguas se remontan al siglo XVIII. 

Este hecho, unido al planteamiento que hace de la investigación el artí- 
culo 37 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimicnlo Administrativo Común, ha 

consolidado su consideración de archivo de Historia Contemporánea, con un 
perfil amplísimo de usuarios^^. 



:s MOLINA TORRES, Juana y I.EYVA PALMA. Victoria. Técnicas de Archivo y Tratamiento de la 
Documentación Administrativa. Anabad Castilla-La Mancha. Textos. N" 2. üuadaiajara. 1996. Pp. 53. 

29ARCHIVO GENERAL DE LAADMINISTRACIÓN. 1969-1994. Madrid. Subdirección General de 
los Archivos Estatales. Madrid. 1995. Pp. 18. 
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En el AGA existen fondos documentales de los departamentos 
ministeríales, con competencias del Estado español en todo el teirítorío 
nacional, y documentaciónde las COMISIONES DELEGADAS 
INTERMINISTERIALES, compuestas por representantes de varios 
Ministerios para el cumplimiento temporal de objetivos interdisciplinares: 
CIPETA (Comisión Interministerial para el envío de trabajadores a Ale- 
mania), Comisión Liquidadora de CAMPSA-GENTIBUS, Central de Ex- 
portación de Agrios (CEA) y Consejo Levantino Unificado de Exporta- 
ción Agrícola (CLUEA). 

Para analizar los fondos de los departamentos ministeriales conserv a- 
dos en el AGA, haremos una primera clasificación entre los fondos de los 
Ministerios procedentes de las Secretarías de Estado y los fondos procedentes 
del Ministerio de Fomento. 

5.2.1. Fondos de los Ministerios Procedentes de las secretarias de Esta- 
do y del despacho'^* 

A.- MINISTERIO DEASUNTOS EXTERIORES 

Años: 1721-1969 

Volumen: 480.41 metros lineales 

Este fondo reúne documentación de la antigua Secretaría de Estado y 
del Despacho de Estado desde las primeras décadas del siglo XVIII. 

Se estructura en varías secciones y seríes documentales: subsecreta- 
ría, contabilidad, interpretación de lenguas, relaciones culturales, comercio, 

correspondencia, judiciales, telegramas y pasaportes, etc, resultando impor- 
tantes las series referidas a los gastos secretos de vigilancia de la insurrec- 
ción de Cuba y Filipinas y de la guerra con los Estados Unidos, documenta- 
ción sobre la primera guerra mundial, equivalencias de monedas, concesión 

de créditos ... 

En el Grupo de Fondos de Asuntos Exteriores del AGA también se 
conserva la documentación de los órganos del Servicio Exterior, como EM- 
BAJADAS, CONSULADOS, VICECONSULADOS, LEGACIONES Y RE- 
PRESENTACIONES de los siglos XVIIl-XX. Destaca, dentro de la documen- 



30 Fuentes: 

- ARCHIVO GENERAL DE LA ADMINISTRACIÓN. Op. Cit 

- LA TORRE MERINO, José Luís. "Fuentes documentales para el estudio de la Historia Contemporánea: 
El Andiivo Goieral de laAdministración", en La Investigación y las faentet docnmaitalet de lotArclilvoa. 
Guadalajaia. Anabad Castilla-La Mancha y Asociación de Amigos del Archivo Histórico Provincial de 
Guadalajara. Cuadernos de Archivos y Bibliotecas de Castilla-La Mancha. NT* 3. 1996. Pp. 143-180. 
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tación del Consulado de España en Burdeos, el Archivo del Gobierno Vasco 
durante la guerra civil espafiola. 

B.- MINISTERIO DE JUSTICIA 

1814-1988 
2027.71 m/1 

Se trata del fondo documental de este Ministerio, independiente de los 
procesos civiles y criminales de los Juzgados, que también se conservan en el 
AGA. 

La documentación es variada: notas de condena de penados y rebeldes, 
reparación de templos. Registro de l llimas Noluntades, documentación de la 
Comisión Central Adniinisiiadora de Bienes Incautados y de la Comisión 
Liquidadora de Responsabilidades Políticas... 

C- MINISTERIO DEL INTERIOR 

1847-1977 
926.72 m/1 

Reúne documentación de este departamento ministerial, que como ya 
hemos analizado, se denominó Ministerio de Gobernación durante una buena 
parte de la historia de Espafia. 

Dentro de su producción documental destaca la generada por la Direc- 
ción General de Administración Local, la de la Asociación Benéfica de Soco- 
rros de los Cuerpos Técnico-Administrativo y Auxiliar del Ministerio de Go- 
bernación, la Comisión Coordinadora de Repatriados, el Servicio Nacional de 
Inspección y Asesoramiento de las Corporaciones Locales, etc. 

Por su interés para el estudio del régimen policial organizado bajo el 
régimen franquista, es de destacar la documentación de la Dirección General 
de Seguridad: se trata, sobre todo, de más de 100.000 expedientes informati- 
vos realizados por la policía, que se consultarán cuando la legislación de acce- 
so lo permita, mediante bases de datos ya creadas en el archivo. 

D.- MINIS l ERlO DE HACIENDA 

1776-19735926.01 mi 

Custodia importante documentación para la realización de estudios eco- 
nómicos. Conserva seríes documentales complementarías de las del AHN y las 
del archivo central del propio ministerío, entre las que destacan las relaciona- 
das con importación y exportación de mercancías, el registro industrial, etc. 
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E.- MINISTERIO DE MARINA 

1810-1984 
3466.60 m/1 

l a administración militar posee su propia red de archivos, por lo que no 

ha transtendo documentación al AGA. a excepción de la documentación de 
carácter administrativo correspondiente al Ministerio de la Marina, a las 
Agregadurias Navales de Lisboa, Roma y Washington y a los Departamentos 
Marítimos. 

S.l.l.Fondos de los Ministerios procedentes del Antiguo Ministerios de 
Fomento 

Analizadas en líneas precedentes las vicisitudes de este Ministerio, po- 
demos sefialar las amplísimas competencias que le fueron atribuidas a lo laigo 
de su historia: estadística, pesas y medidas, obras públicas, navegación inte- 
rior, agricultura, ganadería, comercio, industria, universidades, escuelas, co- 
rreos, sanidad, seguridad pública, moneda, minas, teatros... 

A. - MINISTERIO DE INDUSTRIA Y ENERGÍA 

1915-1988 
659.67 m/1 

Destaca, por su importancia, el fondo de Nuevas Industrias, de gran 
riqueza informativa, además de conser\arse documentación de todo tipo de 
industrias: energía, hidrocarburos, químicas, construcción, textiles, farmacéu- 
ticas, navales... 

B. - MINISTERIO DE COMERCIO 

1939-1983 
6329.86 m/1 

Dentro de este Ministerio, que sufrió diferentes cambios y modificacio- 
nes, destacan las series de exportación e importación, control de operaciones, 
divisas, inversiones extranjeras, etc. 

C- MINISTERIO DE AGRICULTURA. 

1813-1981 
1714.83 m/1 
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Creado en 1 933, se conserva en el AG A la documentación de esta acti- 
vidad desde que era desarrollada por Fomento. 

Entre las series documentales más interesantes destacan las relaciona- 
das con las campañas de plantación y de cultivos en general, las estadísticas 
agrícolas y ganaderas, las relacionadas con plagas del campo, fitopatología, 
ordenación y repoblación de montes, fomento ganadero, mataderos, indus- 
trias pecuarias, pesca, caza... 

También existen documentos de algunos servicios específicos adscritos 
al Ministerio de Agricultura, como el del Esparto y el de la Madera y la Ofici- 
na del Aceite. 

D. - MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

1931-1984 
2417.73 m/1 

Gracias a la documentación que proporciona este Ministerio, puede estu- 
diarse el desarrollo de las cooperativas, la prevención del paro, la regulación 
del empleo, el fomento de las familias numerosas durante el franquismo, etc. 

E. - MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CIENCIA. 

1831-1983 
5277.30 m/1 

Este Ministerio reúne multitud de funciones heredadas del antiguo Mi- 
nisterio de Fomento, que atañen sobre todo a la educación y la enseñanza, el 
patrimonio histórico y la cultura: equipamiento escolar, campañas de lucha 
contra el analfabetismo, ordenación educativa, becas, creación y dotación de 
cátedras. Escuelas de Artes y Oficios, inspección educativa, gestión de archi- 
vos, bibliotecas y museos, depósito legal, montaje de exposiciones... 

Destaca la documentación de la depuración de maestros, importante 
para el estudio de la represión política en el franquismo. 

F. - MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS Y URBANISMO. 

1788-1984 
7527.33 m/1 

Conserva la documentación de las Direcciones Generales de Caminos, 
Carreteras, Ferrocarril. Tranvías y Transportes por Carretera, Obras Hidráuli- 
cas, Puertos y Transportes Terrestres, con expedientes de gran interés para 
conocer el desarrollo de las infraestructuras y la ordenación del territorio. 
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Por su carácter histórico, resulta singular la documentación generada 
por la Dirección General de Regiones Devastadas, encaigada de la rehabilita- 
ción de los pueblos y ciudades españolas tras la guerra civil. 

Todos estos fondos documentales se caracterizan por la gran abundan- 
cia de material gráfico, mapas y planos que convierten el AGA en una de las 
principales cartotecas del mundo. 

G- MINISTERIO DE LA VIVIENDA. 

1937-1978 
332.88 m/1 

Creado en 1 957, conserva la documentación de los servicios centrales y 
de la Dirección Provincial de diferentes provincias españolas. Son, sobre todo, 
característicos los planos, estudios e informes realizados para la construcción 
y programación de viviendas. 

H.- MINISTERIO DE CULTURA. 

1927-1991 
2227.28 m/l 

Contiene documentación relativa a la dotación y fomento de archivos, 
bibliotecas y museos, documentación de cine, música y teatro, documentación 
de juventud y promoción sociocultural, etc. 

También se transfirieron al AGA los fondos documentales de la Biblio- 
teca Nacional, Centro de Estudios Bibliográficos y Documentales, Centro de 
Investigaciones de Nuevas Formas Expresivas, Centro Nacional de la Lectura, 
Editorial Doncel e Instituto Bibliográfico Hispánico. 

5.2.3. Las instituciones representativas del régimen de Franco 

En el AGA también se conserva un grupo de fondos documentales de 
gran interés para estudiar una época de nuestra historia: el franquismo. 

Con el comien/o de la guerra civil se instala en España un nuevo orden 
político, representado por el general Franco, que necesitaba también de unas 
bases administrativas para asentar su gobierno. 

De esta manera surge una nueva estructura administrativa, propia y es- 
pecífica de este régimen, dependiente directamente del Jefe del Estado, a la 
vez que se forma la Administración Central del Estado. 
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La nueva estructura política, paralela al Estado, del régimen de Franco, 
se denomina MOVIMIENTO NACIONAL, y esta constituida por diferentes 
organismos que realizaban sus funciones dentro del ámbito del partido único: 
Falange Española Tradicionalista y de las JONS. Estas instituciones del Movi- 
miento podían tener ámbito nacional, provincial y local, existiendo una vincu- 
lación estrecha entre ellas y los órganos de la Administración del Estado: Jefe 
del Estado, Gobernador Civil y Alcalde, lo que en ocasiones ha llevado a la 
confusión entre Estado y Partido, reflejándose esto en la producción documen- 
tal. 

Esta imbricación entre gobierno, administración y partido es consecuen- 
cia de un sistema político autoritario, donde se confunden lo público con lo 
privado, la política con la administración y las personas con los cargos. 

En el ámbito provincial, la documentación del Movimiento se conserva 
en los Archivos Históricos Provinciales (en adelante AHP), junto con la gene- 
rada por Falange, la Sección Femenina y la Organización Sindical, y a nivel 
local suele conservarse en algunos casos en los Archivos Municipales. 

Entre los órganos del Movimiento cabe destacar la documentación de la 
Secretaría General, de la que dependen las Delegaciones Nacionales, desta- 
cando entre otras: la Delegación Nacional de Acción Política y Participación, 
la de Cinematografía y Teatro, la de Ex-Combatientes, la de la Familia, la de 
Justicia y Derecho, la de Sanidad y, sobre todo, las de Juventud (conocida 
como Frente de Juventudes), y Sección Femenina (dedicada a la formación de 
la mujer según el «espíritu nacional»). 

Otros órganos de la Administración franquista son la Jefatura Nacional 
del Movimiento, el órgano colegiado Consejo Nacional del Movimiento, las 
Escuelas de Formación de Mandos y Especialidades y el Sindicato Español 
Universitario (SEU). 

Conviviendo con estas instituciones específicas, se mantiene con algu- 
nas modificaciones la estructura ministerial. Así, es de destacar la creación en 
1951 del Ministerio de Información y Turismo. La rica documentación que 
custodia este Ministerio es de gran importancia para el estudio de la censura 
ejercida por el régimen franquista en todos los sectores de la vida cultural 
española: censura de prensa, de espectáculos, artes plásticas, cine, emisiones 
radiofónicas... Es de destacar el gran volumen de documentación fotográfica 
conservada en el AGA, especialmente en la sección de Medios de Comunica- 
ción Social del Estado. 

Posteriormente, y ya en la última fase de la dictadura, se crean como 
Ministerios sin cartera el Ministerio de Planificación del Desarrollo (1956- 
1976) y el de Relaciones Sindicales (1967-1977), cuya documentación tam- 
bién se conserva en el AGA. 
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5.2.4. La Administración Colonial 

Fruto de la permanencia española en las colonias africanas se conserva 

en el AGA un importante grupo de fondos documentales representativos deesa 
administración: la docuniMltación del Protectorado Español en Marruecos 
(1909-1956), la de la Comisaría General de Guinea (1836-1969), la del Go- 
bierno General de la Provincia de Ifni ( 1958-1969). la del Gobierno General 
de la Provincia do Sahara ( 1958-1976) y la del Gobierno de Africa Occidental 
Española ( 1905-1958), además de los Registros de la Propiedad de Sahara, 
Ifhi- Sahara y Áirica Occidental Española. 

5.3. Los Archivos Centrales de los Ministerios 

Como documeniacioii complemcnlaria de la conserv ada en el AGA, para 
estudiar la evolución y características de la Administración CenUral en la época 
contemporánea, sobie todo en fechas más recientes, es preciso acudir a los 
archivos centrales de los diferentes Ministerios, ubicados en la capital de Es- 
paña. 

Estos archivos custodian la documentación generada por los diferentes 
departamentos ministeriales, transferida desde los archivos de oficina. A su 
vez, remiten la documentación, una vez superados los plazos legalmente esta- 
blecidos, al Archivo General de la Administración. 

Para no alargar estas lineas más de lo debido, sólo presentaremos breve- 
mente los fondos de algunos archivos centrales ministeriales: 

5.3. 1 . Archivo del Ministerio de Asuntos Exteriores 

Conserva documentación desde el siglo XVII hasta aproximadamente 
1945 (casi no ha transferido documentación al AGA). de gran interés para el 
estudio de las relaciones exteriores de España, guerras carlistas, movimiento 
obrero, relaciones con la ONU, gobierno de Franco en Burgos, relación con las 
colonias... 

Las seríes documentales más representativas son, entre otras: corres- 
pondencia con las Cortes, Ministerios, Casa Real, Embajadas y Consulados; 
protocolo; fundaciones espafiolas en el extranjero y extranjeras en EspaJIa; 
documentación de ta Agencia de Preces a Roma; condecoraciones de las dife- 
rentes Órdenes (Toisón de Oro, Carlos III, Isabel la Católica, Grandes de Espa- 
ña ...); Tratados Internacionales suscritos por Espafia; documentación de Obras 
Pías y Misiones en Asia, África y Europa; documentación sobre Organizacio- 
nes y Conferencias Internacionales; documentación de política interion gue- 
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iras carlistas, Directorio Nfilitar, movimientos revolucionarios, I República, 
Archivo de Buigos; fondos del gobierno republicano en el exilio, Comités de 
ayuda a refugiados españoles; fondos del Ministerio de Estado durante la gue- 
rra civil (archivo de Barcelona); archivos privados (Juan Negrín, Manuel 
AUendesalazar, Luís Nicolau...), etc. 

Este archivo, además de contar con varias publicaciones'' participa en 
la base de datos GUCl (Guía de Fuentes para la Historia de la Guerra Civil, el 
exilio y el movimiento obrero). También está digitalizado el fondo de Trata- 
dos, Mapas, Pianos y Manuscritos. 

5.3,2. Archivo del Ministerio de Justicia 

Años: 1543-1995. 
3903 m/1. 

Entre los fondos \ series documentales destacan: Colegio deAbogados, 
Casa Real, documentación de Fernando Vil (Reservado), títulos nobiliarios 
desde 1543 a 1995, indultos, recompensas de San Raimundo de Peñafort, re- 
cursos, extradición, cooperación jurídica internacional. Registro de Últimas 
Voluntades, documentación de prisiones... 

Existen instrumentos de descripción mecanografiados de diferentes sec- 
ciones del Archivo. 

533.Arcki)K)ddMamlerio<kEcononna 

La mayor parte de la documentación está comprendida entre los años 
1^8 y 1982, aunque también existe un fondo antiguo desde 1489 consistente 
en Rentas Generales de Sevilla, Rentas Provinciales de Cádiz y Sevilla y Real 
Lotería. 

Destaca, por su importancia, la documentación del Instituto Nacional de 
Industria (INI), la documentación sobre ENSIDESA, expedientes de fusión de 
empresas, documentación sobre contrabando, etc. 

Además del Archivo Central del Ministerio, ubicado en la calle Alcalá, 
N° 1 1, en Madrid, también existen otros archivos de este Ministerio: Archivo 
de la Dirección General de Clases Pasivas, Archivo de la Dirección General de 
Seguros, Archivo de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, 
etc. 

3 1 LOZANO RINCÓN Y ROMERA IRUELA. Guia del Archivo del Ministerio de Asuntos Exíerio- 
res.mi. 

- Guía de AA. de Mbiisterios Asuntos Exteriores. Oficina de Publicaciones de la Comunidad Europea. 2* 

Ed. 1995. 

- SANTOS CAN ALEJO, E. Tesauro del Archivo. Ministerio de Asuntos Exteriores. 1993. 
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Publicación: Matilla Tascón, A. y Martínez Aparicio, M*.: Guía de los 
fondos históricos del Archivo Central del Ministerio de Hacienda. Madrid. 
1962. 

5.3.4. Archivo del Ministerio del Interior 

1681-1993. 
1.557 m i 

Destaca la documentación contable, nominas, documentación de la Üi- 
rección General de Administración Local, documentación de la Comisaría 
General de Policía, Judicial, etc. 

Publicación: Serra Na\arro, Pilar: Guia del Archivo Central del Minis- 
terio del Interior. Madrid. 1981. 

5.3.5. Ministerio de Fomento 

Conserva 4.737 m/1 de documentación y 3. 1 13 documentos cartográficos. 

Entre los documentos destacan los proyectos de carreteras, obras hi- 
dráulicas, feirocarríles, canales, puertos, portazgos, construcciones civiles... 

Publicación: Fuente Cobos, Concepción de La: Qtda delAtdUvo Gene- 
ral del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo. Madrid. Ministerio de Cul- 
tura. 1983. 

5.3.6. Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación 

Conserva documentación de gran ínteres para la historia agraria de nues- 
tro país: estadísticas, censos de maquinaria, documentación de granjas, mata- 
deros, industrias, sanidad vegetal y animal... 

5.3.7. Ministerio de Industria y Energía 

Es importante la documentación de planes de nsodemización de la Ad- 
ministración, plan energético, reconversión industrial, desarrollo tecnológico, 
recursos, homologaciones, minas... 

5.3.8. Ministerio de Defensa. Archivos militares^' 

Dentro del sistema archÍMstico de la Administración del Estado hay que 
destacar el subsistema de los Archivos Militares. Las instituciones castrenses 
tienen sus propios archivos, su propia organización archivistica (ahora en fiise 
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de normalización y descripción a través de la Unidad de Coordinación creada 
en el seno del Ministerio de Defensa) y casi nunca han transferido documenta- 
ción a los archivos del sistema, excepto en 1844 en que el Ministerio de la 
Guerra hizo su última transferencia a Simancas, correspondiente a documenta- 
ción de la Secretaría del Despacho Universal de Guerra, y parte de la docu- 
mentación del Ministerio de Marina, que fue transferida al AGA. 

Existe, por tanto, un sistema archivístico especial y propio de los archi- 
vos militares, que resumido es el siguiente: 

A.- ARCHIVOS HISTÓRICOS DEL EJÉRCITO DE TIERRA 

* Archivo Central del Servicio Histórico Militar , con gran cantidad de 
colecciones personales y temáticas y fondos relativos a Africa y Ultramar, 
Contiene también una importante cartoteca. 

* Archivo General Militar de Segovia : custodia fondos de la Secretaría 
del Despacho de Guerra y del Ministerio de Guerra, Capitanías Generales, 
Comandancias Militares... 

* Archivo General Militar de Guadalajara : conserva expedientes regla- 
mentarios de tropa, documentación sobre prisiones militares y campos de con- 
centración, expedientes de conmutación de penas de muerte... 

* Archivo General Militar de Avila . Dentro de él se custodian fondos 
documentales de Unidades Militares de la zona nacional y republicana durante 
la guerra civil, fondos del Ejército, Brigadas Internacionales, Milicias Nacio- 
nales, División Azul... 

* Servicio Geográfico del Eiército : conserva principalmente mapas, pla- 
nos, dibujos y grabados. 



B.- ARCHIVOS HISTÓRICOS DE LA ARMADA 

* Archivo del Musco Naval . Destaca su cartoteca y sus colecciones y 
donaciones. 

* Archivo General de Marina Don Alvaro de Bazán (en Viso del Mar- 
qués, Ciudad Real). Contiene fondos de la Secretaría del Despacho de Marina 

32 Fuente: Guia de los Archivos Militares Españoles. Ministerio de Defensa. 1995. 
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y del Ministerio de Marina, así como de los Departamentos Marítimos de Cádiz, 
El Ferrol y Cartagena. 

* Archivo del Real InsUiuio \ Ubscrvalorio de la Armada (en San Fer- 
nando, Cádiz). 

* Archivo Histórico del Instituto Hidrográfico de la Marina (en Cádiz). 



C- ARCHIVOS HISTÓRICOS DEL EJÉRCITO DEL AIRE 

(en Villaviciosa de Odón, Madrid). 
Conserva la documentación del Ministerio del Aire y de Regiones y 
ZonasAéreas. 

5.3.9. Archivos de otros Ministerios 

Ministerio de Educación y Ciencia, Ministerio de Cultura. Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. Ministerio de Sanidad y Consumo, Ministerio 
de Transportes, Turismo y Comunicaciones, Ministerio de Administraciones 
Públicas... 

5.4. Otros fondos para el estudio de la Administración Central Con- 
temporánea 

5.4.1. Archivo del Palacio Real 

Dependiente de Patrimonio Nacional, conserva interesantes fondos docu- 
mentales de diversos tipos: aduanas y consumos, inventarios de obras de arte, 
limosnas, beneficencia, bulas y breves» ceremoniales, documentación de reliquias 

de santos, Armería Real, donativos y premios, inmuebles, jomadas y viajes, mer- 
cedes, títulos de propiedad, caza, bodas reales y contratos matrimoniales. 

Publicación: Morterero y Simón, Conrado: Guía del Archivo del Pala- 
cio Real. 1967. 

5.4.2. Archivo General de indias 

Conserva documentación de las Secretarías de Despacho de Estado, 
Gracia y Justicia, Hacienda, Guerra, Marina y Ultramar, asi como documenta- 
ción de la Capitanía General de la Isla de Cuba y del Tribunal de Cuentas 
(1851-1887). 
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6. EL CONSEJO DE MINISTROS 

Durante el Antiguo Régimen, los Secretarios de Estado y del Despacho 
despachan individualmente los asuntos con el rey. Un primer intento de llevar 
a cabo un despacho colectivo fue la creación en 1787 de la Junta Suprema de 
Estado, que constituyó en la práctica el primer Consejo de Ministros, aunque 
desapareció en 1792 al salir del gobierno su principal artífice: el conde de 
Floridablanca. 

El Consejo de Ministros fue creado por Real Decreto de 19 de noviem- 
bre de 1 823 e integrado por los cinco Secretarios del Despacho, aunque primi- 
tivamente era más un órgano consultivo que ejecutivo y resolutorio. 

Las competencias del Consejo se perfilan más por la práctica adminis- 
trativa y de gobierno que por su configuración en un texto constitucional: de 
hecho, hasta la Constitución de 1931 no se formula su misión, consistente en 
«elaborar los proyectos de ley que haya de someter al Parlamento, dictar de- 
cretos, ejercer la potestad reglamentaria y deliberar sobre los asuntos de inte- 
rés público»". 

Al principio, el Consejo de Ministros era presidido por el rey. pero pronto 
se crea el cargo de Presidente, al que corresponde la dirección y representa- 
ción de la política general del gobierno. 

Los fondos documentales del Consejo de Ministros y de su Presidencia 
se conservan principalmente en tres archivos: 

6.1. Archivo Histórico Nacional. Fondos Contemporáneos 

Conserva documentación del período de la dictadura de Primo de Rive- 
ra (793 legajos). 



6.2. Archivo General de la Administración. Fondo del Misnisterio 
de la Presidencia del Gobierno 

1779-1983. 
1882.51 m/1. 

Contiene acuerdos del Consejo de Ministros, leyes y decretos origina- 
les, condecoraciones, y documentación de algunas Comisiones dependientes 
de este Ministerio, como la de Estudio de la crisis agrícola y pecuaria de fina- 
les del siglo XIX, el Comité Sindical del Cacao, MUFACE, Cancillería de la 
Orden Imperial del Yugo y las Flechas... 

33 Constitución de la República Española de 1 93 1 . Articulo 90. 
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6.3. Archivo Central del Ministerio de la Presidencia del Gobierno 
2798 m/1. 

84 documentos cartográficos. 

Aunque este archivo debería conservar, por sus características de archi- 
vo central, sólo documentación reciente de menos de 15 años de antigüedad, 
en la práctica contiene importantes seríes documentales de indudable valor 
históríco, que lo convierten en uno de los archivos de más atractivo para los 
investigadores y estudiosos. Entre sus fondos se encuentran: 

- Documentación de la Jefatura del Estado (general Franco). 1 936- 1 957. 
En este momento se ha comenzado un proyecto de descrípción y 

digitalización de esta documentación. 

- Junta Técnica de Estado. 1936-1947. 

- Presidente del Gobierno. 1 977- 1 993. 

- Consejo de Ministros. 1823-1982. 

- Ministro de la Presidencia. 1982-1984. 

- Secretaria del ministro Carrero Blanco. 1941-1973. 

- Leyes y Decretos. 1 962- 1 989. 

- Comisión General de Subsecretarios.1978-1982. 

- Documentación sobre la autonomía y Mancomunidad catalana. 1 906- 

1936. 

- Tribunal de Garantías Constitucionales. 1933-1936. 
-Portavoz del Gobierno. 1968-1985. 

- Directorio Militar. 

- Guerra civil. Ejercito Popular. 

- Series E ( 1 5 legajos): relaciones Iglesia- Estado, caso Matesa, proceso 
de Burgos, estudios sobre terrorismo... 

- Libros registro de armas y explosivos. 

- Libros registro del Consejo de Ministros. 1894-1963. 



7. LA ADMINISTRACIÓN CONSULTIVA. SU DOCUMENTA- 
CIÓN 

Con esta denominación se recogen los órganos de la Administración 
cuya misión es la de asesorar a los órganos puramente ejecutivos en la toma de 
decisiones. 

En las primeras décadas del siglo XIX se suprime en España el régimen 
polisinodial característico del Antiguo Régimen. Sólo permanece el Consejo 
de Estado, que será, sin embargo, ampliamente reformado, convirtiéndose al 



170 



Copyrighied material 



La Doauncttiadón thlstAdminiattadón Central Contemporánea 

final, tras la Revolución de 1 868, en «un cuerpo consultivo supremo de gobier- 
no en los asuntos de gobernación y administración». 

Durante la dictadura franquista el Consejo pasó a estar totalmente con- 
trolado por el Jefe del Estado y junto a él se crea otro órgano con funciones 
asesoras: el Consejo del Reino. 

En la Constitución de 1978 se regula el Consejo de Estado en el artículo 
107 como supremo órgano consultivo del gobierno. 

Los fondos documentales del Consejo de Estado los encontramos en el 
AHN y en el Archivo del Consejo de Estado. 

Además de este supremo órgano consultivo de la administración del 
Estado, existen otros órganos consultivos de carácter preceptivo, cuya actua- 
ción está calificada por alguna norma administrativa. Una gran parte de ellos 
se custodian en el AGA: Consejo Central de Archivos, Consejo Nacional de 
Especialidades Médicas, Consejo Nacional de Prensa, Consejo Superior de 
Montes, Junta Nacional contra el Analfabetismo... 

8. LA ADMINISTRACIÓN INSTITUCIONAL. SU DOCUMEN- 
TAaÓN 

Según Ramón Parada^, la Administración Institucional comprende las 
organizaciones de las que se sirven las Administraciones Públicas para cum- 
plir funciones concretas de servicio público o de intervención administrativa. 
Surgen por la necesidad de la Administración de crear instituciones no sujetas 
a la rigidez legal del Estado en materia presupuestaria, al cumplimiento de 
objetivos coyunturales muy específicos y cualificados y a la obtención de re- 
cursos en actividades económicas singulares. Deben poseer dos condiciones 
expresas: estar especializadas en el cumplimiento de sus fines y depender 
jurídicamente de un ente territorial. 

Dentro de esta categoría de Administración Institucional se recogen va- 
rios tipos de organismos, cuyos fondos documentales se conservan en buena 
parte en el AGA: 

8.1. Organismos Autónomos 

Comisaría General de Abastecimientos y Transportes, Consejo de Ad- 
ministración de las Minas de Almadén y Arrayanes, Consejo Superíor de In- 
vestigaciones Científicas, Consorcio de Compensación de Seguros, Editora 
Nacional, Fondo de Garantía Salaríal, Instituto Español de Moneda Extranje- 

34 PARADA, Ramón. Derecho Administrativo. Tomo II. Marcial Pons. Madrid. 1997. Pp. 234. 
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ra. Instituto de la Juventud, Instituto Nacional de la Vivienda, Medios de Co- 
municación Social del Estado (Diario Pueblo y Diario Arriba), Patronato Na- 
cional de Turismo, Servicio Nacional de Productos Agrarios ... 

8.2. Sociedades esUUalesy empresas mixtas 

Auxiesa. Banco de Crédito Local de España, Empresa Nacional de Pe- 
tróleos, Mercasa ... 

8.3. Entes especializados con Autonomía Real 

(Denominadas «Administraciones Independientes» por Ramón Parada) 

Consejo de Seguridad Nuclear. 

9. LA ADMINISTRACIÓN CORPORATIVA. SU DOCUMEN- 
TACIÓN 

La Administración Corporativa está constituida, según Ramón Parada^^ 
por asociaciones o entidades de Derecho Público, creadas por el Estado para 
llevar a cabo la gestión de actividades de interés general, así como para defisn- 
der los intereses privativos de sus miembros. 

Dentro de esta categoría de Administración Corporativa se incluyen los 
Colegios Profesionales, las Cámaras Oficiales y las Federaciones Deportivas. 

9.1. Colegios Profesionales 

En elAGAseconserx ael fondo documenta! del Colegio de Arquitectos 
de Madrid, lin algunos Archivos Históricos Provinciales también se conservan 
algunos fondos documentales de colegios profesionales a escala territorial y 
provincial: Colegio de Piocuiadores (en el AHPde Burgos), Colegio de Arqui- 
tectos (en losAHPde Soria, Granada, Jaén...J, Colegio de Ingenieros Técnicos 
(en el AHP de Las Palmas ...). 

9.2. Cámaras Oficiales 

En el Archivo Histórico Provincial de Guadalajara se conserva el fondo 
de la Cámara Provincial Agraria de esta provincia. 



35 PARADA, Ramón. Op. Cu (Tomo 11). Pp. 314. 
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Como híbrido político, aunque lo podemos incluir en la categoría de 
Administración Corporativa, se conservan los fondos de la ORGANIZACIÓN 
SINDICAL, creada y desarrollada durante la dictadura franquista, en el AGA 
(servicios centrales) y en los distintos AHP (servicios provinciales). 

Desde 1 940 hasta 1 969, tras un breve período dependiente de un efíme- 
ro Ministerio de Trabajo y Acción Sindical, estuvo adscrita al Movimiento 
Nacional como una organización que representa los intereses económicos y 
sociales del Estado y de los productores, aunque siempre mantuvo una identi- 
dad diferente con su propia legislación, presupuesto y jurisdicción. Desde 1 969 
hasta 1976, fecha de su desaparición y liquidación por un organismo autóno- 
mo denominado Adminitración Institucional de Servicios Socioprofesionales 
(AISS), se intenta dar cohesión jurídica a su estructura. Ésta girará en tomo a 
los Sindicatos, a los cuales se les otorga el estatuto de corporaciones públicas, 
unos servicios centrales que los administran, y un ministro de Relaciones Sin- 
dicales, que es el órgano de comunicación entre el gobierno y la Organización 
Sindical'^ 

10. LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL PERIFÉRICA. SU DO- 
CUMENTACIÓN 

Para que la acción política y administrativa llegue a todo el territorio 
nacional, el Estado necesita de otros órganos de competencia limitada a una 
parte de aquél y jerárquicamente subordinados a los órganos centrales. A este 
efecto, el territorio nacional se divide en circunscripciones de extensión varia- 
ble, con capitalidades diversas, en donde los órganos periféricos estatales esta- 
blecen su sede. 

La más importante división territorial ha sido, sin duda, la provincial. 
Sus orígenes se remontan a la Constitución de Cádiz, cuyo artículo 1 1 obligaba 
a efectuar «una división más conveniente del territorio». Pero la división no se 
dará efectivamente hasta el Real Decreto de 30 de noviembre de 1 833, obra de 
Javier de Burgos, que dividió España en 49 provincias. 

Sobre las provincias, y con ese ámbito competencial, se establecieron 
los más importantes órganos estatales periféricos: el Gobernador Civil y las 
Delegaciones de los Ministerios. 

La Constitución de 1978, con la creación de las Comunidades Autóno- 
mas y la proclamación de la autonomía municipal, ha supuesto la introducción 
de importantes cambios en la Administración Periférica del Estado: así, por 
una parte, el nivel regional se ha visto potenciado con la figura del Delegado 

36 ARCHIVO GENERAL DE LA ADMINISTRACIÓN. ( 1969-1994). Madrid. Subdirección Gene- 
ral de los Archivos Estatales. 1995. Pp. 52. 
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del Gobierno en las Comunidades Autónomas y, de olro lado, gran parte de las 
competencias de algunas delegaciones ministeriales y de otros organismos es- 
tatales han sido transferidas a las Comunidades Autónomas, creándose así, en 
las provincias, una Administración periférica autonómica en paralelo con la 
estatal, integrada ahora por el Subdelegado del Gobierno y lo que queda de las 
Delegaciones Provinciales después de los traspasos^^. 

El Decreto 914/1969, de 8 de mayo, que crea el Archivo General de la 
Administración como archivo intermedio de la documentación estatal, tam- 
bién determina, en su artículo 5. que los Archivos Históricos Provinciales reci- 
birán todos los fondos documenlalcs que carezcan de vigencia administrativa, 
con más de quince años de antigüedad, producidos por los servicios provincia- 
les de la administración central. 

Los AHP se crean en virtud del Decreto de 12 de noviembre de 1931 de 
los Ministerios de Justicia y de Instrucción Pública y Bellas Artes para recoger 
los protocolos notariales de más de cien años de antigüedad de los distritos 
notariales de cada provincia. Actualmente, existe un AHP en cada una de las 
provincias del territorio español, excepto en las provincias donde se ubica un 
archivo nacional o regional, que cumplen sus funciones. 

Una vez creados los AHP, poco a poco van adquiriendo contenido en 
virtud de disposiciones legislativas que determinan la entrada en los mismos de 
diferentes tipos de fondos documentales. Así, llegamos al Decreto de 1 969, muy 
importante para los AHP, pues al carácter histórico que poseían, se añade ahora 
una nueva ámción: cuando la documentación producida en las diferentes ofici- 
nas de los organismos administrativos provinciales esté ya tramitada, pasará a 
los archivos centrales de estas instituciones y de aquí a los AHP cuando las 
necesidades de consulta por parte de la administración productora sean escasas 
y la vigencia administrativa de los documentos y expedientes haya concluido. 

En virtud de esta nueva función, los AHP, además de históricos, se consi- 
deran archivos intermedios, que conservan documentos de la administración 
periférica del Estado. 

Para el estudio de diferentes aspectos económicos, sociales, políticos, 
demográficos, culturales... de nuestros siglos XIX y XX y desde el punto de 
vista de las instituciones provinciales, es necesario acudir, al igual que es obli- 
gada la consulta delAGAen el ámbito de la administración central, a los AHP. 
Estos conservan importantes fondos documentales de las Delegaciones Pro- 
vinciales de los Ministerios, que sin ánimo de ser exhaustivo y oñeciendo sólo 
un pequeño esbozo, podemos resumir en los siguientes^': 

37 PARADA, Ramón. Op. CU (Tomo II). Pp. 104. 

38 Ver: - GENERELO LANASPA, Juan José: "Fuentes para la ¡n\esiigación en los AHP". en La 
Investigación y las Fuentes Documentales de los Archivos. Cuadernos de Archivos y Bibliotecas de 
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- Direcciones Provinciales de Agricultura y Medio Ambiente y sus Or- 
ganismos Autónomos (ICON A. SENPA, IRYDA). Delegaciones Provinciales 
de Abastecimientos y Transportes (CAT). Fiscalías de Tasas. Todas estas insti- 
tuciones proporcionan importante información para reconstruir la historia agra- 
ria de nuestro país. 

- Instítuciones asistenciales: Juntas Provinciales de Beneficencia. 

. Dilecciones Provinciales de Cultura. Comisiones Provinciales de Mo- 
numentos y de Patrimonio. Fondos documentales de los Archivos, Bibliotecas 
y Museos. Estos organismos ofrecen gran interés como fuentes para el estudio 
de la evolución cultural, infraestructuras y actividades desarrolladas en nues- 
tros pueblos y ciudades. 

- Documentación de la Administración Educativa: Direcciones Provin- 
ciales de Educación y Centros Docentes de Ensdianza Primaria y Secundaria. 
Por su valor como fuente documental e interés para la investigación, destaca el 
fondo de la desaparecida Universidad de Toledo (1563-1847), conservada en 
el AHP de esta ciudad. 

- Documentación de Estadística: Censos de Población del Instituto Na- 
cional de Estadística. 

- Documentación de la Administración Hacendística: Delegaciones de 
Hacienda, Catastros de Rústica y de Urbana, documentación de la Dirección 
General de Ventas de Bienes Nacionales (indispensable para el estudio de los 
procesos desamortizadores). En relación con estos fondos, el Grupo de Traba- 
jo de Hacienda, constituido en el Ministerio de Cultura para tratar 
archivísticamente esta documentación, considera que «la documentación de 
Hacienda es una fuente histórica de primer orden para nuestra historia finan- 
ciera, económica, social y política, al poder analizar por esta documentación 
las repercusiones de la actividad hacendística en el cuerpo social»^'. 

- Fondos documentales de los Gobiernos Civiles: se trata de una docu- 
mentación de gran interés para estudiar diferentes aspectos de la historia más 
reciente de las provincias: orden público, huelgas, manifestaciones, desarrollo 
local, beneficencia, elecciones, espectáculos, fiesta de los toros (existe un gran 
número de carteles de toros en este fondo). 



CaitUbi^La Mancha. N" 3. Actas de las I y II Jomadas sotare Investígacíón en Archivos. Anabad Castilla- 
La Mancha y Asociación dcAmigos del Archivo Histórico Provincia de Guadalajara. Guadakjaia. 1996. 

Pp. 211-325. 

- MADSEN VISIEDO, Oiristian: "Los AHP de Castilla-La Mancha", en La investigación y las 
fuentes documentales de los archivos. Op. Cit. Pp. 325-377. 

- GÓMEZ-LLERA garcía-nava, Eduardo: "Los Archivos Históricos Provinciales". EaiCuademos 
de Historia Moderna. N" 15. 1994. Pp.251-279. 

39 Citado por MADSEN VISIEDO, Oirístian: "Los Archivos Históricos Provinciales de Castilla-La 
Mancha", en La Investigad^ y ¡as fuentes documentales de los archivos. Ob. Cit. Pp.3S9. 
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- Delegaciones Provinciales de Obras Públicas y Urbanismo. Se conser- 
va en este fondo un gran número de material gráfico. 

- Documentación de instituciones sanitarias: Direcciones Provinciales 
de Sanidad y fondos de Hospitales. 

- Fondos documentales de la Administración Laboral: Direcciones Pro- 
vinciales de Trabajo e Instituto Nacional de Empleo. 

- Instituciones propias del régimen de Franco: Jefaturas Provinciales del 
Movimiento, Delegaciones Provinciales de Sección Femenina, de la Juventud, 
de Auxilio Social, Organización Sindical y Prensa del Movimiento (por ejem- 
plo, el fondo del Día de Cuenca, conservado en el AHP de esta ciudad). 

Hay que apuntar también que, en este momento y de modo casi general, 
en aplicación de las distintas legislaciones autonómicas, los AHP son archivos 
generales de la documentación producida por las Comunidades Autónomas en 
cada provincia. En la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, el Decreto 
214/1991, de 26 de noviembre, por el que se organiza el Archivo Regional de 
Castilla-La Mancha, los incluye como parte del sistema archivístico de esta 
Comunidad, al determinar que recibirán documentación de más de 10 años de 
antigüedad generada por los órganos periféricos de la administración autonómi- 
ca en cada provincia. 

En las provincias donde no existe AHP, la documentación de la Adminis- 
tración central periférica se conserva en los Archivos Nacionales o Regionales. 
Así, también podemos encontrar documentación de las delegaciones provincia- 
les de los ministerios en el AHN, en el AGA, en el Archivo de la Corona de 
Aragón, y en los archivos de los Reinos de Galicia, Mallorca y Valencia. 

11. EL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO 

El estudio de la documentación generada por esta compleja «Adminis- 
tración Contemporánea», de la que hemos analizado brevemente su evolución 
y los principales archivos en los que se custodia, presenta en líneas generales 
una importante dificultad. A la característica complejidad de las propias insti- 
tuciones y órganos administrativos en esta época, se suma la dispersión de la 
documentación entre diferentes archivos, como ya hemos apuntado, y, sobre 
todo, la escasez de estudios adecuados sobre la principal derivación de la acti- 
vidad administrativa: el expediente administrativo. 

Como ya señaló en 1 972 Francisco González Navarro^", y también apun- 
tan Agustín Torreblanca y Concepción Mendo en su artículo «Estructura del 
expediente administrativo según las fuentes legales», publicado en 1994 por la 

40 GONZÁLEZ NAVARRO, Francisco. "Introducción al estudio de los documentos administrativos", 
en: Estudios en homenaje al profesor López Rodó. Vol.I. Madrid. 1972. Pp. 523. 
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Universidad Internacional Menéndez y Pelayo *\ son muy pocos los estudios 
sobre la estructura del expediente, tanto desde el punto de vista diplomático- 
archivistico como administrativista''-. 

En este trabajo sólo vamos a presentar algunos apuntes acerca de la 
estructura de este expediente administrativo, que como documento complejo, 
es la principal manifestación de la producción documental de las Administra- 
ciones Públicas en la época contemporánea. 

Hay que tener en cuenta, en primer lugar, que el expediente administra- 
tivo es la expresión documental del procedimiento administrativo"'^ conside- 
rado éste como el cauce formal de la serie de actos en que se concreta la 
actuación administrativa para la realización de un fm. El procedimiento admi- 
nistrativo supone la responsabilización por parte de la administración frente a 
sus administrados y se basa en los principios de eficacia administrativa y ga- 
rantía de los propios administrados. 

En las distintas leyes de procedimiento administrativo promulgadas a 
lo largo de los siglos XIX y XX^^, no encontramos una definición de expe- 
diente administrativo, por lo que nos puede servir la definición que del mismo 
hace el Reglamento de Organización y Funcionamiento y Régimen Jurídico 
de las Corporaciones Locales: "el expediente es el conjunto ordenado de do- 
cumentos y actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la resolu- 
ción administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarlo. Se 
forma mediante la agregación sucesiva de cuantos documentos, pruebas, dic- 
támenes, decretos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos"■*^ 

41 Para el apartado de este trabajo que hace referencia al expediente administrativo, hemos seguido 
en todo momento el articulo deTORREBLANCA LÓPEZ. Agustín y MENDO CARMONA. Concepción: 
"Estructura del expediente administrativo según las fuentes legales", en : Documento}' archivo de gestión. 
Diplomálicii Je ahora mismo. UIMP. Carmona. 1994. Pp. 107-171. 

42 Durante muchos años, el artículo de SIERRA VALENTI. E. "El expediente administrativo: Esbozo 
de tipología documental", publicado en el Boletín deANABAD. Madrid. XXIX, 2 (1979). Pp 61-74, fue 
casi la única bibliografía utilizada por los opositores a las distintas plazas de archivero de las 
Administraciones Públicas. 

43 Según ENTRENA CUESTA. R. en su obra: Curso de Derecho Administrativo. 3* Ed. Vol. I. Madrid. 
1968. Pp. 524-525. "el procedimiento administrativo no debe confundirse con el expediente administrativo, 
que representa su materialización". 

44 Real Decreto de 14 de septiembre de 1872. por el que se dispone la elaboración e impresión de 
reglamentos internos para el despacho do los negocios encomendados a la Administración. 

- Ley de Bases de 19 de octubre de 1889. de Procedimiento Administrativo, que regula la redacción por 
cada Ministerio de reglamentos de procedimiento para todas sus dependencias centrales, provinciales y 
locales. En aplicación de esta ley de bases se redactaron al menos 22 reglamentos. 

- Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958. 

- Ley 30/1992. de 26 de noviembre de Régimen Jurídico para las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 14 de enero. 

45 Reglamento de Organización. Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado 
por Real Decreto N° 2568/1986, de 28 de noviembre (Ministerio de Administraciones Públicas). Artículo 
164. 
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11.1. Clases de expedientes 

Alberto Rovira Mola, en su artículo «Expediente», publicado en la Nue- 
va Enciclopedia Jurídica Española en 1982■'^ clasifica los expedientes desde 
tres puntos de vista: 

1 .-Atendiendo a la diversidad de organismos encargados de su tramita- 
ción, que se corresponden con la identificación de las series que genera cada 
institución a través del tiempo y que se establece a partir de los cuadros de 
clasificación de fondos. 

2. - Teniendo en cuenta los procedimientos administrativos que están 
reglados por leyes o reglamentos especiales. Así, podemos hablar de expedien- 
tes de expropiación forzosa^\ de expedientes generados por el procedimiento 
económico-administrativo o de los propios de la administración financiera^". 

3. - El grupo más importante de expedientes está constituido por los ori- 
ginados como consecuencia de un trámite determinado, no sujeto a un proce- 
dimiento especial. Desde este punto de vista podemos diferenciar los expe- 
dientes producto de una tramitación reglada de los no sujetos a ella. 

El reglamento de procedimiento administrativo del Ministerio de Tra- 
bajo de 1954 clasifica en tres los tipos de expedientes según sea el trámite 
seguido: 

- Expedientes de conocimiento: son aquellos que no tienen un trámite 
especial y han se surtir efecto en las respectivas dependencias a fines de esta- 
dística, de constancia o de archivo. 

- Expedientes de información: son aquellos que tienen por objeto sumi- 
nistrar o solicitar estudios y propuestas referentes a la materia de que se trate. 

- Expedientes de resolución: son aquellos que, en virtud de disposicio- 
nes legales que regulan el procedimiento, dan lugar a la adopción de un acuer- 
do o decisión fundamentada. 

Los expedientes de conocimiento e información responden a una trami- 
tación no reglada y son desarrollados por la inspiración o necesidades de los 
funcionarios que los han hecho^**. Estos expedientes corresponden al ejercicio 
de la potestad discrecional de la administración. 



46 ROVIRA MOLA, Alberto. "Expediente", en: Nueva Enciclopedia Jurídica Española. Vol. IX. 
Barcelona, 1982. Pp 250-253. 

47 Ver en relación con este tema la obra: Manual Je procedimiento de expropiación forzosa, publicado 
en Madrid, en 1990, por el Ministerio para las Administraciones Públicas. 

48 En este sentido es de destacar la obra de PASCUAL GARCIA, José: Procedimientos de la 
Administración Financiera. Madrid. Ministerio de Economía y Hacienda. Instituto de Estudios Fiscales. 
1988. 

49 TORREBLANCA LÓPEZ Y M EN DO C ARMON A. Op. Cit. PP. 112. 
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Los expedientes de resolución sí se corresponden con tramitación regla- 
mentada por el procedimiento administrativo, y se estructuran en una serie de 
actos delinidos y establecidos. 

11.2. Estructura del Expediente 

La estructura del expediente viene dada por el conjunto de trámites que 
se instruyen por escrito y se desenvuelven en diferentes momentos espacio- 
temporales. 

Para analizar la estructura del expediente administrativo, centro vital de 
la actividad de la Administración en el época contemporánea, seguiremos en 
todo momento el interesante y útilísimo artículo deAgustínTorreblanca y Con- 
cepción Mendo ya citado^. 

Como documento complejo, el expediente administrativo presenta una 
doble vertiente: el formato o apariencia material y la arquitectura interna. 

II. 2A. Características materiales 

El Decreto de 14 de septiembre de 1872, para la elaboración de regla- 
mentos de régimen interior, dispone en su artículo 1 5 que «todos los expedien- 
tes que se instruyan en los centros y dependencias de la administración civil 
deben contar con dos partes principales»: 

a) El expediente propiamente dicho, que contiene todos los documentos 
originales, considerando como tales las minutas de las providencias, incorpo- 
radas a él por orden cronológico^'. 

Todos los oficios que se enviaban a los funcionarios interesados en la 
tramitación del expediente se redactaban conforme a minuta, que se presenta- 
ba para su aprobación al funcionario superior responsable de la tramitación, 
generalmente el Subsecretario. Este mostraba su conformidad rubricándola y 
consignando a continuación la palabra «acuerdo». 

Con la incorporación de la máquina de escribir a la redacción de los 
documentos administrativos y actualmente con la utilización de medios 
informáticos, por minuta se entiende la copia obtenida simultáneamente de las 
resoluciones^ oficios y cualesquier otras comunicaciones dirigidas a particula- 
res, corporaciones o autoridades durante la tramitación del expediente. 

b) £1 cuaderno de extractos. En él se registraban todas las reclamacio- 
nes, trámites e informes que se producían, con la suficiente extensión para 
formar juicio de los mismos. 

so TORREBLANCA LÓPEZ Y MENDO CARMONA. Op. Cit. Pp. 113-119.51 Real. 
SI Real Decreto de 31 de diciembre de 1881. Artículo 14. 
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El extracto debía guardar el orden que cada documento ocupaba en el 
expediente. En el lugar correspondiente se anotaban los informes, mociones y 
propuestas de resolución, así como la conformidad o disconformidad del alto 
funcionario responsable de la resolución en cada uno de ellos. 

El expediente y el cuadernillo de extractos se cosían por separado debi- 
do al reconocimiento, a partir del Decreto de 1 872 y de la Ley de Bases de 
1 889, del trámite de audiencia al interesado y el derecho a que pudiera consul- 
tar el expediente (pero no asi el cuaderno de extractos, que era secreto). 

A pariir de la decada de los años cuarenta de este siglo, parece que deja 
de ser obl i gatorio el cuaderno de extractos para la tramitación de la mayoría de 
los expedientes. 

11.2.2. Estructura interna 

La estnictun interna del expediente viene determinada por el análisis 
de su tramitación, entendiendo por ésta las formas y las actuaciones concretas 
del procedimiento, que constituyen una garantía contra la arbitrariedad de la 
administración, de tal manera que la ausencia de trámite lleva inevitablemente 
a la nulidad del procedimiento administrativo. 

Los trámites que generan el expediente se agrupan en tres ftses sucesi- 
vas, coincidentes con las del procedimiento administrativo: 

A. INICIACIÓN 

Un expediente puede ser iniciado de oficio, cuando la decisión de in- 
coación la toma la misma administración o a instancia de parte (a solicitud de 
persona interesada, según la Ley 30/1992), cuando es solicitada por el intere- 
sado. 

Para ser incoado a instancia de parte, el particular debe formular su 
petición por escrito mediante un documento denominado INSTANCIA, que 
una vez registrada, es examinada por la unidad administrativa competente. La 
resolución del asunto puede ser muy sencilla cuando el objeto de la reclama- 
ción está claramente comprendido en la legislación vigente. En ese caso no da 
lugar a la formación de expediente^', pues la instancia se decreta maiginalmente 
y se resuelve por el Subsecretario o por los Directores Generales del Departa- 
mento, por el procedimiento de minuta rubricada. 

Cuando el asunto a resolver es más complicado o hay oposición de dere- 
chos o es necesario interpretar la ley, entonces la instancia da lugar a hi forma- 
ción de expedien te. Todos los trámites posteriores se impulsarán de oficio''. 

5: Rcginmcnto para la Presidencia del Contejo de Mínisiroi, qxobado por Red Decreto de 23 de 
abril de 1 890. Artículo 24. 

53 Ley de 17 de jidio de 1958. Artículo 74. 
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A partir de este momento se comienza a formar el expediente mediante 
la agregación de docum^tos. El expediente se encabeza con una carpeta o 
cubierta en la que deben consignarse una serie de datos fundamentales: mem- 
brete, dependencia o sección que lo tramita, fechas en las que se inicia y termi- 
na, breve extracto del asunto al que se refiere y los datos necesarios para su 
recuperación en el archivo. 

B.-TRAMITACIÓN 

Los trámites se realizan por medio de proveídos, que se emplean, según 
el artículo 1 74 del Reglamento de 1 9 1 7, para solicitar colaboración, informe o 
remisión de documentos y expedientes a otras oficinas del mismo departamen- 
to o a instituciones ajenas al Ministerio. En su artículo 226 la mencionada 
disposición clasifica los proveídos en tres tipos: 

- Decretos marginales. 

Son proveídos de mero trámite, ejecutiv os por sí mismos, que pueden 
dar lugar a otro documento (Real Orden o Real Orden Comunicada) cuando ha 
de comunicarse a alguna autoridad, corporación o funcionario^*. 

-Acuerdos. 

Son proveídos que regulan todo lo concerniente a la tramitación de los 
expedientes cuando no se trata de un mero trámite y aquellos que resuelven 
problemas del expediente, sin que signifique el fin de su tramitación. 

Los acuerdos se dictan previo informe o propuesta de la sección que 
gestiona el expediente y la audiencia del interesado cuando es necesario. Estos 
informes para la adopción de acuerdos son documentos fundamentados en el 
análisis de los hechos pero sin emplear formularios rígidos ni preestablecidos. 

- Resoluciones. 
C- RESOLUCIÓN 

Las resoluciones son aquellos proveídos, que «solucionando todas las 
cuestiones planteadas en el expediente, ponen término a la vía gubernativa, y 
los que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, poniendo térmi- 
no a la citada vía, o haciendo imposible su continuación 

También se adoptan previo informe o propuesta de la sección que trami- 
ta el expediente, aunque en este caso se redacta con un formulario complejo 
inspirado en las sentencias judiciales. 

54 Reglamento para la Subsecretaría del Ministerio de Gracia y Justicia. 1917. Artículo 24S 

55 Reglamento de 1917. Articulo 232. 
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Para la puesta en conocimiento de las resoluciones o de los acuerdos a 
los diferentes órganos administrativos se utilizan las Comunicaciones, que se 
denominan Notificaciones en el caso de que vayan dirigidas al administrado. 

D.- EJECUCIÓN 

Para la ejecución de la resolución se procedía a redactar diferentes tipos 
de documentos según fuera su importancia y rango: Proyectos de Ley, Reales 
Decretos, Reales Ordenes, Reales Ordenes Comunicadas y Ordenes de Sección. 
En la actualidad, dan lugar a la Orden Ministerial y a la Orden del Subsecretario. 

Cuando la naturaleza de un proveído exige que para su ejecución deba 
ser conocido por más de una autoridad de diferentes organismos, y no es nece- 
sario que se le de publicidad en los diarios oficiales, entonces se recurre al 
traslado. 

Para comunicar directamente la resolución al interesado se emplea una 
notificación. 

Si el interesado desea copia de los documentos puede solicitar una cer- 
tificación, que es un documento de constancia que da fe del contenido del 
documento. 

Con la promulgación de la ley de procedimiento administrativo de 1 992 
la tramitación de los expedientes no cambia sustancialmente, aunque se intro- 
ducen algunas modificaciones: la normalización de los formatos para cada tipo 
de expedientes, el empleo de formularios o impresos con el fin de agilizar la 
gestión administrativa, la racionalización de los trabajos burocráticos y la uti- 
lización de medios informáticos como instrumentos adecuados en la tramita- 
ción administrativa. 

12. ELTRATAMIENTOARCHIVÍSTICO DE LA DOCUMENTACIÓN 

Las distintas instituciones de la Administración central y periférica del 
Estado que hemos analizado han producido y siguen generando un importante 
volumen de documentación. Esta circunstancia presenta un aspecto positivo: 
permite ai investigador disponer de considerables fuentes documentales de 
primera mano para el conocimiento de nuestra historia contemporánea (hay 
que apuntar, en este sentido, que muchos de estos fondos permanecen aún 
inéditos, especialmente en los AHP, por lo que desde aquí animamos a los 
investigadores a consultarlos), pero también plantea importantes problemas de 
tratamiento archivístico, de manera que muchas administraciones están consi- 
derando la posibilidad de sustituir el documento original, en papel, por la 
digitalización de estos documentos y su almacenamiento en soportes magnéti- 
cos u ópticos. 
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Desde el punto de vista archivístico, las nuevas tecnologías son un 
instrumento de gran utilidad y ayuda en nuestro trabajo (además, el archi- 
vero debe enfrentarse ahora al gran reto de la producción y tratamiento de 
la documentación en nuevos soportes), pero podemos afirmar que hasta 
que no estén totalmente definidos y solucionados los problemas de conser- 
vación, durabilidad y aspectos legales de estos soportes, la llamada «ofici- 
na sin papel» será aún una utopía. 

Todo este gran volumen documental producido por las instituciones 
administrativas está siendo en los últimos años objeto de preocupación, 
dedicación y tratamiento por parte de los profesionales de los archivos. En 
nuestros días, se está pasando del «archivero medievalista», que sólo se 
ocupaba de la documentación histórica, al gestor documental, que debe 
tratar y poner a disposición del usuario grandes masas documentales. 

En este sentido, en la mayoría del los archivos del Estado y de las 
Comunidades Autónomas, se están desarrollando proyectos serios de tra- 
tamiento de la documentación contemporánea basados en el seguimiento 
de esta documentación desde que se produce en las oficinas hasta que se 
transfiere a los archivos intermedios e históricos y se decide su elimina- 
ción o su conservación permanente. 

En este proyecto global de tratamiento de la documentación tiene 
una gran importancia la normalización archivística. Desde el punto de 
vista descriptivo, ya contamos con una Norma Internacional de Descrip- 
ción (ISAD-G), que supone un gran avance en este campo. Es de desear 
también que los instrumentos de descripción resultantes de este proceso 
descriptivo sean prontamente publicados para así poner a disposición de 
los usuarios la documentación de nuestros archivos de una manera más 
eficaz. Es necesario romper las reticencias de los profesionales de los 
archivos a la publicación de los instrumentos de descripción elaborados, 
e instar a las administraciones y órganos competentes a que emprendan 
una política firme y continuada de publicación de instrumentos de traba- 
jo y consulta. 

Una vez recibidos, organizados y descritos, los fondos documenta- 
les de los archivos pueden cumplir su finalidad primordial: servir como 
fuentes primarias de investigación a historiadores y estudiosos del pasa- 
do. En este sentido, nuestro pasado más reciente, la centuria en que vivi- 
mos, todavía es un campo casi sin descubrir por los historiadores contem- 
poráneos, especialmente los fondos conservados en los AHP. La documen- 
tación contemporánea de nuestros archivos ofrece muchas posibilidades 
de estudio, casi infinitas, que esperan aún ser abordadas. 
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Sólo unas palabras para apuntar algunos aspectos relacionados con el 
acceso a estos fondos, pues al tratarse de documentación reciente, puede estar 
más afectada por las restricciones que impone la legislación vigente. 

La ley 16/1985, de 25 de junio de Patrimonio Histórico Español, esta- 
blece que la documentación constitutiva del Patrimonio Documental Español, 
una vez que ha concluido su tramitación y ha sido depositada en los archivos 
correspondientes es, de manera general, de libre consulta. Sin embargo, la mis- 
ma ley establece una serie de limitaciones de consulta para determinados do- 
cumentos en función de la información que contengan. De esta manera, los 
que afecten a materias clasificadas de acuerdo con la Ley de Secretos Oficia- 
les, los que no puedan ser conocidos por disposición expresa de la ley o los que 
afecten a la seguridad y defensa del Estado y a la averiguación de los delitos no 
podrán ser consultados, aunque es posible solicitar autorización administrati- 
va para su consulta. 

Pero además, el articulo 57.1c de la ley establece otro tipo de reserva: 
los documentos que contengan datos personales de carácter policial, procesal, 
clínico o de cualquier otra índole que puedan afectar a la seguridad de las 
personas, a su honor, a la intimidad de su vida privada y familiar y a su propia 
imagen, no podrán ser públicamente consultados sin que medie consentimien- 
to expreso de los afectados o hasta que haya transcurrido un plazo de veinticin- 
co años desde su muerte, si su fecha es conocida, o, en otro caso, de cincuenta 
años a partir de la fecha de los documentos. 

Por último, y antes de finalizar esta exposición, quisiera apuntar algu- 
nos problemas que permanecen hoy en los archivos y en nuestra profesión, y 
que pueden ser objeto de debate en el coloquio con el que finalizará este curso 
de verano: 

1 . - Acumulación de documentación en las distintas dependencias de la 
administración provincial (tanto estatal como autonómica), sin recibir ningún 
tratamiento archivístico al carecer de personal en sus archivos. Existe una gran 
despreocupación de estas instituciones por esta documentación y un mal fun- 
cionamiento de las transferencias. 

2. - Falta de personal especializado en los archivos centrales de los mi- 
nisterios (desde la Ley 30/1984, de 20 de agosto de Medidas para la Reforma 
de la Función Pública los archiveros del Cuerpo Facultativo no ocupan las 
plazas de los archivos centrales, aunque algunos sí están en ellas), y, sobre 
todo, en los archivos centrales de las Delegaciones Provinciales de los Minis- 
terios. El mismo esquema se reproduce en la Administración Autonómica. 

3. - Carencia de un Reglamento de Archivos a nivel estatal que sustituya 
al ya obsoleto de 1901, que desarrolle las disposiciones contenidas en la Ley 
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de Patrimonio Histórico. El mismo problema y la misma necesidad se plan- 
tean, a nivel autonómico, en la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. 

4.- Necesidad de nonnalízar los procedimientos de selección, elimina- 
ción y expurgo de la documentación, creando por fin la Comisión Calificadora 
de Documentos Administrativos del Estado y estableciendo un cauce legal para 
su realización. Así se evitarán destrucciones incontroladas de documentación, 
motivadas por razones políticas o simplemente por la falta de espacio, instala- 
ciones e infíaestructuras. 

En este sentido, la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha es una 
de las primeras que ya tiene creada legalmente y funcionando la Comisión 
Calificadora. Todos nos felicitamos por ello. 

A pesar de los considerables esfuerzos que se están realizando en el 
campo de la normalización del tratamiento archivístico de la documentación, 
aún queda mucho por hacer desde el punto de vista de la identificación, valora- 
ción y descripción de fondos documentales. 

Como apunta Luis Martínez García en su artículo «Entre la utopía y la 
realidad: Las deficiencias de un sistema de archivos perfecto», publicado en la 
revista Signo. N° 5. 1998'^ «la visión de los archivos como un conjunto de 
colecciones, las diferentes aplicaciones del principio de procedencia, la falta 
de una programación descriptiva general en todas partes y la escasa difusión 
de los instrumentos, son cuestiones que debemos tratar cuanto antes». 

La automatización de la información y la puesta en red de los archivos 
son apuestas de futuro que exigen nuestro esfuerzo y atención, para poder 
cumplir así eficaz y eficientemente la razón principal de la existencia de los 
archivos: el servicio de la documentación a los ciudadanos. 



56 MARTÍNEZ GARCÍA. I uis. "Entre la utopía y la realidad: Las deficiencias de un sistema de 
archivos perfecto", en Signo. Revista de Historia de la Cultura Escrita. 1998. N° S. Pp. 3S-53. 
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1. Introducción: planteamientos previos 

El tema de la historia de la administración local ha sido demasiado des- 
cuidado por los contemporeanistas (con excepciones notables como las de 
Miguel Artola, Javier Tusell o Julio Arósteguí), quedándose habitualmente en 
un coto prácticamente monopolizado por los administrativistas y parcialmente 
tratado (la división territorial) por algunos geógrafos. Este hecho ha provoca- 
do que los jóvenes historiadores no se hayan adentrado por un camino que no 
parecía el suyo. 

Aunque algunos trabajos empiezan a apuntar un cambio de tendencia, 
es necesario que se consolide el estudio de la administración local como un 
campo íntimamente ligado al ámbito de la historia política, pues no podemos 
dejar de lado una triple vinculación. En primer lugar, la de la administración 
local con el caciquismo (y, por ende, los intentos de reforma que tenían como 
horizonte acabar con aquél'). En segundo, aunque aquí no la tratemos porque 
requeriría un estudio aparte, la del "localismo" con la presunta debilidad del 
nacionalismo español (Fusi^) o del Estado centralizador (Arósteguí^). Y, en 
tercero, la relación de las corporaciones locales (sobre todo durante el siglo 
XIX) con los movimientos liberales, que se apoyaron en ayuntamientos y 
diputaciones para los movimientos revolucionarios. Aróstegui es muy claro al 
respecto: **provincias y municipios son entidades absolutamente sustanciales 
en el proceso de construcción del Estado liberal. Y la formación del Estado 
espafiol contemporáneo, y sus problemas, no se entienden sin ellas***. 

2. £1 modelo constitucional 

La revolución liberal, con el fm de garantizar la igualdad de derechos, 
se basó en dos grandes principios^: la división de poderes y la unidad adminis- 

1 Vid. TI 'SFM, GÓMEZ, J. y D. CHACÓN ORTIZ: ¿¿7 reforma de la administración local en España 
(1900-1936). Alcalá de Henares, instituto Nacional de Administración Pública, 1987. 

2 FUSI AIZPURÚA, Juan Pablo: "Centralismo y localismo: la foimación del estado espafiol, en 
GORTÁZAR, Guillermo (ed ): Nación y estado liberal en la España liberal. Madrid, Noesis, 1994, p. 87. 

3 ARÓSTEGUI, JuIIü: "El estado español contempméneo: coitralismo, inaiticulación y naciooalis- 
mo", en Historia Contemporánea, núm. 17, p. 57, 

4 ARÓSTEGUI, JuUo: "Art, cit", p. 43. 

5 ARFOLA. }itígiKl:ütbioguesiarevoluckmaria (1808-1874). Madrid, Alianza, 1987 (9* reimp.), p. 239. 
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trativa. Precisamente este segundo es el que nos va a ocupar de aquí en adelan- 
te y muestra, una vez, más, la importancia que se le dio al problema territorial 
desde la revolución liberal. 

La institución clave que marcó el inicio de un nuevo modelo de admi- 
nistración local fueron las Cortes de Cádiz y la constitución de 1812 emanada 
de ellas, al dedicar su capítulo VI al régimen local. Diferenciaba los órganos 
personales (alcalde y jefe superior político) de los colegiados (ayuntamiento, 
diputación provincial), articulándolos jerárquicamente: el alcalde dependía del 
jefe superior y el ayuntamiento de la diputación. 

Los rasgos distintivos del régimen local gaditano se pueden resumir en 
los siguientes: el reconocimiento de los pueblos como realidad natural a los 
que se les da expresión legal, el ayuntamiento, constituido sobre bases electi- 
vas; la concepción de la provincia como circunscripción que depende del Es- 
tado para una mayor eficacia; y el encuadre de las instituciones locales (muni- 
cipios y provincias) en el régimen administrativo general de manera 
jerarquizada. En cuanto al municipio, su órgano de representación corporativa 
será el ayuntamiento y a su frente estará el alcalde (ostenta el poder ejecutivo 
municipal pero es, a la vez, derivación del poder central por su dependencia 
del jefe político). El órgano de representación de la provincia será la diputa- 
ción provincial, a cuyo cargo estará el jefe político (como representante direc- 
to de poder central y centro de la vida política). Estas instituciones tendrán 
gran influencia en la configuración del sistema político. 

El peso de la historia va a ser patente, pero también el ejemplo del nue- 
vo modelo de administración local implantado a raíz de la revolución francesa 
(que va a tener gran influencia en varios Estados contemporáneos, entre ellos 
España)''. El influjo francés estará presente en el modelo de administración 
local español, aunque, en algunos aspectos, la evolución española diferirá de 
la del país vecino. Tan peligroso es restarle importancia al intlujo del modelo 
francés como reducir nuestro régimen local a una mera traslación de las es- 
tructuras foráneas'. 

Los principios de la administración local contenidos en la constitución de 
1812 serán desarrollados por los decretos de Cortes de 23 de mayo de 1812 
(sobre formación de los ayuntamientos constitucionales y para el establecimiento 
de las diputaciones provinciales en la Península y Ultramar), de 10 de julio de 
1812 (sobre la formación de ayuntamientos constitucionales) y completados 
con otros (decreto-instrucción) para el gobierno económico-político de las pro- 
vincias; el primero apareció antes del regreso de Femando Vil (el 23 de junio de 
1813) y el segundo al final del trienio liberal (el 23 de febrero de 1823). 

6 Vid. garcía de ENTERRÍA. Eduardo: Revolución francesa y administración contemporánea. 
Madrid, Civitas. 1994. 

7 TUSELL GÓMEZ, J. y D. CHACÓN ORTIZ: Op. cit., p. 253. 
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El modelo liberal de Estado en España se caracterizaba por el 
uniformismo (en esto continuaba la época de Carlos III y el reformismo ilus- 
trado) y el centralismo. Las ventajas de la racionalización administrativa, esto 
es, un gobierno más eficaz al mínimo coste, fueron apreciadas, según Artola' , 
por la mayoría de la opinión pública durante la primera mitad de siglo, aunque 
desde mediados del XIX se van a escuchar las primeras críticas contra el cen- 
tralismo, en tanto que suponía una pérdida de la representatividad política. En 
el debate entre las alternativas autonomistas y centralizadoras, los partidarios 
de las primeras apostaban porque la misma separación de poderes que se esta- 
blecía en el nuevo modelo político se aplicara a escala local, de manera que si 
el poder ejecutivo no debía interferir en el legislativo, el municipio no debía 
estar encabezado por un representante gubernamental. Por el contrarío, los 
centralizadores defendían que la única representación de la nación era el Con- 
greso nacional, no los ayuntamientos, y, por ende, éstos debían ser agentes del 
poder ejecutivo y legislativo. Esta tendencia centralizadora fue la que se impu- 
so, convirtiéndose así la administración local en un apéndice de los designios 
de la política nacional. En palabras de Aróstegui, "en la España liberal no hubo 
prácticamente nunca verdaderos poderes locales, sino simples delegaciones 
del poder central"^. 

2. 1 . Los orígenes del mundo contemporáneo 

El sistema municipal del Antiguo Régimen se encontraba en decadencia 
a comienzos del XIX. A partir de csle momento se intentarán llevar a cabo una 
serie de proyectos de reforma que se verán sucesivamente írusirados por la 
restauración absolutista hasta que se consolide la revolución liberal. En este 
período va a empezar una dialéctica centralización-descentralización que con- 
tinuará a lo largo del siglo. 

A pesar de que el primer intento contemporáneo de transformar el siste- 
ma municipal lo encabezó José Bonaparte, su poco éxito nos lleva a conceder- 
le un papel secundario respecto a la legislación gaditana. La constitución de 
1812 (ligada al uniformismo municipal) consideraba al municipio (entidad lo- 
cal con más de mil almas) como base de la administración local y le otoigaba 
al ayuntamiento el papel de institución más representativa'". Presidido por un 
jefe político (representante del poder central y garante de la sumisión del mu- 
nicipio), estaría compuesto por un alcalde, dos regidores, un procurador síndi- 
co general y un secretario. 

8 A RTOLA, Miguel: Op. cit., pp. 240-241. 

9 ARÓSTEGUI, Julio: "Art. cit." p. 43. 

10 PEREZ-BUSTAMANTE, R.: Historia de las instituciones públicas de España. Madrid, Univ. 
Complutense, 1995, p. 202 
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Isabel Seco" resume perfectamente el espíritu del municipio trazado 
por los diputados gaditanos. Para ella, la influencia francesa se refleja no sólo 
en la concepción centralizadora (alejada del modelo anglosajón o alemán del 
"self govemment") sino también en la creación de una institución municipal 
que no es ya un pequeño estado (como los antiguos concejos) sino un aparato 
de las oligarquías gobernantes para potenciar la "prosperidad nacional". El 
esquema era el siguiente: para conseguir dicha prosperidad era necesaria la 
centralización y el medio más eficaz de lograrla era a través de los municipios. 

El sincretismo del régimen municipal gaditano es evidente, al ser deu- 
dor tanto de la normativa tradicional castellana (regulación de competencias 
municipales o figura del alcalde) como del influjo francés (jefe político). 

La restauración absolutista promovida por Femando VII en 1814 va a 
suponer la vuelta al viejo sistema. Pero, tras el paréntesis del sexenio absolu- 
tista, la legislación municipal del trienio liberal (de 3 de febrero de 1 823) va a 
sentar las bases del régimen municipal, consolidando algunos aspectos ante- 
riores y reformando otros. La vuelta al absolutismo durante la llamada "déca- 
da ominosa" va a suponer de nuevo el restablecimiento del sistema municipal 
del Antiguo Régimen. Pero en 1 836 comienza una nueva etapa en la que se 
volverá a restablecer la legislación del trienio y, con ella, el espíritu gaditano, 
que se verá complementado con la constitución de 1837 hasta que la ley de 
1840 introduzca modificaciones que anuncian el nuevo modelo moderado. 

2.2. La división municipal 

Una de las características del municipio del Antiguo Régimen era la 
existencia de señoríos jurisdiccionales. En ocasiones era la Iglesia o los ayun- 
tamientos de las ciudades y villas importantes los que tenían jurisdicción sobre 
los territorios cercanos. El planteamiento liberal era acabar no sólo con los 
señoríos sino también con las distintas jurisdicciones y las subordinaciones de 
unas poblaciones a otras. 

El 6 de agosto de 1811 las Cortes de Cádiz dictaron el final de los 
señoríos jurisdiccionales y, con ellos, de los corregidores, alcaldes y demás 
cargos intermedios. Los antiguos derechos de los señores quedaban incorpora- 
dos a la nación. Pero la desaparición de los señoríos produjo problemas a la 
hora de delimitar los territorios, sobre todo entre las antiguas poblaciones de 
señorío municipal y la ciudad que había sido su "señora". 

En este aspecto, hay que señalar la escasez de estudios sobre las divi- 
siones municipales, frente a la abundancia relativa a los dedicados a las pro- 

1 1 SECO CAMPOS, Isabel: "Tipología documental administrativa en el municipio contemporáneo", 
en Los archivos de la administración local. Toledo, ANABAD Castilla-La Mancha, 1994, p. 101 . 
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vincias. Pablo Baena'% que analiza el caso madrileño, destaca cómo frente a 
las divisiones provinciales, realizadas por una ley votada en Cortes o por de- 
creto, la división municipal de la capital de España se hizo en virtud de una 
Real orden en 1822 (en donde intervenía sólo el ministro), y lo atribuye al 
rango secundario que ésta alcanzó para liberales. En estas condiciones, no es 
extraño que surgieran resistencias a la fijación de los límites de separación, 
como ocurrió por ejemplo en Carabanchel Bajo. 

2.3. La división Provincial 

El mapa administrativo del Antiguo Régimen era muy complejo, con 
grandes desproporciones territoriales, profusión de enclaves y arbitrariedad 
en sus fronteras. España comenzaba el siglo XIX con una división provincial 
"arcaica e irracional"", dividida en intendencias o provincias y en 
corregimientos. Era urgente homogeneizar la acción del Estado y hacer coinci- 
dir todas las actividades administrativas, gubernativas y judiciales en unas 
mismas unidades territoriales básicas. 

El primer intento de racionalizar todas las divisiones territoriales lo 
protagonizó también José Bonaparte (decreto de 1 7 de abril de 1810). Su plan 
prefectural inspirado en el modelo francés, organizaba el país en treinta y ocho 
prefecturas divididas, a su vez, en ciento once subprefecturas. Este plan no 
partía de criterios históricos y cayó en el olvido al ser expulsados los france- 
ses. 

También los representantes de las Cortes de Cádiz se pusieron manos 
a la obra para reformar la división territorial. Santana Molina'^ describe cómo 
la organización provincial fue uno de los mayores problemas con que se en- 
contraron las Cortes (debido al caos provocado por la superposición de Juntas, 
intendentes y capitanes generales). Tras fracasar en 1 8 1 0 un primer proyecto 
marcadamente liberal y descentralizador, se aprobó el reglamento de 18 de 
marzo de 1811, basado en la centralización y la relación jerárquica, que apro- 
vechaba las experiencias negativas francesas y combinaba la tradición con los 
nuevos principios administrativos. 



12 BAENA PINEDO. Pablo: "La división municipal de la revolución liberal. El caso de Madrid", en 
FERNÁNDEZ ALBALADEJO. Pablo y Margarita ORTEGA LÓPEZ (eds.): Antiguo Régimen y liberalis- 
mo. Homenaje a Miguel Arlóla. 3. Política y cultura. Madrid. Alianza, 1995. pp. 59-70., pp. 64 -70. Baena 
propone comprobar si en otros municipios se pueden establecer paralelismos con este proceso o si hay 
distintos planteamientos. 

13 Vid. MARTÍNEZ DIAZ, G: "Génesis histórica de las provincias españolas", en Anuario de Historia 
del Derecho Español, núm. 51 (1981). pp. 557-558. 

14 SANTANA MOLINA, Manuel. Lm Diputación provincial en la España decimonónica. Madrid, M.A.P., 
1989. pp. 52-53. 
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CUADRO 1. DIVISIÓN PROVINCIAL DF JOSÉ 1(1810) 



Alicante 


Alicante. Astorga. San Felipe 


Cabo de la Nao (Alicanle) 


365.1 


Aslof^ 


Astorga. Ijtón y Beruvcntc 


Esla (Astorga o León) 


631.1 


Biicclona 


Barcelona. Manresa \ SiiKi>iia 


Uobregal (Baicekma) 


271.3 




Bllf]goa. IjOfftxV ) \ ( .ilahiirra 


Artanzón (Burgos) 


368.0 


Cáceret 


Cáceles. Talav era Je la Kcinü y Plascncia 


Tajo (Cáccres) 


519.5 


QiKkdReaJ 


Ciudad Real y Alcázar 


Ojo* del Guadiana (Ciudad Real) 


557.9 


CíwímI Rodriso 


Ciudad Rodrigo. Navaiiedonda y Béjar 


Agueda (Ciudad Rodrigo) 


502.0 


CMoba 


Córdoba. Liicena v Eciia 


Guadalquivir (Córdoba) 


501,6 


Cofofla 


ConiAft, S&iitM£o y Coccubión 


Tambre (CoruAa) 


290,5 




Cococi y Tiraxona de Ia Mancha 


Jdcar Aho (Cneaca) 


5I4J 


Gerona 


Gerona, Vich y Camprodón 


Ter(Gef«ii) 


215.4 


Gimada 


Granada, Almería y Baza 


Gemí (GrMMda) 


578,5 


Ouadakyani 


Guadalajara, Síittenza y Huete 


T^ Aho (Onadalaiani) 


566,8 


llwf Ka 


Juesca, Jaca y Baibastro 


Ebro y Qaca (Haetea) 


560,0 


Jaén 


Jaén, La Carolina y Übeda 


Guadalquivir Aho (Cmiiiaa) 


418.8 


LMda 


Lérida, Und yTalani 


Ciaca y Segn (Lérida oBabw'S'') 


439.0 


f ^ijn 


Luco, MondoAedo y Vivero 


MifcAhoCUwo) 


247,1 


Madrid 


Madrid y Alcalá de Hcnsrcs 


MMoama (Madrid) 


76.0 


KUDiwa 


Málaga, Antequerc y O&una 


Salado (Mál^) 


328,0 


Ménda 


\MJr*Am RaHainr v 1 JMnu 


GuadÍMM (Mérida) 


639,5 


1*1 lu bul 




Scgyfa (Murcia) 


860.0 


Ormc 


OfMW Mnnterrpv v Mnnfnfli* 


Sil (OreaM 0 Moatency) 


161.0 






Cabo (fe n^te (Ovfedol 








Canián írahTwial 


716^0 

¿ 1 v,\f 


PuiiiUona 


rarapNnMt Mal jcpaMian y viiiic 




787 A 


jaiBiinn ■ 


jawiiiMifci», «Jiimw y loro 


TimWC / enlama tw^ 


J f O.u 




Santander Lirado v Villafcavo 


Cabo Mayor (Santander) 


265.1 


SevilU 


Sevilla. AjTamoole yAncena 


Guadalquivir Bajo (Sevilla) 


536.8 


Soria 


Soria. Osm yMedinaceli 


Aho Duero (Soria) 


35ao 


Tamicaa 


TatniMia, Toitoaa yAIcaitiz 


Ebro (Tarragona o Reus) 


432.2 


Tenicl 


Teruel yAIiata 


Guadalaviar Alio (Teruel) 


320.0 


Toledo 


Toledo, OcaAa y Casanubiof 


T^ y Alicrche (Toledo) 


520J 


Valcacia 


Valencia. Segorbe y Canellón de la Plana 


Guadafante (Valeacia) 


33ao 


VaUadoUd 


Valladolid. Segovia y Aranda de EXiero 


Duero y Pimerga (Valladolid) 


660,0 


Vito 


Vigo. Pontevedra y Túy 


Millo Bqo (Vigo) 


265.0 


Vitoria 


Vitoria. Bilbao y Azcoitia 


Cabo Macbiehaco (Vitoria o Bilbao) 


268.0 


Xerez 


Xerez, Cádiz y Ronda 


Goadakle (Xerez o Sanu Maria) 


329J 


Zaragoza 


Zaragoza. Calalayud e Hfjar 


Ebro yJaldo(Zvagoza) 


580,0 



Fuente: Elaboración propia a partir de MARTÍNEZ DÍAZ, G: "Génesis histórica de las 
provincias españolas", en Anuario Je Historia del Derecho Español, núm. 51 { 1981 ). pp. 
558-560. 



La constitución de 1812 no reconoció personalidad jurídica a los terri- 
torios históricos, pero su artículo 10 reconocía la existencia de los reinos al 
establecer que el territorio español comprendía Aragón, Asturias, Castilla la 
Vieja, Castilla la Nueva, Cataluña, Córdoba, Extremadura, Galicia, Granada, 
Jaén, León, Molina, Murcia, Navarra, provincias vascongadas, Sevilla, Valen- 
cia, islas Baleares y Canarias. Se posponía la división provincial a una poste- 

15 Las unidades que se llamaron prefectui^s en el Decreto se llamaban departamentos en el proyecto 
inicial de Llórente, que había escogido nombres de accidentes orográficos (ríos o cabos) en lugar de sus 
capitales. Al final se cambiaron los de las prefecturas por el de las capitales y se añadieron los nombres de 
las subprefecturas pero lo demás quedó igual. 

16 Extensión en leguas cuadradas, es decir, unidades de 30,858 kms 
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rior regulación cuando la coyuntura lo permitiera y las circustancias bélicas la 
retrasaron hasta la primavera de 1 8 1 3, en que la Regencia encargó un proyecto 
de reorganización del territorio al capitán Felipe Bauzá. Configuraba cuarenta 
y cuatro provincias y no llegó a culminar por el dictamen adverso del Consejo 
de Estado (6 de abril de 1814) y la derogación de la constitución el 4 de mayo 
de 1814. 



CUADRO 2. PROVINCIAS CON DIPUTADOS A CORTES ( 1 820) 



1 . — Álava 


67.523 


1 


2. — Aragón 


657.376 


9 


3. — Asturias 


364.238 


5 


4. — Avila 


118.061 


2 


5. — Baleares 


182.989 


3 


6. — Burgos 


470.588 


7 


7.— Cádiz 




4 


8. — Canarias 


173.865 


2 


9. — Cataluña 


858.818 


12 


10.— Córdoba 


256.224 


4 


1 1 . — Cuenca 


294.290 


4 


1 2. — Extremadura 


428.493 


6 


13. — Galicia 


1.142.630 


16 


14. — Granada 


692.924 


10 


15. — Guadalajara 


121.115 


2 


16. — Guipúzcoa 


104.491 


1 


17.— Jaén 


206.807 


3 


18.— León 


239.812 


3 


19.— Madrid 


229.101 


3 


20. — Mancha 


205.548 


3 


21. — Murcia 


383.226 


5 


22. — Navarra 


221.728 


3 


23. — Falencia 


118.064 


2 


24. — Salamanca 


209.988 


3 


25. — Segovia 


170.235 


2 


26. — Sevilla (con Cádiz) 


746.221 


7 


27.— Soria 


198.107 


3 


28.— Toledo 


374.867 


5 


29.— Toro 


97.370 


1 


30. — Valencia 


825.059 


12 


31.— Valladolid 


187.390 


3 


32. — Vizcaya 


111.436 


2 


33. — 2^amora 


71.401 


1 



Fuente: Elaboración propia a partir CANGA ARGUELLES: Diccionario de Hacienda. I, 
1833, p. 328. 
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CUADRO 3. DIVISIÓN PROVINCIAL DEL TRIENIO LIBERAL (1 822) 



1 




^ — 


I'h>vincía3 «pcgbwlai^ 






Alicanic 


255.690 


Alicunlc 


AIlCiiMlC 


255.170 


Alicante 


Almena 


223.305 


A 1 tnAn A 

/\inici Id 


/\i iTicrid 


195.505 


Almería 


Aragón 


315.111 




¿^rdgu¿d 


315.111 


Zaragoza 


Asturias 


343.512 






375.505 


Oviedo 


Avila 


113.135 


Avila 




113.135 


Avila 


Baleares 


229.095 


rdlllM UC l«lallVJlk.d 


l>ia> DdlCdlCn 


229.093 


Palma de Mallorca 


Bierzo 


86.385 


V iiialidllCa 


V illalianca 


86.385 


Villafiranca 


Cádiz 


306.517 




i-aaiz 


306.517 


Cádiz 


Calalayud 


105.947 


Cslatayud 


Calatayud 


105.947 


Calatayud 


Canarias 


215.106 


S. OrísiobflI de la Laguna 


Islas Cananas 


215.106 


Sta Cruz de Tenerife 


Castellón 


192.205 


i-asieiion 


l^aalCIIOn 


192.205 


Castellón 


Castilla 


161.277 


Burgos 


Burgos 


206.095 


Burgos 


Cataluña 


327.935 


Barccionü 


Barcelona 


369.250 


Barcelona 


Córdoba 


337.265 


Córdoba 


Córdoba 


337.265 


Córdoba 


Cuenca 


2%.650 


Cuenca 


Cuenca 


296.650 


Cuenca 


Extremadura Alta 


199.320 


Cáceres 


Cáceres 


199.320 


Cáceres 


Extremadura Baja 


301.125 


IVlCl lUd 


R a/1 a 1 f\7 
OoUaJUZ 


301. 22S 


Badvoz 


Galicia 


355.410 


Coruña 


v_ur uiitt 


355.410 


Corufta 


Gerona 


225.920 


VJCl Ulld 


VJCIL'lld 


199.930 


Gerona 


Granada 


322.305 


VJI dlldUd 


VJIdlldUa 


.150.105 


Granada 


Guadalajara 


222.655 


Guadalajara 


Guadalajara 


222.655 


Guadalajara 


Guipúzcoa 


160.088 


Vitoria 


San Sebastián 


110.073 


San Sebastián 


Huelva 


142.425 


Huelva 


Huelva 


142.425 


Huelva 


Huesca 


182.845 


Huesca 


Huesca 


182.84S 


Huesca 


Jaén 


274.930 


Jaén 


Jaén 


274.930 


Jaén 


Játiva 


164.795 


Játiva 


Játiva 


164.795 


Játiva 


León 


188.697 


León 


León 


180.657 


León 


Lérida 


150.005 


Lérida 


Lérida 


136.560 


Lérida 


Lugo 


262.550 


Lugo 


Lugo 


266.800 


Lugo 


Madrid 


290.495 


Madrid 


Madrid 


290.495 


Madrid 


Málaga 


298.312 


Málaga 


Málaga 


298.312 


Málaga 


Mancha Alta 


186.260 


Chinchilla 


Chinchilla 


186.260 


Chinchilla 


Mancha Baja 


296.525 


Ciudad Real 


Ciudad Real 


296.525 


Ciudad Real 


Murcia 


253.370 


Murcia 


Murcia 


2.S3.370 


Murcia 


Navarra 


193.410 


Pamplona 


Pamplona 


195.416 


Pamplona 


Orense 


342.370 


Orense 


Orense 


300.870 


Orense 


Falencia 


136.206 


Falencia 


Falencia 


128.697 


Palencia 


Pontevedra 


344.765 


Pontevedra 


VigO 


344.765 


Vigo 


Rioja 


196.440 


Logroño 


Logro Ao 


184.217 


Logroito 


Salamanca 


226.832 


Salamanca 


Salamanca 


226.832 


Salamanca 


Santander 


187.675 


Santander 


Santander 


180.216 


Santander 


Segovia 


160.757 


Segovia 


Segovia 


145.985 


Segovia 


Sevilla (con Cádiz) 


365.585 


Sevilla 


Sevilla 


365.585 


Sevilla 


Soria 


105.108 


Soria 


Soria 


105.108 


Soria 


Tarragona 


202.845 


Tarragona 


Tarragona 


203.575 


Tarragona 


Teruel 


105.191 


Teruel 


Teruel 


105.191 


Teruel 


Toledo 


302.470 


Toledo 


Toledo 


302.470 


Toledo 


Valencia 


353.760 


Valencia 


Valencia 


353.760 


Valencia 


Valladolid 


147.710 


Valladolid 


Valladolid 


175.100 


Valladolid 








Vitoria 


77.465 


Vitoria 


Vizcaya 


119.858 


Bilbao 


Bilbao 


112.802 


Bilbao 


Zamora 


150.885 


Zamora 


Zamora 


142.385 


2^mora 



Fuente: Elaboración propia a partir de MARTÍNEZ DÍAZ, G: "Génesis...", pp. 571-592. 



El sexenio absolutista (1814-1 820) prorrogó durante estos años la divi- 
sión territorial dieciochesca con algún retoque, quedando España dividida en 
las veintinueve intendencias (con finalidad fiscal) de finales del XVIII. 

La vuelta al constitucionalismo durante el trienio liberal replanteó de 
nuevo la ansiada reforma provincial. El proyecto suscrito el 27 de enero de 
1822 organizó provisionalmente España en cincuenta y dos provincias (una 
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más que la propuesta por la comisión' ), que adoptaron el nombre de su capi- 
tal'^ De nuevo eran los criterios racionalistas y ahistóricos los que se aplica- 
ban. De todos modos, el decreto de 1 de octubre de 1 823 declaró nulo toda la obra de los 
gobiecnosooiistttuckxiales y,portanto,tamb^eslaref(xniaiHDvin^ 

Habrá que esperar a la Regencia de María Cristina para que se establez- 
ca la definitiva reestructuración provincial. La división de Javier de Burgos 
(R.D. de 30 de noviembre de 1 833), ministro de Fomento y antiguo subprefecto 
con José I, se basaba en el modelo fiancés y ha permanecido vigente hasta 
nuestros días con leves retoques. Reorganizaba el territorio español en cuaren- 
ta y nueve provincias, partiendo de una división regional*' y ajustando las 
demarcaciones militares, judiciales y financieras al marco administrativo. Se 
pretendía que las distintas provincias estuviesen comprendidas entre los cua- 
trocientos mil y los cien mil habitantes, y que se pudiese recorrer de punta a 
punta en una jomada. Se conservaban algunas capitales (como Huesca, Lérida 
o Málaga) de la reforma de José Bonaparte y persistían algunas provincias 
creadas en la división de 1822 (Badajoz o Logroño); pero, respecto a ésta 
última, se producían algunas diferencias de interés, como la anulación de tres 
provincias (Calatayud. Játiva y Villafranca del Bierzo), el cambio de dos capi- 
tales (Albacete por Chinchilla y Pontevedra en vez de Vigo) o la aparición de 
algunas excepciones (circunscripciones vascas, insulares y Navarra) en la ha- 
bitual adopción del nombre de la capital para la provincia. Por otro lado, esta 
reforma provincial va a ocasionar nuevos problemas territoriales al surgir al- 
gunos territorios discontinuos o enclaves en algunas provincias (el más cono- 
cido es el de Treviño), dado que había que respetar absolutamente ios límites 
municipales al establecer su divisoria. 



17 La comisión había eliminado la provincia de Álava para unirla a Guipúzcoa, aunque fíjando la 
capital en Vitoria. Al final, las Cortes volvieron a recuperar la provincia de ,\la\ a (con capital en \'itoria) y 
dejaron, si bien reducida, la de Guipúzcoa, cuya primera capital propuesta tue Tolosa, aunque pronto t'ue 
■probada como tal Saa SdMstián. 

18 En el proyecto inicial desaparecían Burgos (por Castilla) y Toro. Aparecían tres nuevas provincias 
en Cataluña, Aragón, Valencia y Galicia y otras repartidas por el resto de la península: A lie;inic, Almería, 
Calatayud, Castellón, Castilla (por Buigos), Gerona, Huelva, Huesca, Játiva, Lérida, Lugt . M 1 1 iga, Orense, 
Pontevedra, Rjoja,Santtnidei;Tunigoaa,'Ibniel y Bierzo. V se desdoblaban en dos {Extremadura y Mancha. 
Especiales objeciones encontraron, por su pequeño tamaño. Játi\ a, Bier/o \ Chinchilla.Al final, se mantu- 
vieron estas tres y cambiaron su nombre las que no tenían el de la capital. 

19 Su ait 2* partía de una división regional y en ella encuadraba las provincias, salvo las vascongadas 
ylosaichipiólagos. 
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CUADRO 4. DIVISION PROVINCIAL DE JAVIER DE BURGOS ( 1 833) 



Alava 


67.523 


V liona 


Albacete 


190.766 


Albacete 


Alicante 


368.961 


Alicante 


Almería 


234.789 


Almería 


Avila 


137.903 


Avila 


Badajoz 


306.092 


Badajoz 


Barcelona 


442.273 


Barcelona 


Burgos 


224.407 


Burgos 


Cáceres 


241.328 


Cáceres 


Cádiz 


324.703 


Cádiz 


Castellón de la Plana 


199.220 


Ca.stellón 


Ciudad Real 


277.788 


Ciudad Real 


Córdoba 


315.459 


Córdoba 


Coruña 


435.670 


Coruña 


Cuenca 


334.582 


Cuenca 


Gerona 


214.150 


Gerona 


Granada 


370.974 


Granada 


Guadalajara 


159.375 


Guadalaíara 


Guipúzcoa 


108.569 


San Sebastián 


Huelva 


133.470 


Huelva 


Huesca 


214.874 


Huesca 


Jaén 


266.199 


Jaén 


León 


267.433 


León 


Lérida 


151.322 


Lérida 


Logroño 


147.718 


Logroño 


Lugo 


357.272 


Lugo 


Madrid 


320.000 


Madrid 


Málaga 


390.515 


Málaga 


Murcia 


283.540 


Murcia 


Navarra 


230.925 


Pamplona 


Orense 


319.038 


Oren.se 


Oviedo 


434.635 


Oviedo 


Paiencia 


148.491 


Paiencia 


Pontevedra 


360.002 


Pontevedra 


Salamanca 


210.314 


Salamanca 


Santander 


169.057 


Santander 


Segovia 


134.854 


Segovia 


Sevilla 


367.303 


Sevilla 


Soria 


1 15.619 


Soria 


Tarragona 


233.477 


Tarragona 


Teruel 


218.403 


Teruel 


Toledo 


282.197 


Toledo 


Valencia 


388.% 1 


Valencia 


Valladolid 


1 84.647 


Valladolid 


Vizcaya 


111.438 


Bilbao 


Zamora 


159.425 


Zamora 


Zaragoza 


301.408 


Zaragoza 


POBLACIÓN DE LA PENÍNSULA 


1 1 .857.794 




Islas Baleares 


229.197 


Palma de Mallorca 


Islas Canarias 


199.950 


Sta Cruz de Tenerife 


POBLACIÓN TOTAL 


12.286.941 





Fuente: MARTINEZ DIAZ, G: "Génesis...", pp. 592-593. 

La división de Javier de Burgos ha levantado muchas polémicas, siendo 
calificada de artificiosa y desigual (pues, a pesar de sus pretensiones, la pro- 
vincia más extensa, Badajoz, era once veces mayor que la más pequeña, 
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Guipúzcoa). Los argumentos esgrimidos por Francesc Nadal resumen las posi- 
ciones más críticas al respecto: considera la división provincial como instru- 
mento de dominio eficaz de la "burguesía oligárquica moderada" para "estruc- 
turar una administración centralista y jerárquica, eficaz para hacer frente a las 
presiones disgregadoras del carlismo, de los núcleos más progresistas, así como 
de las burguesías periféricas"-". Bien distinta es la posición del profesor Escu- 
dero, para quien la reforma fue razonable, sólida y con más base histórica que 
las precedentes, y, aunque mejorable, se defiende sola "aunque nada más sea 
por (...) el hecho de llevar a cuestas siglo y medio, y haber resistido en nuestros 
días el último gran embate del Estado de las Autonomías"-'. 

La división provincial servirá en el futuro para establecer otras circuns- 
cripciones superiores en extensión (audiencias, en lo judicial, capitanías gene- 
rales, en lo militar, departamentos marítimos, etc.) y para delimitar dentro de 
ellas otras entidades territoriales menores, los partidos judiciales (R.D. de 21 
de abril de 1834). 

Desde entonces hubo algunos reajustes territoriales. El de 1 836 supuso 
la ampliación de la provincia de Valencia a costa de Alicante (con la inclusión 
de los partidos de Onteniente, Albaida y Gandía) y de ésta en detrimento de 
Albacete y Murcia (con la creación del partido de Villena). Alguno fue efíme- 
ro, como el efectuado por el Regente Espartero en 1841 para acrecentar el 
territorio de la provincia de Logroño (de la que era natural su esposa). Pero los 
demás han perdurado, como la inclusión de Villarrobledo en Albacete (en per- 
juicio de Ciudad Real) en 1846, el desgajamiento de parte de la provincia de 
Cuenca en 1851 para adjudicarlo a Valencia o la división de la provincia de 
Canarias en dos (Santa Cruz de Tenerife y Las Palmas) en 1927. 

2.4. El origen de las Diputaciones Provinciales 

Una vez establecido el marco organizativo de las provincias españolas, 
es hora de comenzar a hablar de su órgano colegiado. La primera pregunta que 
hay que contestar en este apartado es la significación de la diputación provin- 
cial. ¿Es un órgano vinculado a la administración central, a través del cual el 
Gobierno controla a los municipios o, por el contrario, es el vehículo mediante 
el cual las provincias pueden fomentar su desarrollo económico y ejercer su 
autogobierno? En realidad, la diputación tendrá un carácter bifronte durante la 
época contemporánea, predominando claramente el primer aspecto en sus eta- 
pas iniciales y convirtiéndose poco a poco en un órgano básico de la adminis- 
tración local. 

20 NADAL. Francesc: Burgueses, burócratas y lerrilorio. Madrid, lEA, 1987, pp. 316-317. 

21 ESCUDERO, J. A.: Curso de Historia del Derecho: fuentes e instituciones poUtico-administrati- 
vas. Madrid, 1995. p. 921 
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Los orígenes de las diputaciones están vinculados al proceso de revolu- 
ción burguesa y a la consolidación del régimen liberal. Se suele considerar a 
las Juntas surgidas en 1 808 como el antecedente más inmediato de nuestras 
diputaciones. Aunque su primera formulación aparece en la constitución de 
1812, no se plasmarán en la práctica hasta el decreto de 21 de septiembre de 
1835. 

En 1 8 1 2, el nuevo órgano estaría encabezado por un jefe político supe- 
rior (que también presidiría el ayuntamiento del lugar de su residencia) nom- 
brado por el rey e integrado, además, por el intendente y otros siete diputados 
electos. Pero el texto constitucional se limitaba a darle carta de naturaleza, 
dejando para una ley posterior (como ocurre con las provincias) su regula- 
ción. Por el decreto de 23 de mayo de 1812 (para el establecimiento de las 
diputaciones provinciales en la Península y Ultramar) se implantaban treinta y 
una diputaciones en la península--. Éstas se empezaron a regular con el decre- 
to-instrucción para el gobierno económico-político de las provincias (de 23 de 
junio de 1813), que fijó sus competencias . 

Siguiendo a Santana, hay que considerar a las diputaciones no como 
"grandes máquinas administrativas sostenedoras de importantes servicios, sino 
(...) una especie de juntas políticas cuya misión más importante va a ser fisca- 
lizar a los ayuntamientos" y asesorar a los jefes políticos". 

El entramado provincial tejido por los gaditanos se vino abajo el 1 5 de 
junio de 1814, fecha en que Femando Vil suprimió las diputaciones provincia- 
les por considerarlas innecesarias. Pero tras el paréntesis absolutista, será la 
instrucción de 1823 la que suceda a su homónima de 1813. Regulaba las fun- 
ciones de la diputación (aprobación del reparto de las contribuciones de los 
pueblos, la promoción de la educación y el fomento de la agricultura, la indus- 
tria y el comercio), confirmaba al jefe político como máxima autoridad pro- 
vincial, de nombramiento real y con tareas específicas (velar por el orden 
público y la ejecución de las leyes) e instituía la figura de los jefes políticos 
subalternos en las cabezas de partido judicial. Con la reforma de 1823, las 
diputaciones se afianzaron definitivamente. Se establecía una interacción en- 
tre los cuatro elementos constituvos: el alcalde y jefe político como órganos 
gubernativos ejecutivos; la diputación y el ayuntamiento como órganos repre- 
sentativos y deliberantes. 

El resultado era un sistema acusadamente central izador. A pesar de todo. 
Posada Herrera hablaba de una naturaleza ecléctica de las diputaciones, al 

22 Vid. SANTANA MOLINA, Manuel: Op. cil., p. 9] . Eran: Aragón. Asturias.Ávila. Burgos. Cataluña. 
Córdoba. Cuenca. Extremadura. Galicia, Granada, Guadalajara con Molina. Jaén. León. Madrid, La Man- 
cha, Murcia, Navarra. Falencia, una en cada provincia vasca. Salamanca, Segovia, Sevilla, Soria, Toledo, 
Valencia, Valladolid. Zamora, Canarias y Baleares 

23 SANTANA MOLINA. Manuel: Op. cif.. p. 94-96. 240. 
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participar de funciones estatales (control de los ayuntamientos, de arbitrios y 
presupuestos, oiganización de la milicia nacional local) y provinciales (forma- 
ción del censo y estadísticas, fomento económico y organización de la benefí- 
cencía, instrucción, cárceles y salud pública)^^. 

Un nuevo paréntesis absolutista deja en suspenso la ley. Pero una figura 
parecida al jefe político, aunque con atribuciones más administrativas que po- 
líticas", volverá a reaparecer con Javier de Burgos. Se trata de los subdelega- 
dos principales de Fomento (R.D. de 23 de octubre de 1833). 

Las atribuciones políticas serán ya evidentes en los gobernadores civi- 
les de las provincias, que sustituirán a los subdelegados de Fomento (R.D. de 
1 3 de mayo de 1 834)-''. La figura del gobernador civil nacía con una función 
doble, pues a su tradicional representación del poder central se unía la del 
incremento de la prosperidad matenai y cultural de sus departamentos. Fl R.D. 
de 23 de julio de IS35 reatlrmó el control de los gobernadores sobre ayunta- 
mientos y diputaciones, tras ser declarados presidentes natos de ambas institu- 
ciones, pudiendo incluso disolver a éstas últimas. Pero en 1836, al llegar al 
poder los progresistas y restaurarse el sistema constitucional, volverá entrar en 
vigor la legislación de 1823, recuperándose la denommación anterior de jefes 
políticos. 

2.5. Los Regímenes Pmvinciales especiales 

A pesar de su aparente incompatibilidad con un régimen liberal, persis- 
tieron situaciones jurídicas particulares, al incorporarse los derechos forales a 
la unidad constitucional. Pero se explica si consideramos que la formación del 
Estado constitucional en Espafía^^ fue fruto de una transacción entre el Anti- 
guo Régimen y el liberal. 

La reforma de los regímenes forales se afrontará a raíz de la primera 
guerra carlista. En 1837, las diputaciones forales vascas se negaron a prestar 
acatamiento a la constitución, y como consecuencia, fueron sustituidas por 
diputaciones provinciales. Y su apuesta por el bando perdedor provocó la mo- 
dificación de ios fueros. 



24 POSADA HERRERA. A.: Lecciones de atiniitístración. Madrid. 1843, vol. 1, p. 430. 

25 GARCÍA DE ENTERRÍ A, Eduardo: LaAdministmción española: estudios de Ciencia Administra- 
tiva. Madrid. .Alian/a. 1085, pp. 5.5-57. 

26 Este R.D. le diü por vez primera este nombre, que perdieron en 1 836 para recuperarlo definitiva- 
mente en 1849. 

27 Vid. GONZÁLEZ ANTÓN, Luis: "El territorio y su ordenación político-administrat i \ a". cn.ARTOLA, 
Miguel (dir.): Enciclopedia de Historia de España. JJ. Instituciones políticas. Imperio. Madrid, Alianza, p. 
74. 
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En líneas generales, el proceso de modificación de los fueros navarros 
fue más benévolo porque la actitud de sus represenlanles forales fue más con- 
ciliadora. La llamada "ley paccionada de Navarra" (16 de agosto de 1841) 
supuso la pérdida de sus viejas instituciones (Cortes, Diputación, Consejo) y 
confirmó la incorporación de Navarra a los sistemas electoral y aduanero co- 
munes, así como a las obligaciones militares, a cambio de un control más 
directo de la diputación navarra sobre la vida económica de sus municipios, 
una contribución más baja que la del resto del país y la conservación de su 
derecho civil y penal. 

Tras el fracaso del pronunciamiento moderado de octubre de 1841 (la 
"octubrada") para restablecer a María Cristina, el Gobierno aprovechó para 
extender a las vascongadas las disposiciones aplicadas antes a los navarros. £1 
decreto de 29 de octubre de 1841 parecía más una seña de represión que un 
desarrollo de la ley de 1839, según González Antón^^ Desaparecían sus adua- 
nas. Juntas y diputaciones forales, se derogaba el "pase foral" y, además, la 
administración judicial, municipal y el orden público quedaban homologadas 
a las del resto del país. Pero las peculiaridades fiscales y militares no fueron 
tocadas para evitar conflictos. 

En el período siguiente -y esto nos sirve para enlazar con el modelo 
moderado- hubo algunos cambios que denotaban una actitud más favorable a 
las peculiaridades vascas. En 1844, el moderado Pedro José Pidal (decreto de 
4 de julio) les devolvió su influencia anterior, reinstalando las diputaciones 
forales de Álava, Vizcaya y Guipúzcoa. Esta situación se mantuvo hasta 1 876 
y no estuvo exenta de conflictos con los agentes del Gobierno. 

3. El modelo moderado 

La concepción doctrinaria de los moderados suponía el establecimiento 
de correcciones al modelo constitucional en un sentido más centralista y apai' 
tándose de los aspectos más democratizadores y participativos del anterior, 

pues sus promotores eran la oligarquía terrateniente y la burguesía financiera. 
La excusa para este giro fue el descontrol administrativo y la situación provo- 
cada por el conflicto carlista. Los moderados consideraban prioritarios el or- 
den y la eficacia administrativa para acabar con la "revolución permanente"^'. 

La obra legislativa moderada será aplicada durante la mayor parte del 
reinado de Isabel II, aunque con especial incidencia durante la llamada década 
moderada ( 1 844-54), en la que se promulgarán dos de sus leyes más significa- 
tivas, la de ayuntamientos de 8 de enero de 1 845 y la provincial de 2 de abril de 

28 GONZÁLEZ ANTÓN, Luis: "Ibid". 

29 CARR, R.: España. 1808-1919. Barcelona, Ariel, 1970, p. 193. 
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ese mismo año. La alternancia de moderados y unionistas durante el período 
tendrá también su reflejo en la legislación local, retocando éstos últimos entre 
1 862 y 1 866 algunos aspectos de la legislación de 1 845, hasta que en 1 866 se 
volvió a la situación anterior, en una especie de paso atrás en lo relativo a la 
descentralización. 

3. 1 . £"/ Municipio Moderado 

Los progresistas y los moderados tendrán una distinta concepción de la 
política municipal. Mientras aquéllos luchaban por una mayor independencia 
respecto a las autoridades gubernativas, los moderados apostaban por lo con- 
trario. Puede hablarse de una descentralización relativa de los progresistas frente 
a una centralización acusada de los moderados. Para Concepción de Castro^", 
la incompatibilidad política entre ambos partidos era más de grado que otra 
cosa, pues los progresistas también veían las ventajas de la unidad administra- 
tiva y la subordinación al Gobierno de las autoridades locales. Pero no se debe 
obviar que los progresistas necesitaban apoyarse en los ayuntamientos de elec- 
ción popular y en la Milicia Nacional como principales instrumentos políti- 
cos, y en estos aspectos las diferencias eran evidentes, como destaca Hijano^'. 

El telón de fondo del conflicto era la capacidad de control de que dis- 
ponían los ayuntamientos en las elecciones de diputados y el peligro de 
manipulación electoral que llevaría a una ficción electoral bajo el control 
gubernamental'-. Pero ¿por qué era posible este debate? Hay que tener en 
cuenta que la constitución de 1837 apenas regulaba el problema local y deja- 
ba todo su contenido a la discusión parlamentaria. 

Pero el espíritu constitucional era diferente al plasmado en la ley de ayun- 
tamientos de 14 de julio de 1840, que va a anunciar algunos principios básicos 
del modelo moderado (que se aplicarán sobre todo a partir de 1 845) y supondrá 
la caída de la Regente, María Cristina. Los alcaldes y tenientes de las capitales 
pasaban a ser nombrados por el rey, mientras los alcaldes de municipios supe- 
riores a quinientos vecinos eran designados por el jefe político. Tan sólo eran de 
nombramiento popular las alcaldías de municipios menores de quinientos veci- 
nos. Por otro lado, la ley era muy restrictiva en cuanto a la participación electo- 
ral y la elegibilidad y, además, recortaba las atribuciones de los ayuntamientos 
en beneficio de los representantes provinciales del poder central. 

30 CASTRO, Concepción de: La Revolución liberal y los municipios españoles (1812-1868). Madrid. 
Alianza. 1979. 

31 HIJANO PÉREZ, M" Angeles: "La pérdida del poder político en los ayuntamientos tras la revolu- 
ción liberal", en FERNÁNDEZ ALBALADEJO. Pablo y Margarita ORTEGA LÓPEZ (cds.): Antiguo 
Régimen y liberalismo. Homenaje a Miguel Arlóla. 3. Política y cultura. Madrid. Alianza. 1995. p. 166. 

32 ARTOLA, Miguel: Op. cit., p. 246. 
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Aunque fue abortado momentáneamente el modelo moderado en 1840, 
se acabará imponiendo cinco años después. La ley de ayuntamientos de 8 de 
enero de 1 845 será fruto de la orientación que los moderados van a otorgarle a la 
administración local. Escudero la describe como una ley "de corte claramente 
autoritario y que deja a los municipios en manos del poder central y de las 
minorías oligárquicas locales"^'. Los tres principios más significativos del mu- 
nicipio moderado son la centralización, la dependencia jerárquica y la restric- 
ción del principio electivo. Efectivamente, la Corona nombraba a los alcaldes 
no ya sólo de las capitales de provincia, sino también de las cabeceras de parti- 
do, dejando los del resto de municipios a la designación del gobernador. Por 
otro lado, se reducía el número de electores sólo a los mayores contribuyentes. 

La ley de 1845 va a marcar la administración municipal durante dos dé- 
cadas, con el paréntesis del bienio progresista de 1854 a 1856. Aunque mucho 
más puntual, cabe decir que temporalmente (de 1 862 a 1 866), fruto de las con- 
cepciones eclécticas de la Unión Liberal, se va a reformar ligeramente. Por ejem- 
plo, en 1864 se limitaba la facultad de la Corona de nombrar alcaldes-corregi- 
dores a las poblaciones superiores a cuarenta mil almas (dejando de ser una 
facultad discrecional). Pero las modificaciones hicieron entraren crisis el meca- 
nismo y Narváez decidió volver a la "pureza original" de la ley. Con el R.D. de 
2 1 de octubre de 1 866 se contraía aún más el número de elegibles, se renovaba 
la potestad monárquica de nombrar alcaldes-corregidores y prorrogar los man- 
datos de alcaldes y tenientes de confianza. Para Artola, "el intento de Narváez 
por reafirmar el control gubernamental sobre las instituciones municipales sólo 
sirvió para aumentar el antagonismo entre las dos fracciones liberales" 

3.2. La reforma provincial moderada 

Para los principales administrativistas de la época (Javier de Burgos, 
Oliván o Silvela) las diputaciones habían sido foco de disturbios y habían fa- 
vorecido la descentralización y la insubordinación. Era preciso controlarlas 
mediante el fortalecimiento de los representantes provinciales del poder ejecu- 
tivo y reducirlas al papel de auxiliares del Gobierno, como meras instituciones 
deliberantes y consultivas. 

La ley provincial de 2 de abril de 1845 provocó visibles cambios en el 
gobierno de las provincias. Los más importantes eran la mayor importancia 
otorgada al jefe político (o gobernador), alrededor del cual giraban todos los 
órganos de la administración provincial, y la aparición de los "consejos pro- 
vinciales". Pero desde el punto de vista económico supuso un gran paso ade- 
lante en la regul ación de una verdadera estructura presupuestaria. 

33 ESCUDERO, J. A.: Op. cil., p. 927. 

34 ARTOLA, Miguel: Op. cil., pp. 248-249. 
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Los jefes políticos, además de presidir las diputaciones, tenían tres tipos 
de atribuciones: representante de los intereses generales, administrador de los 
asuntos provinciales y agente de la jurisdicción administrativa. Aunque al prin- 
cipio se mantuvo la institución del jefe político, el R.D. de 29 de septiembre de 
1847 dio origen a los gobernadores generales y los subdelegados civiles. Y 
ante las interferencias producidas en cada provincia entre las atribuciones del 
jefe político y las del intendente (de carácter económico), el R.D. de 28 de 
diciembre de 1 849 refundió las dos autoridades en una, pasando a llamarse la 
nueva figura "gobernador de la provincia" (futuro gobernador civil) como in- 
terlocutor directo de los distintos ministerios. La centralización en el gobierno 
provincial quedaba así aún más patente, con un gobernador ejerciendo el po- 
der supremo en la circunscripción. 

Pero lo más novedoso será la aparición de los "consejos provinciales"" 
en las capitales de provincia, con funciones consultivas y atribuciones sobre la 
jurisdicción contencioso-administrativa de la provincia y presididos por el 
gobernador. Suponían, en palabras de Santana, "la traslación a España del sis- 
tema francés constituido por el Prefecto, el Consejo de Departamento y el 
Consejo de Prefectura" y significaban una importante merma en las atribucio- 
nes y capacidad de decisión de las diputaciones'*'. Éstas últimas pasaron a con- 
vertirse en órganos de consejo del jefe político y quedó reforzada aún más su 
dependencia respecto al poder central. 

El bienio progresista restableció en 1 854 la ley de 1 823 pero, al llegar a 
su fin, se volvió a poner en vigor la moderada de 1845. De todos modos, al 
igual que ocurrió en el ámbito municipal, entre 1862 y 1863 la legislación 
moderada será rectificada por los seudorreformistas proyectos de la Unión 
Liberal. La ley provincial de 25 de septiembre de 1863 retocaba algunos as- 
pectos de la ley de 1845. Concepción de Castro' ' señala dos novedades: la 
participación de los diputados provinciales en el nombramiento de los conse- 
jeros provinciales y la necesidad de una participación mayoritaria de los elec- 
tores para validar la elección de los diputados provinciales. A ella habría que 
añadir la posibilidad de que la diputación no sólo deliberara, sino también 
tomara acuerdos'^ Pero apenas modificaba lo más importante, el papel de los 
gobernadores y de los consejos provinciales. 



35 Compuestos por 2 letrados y 1-3 vocales más, según la población, elegidos por el gobernador a 
propuesta de la diputación. 

36 SANTANA MOLINA, Manuel: Op. cil., pp. 124-126. 

37 CASTRO, Concepción de Op. Cit. p. 185. 

38 Vid. VILLENA ESPINOSA, Rafael: Revolución democrática y administración provincial. La Di- 
putación de Ciudad Real. 1868-1874. Ciudad Real, B.A.M., 1995, p. 33. 
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A pesar de la leve corrección de la ley de 1 863, la llegada de González 

Bravo al ministerio de la Gobernación y la formación de un gabinete 
ultramoderado presidido por Narváez provocará un gin^ autoritario retlciado 
en el R.D. de 21 de octubre de 1866 (vigente hasta el fnial del reinado de Isabel 
II). Con la excusa de atajar una supuesta amenaza revolucionaría, el decreto 
introducía algunos cambios regresivos evidentes como la designación directa 
de los consejeros provinciales por la Corona, el fortalecimiento de la posición 
de los consejos provinciales, la perdidíi de poder de los diputados provinciales 
o la eluiiinaciun de la condición de gobernador interino del vicepresidente de 
la diputación. 

4. £1 modelo progresista 

Los progresistas intentaron aflojar la tensión centralista ampliando las 
competencias de la administración local y, sobre todo, la provinciaL Nada más 
tríunfiur la revolución de 1854, el R.D. de 7 de agosto de ese afio ordenó que 
tanto los ayuntamientos como las diputaciones se volvieran a regular por la ley 
de 1823, eliminando la normativa moderada. Dos afios después se dictará la 
ley municipal de julio de 1 8S6. Ese mismo afio, la constitución volvía a intro- 
ducir los postulados progresistas. Aunque este modelo sentó sus primeras ba- 
ses en el bienio progresista, no se desarrollará hasta la calda del régimen 
isabelino. 

Precisamente, una de las primeras labores emprendidas por los revolu- 
cionarios del sexenio fue la reforma de la administración local. Mientras se 
concluía la redacción de un nuevo lexio constitucional, era preciso una legisla- 
ción provisional que, dando respuesta democrática a la moderada, restablecie- 
ra la del bienio progresista introduciendo algunas nn>ditkacioiics. 1-sc fue el 
propósito del R.D. de 2 1 de octubre de 1 86S de Sagasta, que renovaba tanto las 
corporaciones municipales como las provinciales. 

El nuevo régimen político necesitaba una cimisiuucumi para su consoli- 
dación. Aprobada en 1869, dedicaba su Título VIH al forialecimiento de los 
ayimtamientos y diputaciones, limitando los controles del ejecutivo y legislati- 
vo en un marco de mayor representatividad, gracias a la regulación del sufia- 
gio universal masculino (para los mayores de 25 años) por primera vez en 
España. 

Una vez establecido el marco constitucional, se aprobó la nueva legis- 
lación local de 20 de agosto de 1870, que derogaba la de 1 868, cuyo espíritu 
recogía una descentralización más administrativa que política. El advenimien- 
to déla I República supuso una radicalización de la tendencia descentralizado- 
ra, que se plasmó en el proyecto de constitución de 1 873. Ésta repartía compe- 
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tencias conforme al principio federalista, consagraba la soberanía municipal y 
generalizaba el sistema de elección a todos los cargos. Para Aróstegui^'', la 
experiencia federalista supuso la primera alternativa diferenciadora al Estado 
centralista y uniformista. Pero esta etapa fue breve y durante la Restauración 
se entroncará de nuevo con la legislación de 1 870. 

4. 1 . £/ municipio progresista 

Desde el inicio de la revolución de 1854, todos los manifiestos políti- 
cos pedían la descentralización de los ayuntamientos y demandaban la amplia- 
ción del sufragio, como única manera de recuperar el poder*". 

Fruto de los planteamientos progresistas se publicará la ley municipal de 
5 de julio de 1856, que será derogada tres meses después. Sus principios más 
destacables serán la autonomía municipal (se devolvía a los ayuntamientos la 
capacidad para representar a la diputación, al gobernador, al Gobierno y a las 
Cortes en los asuntos de su competencia), la ampliación del derecho del sufra- 
gio (sin más limitación que saber leer y escribir) y la intervención de los electo- 
res asociados en el estudio y elaboración de los presupuestos municipales. 

Las diferencias entre el decreto de 1868 y la legislación del bienio en el 
ámbito municipal son sólo de matiz y se establecen más bien en el plano de la 
recaudación y contabilidad de los ayuntamientos. La ley municipal de 1870 
profundizó aún más en las directrices progresistas, como la autonomía adminis- 
trativa municipal (aunque con subordinación política al Gobierno), la elección 
por sufragio universal de los concejales (que eligen al alcalde y los tenientes), la 
aprobación de los presupuestos por una junta municipal (formada por los conce- 
jales y unos vocales asociados) y la elevación de la figura del alcalde como 
presidente del ayuntamiento. Según Posada, se dio entrada al esquema "más 
sistemático y definido del régimen local en el período constitucional de nuestra 
historia"^'. Aunque sufrió modificaciones, siguió vigente hasta 1877. 

4.2. La reforma provincial progresista 

El decreto de octubre de 1 868 supuso un notable avance en lo relativo a 
la autonomía provincial y a su democratización. Introdujo una serie de modifi- 
caciones, como la supresión de los consejos provinciales, el establecimiento 
de tres grados de atribuciones a las diputaciones^- , el incremento del número 



39 ARÓSTEGUl, J.: "Art. cit.". pp. 47-48. 

40 Vid. HIJANO PÉREZ, M' Ángeles: "Art,. cit." p. 166. 

41 Citado por ESCUDERO, J. A.. Op. cir, p. 927. 

42 Vid. VILLENA ESPINOSA. Rafael: Op. cit., pp. 38-39. 
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de diputados, la pérdida de poder del gobernador en beneficio del vicepresi- 
dente de la diputación (nombrado por diputados y considerado como presiden- 
te efectivo), así como otras cuestiones menores o técnicas. 

La ley provincial de 20 de agosto de 1870 defínió más claiamente las 
competencias de las diputaciones, reservándoles como exclusiva la gestión, el 
gobierno y la dirección de los intereses peculiares de las provincias. Dos espe- 
cialistas en el estudio de las diputaciones provinciales como Santana y Casa- 
nova destacan el gran avance en lo relativo a la descentralización y el recono- 
cimiento de la provincia y de la diputación como instituciones de ámbito local, 
y, por ende, expresión de los intereses peculiares'*^ Villena^ sefiala como cam- 
bios más notables respecto a la normativa anterior el aumento del número de 
diputados provinciales y, sobre todo, la aparición de la figura del presidente de 
la diputación y de la "comisión provincial". 

En cuanto al gobernador (nombrado por el Consejo de ministros) se 
convertía en la mayor autoridad civil y política de la provincia, era el jefe de 
los funcionarios, presidia la diputación de forma casi "honorífica" y poseía 
facultades para controlar a los ayuntamientos y el orden público. Parece evi- 
dente que la descentralización administrativa no iba, pues, acompañada de la 
política. 

La comisión, detlnida en la ley como otra autoridad provincial, era una 
especie de "diputación permanente" que se componía de cinco diputados elec- 
tos por toda la corporación que cobraban indenmización. Santana^^ subraya 
que venía a separar la deliberación de la acción y perseguía agilizar la resolu- 
ción de los problemas administrativos para que la diputación se encargara de 
los asuntos de mayor enveigadura. 

5. El modelo caciquil 

Corresponde a una etapa de pleno auge del caciquismo. Las palabras de 
Jover sobre la "continuidad esencial entre la época de la Restauración y la gran 

época moderada que llena el tercio intermedio del siglo XIX"'*^ cobran espe- 
cial relieve en el ámbito local. Las leyes sobre los municipios (1877) y las 
provincias ( 1882) son una reforma de las de 1870 con elementos de la legisla- 
ción moderada. Estamos, pues, en presencia de una "legislación transaccionar"*' 

43 GONZALEZ CASANOVA, .1. A.: Líis íliputaciones provinciales en España: historia de ¡as diputa- 
ciones desde ¡812 hasta 1985. Madrid, Mancomunidad Ueneral de Diputaciones, 1986., p. 39. SANTANA 
MOLINA, Manuel: Op. cit., p. 148. 

44 VILLENA ESPINOSA, Rafael: Op. cit . pp. 44-45. 

45 SANTANA MOLINA, Manuel: Op. cit., pp. 151-153. 

46 UBIETO, REGLÁ, JOVER y SECO: Introducción a la historia de España. Baicelcma, Teide, 1 970, 
pp. 694. 

47 Vid. SANTANA MOLINA, Manuel: Op. cit., p. 158. 
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(aunque no sólo en el ámbito local), fruto de la confluencia de intereses diver- 
sos. 

Se inicia así la legislación de más larga duración en lo relativo a la admi- 
nistración local española contemporánea y su impronta permanece aún en la 
actual. Pero esta longevidad no se debe a su excelencia sino a los sucesivos 
fracasos de los intentos de reforma. Su caracterización la resume Posada'" 
como centralista y dominada por los subordinación al poder central, la 
jerarquización administrativ a y la falta de autonomía local. 

Por otro. lado, el cambio de régimen supuso la extinción de los regíme- 
nes ferales. El fin de la nueva guerra carlista ( 1 872- 1 876) llevó a la disolución 
en 1 877 de las Juntas y diputaciones foraies, acabando con sus privilegios 
sobre quintas o impuestos, cerrando así "el lento proceso de uniformización 
político-administrativa española"", en palabras de González Antón"*'. No obs- 
tante, los conciertos económicos de 1878 y 1887 (renovados en 1^04-06 y 
1 925) resultaron beneficiosos para un Pais Vasco en pleno proceso de despe- 
gue industrial. 

5,\. Legislación municipal canovista 

La constitución de 1876 y la legislación subsiguiente intentaron acen- 
tuar la centralización municipal, reafirmando su control por la administración 
central. La ley municipal de 1 877 repescaba de la legislación moderada buena 
parte de su espíritu, siendo menores las supervivencias del sexenio. Volvía a 
otorgar al municipio una caracterización esencialmente legal, aplicada a las 
agrupaciones de personas mayores de dos mil habitantes y con posibilidad de 
sufri^ sus gastos municipales autorizados (aunque tambi^ podían tener ayun- 
tamiento aquéllas agrupaciones que, aun siendo menores, dispusieran ya de 
él). A diferencia del sexenio, se restringía el sufragio para elegir a los conceja- 
les ( hasta la vuelta al sufragio universal a partir de la década de los noventa) a 
los electores de mayor posición económica, profesional o académica. Otras 
novedades eran la elevación de la figura del alcalde a la categoría de delegado 
del Gobierno a la vez que rcprcsenianie de la administración municipal, la 
designación de comisiones periiianenies para las distintas áreas y la facultad 
de nombramiento real de los alcaldes de las capitales, cabezas de partido y 
municipios superiores a los seis mil liabiiantes. Solo merece destacar como 
herencia del sexenio la existencia de las juntas municipales'" para aprobar el 
presupuesto y revisar las cuentas. Desde el punto de vista organizativo y admi- 

48 POSADA, A.: Op. cil. Citado por 1 USHLL GÓMEZ, J. y Ü. CHACÓN ORTIZ: Op. cit., p. 269. 

49 GONZÁLEZ AI^N. Luis: **Ait cit". p. 82. 

50 Compuestas por un número igual de concejales y de vocales asociados, r e p re sen tantes de contribu- 
yentes por sorteo anual. 
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nistrativo, esta ley va a distinguir al alcalde, a la comisión permanente y al 
pleno y va a configurar definitivamente al secretario como cabeza administra- 
tiva municipal. 

La legislación de la Restauración se perfilaba sobre una vida local con- 
trolada por el caciquismo. La estabilización del régimen de las "dos confian- 
zas" provocaba, según MorelP', una distorsión del gobierno local formal y del 
real (en manos de la institución caciquil) pues al debilitarse el liderazgo políti- 
co del alcalde (que no era elegido por los vecinos) se iba consolidando el 
liderazgo local del cacique, con fianciones también políticas. 

5.2. Legislación Provincial 

La constitución de 1 876 no era innovadora en lo relativo a las diputacio- 
nes. Su regulación se producirá en varias etapas que van a ir retocando la 
legislación provincial del sexenio en un sentido cada vez más centralista, aun- 
que sin perder totalmente su carácter transaccional. La reforma conservadora 
de 16 de diciembre de 1876 venía a ser una especie de continuación de la 
anterior, aunque estableciendo más prevenciones y controles y recortando su 
autonomía. La comisión provincial veía reducido su poder (al perder su con- 
trol de los ayuntamientos) para parecerse más al antiguo consejo. El control 
municipal pasó ahora al pleno de la diputación quien tendrá el control munici- 
pal. El gobernador volvía a ejercer como presidente de la misma. Un año des- 
pués (2 de octubre de 1877) los conservadores intentaron avanzar más en el 
proceso de centralización y control provincial, modificando la participación y 
el acceso al cargo de diputado. 

Pero la reforma que cristalizó vino de la mano de los fusionistas de Sagasta 
y, en concreto, de su ministro Venancio González. La ley provincial de 29 de 
agosto de 1882 (vigente hasta la dictadura, a pesar de los sucesivos intentos de 
reforma) denotaba un marcado sesgo centralista. Las autoridades y organismos 
de la organización provincial presentes en la misma eran el gobernador civil, la 
diputación provincial y la comisión provincial. El gobernador ejercía de enlace 
de los poderes central y municipal, con atribuciones de presidente de la diputa- 
ción y de la comisión provincial con voz y voto. Su figura era ambigua pues, a 
pesar de recuperar la presidencia de la diputación, su capacidad de control es 
más reducida'-. La comisión provincial (representación permanente de la pro- 
vincia y ejecutiva de la diputación) era un cuerpo administrativo superior jerár- 
quico de ayuntamientos y consultivo del gobernador y del Gobierno. 

51 MORELL OCAÑA, Luis: La administración local. Madrid. Tccnos. 1984„ pp. 128-129. 

52 RODRÍGUEZ CLAVEL, J. R.: "Los archivos de diputaciones provinciales", en CAYETANO MAR- 
TÍN, M". C. et al.. Los Archivos de la Administración ¿oca/, Toledo, ANABAD Castilla-La Mancha , 1994, 
p. 270. 
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6. Los intentos de reforma local durante la crisis de la Restauración 

Los intentos de reformar el régimen local se multiplicaron en la última 
década del siglo y en los primeros años del XX, suscitando grandes pasiones 
políticas. Su finalidad principal fue impulsar una mayor descentralización po- 
lítica y administrativa, como una de las manifestaciones del regeneracionismo 
imperante. 

La interpretación del tema de la descentralización difería según partiese 
de los conservadores o los liberales. Mientras éstos últimos preferían una mo- 
derada autonomía municipal, sin tocar demasiado una legislación provincial 
que ellos mismos regularon y que les favorecía, el "nuevo conservadurismo" 
(representado por figuras como Silvela o Maura) será menos centralista, más 
regionalista y querrá reformar la administración local en su conjunto con la 
finalidad de acabar con el caciquismo. No obstante, habría que hablar más 
bien de su interés por eliminar una de sus manifestaciones^\ la que más les 
interesaba. Si el control de los resortes administrativos y del poder provincial 
favorecía a los liberales, la mayor autonomía municipal redundaría en benefi- 
cio de los conser\'adores, pues las grandes personalidades locales tendrían más 
margen de maniobra. De todos modos, cuando se analizan detenidamente pro- 
yecto a proyecto, a veces no son tan claras las diferencias entre los plantea- 
mientos conservadores y los liberales, y se detecta cierta dosis de personalis- 
mos en ellos. 

Frente a los primeros intentos de reforma, ligados en cierta forma a la 
liquidación del caciquismo, los de la segunda década de nuestro siglo irán de 
la mano del regionalismo catalán. Aróstegui considera que cuando "el maurismo 
empieza a ser consciente de la importancia de los movimientos 'regionalistas' 
y comienza a tomar cuerpo una 'cuestión catalana', puede decirse que estamos 
en el primer acto de una real quiebra del Estado uniformista y centralista 
liberal decimonónico"^^. 

6.1. Primeros proyectos de Reforma 

Las primeras críticas contra la legislación local de la Restauración (bien 
por su centralismo, por sus errores técnicos e, incluso por su incumplimiento) 

53 Para mayor información vid. TUSELL GÓMEZ, J. y D. CHACÓN: Op. al., pp. 2 1 5-223. El prime- 
ro (cuyo prototipo era el cacique liberal, apoyado en resortes administrativos) suf>onia la intervención 
gubernamental ptir interés partidista sobre todo en épocas electorales, por lo que una mayor autonomía 
local supondría una mayor veracidad del sistema (sobre todo en zonas más desarrolladas). El segundo tipo 
era el representado por los "notables" ( los ricos del pueblo, cuyo prototipo era el cacique conserv ador), que 
monopolizaban la vida política del pueblo, y para los que una mayor autonomía local les otorgaba aún más 
atribuciones. 

54 ARÓSTEGUI. J.: "Art. cit.", p. 48. 
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y los proyectos de refonna más tempranos aparecen ya antes del reinado de 
Alfonso XIII, aunque encontrarán su mayor significación tras su entroniza- 
ción. 

Si los liberales serán inicialmente los abanderados de la reforma (fun- 
damentalmente de la municipal), la aparición de nuevas figuras entre los riva- 
les políticos (representantes del **nuevo conservadurismo**) y la mentalidad 
regeneracionista del momento va llevar a éstos últimos a presentar proyectos 
más ambiciosos. 

En el campo liberal destacan los dos proyectos de Venancio González 
(en 1 882 y a principios de los noventa) y los de Segismundo Moret (en 1 884 
y l'^02). Entre los conservadores los más reseñables son los de Romero Ro- 
bledo (1884). Silvela(18f)l. 1 s 99) y Maura (1903, 1907). Todos fracasaron 
en su tramilacion parlamentaria. 

El mismo año en que reguló una legislación provnicial con tintes cen- 
tralistas. Venancio Gon/alc/ va a intentar reformar la administración munici- 
pal aunque en sentido disimlo. Apostaba por una mayor democratización en la 
elección de los alcaldes, ampliar el sufragio o descentralizar los asuntos de su 
competencia exclusiva. 

Dos aftos después, Moret presentaba un proyecto más descentralizador 
desde el punto de vista municipal que desde el provincial. Con la vista puesta 
en el ahorro presupuestario (no en la autonomía) reducía a quince el número 
de gobernadores civiles para dotarios mejor económica y administrativamente 
y hacerlos coincidir con las regiones. De cada gobernador dependerían los 
delegados provinciales y los subdelegados locales (de pueblos mayores de 
dos mil habitantes). 

El segundo proyecto de Venancio González afectaba de manera conjun- 
ta al ámbito municipal y provincial, retomando algunos puntos de los proyec- 
tos conservadores. Presentado como ley de bases con carácter de urgencia, 
establecía no\ edades en cuanto a la organización municipal (intervención de 
los vecinos en los pequeños ayuntamientos y de los contribuyentes en las jun- 
tas municipales, etc.) y pretendía corregir las penurias de las haciendas pro- 
vinciales. 

En 1902 será de nuevo Moret quien intente la reforma, aunque limitado 
al ámbito municipal. Refundía puntos de v ista anteriores y sentaba los crite- 
rios del programa liberal al respecto en lo sucesivo. No era partidario de una 
autonomía exagerada para los municipios para evitar que las institucioiies que- 
daran en numos de la **barbarie de los caciques**. Al contrario que el **nuevo 
conservadurismo**, no confiaba en que la reforma municipal despertara la ener- 
gía latente e inactiva del país. Los puntos principales de sus bases eran la 
racionalización del tanuifio de los municipios, la elección del alcalde por el 
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ayuntamiento o la suspensión de los acuerdos municipales pero no la destitu- 
ción de los concejales. 

Los conservadores, por su parte, sacarán a la luz varios proyectos con 
otros planteamientos. El primero vino de la mano de un político más famoso 
por sus manejos electorales. Romero Robledo, que en diciembre de 1 884 va a 
proponer uno de carácter descentralizador desde el punto de vista provincial. 
Ofrecía como novedades la reforma, conjunta (como Maura en 1909) de la 
administración municipal y provincial, así como la consideración de la región 
como agrupación de municipios más que de provincias. En general, su proyec- 
to reducía a los ayuntamientos a un papel administrativo (en la línea apuntada 
por los liberales), potenciaba las haciendas municipales e incrementaba el po- 
der de las diputaciones, en las que introducía cambios en su composición". 

En 1 89 1 , el nuevo ministro de la Gobernación del gabinete de Cánovas, 
Francisco Silvela, verdadera contrafigura de Romero Robledo, planteó la re- 
forma de la administración local como base de la regeneración del país (idea 
que retomará Maura años más tarde), aunque con un claro trasfondo de renta- 
bilidad económica. Las novedades del proyecto (que llevaba también el nom- 
bre de su subsecretario, Sánchez de Toca) radicaban en el tratamiento otorgado 
a las regiones y en un planteamiento que podría calificarse de funcional para 
los ayuntamientos. Las regiones (consideradas como agrupación de provincias 
con vínculos históricos o geográficos, no como mancomunidades de munici- 
pios) tendrían algunas funciones que antes pertenecían a las diputaciones (que 
reducían su burocracia) y, como en el proyecto de Moret, se crearían gobiernos 
civiles a escala regional. La mayor originalidad que se aprecia respecto al pro- 
yecto de Moret es que Silvela presentaba razones de ética política para justifi- 
car la figura del gobernador regional y del "consejo regional". En cuanto a la 
administración local, se diferenciaban los municipios grandes de los peque- 
ños. Pero el proyecto de reforma Silvela-Sánchez de Toca, como los demás, 
quedó aparcado y acabó costando la ruptura con Cánovas, que optó por Rome- 
ro Robledo para su puesto. 

El siguiente proyecto de ley de bases fue presentado por Maura en 1 903. 
El líder conservador era partidario de una "revolución desde arriba", ligada a 
un fortalecimiento del Estado que pasaba, entre otras medidas, por una refor- 
ma de la administración local -en su conjunto — para acabar con el caciquis- 
mo. Lo más importante en el ámbito provincial era la transformación de la 
situación de los gobernadores civiles (con cuatro categorías y sueldos distin- 
tos) o la elección de los diputados no por partidos judiciales sino por provin- 
cias. Con respecto al municipal, los liberales se opusieron a una autonomía tan 

SS También estarían presentes diputados a Cortes, senadores, presidentes de las juntas regionales y 
algunos "hijos ilustres". 
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amplia, al nombramiento de los concejales natos'^^y a la formación de comi- 
siones municipales, aunque reconocían como positivos otros aspectos de la 
misma, como la elección democrática de los alcaldes, la desaparición de las 
suspensiones de concejales o la disminución de ayuntamientos (limitados a los 
mayores de dos mil habitantes). Pero el mayor problema lo encontró dentro de 
sus propias filas, pues subyacía una disputa en el liderazgo entre Silvela (que 
se opuso al dejar la presidencia del Gobierno) y Maura que acabó provocando 
su caída y el aparcamiento durante unos años de esta reforma. 

6.2. Del proyecto de Maura (1907) ala "Catalanización " de la reforma 

El gran debate político nacional del momento giró en tomo a la reforma 
de la administración local. El primer acto tuvo como protagonista el proyecto 
del conservador Maura. Sus puntos principales, en lo referente a la administra- 
ción municipal, eran la ampliación del régimen de mancomunidades (lo más 
novedoso, aunque insuficiente para los catalanes), el cambio del carácter del 
ayuntamiento (que pasaba de corporación permanente a una representación 
diferenciada de pleno y comisión permanente), el establecimiento de la repre- 
sentación corporativa, la modificación del sistema de nombramiento del alcal- 
de (elegido por los concejales salvo en los mayores de veinte mil habitantes), 
la reorganización de la hacienda municipal o las modificaciones en la recauda- 
ción de los recursos municipales. 

En la esfera provincial, el proyecto era poco original. Las únicas nove- 
dades eran la supresión del sufragio universal directo para la elección de las 
diputaciones provinciales (designadas por ayuntamientos para evitar el "enca- 
sillado"), la disminución del número de diputados o la reorganización de la 
hacienda provincial.Tras ser aprobado en el Congreso, acontecimientos de otra 
índole impidieron que se convirtiera en ley. 

Para explicar su fracaso, la opinión conservadora ha venido insistiendo 
en la movilización caciquil contra el proyecto para paralizarlo. Sin embargo, 
hay que poner en cuarentena la imagen del anticaciquismo conservador (en 
contraposición a sus rivales, los liberales) y conviene relativizar su pretendida 
defensa de la autonomía local, a pesar de que se ha solido considerar como el 
más completo y ambicioso al respecto. 

Como destaca TuselP', según avanzaba el proyecto de Maura, el tema 
del regionalismo catalán desempeñaba un papel más relevante porque Cambó 

56 Los ayuntamientos tendrían 2/3 de los concejales electos pero 1/3 serian "natos" (de representación 
corporativa o de mayores contribuyentes). Desde luego, estos vocales natos tenían un "tufillo" que denota 
la poca consistencia de una reforma que para acabar con el caciquismo convertía a unos señores en conce- 
jales perpetuos. 

57 TUSELL GÓMEZ. J. y D. CHACÓN ORTIZ: Op. cit., pp. 131-134. 



220 



Copyrigliied material 



La Administración Local Contemporánea 



y su minoría querían introducir reformas para que se reconocieran algunas 
competencias regionales por transferencia estatal. No tuvieron éxito y se gana- 
ron la animadversión de la oposición liberal. El regionalismo catalán, frustra- 
do por el proyecto de Maura, va a patrocinar la reforma local desde 1910 hasta 

1 923. Como consecuencia, se olvidaron las propuestas de reformas globales y 
los sectores anticatalanistas mostraron su rechazo ante unas reformas que en 
otras condiciones podían haber sido aceptadas por amplios sectores del país. 

Esta etapa catalana comenzó con los intentos de reforma local encabe- 
zados por el líder liberal. Canalejas, cuya postura sobre la misma era diferente 
a la de Maura, aunque no tan centralista como la de otros colegas liberales. 
Canalejas quería una ley de mancomunidades para toda España pero de carác- 
ter facultativo (pues consideraba que todas las regiones no estaban en las mis- 
mas circunstancias) y en mayo de 1912 presentó su proyecto a las Cortes. 
Recogiendo las enmiendas catalanistas, se empezó a discutir a fines de junio y 
se aprobó en octubre. El presidente lo defendió utilizando sus dotes de gran 
político y fue aprobado en el Congreso con los votos de los liberales (salvo la 
tendencia de Moret), catalanes, republicanos y tradicionalistas y rechazado 
por los conservadores. En el Senado encontró más dificultades. Su asesinato 
en noviembre puso en entredicho el futuro del proyecto ya que el nuevo presi- 
dente, el también liberal Romanones, no tuvo tanto interés como su predece- 
sor. En la Cámara Alta encontró la oposición de los propios liberales, que, en 
lo sucesivo, se convertirían en los mayores opositores a una reforma de la 
administración local vinculada al tema catalán. Acabó costándole la jefatura 
liberal al propio Romanones. 

El nuevo Gobierno del conservador Dato retomó el proyecto y recurrió 
al R.D. de 1 8 de diciembre de 1 9 1 3 para aprobar la ley de mancomunidades sin 
que se eternizara en las Cortes. Era breve y se limitaba a autorizar la asocia- 
ción de diputaciones de manera voluntaria. Nacía lastrada por la imposibilidad 
de contar con potestad tributaria propia. Según González Casanovas- \ quería 
tranquilizar a las fuerzas políticas que consideraban a las mancomunidades 
como una forma larvada de regionalismo y a éste como una forma larvada de 
federalismo. 

El 26 de marzo de 1 9 14 se aprobaba por decreto la mancomunidad cata- 
lana, cuyo primer presidente fue Enríe Prat de la Riba. A partir de la Primera 
Guerra Mundial proliferaron peticiones y proyectos de bases para estatutos de 
autonomía regional en Aragón, Castilla, Valencia, Canarias, etc. entre 1918 y 

1924. Y volvió una efervescencia regionalista en Cataluña, con planteamien- 
tos incluso de un proyecto de estatuto catalán (que atribuía competencias en 
educación, obras públicas, régimen municipal y provincial, etc.) elaborado 

58 GONZÁLEZ CASANOVAS. J. A.: Op. cit., p. 79. 
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por la mancomunidad y que fue aprobado por ayuntamientos catalanes en un 
referéndum. 

Sobre el significado de la ley de mancomunidades hay distintas opinio- 
nes. Tusell considera que, dada la pobreza de las diputaciones no catalanas, era 
absurdo constituir una mancomunidad salvo que se quisiera, como en Catalu- 
ña, reconstruir una antigua región'^'*. No obstante, según Nieto se "abría la vía 
de un progreso regionalista que no destabilizaba ni la unidad del Estado ni su 
organización administrativa"''*' y explica su fracaso por la desconfianza de 
muchos españoles. 

7. El modelo primorriverísta 

Los intentos de descentralización, siempre frustrados por el particular 
funcionamiento del sistema parlamentario español de la Restauración, van a 
materializarse durante la dictadura de Primo de Rivera porque en este nuevo 
marco no había obstáculos políticos que echaran por tierra los intentos 
regeneracionistas. No deja de ser curioso que hubiera que aguardar a una dic- 
tadura para que se plasmara legalmente un modelo descentralizado de admi- 
nistración local (tan querido antaño por los progresistas y más recientemente 
por los conservadores). Quedará plasmado en el estatuto municipal de 1924 y 
en el provincial de 1 925. Ahora bien, dado el déficit democrático del régimen, 
sus planteamientos más novedosos quedaban en puro papel mojado. 

El golpe militar repercutió en los órganos de administración local. El 
R.D. de 30 de septiembre de 1923 disolvía los ayuntamientos y sustituía sus 
miembros por otros afines llamados "vocales asociados", elegidos por sorteo^' 
entre los mayores contribuyentes, industriales o profesionales, que, a su vez, 
elegían a los alcaldes en votación secreta. Por R.D. de 12 de enero de 1924 
fueron disueltas las diputaciones provinciales (salvo las vascas y navarra) y 
se encargó a los nuevos gobernadores la designación directa de los diputados 
provinciales entre los grandes contribuyentes o representantes de intereses cor- 
porativos. 

El personaje clave para la reforma administrativa local de la dictadura, 
José Calvo Sotelo, pretendía acabar con el caciquismo saneando la vida local. 
Con él colaboraron otros personajes provenientes del maurismo. En el plano 
teórico, el modelo de administración local de la dictadura introdujo un nivel de 

59 TUSELL GÓMEZ. J. y D. CHACÓN ORTIZ: Op. cil., pp. 157-159. 

60 NIETO. Alejandro: "Art. cit.", p. 70. 

61 La elección por sorteo provocó situaciones paradójicas, como fue la elección de algunos miembros 
republicanos y socialistas o la abundancia de representantes de la oligarquía en ia que se asentaba el caci- 
quismo rural. Vid. TUÑÓN DE LARA. M. (dir.): La crisis del Estado: dictadura. República. Guerra 
(1923-1939). Barcelona. Labor. 1981, p. 57. 
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autonomía superior a sus antecesores. Se puede apreciar un vuelco en la rela- 
ción entre las diputaciones y los ayuntamientos, pues frente a la dependencia 
de éstos respecto a aquéllas desde 1812, ahora las provincias eran agrupacio- 
nes de municipios y las diputaciones estaban aparentemente subordinadas res- 
pecto a los ayuntamientos. 

Sin embargo, se pueden apreciar contradicciones evidentes, sobre todo 
en el ámbito regional^ y, en general, entre la teoría y la práctica, pues las 
mayores novedades aportadas ahora no llegaron a ponerse en práctica ya que 
el régimen no fue tan transitorio como se presumía y ni se celebraron eleccio- 
nes ni los referencia anunciados. Además, este modelo se consolidó por la au- 
sencia de controles sobre las nuevas corporaciones, como se puso de manifies- 
to en las convocatorias de comisiones de investigación sobre las responsabili- 
dades de ayuntamientos y diputaciones precedentes en los años treinta. 

Durante la llamada "dictablanda", los estatutos fueron considerados in- 
válidos por no haber guardado los trámites legales precisos para su aproba- 
ción. En las diputaciones y ayuntamientos fueron nombrados los diputados y 
concejales con mayor número de votos en las elecciones anteriores a 1 923. Y 
las municipales del 12 de abril se convocaron según lo dispuesto en la ley 
electoral de 1907 y no en el estatuto municipal. 

7. 1 . £/ Estatuto Municipal de 1924 

A diferencia de lo ocurrido con las interminables discusiones de proyec- 
tos precedentes, el decreto-ley de 8 de marzo de 1924 se discutió en sólo tres 
días. El nuevo estatuto municipal derogaba por fin la ley de 1877. Reñejaba 
más el ideario de Calvo Sotelo que el de Primo de Rivera. Su mayor novedad 
radicaba en la autonomía municipal, tanto en el ámbito financiero (al contar 
con más medios), orgánico (superiores competencias y posibilidad de fijar su 
propia estructura elaborando una carta municipal) y fimcional (se rebajan los 
controles sobre su actuación y el alcalde era elegido por los concejales). El 
régimen de carta municipal, facilitado por la propia definición del municipio 
(contenido histórico, no legal) posibilitaba criterios más variados de organiza- 
ción y quebraba el uniformismo impuesto desde 1 8 1 2*''. 

Ahora bien, sus aspectos pretendidamenie democráticos (sufragio fe- 
menino, concejo abierto en pueblos menores de quinientos habitantes, reduc- 
ción de la edad electoral de los veinticinco a los veintitrés años o convocatoria 
de referenda para asuntos más importantes) hay que ponerlos en cuarentena 

62 En base al estatuto municipal se podría pensar en una organización regional isla, pero no se puso en 
vigor luego por los temores de Primo de Rivera. TUSELL GÓMEZ, J. y D. CHACÓN ÜRTIZ; Op. cii., p. 
192. 

63 VkL seco campos, laabel: "Art cit^ p. 104. 
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por la representación corporativa (un tercio) y, sobre todo, porque no llegó a 
aplicarse, pues el partido del dictador, la Unión Patriótica, no se consideraba 
con fuerza suficiente para afrontar las elecciones. 

Las competencias municipales se ampliaban (por ejemplo en materia 
urbanística), se previa la creación de un Banco de Crédito Local y se creaban 
nuevos impuestos para aumentar los ingresos de la hacienda municipal. Preci- 
samente el incremento de la autonomía, las competencias, el gasto y el relaja- 
miento de los controles van a explicar las irregularidades denunciadas en la 
gestión de muchos municipios por las corporaciones republicanas. 

7.2. El Estatuto Provincial de 1925 

El estatuto de 1925 incidía en uno de los principios más deseados a lo 
largo de las últimas tres décadas de sistema parlamentario, la autonomía pro- 
vincial. El aparente sentido regionalista de las primeras semanas pronto entró 
en contradicción con declaraciones posteriores de Primo de Rivera y con la 
disolución de la mancomunidad catalana, algo que no gustó al regionalista 
Calvo Sotelo*^. El estatuto defendía la provincia y rechazaba por artificiosa 
cualquier organización regionalista como la proyectada por Sánchez de Toca y 
Silvela a fines del XIX, pero su preámbulo no descartaba la posibilidad regio- 
nal (pues el estatuto municipal la hacía posible). No obstante, Tusell destaca 
que "frente a la catalanización de la reforma administrativa local, el estatuto 
provincial significaba la preeminencia del tema exclusivamente municipaP'^'^ 
No hay que olvidar que se concebían las provincias como agrupaciones de 
municipios y que las diputaciones dejaban de ser órganos superiores jerárqui- 
cos de los ayuntamientos. 

Respecto a la organización provincial, sus características descentraliza- 
doras se plasmaban en la reducción del papel de los gobernadores civiles (ya 
no tenían voto y sólo podían presidir las reuniones poco importantes) y, lo que 
es más importante, en la elevación a la presidencia de un diputado y en el 
aumento de su ámbito competencial. 

Otros elementos demostraban un afán menos democratizador. Junto a 
los diputados de elección directa (por sufragio universal, incluido el femeni- 
no), se nombraban otros de carácter corporativo (en igual número que aqué- 
llos) por los ayuntamientos entre sus propios concejales, aunque con una dura- 
ción más corta. 

También le dedicaba especial atención a la hacienda provincial. Se con- 
cretó en un perfeccionamiento de la aportación municipal e integrando en aqué- 

64 Vid. TUSELL GÓMEZ, J. y D. CHACÓN ORTIZ: Op. cit., pp. 183-187. 

65 TUSELL GÓMEZ, J. y D. CHACÓN ORTIZ: Op. cit., p. 188. 
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lia recargos sobre otros impuestos municipales o estatales y contribuciones 
por obras y servicios. 

8. Los retoques de la II República 

La administración local, tan importante en las luchas políticas del 
XIX y primeras décadas del XX, va a pasar a un segundo plano durante la 
II República, más preocupada de dar satisfacción a otras reformas pen- 
dientes como la educativa, la agraria, la militar o la religiosa. Además, el 
hecho mismo de cambiar el régimen y llegar al poder el centro-izquierda 
suponía un golpe al caciquismo más duro que cualquier reforma adminis- 
trativa local. 

Con respecto a la etapa anterior sobresalen otros cambios. En pri- 
mer lugar, la diferente postura adoptada por las derechas en relación a la 
administración local, mucho más centralista que a principios del siglo. En 
segundo, la separación de la cuestión local de la regional. 

Será en éste último en donde se plasme el aspecto más innovador del 
régimen republicano, pues se posibilitaban constitucionalmente, por vez 
primera, las autonomías regionales. La constitución republicana de 1931 
legalizó un "Estado integral" que permitía dar cauce a los nacionalismos 
más emergentes, el catalán y el vasco. Fueron aprobados sólo el de Cata- 
luña (1932) y el del País Vasco (octubre de 1936), quedando otros (Aragón, 
Galicia, Baleares, Navarra, Valencia) en anteproyecto. Aunque fue una 
experiencia breve, sin duda ha servido de base a nuestro actual Estado de 
las autonomías. 

En el ámbito municipal, al proclamarse el nuevo régimen se resta- 
bleció básicamente la ley de 1877, pero sin derogarse totalmente el esta- 
tuto de 1924 al que se le reconocía un alto grado de valor autonómico y 
democrático. En el plano provincial, la ley de 15 de septiembre derogó 
parcialmente el estatuto de 1925. En palabras deTusell, "dado el auge del 
regionalismo en Cataluña, Galicia y el País Vasco, como es natural, sobre 
el estatuto provincial no se planteó siquiera la cuestión de su vigencia 
tota^"'^ 

Pero los intentos de democratización del régimen republicano no pu- 
dieron concretarse en el ámbito local. Las únicas elecciones municipales que 
se celebraron entre el 14 de abril de 1931 y el 18 de julio de 1936 fueron 
parciales, y, por otro lado, las diputaciones funcionaron como comisión ges- 
tora (denominación que sustituía a la de pleno) en una especie de interinidad 
que se prolongó hasta 1936. La explicación habría que buscarla en el mismo 

66 TUSELL GÓMEZ. J. y D. CHACÓN ORTIZ: Op. cit., p. 201 . 
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origen del régimen, en las suspensiones gubernativas posteriores y en los vira- 
jes (Je! Gobierno . C omo la nue\a legislación no se aprobó hasta 1 935, no dio 
tiempo a celebrar comicios municipales en todos y cada uno de los municipios 
españoles. 

La nueva ley de bases sobre administración local salió adelante gracias 
al acuerdo de radicales y cedistas, algo novedoso en nuestro país porque hasta 
entonces cualquier reforma había sido íhito de un sólo partido. Sin embargo, 
nació en unas circunstancias extrafias, pues tanto los socialistas como los repu- 
blicanos de izquierda estaban excluida de las Cortes y no tuvieron ni siquiera 
la posibilidad de oponerse a ella. 

Se mantenía la concepción **natural'* del municipio, el régimen de con- 
cejo abierto (ampliado a los pueblos inferiores a cinco mil habitantes), la posi- 
bilidad de la carta municipal y la participación popular en referenda. Pero des- 
aparecía la representación corporativa (todos los concejales serían electos por 
sufragio universal incluido el femenino) y el sistema electoral proporcionalista. 
Aunque los alcaldes volvían a ser elegidos por los concejales, ahora se permi- 
tía la suspensión gubernativa (imposible con el estatuto anterior). Una nove- 
dad era la regulación de los cuerpos nacionales de funcionarios de la adminis- 
tración local, tan importantes en el futuro. 

9. El modelo franquista 

El nuevo sistema fue planteado por la ley de bases del régimen local de 
17 de julio de 1945. De ella arrancaba la nueva ordenación de la administra- 
ción local, desarrollada por una legislación complementaría en los afios si- 
guientes. Afectaba tanto a la administración municipal como a la provincial. 
Y cuando el dictador agonizaba se intentaron introducir cambios con la ley de 
bases de 19 de noviembre de 1975 del estatuto del régimen local. Pero la muer- 
te de Franco un día después de su aprobación, provocó que no tuviera la tras- 
cendencia debida. 



67 Como es bien sabido, la República llegó a consecuencia de un proceso electoral municipal el 12 de 
abril (dos (liíts antes de su proclamación) en el que triunfaron las candidaturas republicano-socialistas en las 
grandes ciudades, trente a la abultada (y adulterada por los vicios de la vieja legislación electoral) victoria 
nMNiárquioi en kw pueblos. Una vez proclamado el nuevo ré^men, lólo ae cekbnuoo eleccioaet parciales 

(31 de mayo de l^?h en los municipios donde hubieran existido reclamaciones o en aquellos que se 
hubieran constituido sin el«xión, debido al articulo 29 (23 de abril de 1 933). Los gobernadores civiles, por 
iu paite, camlMdMn ta coinposidón de nunierosas oorporacíoaes. Y el ftaca^ 

de 1934 provocó ta eliminación de concejales y diputados provinciales de bequienta, que volvieroa de 
nuevo a SUS puestos tras ta victona del Frente i\)pular en febfcro de 1936. 
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9. 1 . La Administración Municipal 

Las principales innovaciones en la esfera municipal durante el franquismo 
se aprecian en la centralización, la tendencia uniformista y la falta absoluta de 
democracia (sustituida por la denominada ^'democracia orgánica"). La consi- 
deración de municipios como entidades locales integrados por familias, sindi- 
catos y profesionales suponía la elección de sus concejales por tercios. En este 
sentido, la designación de los alcaldes recaía en el gobernador, el ministro de 
la Gobemación (en municipios mayores de diez mil habitantes) o el jefe del 
Estado (Madrid y Barcelona). 

La figura del alcalde cobraba, teóricamente, atribuciones administrati- 
vas a causa del incremento de complej idad de los servicios públicos municipa- 
les, pero su nombramiento como jefe local del Movimiento difuminaba esa 
utópica función gestora y mostraba su carga política e ideológica. 

En palabras de Isabel Seco, **el laigo período franquista se va a caracte- 
rizar más por la consolidación ideológica y política del municipio que por la 
normativa sistemática*^, que esquematiza en los siguientes puntos: desarticu- 
lación <te toda forma de participación ciudadana, la sustitución de un régimen 
jurídico organizado por una relación de confianza entre el ministro, el gober- 
nador y el alcalde (compatibles con los intereses oligárquicos locales) y la 
explicación de una ideología municipalista con mezcla de tintes fascistas y de 
corporativismo tradicionalista. 

9.2. La Administración Provincial 

En el plano provincial, la legislación franquista confirmó la figura del 
presidente de la diputación y volvió a establecer la tutela de la diputación sobre 
los pequeños municipios. Los gobernadores perdieron su condición de presi- 
dentes ejecutivos de las diputaciones pero afirmaron su condición política^^ (al 
convertirse en jefes provinciales de F.E.T. y de las J.O.N.S.) y se alejaron aún 
más de las funciones administrativas (radicadas en los distintos ministerios). 

El régimen de intervención estatal establecido sobre las diputaciones 
por la ley de bases de régimen local de 1945 se iqsrecia en múltiples casos. Así, 
todos los acuerdos de las diputaciones debían ser supervisados por el goberna- 
dor, estaban controladas y fiscalizadas por el Servicio Nacional de Inspección 
y Asesoramiento de las Corporaciones Locales y sus operaciones de crédito 
debían ser aprobadas por los delegados de Hacienda o por el ministerio. 
No obstante, sus competencias más que reducirse aumentaban^". 

68 SECO CAMPOS. Isabel: "Art. cit ", p. 105. 

69 Vid. garcía de ENTERRÍA, Eduardo: üp. cit., pp. 57-58. 

70 VhL rodríguez clavel, J. R.: "Ait cit.", p. 272-282. 
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García de Enterría^' destaca cómo la tradicional colaboración entre el 
Estado, la provincia y el municipio en relación a la enseñanza, la beneficencia, 
los caminos, la sanidad o la justicia, se fue quebrando con la aparición de 
ramas especializadas de la administración periférica estatal al margen de los 
gobernadores y alcaldes. Será entonces cuando los entes locales se liberen del 
sostenimiento económico de determinados servicios para pasar a una adminis- 
tración periférica muy desarrollada que vino a entrar en disputa con la admi- 
nistración local. Este hecho producirá una serie de problemas de articulación 
entre ambas esferas que va a heredar, en gran medida, nuestro sistema demo- 
crático a la muerte del dictador. 

10. La regulación del régimen local en el modelo actual 

El proceso democrático abierto a la muerte de Franco va a modificar la 
legislación local de su régimen. Poco antes de la elaboración de la constitu- 
ción, la ley 39/1978 de 7 de julio de elecciones locales democratizó los órga- 
nos de gobierno local y la ley 47/1978 de 7 de octubre derogó la ley de bases 
de 1975. 

La ley de elecciones locales estableció una vuelta a la elección demo- 
crática de los concejales. Marcaba un papel distinto para los alcaldes de muni- 
cipios pequeños y grandes, disminuía su liderazgo (por su necesidad de pactar 
con otros gupos para obtener la mayoría) y posibilitaba su destitución por los 
concejales. 

La regulación constitucional de la administración territorial se contiene 
también en el Título VIII. Perfila un Estado de las autonomías dentro de la 
"indivisible unidad de la Nación española". Aunque prevé condiciones espe- 
ciales para Cataluña, País Vasco y Galicia, generaliza la autonomía a todas las 
comunidades (incluidas las uniprovinciales) y diseña dos vías distintas para su 
acceso (arts. 143 y 151). Sustituye así al Estado centralizado surgido de la 
revolución liberal. 

La autonomía política supone también la legislativa, estatutaria, finan- 
ciera o administrativa. Pero la descentralización política del Estado ofrece dos 
líneas funcionales distintas: las nacionalidades y regiones, por un lado,y la 
administración local, por otro. Según Vallina^- la constitución otorga ventajas 
a la descentralización autonómica (por la preocupación de los constituyentes 
para destacar el papel de las comunidades autónomas en la configuración del 
Estado), frente al papel secundario asignado a las entidades locales. Así, por 

71 garcía de ENTERRÍA. Eduardo: Op. cir, pp. 69-99. 

72 VALLINA VELARDE, J. L. de la: "Descentralización local y Ley de Bases del Régimen Local de 
1985". en MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ.J. L. (cootá.y.Desceniralización y administración 
/oca/. Valladolid.Universidad, 1 992,p. 4 1 -47 
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ejemplo, mientras las comunidades autónomas cuentan en el texto constitucio- 
nal con un listado de competencias frente al Estado, en el caso de la adminis- 
tración local se remite a la legislación ordinaria, lo que supone la falta de una 
plena garantía constitucional para su autonomía. 

Ya aprobada la constitución, el Gobierno de la UCD acentuó la descen- 
tralización municipal (R.D.L. 3/1981 de 16 de enero, transformado en ley 40/ 
1981 de 28 de octubre de medidas sobre el régimen jurídico de las corporacio- 
nes locales) suprimiendo los controles administrativos y potenciando sus com- 
petencias. 

La legislación vigente (ley 7/1985 de 2 de abril de bases de régimen 
local) es muy minuciosa y procede de la etapa socialista. Pretende efectuar la 
descentralización territorial encamada en las entidades locales, cuya tipología 
describe (municipio, provincia e isla son de obligada existencia, aunque ade- 
más hay otras entidades que dependen de la legislación autonómica). Regula 
que las comunidades autónomas de régimen especial tengan competencia le- 
gislativa en materia local y las demás comunidades pueden ejercitarla en cues- 
tiones locales y sectoriales. De nuevo llevan las de perder las corporaciones 
locales frente a las apetencias de aquéllas'- . 

Sobre el papel de las diputaciones en la legislación actual, tanto la cons- 
titución de 1978 como la ley básica de régimen local que la ha desarrollado 
han recogido de la historia su perfil institucional, aunque con el elemento dis- 
tintivo que supone el enlace entre las provincias y las comunidades autóno- 
mas. Las funciones que legalmente se le reconocen son de dos tipos: la vincu- 
lación estricta de las diputaciones a los ayuntamientos (más que como superior 
jerárquico, como apoyo al medio rural) así como el fomento y administración 
de los intereses provinciales. Para dar contenido a estas funciones, se han esta- 
blecido tres tipos de participación de las diputaciones en el ejercicio de com- 
petencias autonómicas: la atribución, la delegación y la asignación de compe- 
tencias o tareas administrativas'^. 

En cuanto a la elección de los diputados provinciales es distinta a la del 
pasado. Corresponde a los concejales de cada partido judicial (según el resul- 
tado de las elecciones municipales por siglas que asigna la ley D'Hont), 
distribuyéndose los escaños entre los diversos partidos judiciales. Por otro lado, 
la figura del presidente de la diputación se confirma como institución distinta 
del gobernador civil. 



73 Vid. VALLINA VELARDE, Juan Luis de la: "Art. cit.". pp. 58-59. 

74 Vid. MORELL OCAÑA. Luis: "Art. cit.", pp. 80-82. 
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IL Balance de la organización municipal contemporánea 

Una vez fijada la evolución, es preciso determinar las características 
generales del municipio contemporáneo y establecer un somero balance. So- 
bre su origen y concepción, se ha apreciado la evolución desde la significación 
legal impuesta por los liberales hasta el vuelco que, tras el estatuto municipal 
de 1924» lleva a considerarlo como algo natural (ya apuntado en el sexenio 
democrático) y, por tanto, anterior al legislador, que ha perdurado desde entonces. 

Otro de los elementos a tener en cuenta es la planta municipal. En ella, 
la concepción de racionalidad administrativa quedó establecida desde el prin- 
cipio. En relación al tamaño, Francesc NadaF^ señala que en un principio se 
potenció la creación del mayor número posible de municipios, pero la falta de 
recursos económicos acabó cambiando la política segregadora por otra de ca- 
rácter agregador, de manera que desde 1840 la legislación municipal, de cual- 
quier signo, potenció la creación de unidades municipales mayores y desde 
1870 se permitió incluso la mancomunidad de municipios. El uniformismo de 
la planta municipal gaditana municipal ha perdurado hasta nuestros días (aun- 
que tuvo un paréntesis durante la dictadura de Primo de Rivera y la II Repúbli- 
ca con el régimen de carta municipal) y ha provocado un vacío para núcleos 
más pequeños que no se ha paliado con la constitución de "entidades locales 
menores". Morelf' la critica y apuesta por el rescate de fórmulas de doble 
nivel y por las peculiaridades r^onales, algo que, añade, es sugerido por nuestra 
constitución y ha sido admitido en algunos estatutos como Galicia (comarcas y 
parroquias rurales), Asturias (concejos y comarcas) o Cataluña (municipios y 
comarcas). 

En cuanto a su estructura de poder, parece haber coincidencia es consi- 
derar que los fundamentos políticos del municipio liberal español se encuen- 
tran en el régimen centralizado napoleónico y no en la concepción del **pouvoir 
municipal" emanado de la Revolución Francesa. Por su parte, la profesora 
Hijano^^ ha demostrado la disminución del poder político de los ayuntamien- 
tos decimonónicos, que había comenzado en el Antiguo Régimen y se consoli- 
dó definitivamente en la etapa constitucional. Lo achaca al "carácter disconti- 
nuo e incompleto" en el cumplimiento de los objetivos de la revolución de 
1808, ya que, mientras uno de los cambios promovidos por el liberalismo, el 
centralismo, fue palpable desde el principio, la otra gran novedad, el derecho a 
la representación (que suponía un verdadero avance) tardó más en consolidar- 
se. Sólo bien entrado el siglo XX cambia la situación. 



75 NADAL, Francesc: Op. cit.. p. 316. 

76 MORELL OCAÑA, Luis: Op. cit., pp. 660-71. 

77 HUANO, M* Ángeles: "Ait. ciL", pp. 163-164. 
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Si alargamos el modelo moderado en sentido amplio (desde 1 845 hasta 
la II República, salvo los paréntesis del bienio progresista y el sexenio demo- 
crático)» es decir, la mayor parte de nuestra historia contemporánea, el tipo de 
municipio se podría resumir según los rasgos que apuntan Seco y García 
Fernández: designación del alcalde por los poderes centrales (rey o goberna- 
dor), restricción de las competencias municipales, rígidos procedimientos de 
control y tutela; refoizamiento de la figura del alcalde como representante del 
gobíemo municipal; y control financiero de las corporaciones municipales^* . 

Volviendo a la figura del alcalde, se han podido apreciar distintas etq>as, 
evolucionando de una institución electiva (18 1 2) a un régimen de dos confianzas 
(desde 1845) hasta que desde 1924 se reconduce hacia una mayor democratiza- 
ción (aunque insuficiente) para experimentar una profunda involución durante el 
fi:anquismo que acabará, por fortuna, con la instauración de la democracia. 

Morell señala otras características del municipio español contemporá- 
neo desde el punto de vista político'''. Una es la tradición oligárquica de las 
elecciones locales históricamenlc. es decir, la dominación de una minoría, cuyo 
resultado ha sido que el régimen local ha quedado al margen de la comunidad 
local en su conjunto. La otra es una consecuencia de la anterior, la 
"heteronomia"", que se manifiesta en la dinámica local, donde más que los 
problemas domésticos se reflejan los problemas o los criterios nacionales. 

Pero si importantes son los cambios experimentados por el municipio 
contemporáneo, no por eso hay que desdeñar las persistencias del Antiguo 
Régimen, que se pu^en apreciar, por ejemplo, en la continuidad de pautas de 
las haciendas locales hasta la reforma de 1 845, o de la administración de justi- 
cia. En éste último sentido, las reformas a raíz del Estatuto Real, la constitu- 
ción de 1837 y la de 1845 modificaron las competencias jurisdiccionales de 
los alcaldes*^. Pero sólo a partir de 1855 y, sobre todo, de 1870, los alcaldes 
irán perdiendo este poder, conforme se consoliden los jueces de paz. 

12. Balance de la organización provincial contemporánea 

La imagen de la provincia ha sido dual y ha tenido un protagonismo 
especial en el debate ideológico acerca de la construcción del Estado español 
conten4>oráneo. MoreiP' resume los argumentos que se han repetido histórica- 

78 SECO CAMPOS, Isabel: "Art. cit.", p. 103; GARCÍA FERNANDEZ, Javier: Ll ungen del munici- 
pio coHstímdeml. Madrid, INAP, 1983. 

79 MORELL OCAÑA, Luis: Op. cit.. pp. II 3-1 20. 

80 Vid. MÁRQUEZ CRUZ, Guillermo: "El sistema político local en España: de las Cortes de Cádiz a 
la Restauración (1810-1923)", en Poder local, élites e confio social na Galicia non urbana (1874-1936). 
Santiago de Compostela. ( niversidad, 1997, p. 35. 

81 MORELL OCAÑA. Luis: Op. cit., pp. 75-77. 



231 



Copyngliíea maiena! 



Angel Luis López Vilxaverde 



mente: a) como creación artificial del legislador para constituir un Estado 
centralizado y uniformizador que borre las particularidades territoriales; 
y b) como "formación social típica de la España periférica" pues el nuestro era 
un país de provincias (con orígenes en la cultura urbana medieval), por lo que 
el único reproche que podría hacerse a los constituyentes gaditanos sería su 
olvido de que también era un país de regiones. 

En realidad tuvo un carácter bi fronte y los pasos dados para considerar 
a la provincia como un ente local fueron muy lentos y se vieron salpicados de 
retrocesos hasta su defmitiva consolidación en pleno siglo XX. 

El gobierno provincial ha girado en tomo a la figura del jefe político, 
primero, el gobernador, después, y por último el presidente de la diputación. 
Este aparece en 1870 (aunque se sitúa bajo la dependencia del gobernador), 
con lo que se puede hablar de un desdoblamiento que se hace definitivo en el 
estatuto de 1925 y obtiene amplias facultades a partir de 1945. García de 
Enterría**- incide en la distinta caracterización del gobernador español y el pre- 
fecto francés, a pesar de ser tributario el aparato administrativo español del 
galo. Según él, los antiguos subdelegados de Fomento se fueron alejando del 
modelo administrativo del prefecto para devenir en autoridades políticas au- 
ténticas (de ahí su nombre de gobernadores civiles), con competencias de or- 
den público, elecciones o control sobre corporaciones locales. Por eso, frente 
al prefecto francés -modelo de administración profesional- la figura del go- 
bernador civil español no ha llegado a profesionalizarse al no superar la fase 
de configuración como agente político. 

En cuanto a la diputación, se ha destacado su papel en la consolidación 
del régimen liberal. Sus rasgos esenciales los resume Rodríguez Clavel**' : ór- 
gano económico-administrativo, subordinado al poder central; órgano supe- 
rior jerárquico de los ayuntamientos (desde 1812 hasta el estatuto de 1 925); y 
órgano político de auténtica administración local (se vislumbra en 1 882 y ad- 
quiere carta de naturaleza a partir de dicho estatuto). Ha desempeñado tres 
tipos de cometidos**"': beneficencia (generó una competencia sanitaria que dio 
lugar a la red hospitalaria provincial); obras públicas de la provincia (red se- 
cundaria de caminos); y fomento de intereses culturales, económicos, etc. de 
la población de su circunscripción en conexión con los ayuntamientos. 

Sobre su configuración han existido distintos modelos. En la época cons- 
titucional anterior a la guerra civil la corporación provincial era elegida por los 
habitantes de la provincia. Pero durante el franquismo se impuso el corporati- 
vismo (ya apuntado en el estatuto de Calvo Sotelo) marcado por las entidades 

«2 garcía DH RNTERRÍA. Eduardo: Op. cil., pp. 54-56. 

83 RODRÍGUEZ C LAVEL, José Ramón: "Art. cit.". pp. 260-261. 

84 Vid. MORELL CKAÑA. Luis: Op. cit., pp. 98-101. 
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económicas, culturales y profesionales. En la actualidad corresponde su elec- 
ción a los concejales en función de los partidos judiciales. 

Nadal**'' explica la longevidad de las diputaciones asegurando que éstas 
"forjaron una cantidad nada menospreciable de información e incrementaron 
su experiencia administrativa, que los gobernantes, fueran del signo que fue- 
ran, se cuidaron muy mucho de deshacer" y que no se reformaron radicalmen- 
te por dar sustento a muchos funcionarios asi como por ser animadoras de la 
vida económica de muchas ciudades. 

Acerca de su futuro, se ha abierto un debate en los últimos años que se 
mezcla con el tema regional. No son pocas las voces que se levantan acerca de 
su obsolescencia en la España de lasAutonomías. A nadie se le escapa que hay 
un claro telón de fondo político en el tema y que el mismo es visto de distinta 
manera si se mantiene el control de estas instituciones que si se está en la 
oposición. 

En cualquier caso, aunque el tema regional se ha planteado histórica- 
mente como una derivación, en parte, del provincial, lo cierto es que las cons- 
tituciones de corte federal o autonomista han dejado de lado a las provincias 
mientras que las demás han obviado a las regiones. De modo que, aunque se 
haya vuelto a replantear el problema y ahora adquiera tintes distintivos, no es 
un debate nuevo. 

13. Conclusiones 

La historia de la administración local española va experimentar un cambio 
apreciable a raíz de la revolución de 1 808, cuyos ecos van a perdurar durante 
buena parte del XIX, con sucesivos avances y retrocesos en las décadas siguien- 
tes. Si desde el punto de vista municipal, los cambios en cuanto al centralismo y al 
derecho de representación son evidentes con respecto al pasado, la ruptura será 
aún mayor en la administración provincial, que experimenta una verdadera revo- 
lución no sólo en la distribución territorial sino también en sus instituciones de 
gobiemo. En cualquier caso, los elementos de cambio y de renovación se super- 
pondrán. 

Pero lo más evidente son los virajes que los distintos modelos van a ir 
experimentando, fnito del antagonismo de las diversas flierzas políticas, que ha- 
rán de la administración local durante la época contemporánea uno de sus puntos 
de fricción más evidentes. 

La batalla política se librará en el primer tercio del XIX entre los partida- 
rios del modelo de régimen local gaditano y aquéllos otros que se resistían a la 
ruptura con el modelo local del Antiguo Régimen. En la siguiente fase, la disputa 

85 NADAL. Francesc: Op. cit.. p. 318. 
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enfientará a los moderados, defensores de un modelo centralista a ultranza, y los 
progresistas, que hacen de la descentralizadón (con matices) una de sus 
programáticos. 

En el modelo caciquil, característico de la Restauración bcxtxteiica, los 
conservadores pasarán de defender un £stado centralista a proponer sucesivos 
intentos de reforma, fracasados, pao en los que relevarán a los liberales en la 
defensa de la descentralización administrativa. A partir de aquí, el tema local deja- 
ra de enfrentar abiertamente a los partidos mayoritarios. porque Primo de Rivera 
impone el modelo reformista que el sistema parlamentario precedente había sido 
incapaz de concluir, y durante la II República las disputas tendrán otros ámbitos. 
Se puede señalar como punto de inflexión en el régimen local la legislación de la 
dictadura (si bien sólo desde el punto de \ isla teórico) porque, en palabras de 
Guillermo Márquez'" ■"sincreti/a el municipalismo del siglo XIX" e inspira "el 
régimen local de la II República, el del régimen del general Franco, y el actual 
establecido en 1985". 

Durante d franquismo, la ausencia de libertades incapacitó la critica del 
moddo local implantado y ha vueUo a iq>laiilBafse durante la 
tica, donde la gran Dovedad ha sido la autoQomia local y regionaL 

En resumen, el rigor centralista de la revolución liberal ha perdurado 
durante la mayor parte de nuestra historia contenqxnánea y ha mantenido a 
nuestro régimen local en una relación de subordinación respecto al poder cen- 
tral. Pero la evolución de las circunstancias históricas han hecho inevitable 
una mayor descentralización. 



86 MÁRQUEZ CRUZ, Ooilkimo: **Ait cit", p. 32. 



234 



Copyrighted material 



La AdministracJón Local Contemporánea 

BIBLIOGRAFÍA 

ABELLA, Fermín: Derecho administrativo provincial y municipal. Ma- 
drid, 1877. 

ANQUERA NOLLA, Pere yAIbertARNAVATCARBALLIDO: ¿«D/pw- 
tación de Tarragona: imatges per a una historia. Tarragona, 1 986. 

ARÓSTEGUI, Julio: "El estado español contemporáneo: centralismo, 
inarticulación y nacionalismo", en Historia Contemporánea, núm. 1 7, pp. 3 1 -57. 

ARTOLA, Miguel: La burguesía revolucionaria (1808-1874). Madrid, 
Alianza, 1987 (9^ reimp.). 

— '.Sobre los orígenes de la España contemporánea. Madrid, 1 975. 
— .Antiguo Régimen y revolución liberal. Barcelona, 1979. 

BAENA PINEDO, Pablo: "La división municipal de la revolución liberal. 
El caso de Madrid", en FERNÁNDEZ ALBALADEJO, Pablo y Margarita 
ORTEGA LÓPEZ (eds.): Antiguo Régimen y liberalismo. Homenaje a Miguel 
Artola. 3. Política y cultura. Madrid, Alianza, 1995, pp. 59-70. 

BERMEJO MARTÍN, Francisco y J. Miguel DELGADO IRRADETA: La 
administración provincial española. La Diputación provincial de la Rioja. 
Logroño, Consejería de Administraciones Públicas, 1989. 

CALERO AMOR, Antonio M": La división provincial de 1833. Bases y 
antecedentes. Madrid, I.E.A.L., 1987. 

CARR, R.: España 1808-1939. Barcelona, 1970. 

CLAVERO ARÉVALO, M.: Estudios de derecho administrativo. Madrid, 
Civitas, 1992. 

CASTRO, Concepción de:¿a revolución liberal y los municipios españo- 
les (1812-1868). Madrid, Alianza, 1979. 

COSCULLUELA MONTANER, Luis: Legislación de Régimen Local. Ma- 
drid, Civitas, 1990. 

COSCULLUELA MONTANER, Luis y Enrique ORDUÑA REBOLLO: 
Legislación de administración local 1900-1975. 3 tomos. Madrid, I.E.A.L., 
1981-1983. — -.Legislación de administración local 1975-1987. Madrid, 
LE.A.L., 1990. 



235 



Copyrighted maleríal 



Angel Luis López Villaverde 



ENTRENA CUESTA, Rafael: Curso Je Derecho administrativo. Vol. 1/2. 
Oganización administrativa. Madrid, Tecnos, 1995 ( 1 1" ed.). 

ESCUDERO, José Antonio: Curso de Historia del Derecho: fuentes e ins- 
tituciones político-administrativas. Madrid, 1 995. 

FARIÑA JARM ARDO, X. y M.A. ?ERE\RA: A Diputación de Pontevedra. 
1 836- 1986. Pontevedra. Diputación provincial, 1986. 

FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ,Tomás Ramón y Juan Alfonso SANTAMARÍA 
PASTOR: Legislación administrativa española del siglo XIX. I.E.A., 1977. 

FUS!, J. P y J. PALAFOX: España: 1808-1996. El desafio de la moderni- 
dad. Madrid, Espasa Calpe, 1997. 

GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo: La Administración española: estu- 
dios de Ciencia Administrativa. Madrid, Alianza, 1 985. — : Revolución france- 
sa y administración contemporánea. Madrid, Civitas, 1 884. 

GARCÍA FERNANDEZ, Javier: El origen del municipio constitucional: 
autonomía y centralización en Francia y en España. Madrid, INAP, 1983. 

GONZALEZ ANTON, Luis: "El territorio y su ordenación político-admi- 
nistrativa", en ARTOLA, Miguel (din): Enciclopedia de Historia de España./I. 
Instituciones políticas. Imperio. Madrid, Alianza, pp.l 1-92 

GONZALEZ CASANOVAS, i. A.. Las diputaciones provinciales en Espa- 
ña: historia política de las Diputaciones de.sde 1812 hasta 1985. Madrid. Man- 
comunidad General de Diputaciones de Régimen Común, 1986. 

GONZALEZ MARINAS, P.: Las Diputaciones provinciales en Galicia: 
del Antiguo Régimen al constitucionalismo. La Coruña, 1 978. 

GUAITA: "La división provincial y sus modificaciones", en Actas del III 
Symposium de Historia de la Administración. Madrid, 1 974. 

HIJANO PÉREZ, M"* Ángeles: "La pérdida del poder político en los ayunta- 
mientos tras la revolución liberal", en FERNÁNDEZ ALBALADEJO, Pablo y 
Margarita ORTEGA LÓPEZ (eds.): Antiguo Régimen y liberalismo. Homenaje 
a Miguel Artola. 3. Política y cultura. Madrid, Alianza, 1995, pp. 163-173. 

LLADONOSA PUJOL, José: La historia de la Diputación provincial de 
Lérida. 2 vols., Lérida, 1 874 — : El origen de la Diputación provincial de Lérida. 
Lérida, 1986. 



236 



Copyríghted materia! 



La Administración Local Contemporánea 

MARQUEZ CRUZ, Guillermo: "El sistema político local en España: de las 
Cortes de Cádiz a la Restauración (1810-1 923 )", en Poder local, élites e cam- 
bio social na Galicia non urbana ( 1874-1936). Santiago de Compostela, Uni- 
versidad, 1997,pp.28-140. 

MARTIN BOBILLO, Pablo: Orígenes de la Diputación provincial de 
Zamora (1813-1823). Zamora, Diputación, 1988. 

MARTIN-RETORTILLO, Sebastián: La provincia: pasado, presente y fu- 
turo. Madrid, Civitas, 1991. 

MARTÍN-RETORTILLO, Sebastián y ARGULLOL, E.: Descentraliza- 
ción administrativa y organización política. 1. Aproximación histórica ( 1812- 
y9i/A Madrid, 1973. 

MARTINEZ DIEZ, Gonzalo: "Génesis histórica de las provincias españo- 
las", en Anuario de Historia del Derecho Español, núm. 51 ( 1 98 1 ), pp. 523- 
593. 

MARTINEZ RUEDA, Femando: Los poderes locales en Vizcaya: del Anti- 
guo Régimen a la revolución liberal ( 1700-1853). Bilbao, Universidad del País 
Vasco, 1994. 

MORAL RUIZ, Joaquín del: Hacienda central y Haciendas locales. Ma- 
drid, 1984. 

MORALES MOYA, Antonio: "Los orígenes de la administración pública 
contemporánea", en La historia contemporánea en España: Primer Congreso 
de Historia Contemporánea de España, Salamanca, 1992. Salamanca, Uni- 
versidad, 1996, pp. 53-72. 

MORELLOCAÑA, LnW. La administración local. Madrid, Tecnos, 1984. — 
:"La provincia: pasado, presente y perspectivas de futuro", en MARTÍNEZ 
LOPEZ-MUÑIZ (coord.): Descentralización y administración local. Vallado- 
lid, Universidad, 1 992. pp. 67-82. 

MORENO NIETO, Luis: Historia de la Diputación provincial de Toledo. 
Toledo, Diputación provincial, 1986. 

NADAL, Francesc: Burgueses, burócratas y territorio. Madrid. I.E.A.L., 
1987. 

NIETO, Alejandro: Los primeros pasos del Estado constitucional. Barce- 
lona, Ariel, 1996. — : "Condicionantes y determinantes de la Administración 



237 



Angel Luis López Villaveroe 



Pública española histórica", en Gestión y análisis de políticas públicas, núm. 
78 (sep. 1 996-abril 1 997), pp. 67-72. 

ORDUÑA REBOLLO, Enrique: Evolución histórica de la Diputación pro- 
vincial de Segovia ¡833-1990. Segovia, Diputación provincial, 1991. 

ORTEGO GIL, Pedro: Evolución legislativa de la Diputación provincial 
en España. La Diputación provincial de de Guadalajara, 1812-1845. 2 tomos. 
Madrid, Universidad Complutense, 1990. 

PEREZ-BUSTAMANTE, Rogelio: Historia de las instituciones públicas 
de España. Madrid, Universidad Complutense, 1995. 

PINA HOMS, R.: La Diputación provincial de Baleares. Mallorca, 1979. 

POSADA, Adolfo: Evolución legislativa del Régimen Local en España. 
1812-1909. Madrid, I.E.A.L., 1982. — .Escritos municipalistas y de la vida 
local. Madrid, I.E.A.L., 1979. 

REQUENA GALLEGO, Manuel (coord.): Historia de la Diputación de 
i4/¿>oce/^. Albacete, Diputación provincial, 1993. 

RIQUER, Borja de (coord.): Historia de la Diputación de Barcelona. 3 vol. 
Barcelona, Diputación, 1987. 

SÁNCHEZ ARCILLA-BERNAL, José: Historia de las instituciones poli- 
tico-administrativas contemporáneas (1808-1975). Madrid, Dykinson, 1994. 

SÁNCHEZ MORÓN, Miguel: La Autonomía Local. Antecedentes históri- 
cos y significado constitucional. Madrid, Civitas, 1990. 

SANTANA MOLINA, Manuel: La Diputación provincial en la España 
decimonónica. Madrid, M.A.P., 1989. 

TUSELE GÓMEZ, Javier y Diego CHACÓN ORTIZ: La reforma de la 
administración local en España (1900-1936). Alcalá de Henares. Instituto Na- 
cional de Administración Pública, 1987, (2" ed.). 

VILLENA ESPINOSA, Raf^aeh Revolución democrática y administración 
provincial. La Diputación de Ciudad Real. ¡868-1874. Ciudad Real, B.A.M., 
1995. 

W.h\.\ El palacio provincial. Ciudad Real, Diputación provincial, 1993. 



238 



Copyríghted materia! 



LA DOCUMENTACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
LOCAL CONTEMPORÁNEA 

José Ramón Rodkígubz Clavel 
Director del Archivo de la Diputación Provincial de Cuenca 

1. INTRODUCCIÓN 

/. i. El municipio contemporáneo y su producción documental. 

Con el surgimicnlo del régimen iiberal-doeeanista al ealor del texto 
constitucional de las Cortes gaditanas, el municipio español inicia un proceso 
de fuertes cambios estructurales al unifomiizarse su régmien jurídico. Ello 
implica la generalización de la prestación de servicios y la asignación por vía 
normativa de idénticos l'ines. Lste proceso ha tenido indudables repercusiones 
en la producción documental, porque prestando los mismos servicios se gene- 
nm tipos documentales semejantes, que al iise gestando de manera seriada, 
dan lugar a las mismas seríes documentales*. 

En muchos casos, en los propios textos legislativos se hace alusión de 
modo genérico o específico a los tipos documentales que son necesarios para 
el desarrollo de determinadas actividades municipales. 

Hay que tener en cuenta que muchas competencias municipales se han 
venido ejerciendo a lo laigo de la historia, lo que nos lleva a establecer la 
existencia de series de "largo recorrido**, es decir, series documentales que se 
remontan a la época bajomedieval y que permanecen abiertas actualmente. 

Por otra parte, el municipio ha desempeñado históricamente algunas 
ñinciones de carácter coyuntural que después han desaparecido bien por pres- 
cripción legislativa bien por decisión corporativa. Esto ha determinado la 
existencia de series documentales cerradas que empiezan en determinado 
momento cronológico, generalmente obedeciendo a un procedimiento legal- 
mente establecido, y que terminan cuando el municipio ve mermadas sus 
competencias en esa función. 

También hay que considerar la pro\cccioii contemporánea de munici- 
palización de ser\ ICIOS que en el Antiguo Régimen estaban encomendadas a 
instituciones eclesiásticas y/o corporativas privadas (beneficencia, educación, 
etc.) 



1 SECO CAMPOS, Isabel: "Tipología Oocumcntal administrativa en el Municipio contemporáneo. En 
kMARCHlVOS DE LAADMINISTRACIÓN LOCAL. Toledo: ANABADCaitiU«-U Mancha. 1994. p. 98 
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Además, existen funciones totalmente contemporáneas de nueva crea- 
ción, como por ejemplo, las culturales y deportivas, cuyo ejercicio ha traído 
consigo la génesis de series documentales nuevas que permanecen abiertas en 
la actualidad. 

En definitiva, cabe establecer el siguiente diagnóstico en relación con 
la producción documental municipal en la época contemporánea: 

a) La constatación de la existencia de series documentales de larga du- 
ración remontables al municipio bajomedieval. 

b) Series documentales nuevas, que aparecen a partir del s. XIX 

c) Series documentales cerradas, coyunturalmente generadas como con- 
secuencia de la asunción de competencias asignadas con carácter temporal al 
municipio-. 

No obstante, los cambios políticos y constitucionales, que origina la 
múltiple normativa sobre el régimen municipal, tienen escasa repercusión en 
la producción documental administrativa de los siglos XIX y XX. Es decir, si 
bien las transformaciones político-institucionales son de amplia relevancia, 
por el contrario los cambios son insignificantes en la práctica administrativa y 
en la gestión documental, y ello se debe a que muchas de las funciones del 
ayuntamiento constitucional conectaban con las funciones del concejo del 
Antiguo Régimen. Sin embargo, no podemos decir lo mismo con respecto a la 
producción documental derivada de la gestión hacendística y económica del 
municipio contemporáneo, al caracterizarse tanto por su diversidad tipológica 
como por su amplia representación cuantitativa. 

Lo que ha hecho el municipio contemporáneo ha sido unir algunas com- 
petencias más a todo el bloque de funciones históricamente ejercidas por el 
concejo, dando lugar a la génesis de nuevos tipos documentales y a la sistema- 
tización del procedimiento y de la gestión administrativa' . 

Los múltiples y aciagos avatares históricos transcurridos a lo largo de 
la historia desde la creación de los municipios en época medieval (guerras, 
inundaciones, incendios, expurgos incontrolados motivados por la ausencia de 
conciencia de los potenciales y futuriblcs valores informativos y científicos de 
los documentos municipales, etc..) han traído consigo la pérdida irreparable 
de grandes cantidades de documentación históricamente generada por las ins- 
tituciones municipales. 

Si la riqueza de un archivo estriba en la continuidad lo más completa 
posible de sus series documentales, tenemos que decir que en los archivos 

2 SECO CAMPOS. Isabel: ¡hidem. pp. 99 

3 SECO CAMPOS, Isabel: ibiJem, pp. 144 
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municipales esto sólo se ha dado, y no siempre, con algunas series especial- 
mente emblemáticas como, por ejemplo, los libros de actas del Pleno. 

En consecuencia, en el municipio contemporáneo deberían teóricamente 
haberse conservado series documentales "de larga duración" cuyo arranque 
histórico se remonta a los siglos bajomedievales. Pero en la práctica esto no ha 
sido así, habiéndose producido, en cambio, pingües lagunas. Así pues, lamen- 
tablemente, de estas series de larga duración que pemianecen incluso abiertas 
en la actualidad, como consecuencia de la pervivencia de determinadas com- 
petencias en la longeva trayectoria histórica de los municipios, se han conser- 
vado muy escasos reflejos documentales, que en la mayoría de los casos cons- 
tituyen valiosos testimonios puntuales y, por tanto, no llegan a ser calificables 
de series documentales por su carencia de continuidad diacrónica. 

Por consiguiente, la casi práctica totalidad del volumen documental 
actualmente conservado en los municipios corresponde a series documentales 
generadas en el siglo XX, y en un medida más relativa, en el siglo XIX. Evi- 
dentemente, nos estamos reflriendo tanto a series contemporáneas, que ya es- 
tán cerradas por ser el fruto de funciones asumidas con carácter coyuntural, 
como a series abiertas iniciadas en época contemporánea por prescripción le- 
gislativa o por decisiones corporativas político-administrativas, y también a 
los ecos documentales contemporáneos de series de larga duración con punto 
de partida en el Antiguo Régimen. 

Considerando la deflnición de archivo contemplada en el art. 24 de la 
ley de Patrimonio Histórico de Castilla-La Mancha (D. O. C.M. de 13 de junio 
de 1 990), podemos conceptuar a los archivos municipales como conjuntos or- 
gánicos de documentos producidos, recibidos o reunidos por los Ayuntamien- 
tos en el ejercicio de sus actividades al servicio de su utilización para la ges- 
tión administrativa, la información, la investigación y la cultura. 

1.2. Las Diputación provinciales y su producción documental 

Los orígenes concretos de las Diputaciones provinciales se remontan a 
la Constitución de 1 8 1 2 y desde sus comienzos se configuran como un soporte 
clave del nuevo régimen liberal^. 

Como rasgos definidores de las Diputaciones a largo de la historia con- 
temporánea de nuestro país podemos destacar: 



4 rodríguez clavel. José Ramón: "Los Archivos de Diputaciones provinciales. Fuentes docu- 
mentales e investigación". En LA INVESTIGACIÓN Y LAS FUENTES DOCUMENTALES DE LOSAR- 
CHIVOS. Guadalajara: ANABAD Castilla-La Mancha: Asociación de Amigos del Archivo Histórico Pro- 
vincial, 1996, pp. 513. 
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a) Su carácter de organismos económico-administrativos fuertemente 
dependientes del poder estatal centralizado con una gestión de actividades so- 
metida, en la mayoría de los períodos políticos del s. XIX, y durante buena 
parte del s. XX, a las estipulaciones de las normativas estatales y a las resolu- 
cioqes de los organismos centrales y periféricos del Estado. 

b) El carácter de órgano superior jerárquico de los Ayuntamientos, en 
vigor desde su aparición en 1 8 1 3 hasta el Estatuto Municipal de 1924, que se 
traducía en el ejercicio de funciones de tutoría, fiscalización y de inspección 
de múltiples asuntos de incumbencia municipal, resaltando entre otros, el exa- 
men de aprobación de presupuestos municipales, la censura de cuentas y la 
fiscalización de sus elecciones. La desaparición de este carácter de la Diputa- 
ción con la promulgación del Estatuto Municipal de 1924 trajo como conse- 
cuencia la emancipación de los municipios y la supresión del control llevado a 
cabo por los órganos de gobierno de las Diputaciones, las cuales, tras la ruptu- 
ra de estas relaciones de vigilancia, pasaron a convertirse en instituciones de 
apoyo y cooperación a la resolución de los problemas municipales. 

c) Además, sobresale el carácter de auténtica administración local de 
las Diputaciones en tanto que órganos políticos con autonomía propia para la 
gestión y resolución de los más diversos problemas y actividades inherentes al 
desarrollo global de las provincias. Esta cualidad comienza a vislumbrarse a 
partir de las leyes provinciales de 1870 y 1882, pero su arraigo legal no se 
afianza hasta el Estatuto provincial de 1 925, aunque el contexto político auto- 
ritario de su promulgación en pleno período primorriverista le asignó im valor 
primordialmente simbólico en razón de los impedimentos para su aplicación 
efectiva. Una vez cenado el paréntesis de la etapa fianquista, este significativo 
atributo salió reforzado de modo decisivo con el Estado democrático tanto en 
la Constitución de 1 978 como en la Ley de Régimen Local de 1 985, remarcando 
ambas el alcance de la provincia como cincunscripción territorial destinada al 
cumplimiento de objetivos de ámbito local o comarcal, por encima de su anti- 
gua identidad de división territorial para la ejecución de actividades propias 
del Estado. 

La plasmación real de todos estos rasgos que caracterizan el devenir de 
las Diputaciones ha sido fluctuante a causa de la inestabilidad política y social 
de nuestra historia contemporánea, pasando de constituir en sus inicios meras 
correas de transmisión de un poder estatal acusadamente centralizado a su 
actual esencia de entidades públicas que gozan de plena autonomía^ 

Si efectuamos un seguimiento de las Diputaciones en el siglo XDC ob- 
servamos su mayor subordinación al poder estatal bajo los regímenes modera- 
dos y conservadores, poniéndose de manifiesto durante los mismos un volu- 

5 RODRÍGUEZ CLAVEL, José Ramón: Ibidem, pp 518-520 
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men leducido de iniciativas y de gestión independiente impulsado por las Cor- 
poraciones provinciales, lo que implicaba una disminución de su nivel de 
producción documental. 

Por otra parte, durante el siglo XIX se verifica una confusión de las 
producciones documentales de las Diputaciones provinciales y de los Gobier- 
nos Civiles. Ello se debe a que en la práctica totalidad de las inx>vincias, la 
Diputación y el Gobierno Civil estuvieron físicamente unidos durante el siglo 
XIX, lo que resulta comprensible por tratarse de dos organismos que conjunta- 
mente formaban el aparato provincial de la administración del Fstado. Ade- 
más, hay que considerar conn) factor consecuente la absorción de la Presiden- 
cia de la Diputación por el Jefe Politico (así denominado hasta 1 849, y desde 
esa fecha el Gobernador), quien desempeñó desde I K 1 3 hasta 1 925 y durante 
el régimen franquista funciones de control y supervisión de las actividades 
promovidas por las Diputaciones*. 

A diferencia de los municipios, con la excepción de la documentación 
benéfico-asistencial, en las Diputaciones no se conservan series documentales 
de laiga duración al remontarse sus orígenes a la instauración del régimen 
liberal instituido por las Cortes de Cádiz. En cambio, si que pueden haberse 
conservado seríes cerradas como resultado del desempeño coyuntural de com- 
petencias asignadas bien por prescripción legislativa bien por decisión corpo- 
rativa, así conK> se mantienen seríes abiertas, iniciadas en el siglo pasado o en 
este siglo, que son el producto de la asunción de funciones que han permaneci- 
do vigentes hasta la actualidad. 

Una peculiaridad específica de bastantes Diputaciones es que albeigan 
en sus archivos todo un rico legado documental heredado de las fundaciones 
benéfico-asistenciales de carácter eclesiástico o particular procedentes del Anti- 
guo Régimen que actuaron en las respectivas circunscripciones provinciales. 

Al igual que en los municipios y al calor de la Ley de Patrimonio Histó- 
rico de Castilla-La Mancha cabe definir a los archivos de Diputaciones como 
conjuntos orgánicos de documentos producidos, recibidos o reunidos por di- 
chas instituciones provinciales, en el ejercicio de sus actividades al sen, icio de 
su utilización para la gestión administrativa, la información, la investigación y 
la cultura. 

1.3. Planteamientos metodológicos. 

De los respectivos conceptos de archivo municipal y de archivo de Di- 
putación provincial recogemos tres aspectos esenciales estrechamente relacio- 
nados: ejercicio de actividades -documentos- investigación. Los distintos blo- 

6 RODRÍGUEZ CLAVEL, J.R.: JbiJem, p. 521 
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ques de competencias desempeñadas por los Ayuntamientos y Diputaciones se 
plasman en la realización de actividades concretas, de las que emanan sus 
respectivos reflejos documentales que, además de contener un valor probato- 
rio para los administrados y la propia administración, en muchos casos ten- 
drán un potencial valor informativo para la investigación científica. 

Para proceder a la identificación y valoración de las series documenta- 
les emblemáticas generadas por el municipio contemporáneo disponemos de 
una herramienta fundamental de trabajo: la publicación/íy?C///r05A/íyiV/C/- 
PALES: Propuesta de Cuadro de Clasificación de Fondos de Ayuntamientos. 
Madrid: ANABAD, 1996. Se trata de un valioso instrumento de trabajo teóri- 
co-práctico que constituye el resultado de un proceso de unificación de crite- 
rios con vistas a la elaboración de un cuadro de clasificación de fondos docu- 
mentales municipales: una enriquecedora experiencia de trabajo intelectual en 
equipo cimentada en los debates de una serie de Mesas de Organización de 
Archivos Municipales que desde 1988 se han venido celebrando en distintas 
ciudades españolas con representación de archiveros de administración local 
de diferentes comunidades autónomas del Estado Español. 

Para acometer la tarea de identificar y evaluar las series documentales 
más emblemáticas producidas por las Diputaciones nos hemos servido del pro- 
yecto de Cuadro de Clasificación de Archivos de Diputaciones, actualmente 
en proceso de elaboración por el Grupo de Trabajo de Archivos de Administra- 
ción Local de Castilla-La Mancha. 

Desde un punto de vista metodológico, tanto este cuadro como el cua- 
dro de archivos municipales encierran en su seno un indubitable componente 
de sistematización que los convierte en excelentes guías para profundizar en el 
análisis y valoración de las fuentes documentales. 

2. LA DOCUMENTACIÓN MUNICIPAL CONTEMPORÁNEA 
CON CARÁCTER EMBLEMÁTICO: IDENTIFICACIÓN Y 
VALORACIÓN 

2.1. Competencias de Gobierno 

A la par que un paradigma de serie documental de larga duración proce- 
dente del Antiguo Régimen, la serie más emblemática de cualquier archivo 
municipal es la de Libros de Cabildo, de Acuerdos o Libros capitulares . En 
ella encontramos la solución a muchos interrogantes relativos a las múltiples 
incidencias económicas, sociales y políticas de la vida local, siendo por tanto 
pingüe y variada su proyección científica. Junto con los libros de Acuerdos de 
Pleno tenemos que considerar los Libros de Actas de la Comisión Municipal 
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Permanente entre 1924 y 1985, y a partir de este último año» los Libros de 
Actas de la Comisión de Gobierno. 

Hay que hacer alusión a los Expedientes de normas municipales: se 
incoan para la aprobación de ordenanzas y reglamentos que regulan la vida 
cotidiana y la administración del pueblo o ciudad\ 

La información extraible de seríes documentales resultantes del ejer- 
cicio de competencias de gobierno puede ser rica y prolija, facilitando tanto el 
conocimiento de la organización administrativa municipal como las mentali- 
dades y los valores ideológicos y sociales imperantes. Buen ejemplo de ello 
son las ordenanzas municipales, ordenanzas de buen gobierno \ policía rural: 
sus contenidos son tan diversos que incluso velan por la moralidad pública y 
por la salud privada** . 

Dentro de las competencias inmanentes al Pleno corporativo hay que 
citar los Expedientes de agrupaciones municipales y los Expedientes de altera- 
ción y deslinde de términos municipales , que hacen referencia a las modifica- 
ciones de los ámbitos de actuación de la autoridad municipal, a través de pac- 
tos con otras instituciones, fusiones o segregaciones de municipios o cambios 
en los límites terrítoríales^ 

La representación de la función ejecutiva corresponde al Alcalde en 
tanto que óigano de gobierno imipersonal. A lo laigo del Antiguo Régimen y 
hasta 1870 los alcaldes fueron jueces en primera instancia, además de presi- 
dentes de las corporaciones locales. Esta ñmción judicial se ha traducido en la 
conservación en muchosAyuntamientos de pleitos civiles y causas criminales , 
sirviendo esta serie de ex pedientes judiciales de claro apoyo para investigacio- 
nes sobre la conflictividad social y la delincuencia hasta finales del siglo XIX'". 

Dentro de la función ejecutiva del Alcalde en cuanto autoridad muni- 
cipal descuellan las series de Decretos y Registros de Decretos, asumiendo 
además otras funciones como Delegado del Gobierno entre cuyas series pode- 
mos mentar las declaraciones de zona catastrófica, los salvoconductos v pasa- 
portes , entre otras. 

Las Comisiones de Gobierno e Informativas y Especiales que han \ e- 
nido actuando en los Ayuntamientos son órganos colegiados de gobierno con 
una composición reducida extraída entre los miembros del Pleno corporativo y 

representan la función de asesoramicnto al Alcalde y al propio Pleno. Estos 

7 MESA de trabajo sobre Organización de Archivos Municipales: Archivos Municipales: Propuesta 
de Cuadro de Clasificación de fondos de Ayuntamientos. Madrid. ANABAD, 1996, p. 27. 

8 CAYETANO MARTÍN, M» Carmen y GARCÍA RUIPÉREZ. Miiriano: "La investigación científica 
en los Archivos Municipales". En LA INVESTIGACIÓN Y LAS F UENTES DOCUMENTALIÍS DE 
LOS ARCHIVOS. Guadalajara: ANABAD Castilla-La Mancha y Asociación de Amigos del Archivo 
HistMco Provincial, 1996, pp. 629-630. 

9 MESA de trabajo sobre Organización de Archivos Municipales: Ibídem, p. 28. 

10 CAYETANO, MARTÍN. M* del Carmen y GARCÍA RUIPÉREZ, Mariano: IbUiem, p. 630 
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óiganos colegiados han sido muy diversos tanto en sus denominaciones como 
en sus contenidos competenciales no sólo en el municipio contemporáneo sino 
también en el del Antiguo Régimen. En cualquier caso, la serie documental 
que los caracteriza son los Registros de Actas de sesiones . 

2.2. Competencias de régimen acbninistrativo y/uncionamiento interno. 

La infraesiructura administrati\ a de los municipios lupresenla la pla- 
taforma básica para la gestión y ejecución del ctmjunto total de sus acti\ ida- 
des. Dicha estructura de administración interna abarca funciones tales como; 

-Secretaría 
-Registro 
-Patrimonio 
-Personal 

-Servicios Jurídicos 

-Contratación 

-Archivo 

Estas funciones implican la gestión de diferentes actividades jurí- 
dico-administrativas: el asesoramiento jurídico, la fe pública, la gestión 
de las relaciones mercantiles, el control de medios tanto personales como 
patrimoniales, constituyendo sólidas herramientas para el cumplimiento 
de los objetivos y servicios que los municipios desempeñan de cara a los 
ciudadanos. 

El responsable de esta estructura de administración mterna es el Se- 
cretario del Ayuntamiento que tiene que dar fe de los actos y procesos adminis- 
trativos que se ejecutan, ai tiempo que asume el funcionaimento archivístico, 
certifica y autentifica los documentos generados. 

La sene documental mas representativa de la función secreianal son las 
Memorias anuales estipuladas por el Estatuto Municipal de 1924: en ellas se 
contempla la trayectoria completa de las múltiples gestiones realizadas cada 
afio por los municipios. 

Otras funciones intimamente ligadas a la Secretaría hacen referencia al 
registro de entrada y salida de documentos, cuya puesta en noarcha se genera- 
liza a partir de fines del siglo XIX, la contratación municipal, el patrimonio y 
el personal. 

El volumen de las series derivadas de las funciones de contratación, de 
personal y de patrimonio observa una relación directamente proporcional con 
la riqueza, la capacidad económica y los presupuestos municipales. 
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Dentro de patrimonio es preciso hacer especial mención de los expe- 
dientes de disfrute V aprovechamiento de bienes, que albeigan numerosos airen- 
damientos de bienes de propios y arbitrios de los ayuntamientos, en cuanto 
recursos financieros que posibilitan el conocimiento de la riqueza patrimonial 
municipal y sus modos de explotación. 

La existencia de oficios administrativos desempeñando un trabajo re- 
munerado por los Ayuntamientos se remonta al Antiguo Régimen, y se amplía 
y diversifica notoriamente en la época contenqMFánea, emanando series docu- 
mentales referentes a la administración, a la selección y a las prestaciones 
sociales del personal. 

La documentación producida al calor de la función de servicios jurídi- 
cos alude no a la responsabilidad de impartir justicia, que pertenece al Alcalde 
hasta 1 870, sino a las repercusiones judiciales de las distintas actividades 
municipales lo que trae consigo la participaci(Sn de los Ayuntamientos como 
ente litigante en procedmiientos judiciales ante ios tribunales. 

2,J. Competencias de servicios 

Siguiendo la estructura del Cuadro de ClasillcacicSn de Archivos Muni- 
cipales, en primer luLiar. hay que considerar las funciones \ actividades rela- 
cionadas con la ordenación del territorio municipal y su vida económica: 

-Obras y urbanismo. 

•Servicios Agropecuarios e Industriales-Promoción Económica. 

-Abastos y Consumo. 

-Transporte. 

A continuación, contemplamos aquellas competencias inherentes a las 
obligaciones municipales en materia de custodia de la integridad fisica, de la 
salud pública, de la atención educativo-cultural, social y humanitaria del ve- 
cindario: 

-Seguridad ciudadana. 

-Sanidad. 

- Beneficencia y Asistencia social. 

-Educación. 

-Cultura. 

-Deportes. 

En última instancia, hacemos mención de las funciones emanadas de la 
responsabilidad municipal sobre el control numérico de vecinos, que represen- 



247 



Copyrighted material 



José Ramón Rodríguez Clavel 

ta una plataforma de apoyo para el desempeño de funciones pertenecientes al 
Estado: 

-Población. 

-Quintas. 

-Elecciones", 

En el seno de Obras y Urbanismo identificamos, en primer lugar, las 
series documentales resultantes de las iniciativas de planificación y ordena- 
ción general del territorio municipal, destacando, entre otras: 

-Estudios de detalle. 

-Normas subsidiarias y complementarias del planeamiento urbanístico. 

-Planes generales de ordenación urbana. 

-Planes parciales de ordenación urbana. 

-Programas de actuación urbanística. 

-Proyectos de delimitación del suelo urbano. 

-Proyectos de urbanización. 

En segundo lugar, indicamos las series documentales inferidas de las 
activ idades de disciplina urbanística, es decir, el control de las obras de inicia- 
tiva privada y de la utilización particular del suelo urbano, asegurando su ajus- 
te a las ordenanzas municipales: 

-Licencias de apertura de establecimiento. 
-Licencias de obras. 

Por último, las series que atañen a las obras municipales: 

-Obras de conservación. 
-Obras de edificación. 
-Obras de urbanización. 

Esta diversidad documental es muy útil de cara a investigaciones sobre 
historia de la arquitectura y del urbanismo a nivel local. 

Las actividades de Promoción económica implican la elaboración de 
censos de agricultura y ganadería, la repoblación forestal, el control de las 
plagas. . . y otras actividades. 



1 1 MESA de Trabajo sobre Organización de Archivos Municipales: Ibídem, p. 30-31. 
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Las Juntas agrícolas locales desempeñan un papel relevante en la orde- 
nación de los cultivos y en el control de la calidad y comercialización de la 
producción agrícola^^. 

A través de los registros de actas de sesiones de estas juntas agrícolas 
locales cabe profundizar en el estudio de las políticas y prioridades municipa- 
les en materia agropecuaria y económica. Y con la consulta de las declaracio- 
nes de cosechas v productos y los censos ganaderos se pueden valorar las dife- 
rentes actividades agropecuarias mediante el estudio de los tipos de cultivos y 
las formas de explotación y de propiedad de la tierra. 

Otra competencia esencial históricamente ejercida por los municipios 
es el abastecimiento y el control del consumo, en cuyo seno sobresalen series 
documentales como: los expedientes de policía de abastos (inspección de fe- 
rias y mercados, autorización de ventas, declaración de existencias), los regis- 
tros de policía de abastos (aranceles, censos de racionamiento, establecimien- 
tos comerciales, pesas y medidas, etc. . .). 

Por lo que se refiere a los Pósitos municipales, no podemos dejar de 
efectuar una obligada referencia del libro de del Carmen Fernández Hidal- 
go y Mariano García Ruipérez intitulado '*Los Pósitos Municipales y su docu- 
mentación** publicado por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación 
en 1989. En cuanto instituciones locales cuyo objetivo fundamental ha con- 
sistido en el préstamo en especie o en metálico para el fomento y desarrollo de 
la riqueza agrícola y pecuaria, su producción documental ha sido muy rica y 
diversa, pudiendo destacar, entre otras seríes. 

-Libros de actas de la Junta del Pósito. 
-Inventario general del Patrimonio del Pósito. 
-Libros de balances y arqueos mensuales. 
-Expedientes para el reintegro voluntario de deudas. 
-Expedientes de concesión de préstamos. 
-Libros de movimientos de fondos. 
-Libros de Caja. 

• • • 

Las tareas de investigación realizables a partir de la documentación de 
Abastos y Consumo pueden versar sobre la evolución de los precios, los cam- 
bios experimentados en los hábitos de consumo, y en general sobre la historia 
económica local". 



12 CAYETANO MARTÍN, M' del Carmen y GARCÍA RUIPÉRH/.. Mariano: Ihidem, 632. 

13 CAYETANO MARTIN, M" del Carmen y ÜARCÍA RUIPÉREZ, Mariano: Jbidem, 632. 
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La seguridad física de los ciudadanos y la garantía del orden público ha 
implicado la creación y mantenimiento de milicias urbanas y de cuerpos loca- 
les de bomberos y policía. 

Históricamente los municipios han venido ejerciendo competencias en 
el terreno sanitario, ampliándose y diversificándose en época contemporánea, 
en la que consecuentemente se ha experimentado un claro aumento de la pro- 
ducción documental. Podemos encontrarnos con expedientes de sesiones y re- 
gistros de actas de sesiones de Juntas Locales de Sanidad, expedientes y regis- 
tros de sanidad médica (campañas de vacunación, controles sanitarios de aguas, 
alimentos, etc., epidemias...), expedientes y registros de sanidad veterinaria 
(inspecciones veterinarias, censos de animales, epizootias, matanzas domici- 
liarias...), expedientes v registros de sanitarios locales (tomas de posesión, 
etc) y expedientes y registros de cementerio (creación, inhumación, reducción 
de restos, sepulturas, etc). 

Puede haber algunos municipios en los que hayan funcionado y sigan 
funcionando Casas de Socorro o Centros de Atención primaria, conservándose 
documentos de sumo interés como libros de registros de pacientes e historias 
clínicas '^. 

La tipología documental sanitaria se presta a la confección de plurali- 
dad de trabajos científicos. A modo de ejemplo, cabe citar: la extensión de 
enfermedades infecto-contagiosas, la evolución de técnicas de prevención y 
tratamiento curativo de las mismas y su especial impacto sobre sectores margi- 
nados en coyunturas epidémicas. 

Las funciones municipales de cariz benéfico-asistencial tienen un arran- 
que histórico bajomedieval, verificándose también aquí un crecimiento de su 
producción documental, como consecuencia del robustecimiento del papel 
asistencial de la administración local desde el siglo XIX. En este ámbito tene- 
mos que aludir a la existencia de expedientes de sesiones y re gistros de actas 
de sesiones de diferentes Juntas de Socorros, Juntas de Beneficencia, Juntas 
de Reformas Sociales, etc., debiendo hacer constar, además, la presencia, en- 
tre otros, de expedientes de concesión de dotes, de limosnas, de subsidios, de 
ayuda domiciliaria y los padrones de pobreza o beneficencia . 

Estas fuentes documentales son valiosas para analizar la respuesta his- 
tórica de las instituciones municipales a los problemas de pobreza y marginación 
social en el ámbito local. 

Las funciones educativas ejercidas por los municipios han determinado 
en el siglo XIX la promoción de actividades de creación y mantenimiento de 
escuelas de primeras letras y de remuneración de sus maestros. En el presente 
siglo han permanecido las tareas de control y financiación de centros educati- 

14 CAYETANO MARTÍN, M* del Camen y GARCÍA RUIPÉREZ. Mariano: Ibidem, 633 
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VOS, suigiendo otras nuevas, de las que se deduce su lógico corolario docu- 
mental, como la subvención de actividades de colegios públicos y la concesión 
de becas y bolsas de estudio v viaje para estudiantes. 

También funcionaron Juntas locales con diferentes denominaciones 
desde el siglo pasado hasta bien entrado el siglo XX (Enseñanza primaría. 
Instrucción Pública, Educación. . .), que asumieron responsabilidades de plani- 
ficación educativa a nivel local, protagonizadas conjuntamente por autorida- 
des locales y profesionales de la enseñanza. 

De las Juntas Locales se conservan en muchos Ayuntamientos los x&l 
pgtrog de actas de sesiones . A raíz de la gestión de las escuelas municipales se 
desprenden documentos como presupuestos y cuentas, memorias anuales ela- 
boradas por los maestros, registros de niños escolarízados. entre otros. 

Nuestro comentario sobre las posibilidades de investigación de la do- 
cumentación educativa se enfoca, obviamente, hacia distintos temas de histo- 
ria de la educación contemporánea. 

el seno de las competencias culturales hay que mencionar, en primer 
lugar, una actividad tradicionalmente desarrollada por los ayuntamientos: la 
organización de festejos. Su transcurso documental puede constituir, en bas- 
tantes casos, una serie de larga duración al proceder del Antiguo régimen, con- 
teniendo una rica inlomiación útil en investigaciones históricas sobre aspectos 
locales de sociología, música, arquitectura, teatro, tauromaquia' ^.. 

Por otra parte, la promoción de actividades culturales y deportivas por 
los municipios no empieza a llevarse a la práctica hasta bien entrado el siglo 
XX, dando lugar básicamente a expedientes y registros tanto de actividades 
culturales v deportivas como de subvenciones , caracterizándose todos ellos 
por su génesis reciente en el tiempo. 

Mediante su consulta, cabe realizar estudios sobre la planificación, ges- 
tión y difiisión cultural y deportiva en el mundo municipal. 

Los ayuntamientos han venido ejerciendo desde la Edad Media una 
fímción esencial de control de la población del territorio municipal, abarcando 
tanto el número de habitantes como su condición socioeconómica, educativa y 
profesional. 

El reflejo documental de las funciones genéricas de control de la pobla- 
ción ha dado lugar a boletines demográficos, estadísticas , registros de vecinda- 
rios . . . La función específica de Empadronamiento ha determinado la existencia 
de expedientes de altas (dentro de las cuales hay que contemplar las cartas de 
vecindad), de bajas y de cambios de domicilio y fundamentalmente la conserva- 
ción de los padrones de habitantes , que constituye otro paradigma de serie de 
larga duración, al proceder en bastantes casos del Antiguo Régimen. 

15 CAYETANO MARTÍN. KT del Comen y GARCÍA RUIPÉREZ. Mariano: Ibídem. 633-634 
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Asimismo, no hay que olvidar la responsabilidad que asumieron los 
municipios entre 1841 y 1870 de redactar los libros de Registro Civil: Naci- 
mientos , Defunciones y Matrmionios . cuya gcsüon municipal dejo de tener 
vigencia a partir de la última fecha citada, ya que por disposición legislativa 
pasaron a ser competencia de los Juzgados. Estas seríes representan un claro 
ejemplo de producción documental munic ipal que es consecuencia de una asig- 
nación de competencias histórícamente coyimtural. 

Toda esta documentación es básica para la elaboración de investigacio- 
nes diacrónicas y sincrónicas de demogn^a local, de sociología, de historia 
económica local, a partir de datos tales como el nivel de estudios, la ocupación 
profesional, el nivel de ingresos económicos, gastos de alquiler y compra de 
vivienda, etc. 

El ejercicio de la competencia municipal en materia de Quintas arran- 
ca del Antiguo Régimen, conservándose en algunos casos expedientes de 

levas y de alistamiento de soldados cronológicamente situados en el siglo 
XV. La génesis de estos expedientes comienza a normalizarse a partir del 
siglo XVIII. y en el siglo XIX se convierten en los expedientes de quintas , 
verificándose desde entonces un crecimiento cuantitativo considerable de su 
volumen. Nos estamos refiriendo a expedientes personales , de reclutamiento 
y de re\ isión . y a registros de llamadas, de reservistas y a padrones de alista- 
miento . Como se puede comprobar, aquí tenemos otra muestra de series de 
larga duración. 

La proyección científica de esta realidad documental puede traducirse, 
entre otros, en estudios histórico-sanitarios y estudios histórico-antropológicos, 
teniendo en cuenta las aportaciones informativas sobre las descripciones físi- 
cas de la talla, la altura y la situación médica general de los mozos reclutados. 

Las funciones municipales relativas a Elecciones se refieren a procesos 
electorales que no constituyen iniciativa municipal sino un servicio que pres- 
tan los Ayuntamientos al Estado desde el sui^imiento del régimen constitucio- 
nal en 1812. 

De la gestión de estas actividades de apoyo al desarrollo político estatal 
se infieren series documentales como: los registros de actas de sesiones de 
Juntas Locales del Censo Electoral, los expedientes de elecciones y de refe- 
réndum , y los censos electorales . 

La casuística de uso científico de estas series es multidireccional. Con- 
cretamente, la explotación de los censos electorales permite valorar la proce- 
dencia profesional y social de votantes y diputados con sus diferentes posicio- 
nes políticas e ideológicas, representando la calificación profesional un dato 
básico para el estudio de las relaciones entre el poder político y el poder eco- 
nómico municipal, al aquilatar las tendencias políticas tanto de los propíeta- 
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rios de distintos medios de producción o circulación de mercancías como de 
otros sectores sociales menos favorecidos. 

Las series electorales, en general, ofrecen datos de sumo interés para la 
puesta en marcha de estudios sobre el comportamiento político-electoral de 
los diferentes sectores sociales que habitan en el territorio municipal. 

2.4. Competencias económico-financieras 

Para un correcto íuncionamienio de su aparato administrativo interno y 
de cara a una eficaz prestación de los servicios encomendados, los ayunta- 
mientos han precisado históricamente de recursos financieros suficientes así 
como de métodos de organización y administración de sus ingresos y gastos. 

Dentro de las competencias genéricas de hacienda municipal es indis- 
pensable distinguir tres fimciones específicas: 

a) Intervención económica: hace referencia a las actividades de fisca- 
lización y control de ejecución de los ingresos y gastos que se vayan produ- 
ciendo. 

b) Fimuiciaclóii y TMbatación: los recursos financieros de los ayunta- 
mientos proceden, en primera instancia, de la explotación de bienes patrimo- 
niales, pero la desamortización de bienes de propios, promovida por Madoz a 
mediados del siglo XIX, determinó que desde entonces la mayoría de los mu- 
nicipios españoles haya venido obteniendo la cantidad más representativa de 
sus ingresos mediante las exacciones municipales (imposición de arbitrios, de 
tasas por prestación de servicios, etc.). 

c) Tesoreria: contempla las actividades de custodia y manejo de los 
caudales públicos municipales. 

Por otra parte, hay que destacar que para el desempeño de las funciones 
hacendísticas municipales han existido Juntas Locales de mucha relevancia 
como son: la Junta Local de Propios y Arbitrios, que a partir de 1760 es el 
órgano consultivo más miportante del área de Hacienda; y. por otro lado, la 
Junta Municipal de Asociados que funcionó entre la década de 1870 y la de 
1930, contando con la participación de los mayores contribuyentes de cada 
localidad. Ambas juntas gozaron, cada una en su período histórico, de amplias 
facultades para la adopción de decisiones económicas de los ayuntamientos. 

De estas juntas es obligado citar sus libros de actas que, en caso de 
conservarse, son instrumentos esenciales de consulta para indagar en la histo- 
ria de las haciendas locales, representando un ejemplo más de serie documen- 
tal cerrada. 

A mediados del s. XIX comienza a sistematizarse la administración 
económica del municipio mediante la configuración del presupuesto: un ins- 
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truniento de planificación y control de los ingresos y gastos municipales inhe- 
rentes al desarrollo de la totalidad de actividades administrativas y de servi- 
cios. 

Dentro de Intervención económica encuadramos la serie de expedien- 
tes de presupuestos , integrando en su seno las modificaciones de crédito, los 
mandamientos de ingreso, los mandamientos de pago, las liquidaciones, la 
cuenta general de ejecución del presupuesto y la cuenta general del patrimo- 
nio. También figura aquí la heterogeneidad de libros principales de gestión de 
la contabilidad municipal, que con distintos formatos y denominaciones se 
han venido produciendo desde el siglo XIX hasta nuestros días"". 

Hay que subrayar que las series específicas de mandamiento de ingreso 
y de pago son herederas directas de los justificantes de ingreso y de las libran- 
zas que ya aparecen en baja Edad Media, lo que demuestra su cariz de larga 
duración. 

Las series emanadas de la función de financiación son los expedientes 
de contrato de préstamos , herederos de los censos, originarios del Antiguo 
Régimen, los convenios para el pago de deudas financieras, los expedientes de 
operaciones de tesorería , los registros de operaciones de crédito y los libros de 
censos . Y con respecto a la tributación tenemos que aludir primero a la crea- 
ción y funcionamiento de Juntas locales Periciales o Comisiones Evaluatorias, 
en tanto que órganos consultivos establecidos para la fijación e imposición de 
arbitrios en el marco municipal, consistiendo su traducción documental sobre 
todo en los libros de actas . Por otra parte, sobresalen series documentales como 
los padrones y matrículas fiscales, expedientes de impuestos, registros de falli- 
dos, amillaramientos. las listas cobratorias, entre otras. 

La repercusión documental de Tesorería estriba en Cuentas de propios 
y arbitrios, cuentas de caudales, cuentas de tesorería, partes de situación de 
caja, libros de actas de arqueo , y los libros de caja , entre otras series. 

Por lo que se refiere al aprovechamiento científico podemos sugerir 
que la documentación presupuestaria y contable permite cuantifícar las activi- 
dades ejecutadas en el marco de cada competencia municipal y su relación con 
las consignaciones económicas establecidas en cada presupuesto, propiciando 
la evaluación histórica del grado de relevancia de cada competencia municipal 
con respecto a las demás, mediante el examen evolutivo de las consignaciones 
presupuestarias a lo largo de un período histórico determinado. 



16 Para la identificación y análisis de la tipología documental económica del municipio contemporáneo 
es imprescindible consultar el valioso trabajo de Mariano García Ruipérez intitulado: "Documentación eco- 
nómica municipal de los siglos XIX y XX: Libros, Estados y Cuentas", publicado en el libro LOS ARCHI- 
VOS DE ADMINISTRACIÓN LOCAL. Toledo: ANABAD Castilla-U Mancha, 1994. 
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En líneas generales, la información suministrada por las fuentes docu- 
mentales municipales de carácter hacendístico ilustra de cara a investigaciones 
sobre la evolución histórica de las haciendas locales y de la situación económica 
y financiera de los mumcipíos. 



3. LAS SERIES DOCUMENTALES EMBLEMÁTICAS DE LAS 
DIPUTACIONES PROVINCIALES: IDENTIFICACIÓN Y VA- 
LORACIÓN 

i. /. Competencias de gobierno 

Dentro de la función de Presidencia destaca primordialmente la serie 
Decretos / Resoluciones , la correspondencia , la documentación de protocolo y 

los discursos y mociones presidenciales presentados a las sesiones plenarias o 
simplemente emitidos para su difusión a través de algún medio de comunica- 
ción. Los contenidos temáticos de la serie de Decretos ' Resoluciones son 
múltiples y referidos al abanico completo de competencias desempeñadas por 
las Diputaciones, siendo muy amplio su virtual empleo científico, al constituir 
una fuente básica de manejo selectivo dependiendo del tema específico de 
investigación. 

Con respecto a la documentación generada por el Pleno hay que men- 
cionar: los libros de actas, las ordenanzas y reglamentos . 

Procedentes del s. XIX pueden conservarse en algunas Diputaciones 
expedientes de delimitación territorial de partidos judiciales . También pode- 
mos encontramos con expedientes de creación de mancomunidades 
interprovineialea constituidas durante el período de 1925-1945 para la cober- 
tura de determinados objetivos de enjundia, como por ejemplo, la construc- 
ción de linea de fisnocarril. 

Con lasActas de Sesiones sucede algo semejante que con los Decretos 
de Presidencia: su potencial valor científico es amplísimo y no sólo aprove- 
chable por las ciencias históricas sino también por otras disciplinas científícas. 
Esta serie es una plataforma genérica para realizar un seguimiento cronológico 
de la gestión de la totalidad de competencias y actividades que las diputacio- 
nes han venido desplegando en el marco provincial. 

Las Comisiones de Gobierno de la Diputación han sido la Comisión 
Provincial y la Comisión de Gobierno. La Comisión Provincial actuó desde 
1870 a 1925 como cuerpo administrativo, como órgano consultivo de autori- 
dades superiores y como órgano superior jerárquico de los Ayuntamientos. Su 
plasmación documental ha consistido básicamente en libros de actas y memo- 
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rías gestión haciendo referencia a las relaciones sostenidas con los municipios 
desde una posición de superiorídad jerárquica, y sirviendo en estudios de his- 
toria contemporánea para profundizar en el control ejercido por las Diputacio- 
nes sobre las actividades desarrolladas por los municipios y para valorar el 
trascendental papel desempeñado por estas instituciones provinciales como 
principal eslabón del sistema caciquil de la Restauración, al actuar de puente 
de conexión, junto con los Gobiernos Civiles, entre el poder central y los pode- 
res locales. 

La documentación conservada de la Comisión de Gobierno arranca 
aproximadamente de la fecha de su creación: 1 945 y se traduce, sobre todo, en 
Libros de Actas , cuyo contenido informativo, igual que ocurre con el Pleno, es 
explotable en múltiples direcciones tanto inherentes a ciencias históricas como 
a las ciencias sociales en general. 

Además de los órganos de gobierno propios y exclusivos de las Dipu- 
taciones, en sus archivos también pueden haberse conservado fondos docu- 
mentales procedentes de otros órganos caracterizados por la participación re- 
presentativa de las Diputaciones junto con representantes de otras institucio- 
nes provinciales públicas o privadas, y presididos en la mayoría de los casos 
por el Gobernador Civil. 

En el siglo XIX destacan: 

-La Junta de Armamento y Defensa de la provincia, existente durante 
los años de la P Guerra Caríista ( 1 833- 1 840). 

-El Consejo Provincial. Fue un órgano corporativo creado en 1845 y 
suprimido en 1 868 que tenía el doble carácter de cuerpo consultivo del Gober- 
nador Civil y de Tribunal de primera instancia para la resolución de asuntos 
contencioso-administrativos, , siendo además responsable de la resolución de 
reclamaciones o recursos de agravios en materias de Quintas. 

-La Junta Provincial de Beneficencia. 

-La Comisión Mixta de Reclutamiento. 

En el s. XX podemos citar, entre otras: 

-La Comisión Provincial de Servicios Técnicos. 

-La Comisión Provincial de Restauración de localidades dañadas por la 
Guerra Civil de 1936-1939, también conocida como Comisión Provincial de 
Regiones Devastadas. 

La documentación de la Junta Provincial de Beneficencia, básicamente 
consistente en Libros de Actas , es esencial para el examen de la respuesta 
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institucional en el s. XIX a los extendidos problemas de pobreza y marginación 
social. 

Sobresalen los Libros de Actas de la Comisión Mixta de Reclutamien- 
to, que entre 18% y 1925 asumió la responsabilidad de resolver el reparti- 
miento de mozos, las operaciones de reemplazos y las incidencias de quintas. 
El aprovechamiento científico de esta fuente documental se encamina sobre 
todo a temas de historia social y militar contemporáneas, pudiendo ser fértil 
para escrutar en cada provincia sobre las repercusiones de conflictividad so- 
cial inducidas de la política de movilizaciones militares aplicada con motivo 
de la guerra con Cuba a fmes del s. XIX y de la confrontación bélica sostenida 
en Marruecos en el primer cuarto del s. XX. 

La documentación de la Comisión Provincial de Servicios Técnicos, vi- 
gente durante casi todo el período franquista, se concreta en libros de actas, 
ordenanzas de construcción v viviendas, expedientes de obras, expedientes de 
aprobación de planes de urbanización , etc. Estas series pueden haberse conser- 
vado o en las Diputaciones o en los Gobiernos civiles, y representa una fuente 
de primer orden para el análisis de la evolución histórica de multitud de obras de 
infraestructura urbanística y viaria realizadas en las distintas provincias durante 
las décadas de los 50, 60 y 70, siendo necesaria también para estudios provin- 
ciales, comarcales o locales sobre historia reciente del urbanismo, sobre geogra- 
fía urbana y agraria, y sobre el diseño, planifícación y ordenación del territorio. 

3.2. Competencias de régimen administrativo y funcionamiento interno. 

Al igual que en los municipios consideramos aquí las funciones de se- 
cretaría, registro general, personal, patrimonio, servicios jurídicos, contrata- 
ción y archivo 

En el seno de Secretaría descuellan las memorias de gestión por su 
carácter de información extensiva sobre la totalidad de acciones provinciales. 
El ámbito específico de Personal es divisible en varios apartados: 

a) Administración de personal, donde hay que subrayar la presencia de 
expedientes de disciplina y control , expedientes personales , expedientes de 
formación de plantillas , re gistros de empleados , etc. 

b) Selección de personal. 

c) Representación de personal. 

d) Prestación social. 

La documentación de personal se presta a estudios históricos sobre la evo- 
lución de la función pública en el seno de los aparatos burocráticos provinciales. 



257 



Copyrkjhted maleríal 



José Ramón Rodríguez Clavel 



El reflejo documental de Patrimonio consiste, sobre todo en expedien- 
tes de adquisición de bienes; de calificación jurídica de bienes: de disfrute, 
aprovechamiento y arrendamiento de bienes, de enajenación (cesión, permuta, 
venta) de bienes, de reversión de bienes y los inventarios de bienes . 

La documentación de Servicios jurídicos hace referencia a todas las 
acciones judiciales en que históricamente se hayan visto envueltas las Diputa- 
ciones como parte litigante para defender sus intereses institucionales como 
consecuencia de conflictos suscitados a raíz de la gestión de toda clase de 
competencias provinciales: expedientes de procedimientos contencioso-admi- 
nistrativos, laborales, penales ... 

En la competencia de Contratación hay que tener en cuenta cuatro se- 
ries básicas: Expedientes de contratación de ejecución de obras, de contrata- 
ción de servicios, de suministros, y los libros de apertura de plicas . 

3.3. Competencias de servicios 

La primera función específica contemplada en este bloque competencial 
es Elecciones en la que consideramos tanto las series documentales concer- 
nientes a la representación política en las propias corporaciones provinciales, 
como la repercusión documental que se desprende a nivel provincial de proce- 
sos electorales relativos a instituciones representativas del Estado, para los 
cuales las Diputaciones han servido históricamente de infraestructura admi- 
nistrativa hasta el final de la etapa franquista. Sobresalen las siguientes series 
documentales: Libros de Actas de la Junta Provincial del Censo Electoral. 
Censos Electorales. Expedientes de elecciones de Diputados provinciales, de 
Diputados a Cortes, de Senadores, de Compromisarios para la elección de Pre- 
sidente de la República (II República) y Procuradores a Cortes (régimen fran- 
quista). 

La documentación electoral es útil para estudiar el tumo en el acceso al 
poder político provincial de liberales y conservadores; y para profundizar en 
investigaciones sobre las élites políticas provinciales y su conexión con las 
élites económicas, las correlaciones de fuerzas entre partidos políticos, la 
plasmación concreta de sus alianzas, sus confrontaciones, la evolución de los 
apoyos sociales a partidos políticos, etc. 

En cuanto al grupo de competencias de Tutela y Control de Municipios, 
asumido por las Diputaciones desde 1813 hasta 1 925, es preciso distinguir, por 
un lado, la documentación específicamente relacionada con la labor de super- 
visión e inspección de la actividad municipal y, por otro lado, los expedientes 
gestionados por los Ayuntamientos que son sometidos a fiscalización y apro- 
bación o autorización. Estos últimos, si se conservan, lo que no ocurre siem- 
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pre, son copias ya que los originales se encuentran en los respectivos archivos 
municipales. El corolario documental de estas competencias inspectoras es 
divisible en diversos subapartados inherentes a las distintas competencias 
municipales: 

a) Fiscalización del gobierno municipal. 

b) Fiscalización del personal municipal. 

c) Fiscalización del patrimonio municipal. 

d) Quintas y milicias. 

e) Fiscalización de elecciones municipales. 

f) Fiscalización de servicios agropecuarios. 

g) Fiscalización de la instrucción pública municipal. 

h) Fiscalización de pósitos municipales. 

i) Fiscalización de abastos municipales. 

j) Fiscalización de obras públicas municipales. 

k) Fiscalización de la sanidad y beneficencia municipal. 

1) Fiscalización de la hacienda municipal. 

En este último subapartado conviene citar la documentación presupues- 
taria y contable, la tlnanciero-tributaria y también las series documentales re- 
feridas, en concreto, al control de los presupuestos y contabilidad de cárceles 
tanto de partido como municipales. 

En lineas generales, todo el acervo documental referente al conjunto de 
competencias de T\itela y Control de Municipios, en paralelo con las propias 
fuentes documentales municipales, es científicamente aprovechable, por un 
lado, para la reflexión sobre las relaciones institucionales entre Diputaciones y 
Ayuntamientos desde múltiples ópticas: social, económica, política, militar, 
cultural, educativa, etc., y, por otro lado, para la investigación con una pers- 
pectiva de historia total de los microcosmos municipales en la época contem- 
poránea. 

Los poderes públicos del nuevo estado liberal surgido al calor de las 
Cortes de Cádiz asumieron las ñmciones benéfico-asistenciales, ejercidas a lo 
largo del Antiguo Régimen por una pingüe pluralidad de hermandades, cofra- 
días y fundaciones de carácter eclesiástico o particular, con el objeti\ o de trans- 
formar el antiguo concepto de caridad en el más innovador de beneficencia. 

El proceso desamortizador de bienes de dichas instituciones benéficas 
llevó aparejada en el transcurso del siglo XIX la transferencia a las Diputacio- 
nes de sus competencias, con el consiguiente desenlace de depósito de sus 
fondos documentales. 

Algunos de estos fondos son cerrados debido a la desq>aríción de las 
instituciones que los generaron, por ejemplo, los pequeños hospitales. Otros 
fondos, en cambio, corresponden a centros que han permanecido ea. activo 
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hasta la actualidad, aunque por supuesto teniendo en cuenta las lógicas y pro- 
ñindas alteraciones que han tenido lugar con el paso del tiempo, por ejemplo, 

los grandes hospitales regidos por fundaciones religiosas o particulares que 
devinieron en los hospitales provinciales, o también las antiguas casas de ex- 
pósitos y niños huérfanos que tras un largo proceso de transformación se convir- 
tieron en los recientes hogares de niños. 

Del rico legado documental heredado por las Diputaciones de las funda- 
ciones benéfíco-asistenciales de carácter eclesiástico o particular procedentes 
del Antiguo Régimen tenemos que subrayar algunas series documentales cuya 
génesis es en gran medida gencrali/able a la mayoría de dichas instituciones: 

a) Por un lado, la documentación de gobierno de instituciones benéfi- 
co-sanitarias. por ejemplo: las constituciones, estatutos^ ordenan^^.^, y los 
bros de actas capitulares 

b) Adquiere relevancia documental la administración de bienes patri- 
moniales: escrituras de propiedad, testamentos, libros de inventarios de bie- 
nes, apeos \ amojonamiento de heredades, donaciones, compraventa, permuta 
y arrendamiento de bienes . 

c) Desde el punto de vista judicial, se pueden encontrar pleitos funda- 
mentalmente referidos a los bienes. 

d) Expedientes y memorias descriptivag de obras de refonna y manteni- 
miento. 

e) En el terreno asistencial: expedientes de aaigridoa. registros de ingre- 
sos V estancias de enfermos, visitas eclesiásticas v libros de partidas de fiilleci- 
mientos v entierro de enfermos. 

O El régimen económico-financiero puede haber dado lugar a: censos y 
tributos: libros de juros, censos, memorias y tributos: hbros de posesiones. 

frutos V rg ntasi y iibrfts vu^ntasi 

Las fundaciones especializadas en la recogida de niños expósitos die- 
ron lugar a la siguiente documentación destacable: expedientes de recogida y 
testimonio de bautismo de niños expósitos, libros de registro de niños expósi- 
tos, libros de lactancia, libros de despensa, recepción y estancia de niños... 

La política be&éfico-asistencial del nuevo régimen constítucioDal se ca- 
nalizó a través de las Juntas municipales de Beneficencia cuya actividad ges- 
tora estuvo, en lineas generales, relacionada con las casas de socorro, las casas 
de maternidad, los hospitales de enfermos convalecientes y locos, los hospi- 
cios y los socorros domiciliarios, desarrollando en partioilar iniciativas de 
traslado de pobres y huérfenos desde los pueblos a las capitales, dotaciones de 
Encellas hospícianas para el matrimonio, ayudas para tomar bofios medicina- 
les y otros paliativos de la miseria y la maiginación. 
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El grueso de la documentación de estas Juntas se encuentra en los Ar- 
chivos Municipales, si bien en Diputaciones también se localizan series docu- 
mentales tales como actas, libros de registro de propiedades y derechos de 
establecimientos de la Junta, libros de «gtiiHn Ha Imhftreg etc, como conse- 
cuencia de la físcaüzación practicada sobre su gestión y contabilidad por las 
Juntas provinciales de Beneficencia. 

Recapitulando soléela gestación documental de los centros de benefi- 
cencia (casas de Misericordia o de Beneficencia) independientemente de su 
vinculación orgánica e histórica a las Juntas Municipales o a las Provinciales o 
a la Secciones de Beneficencia de las Diputaciones, conviene distinguir las 
siguientes series separadas por ámbitos: 

a) Ambito de gobierno de los centros: los libros de acuerdos de la Junta 
directiva de cada establecimiento, los re glamentos de funcionamiento y régi- 
men interior. 

b) Ámbito de administración de bienes y recursos: Inventarios de bie- 
nes V valores , expedientes de suministros de víveres y vestuario para acogidos, 
los libros de despensa . 

c) Ámbito de administración de servicios asistenciales: Expedientes de 
intenmmiento de acogidos. dekcfiQfim» de concesión de pensiones. deannÚA 
domiciliaria, de subsidio de lactancia, libros de registro de acogidos, libros de 
socorros de lactancia, registros de niflos expósitos entregados a nodrizas exter- 
nas, CTPcdiCTtcff de prohüamiCTtp de niflos expósitos, ftstfwlftíf dcmftfftratiYOff 

óñ talleres ( alparpateria. sombrerería, sastrería, etc). 

d) Ambito de administración económica: Expedientes de presupuesto 
general y adicional de cada establecimiento, ''qviidaglft Pes de gastos e ingre- 
sos, actas de arqueo, cuentas de caudales, libros mayares, li bros de cqj a. 



La producción documental específicamente dimanada de la gestión di- 
recta por Diputaciones a través de negociados o secciones de beneficencia se 
traduce en: Expedientes de formación de padrones benéficos , expedientes de 
asistencia , ex pedientes de ingresos en establecimientos benéficos pros incia- 
les. expedientes de ayuda económica para estancias en Centros asistenciales al 
margen de la Diputación, expedientes de adopción de expósitos , libros de es- 
tancias de enfermos, libros-registro de socorro de lactancias, libros-registro de 
visitas a centros benéficos provinciales, y por último, distintos tipos de libros 
de control de la contabilidad de toda la beneficencia pública provincial. 

En provincias con hospital o manicomio provincial promovido por las 
Diputaciones se observa una amplia repercusión documental causada por la 
complejidad oigánico-fimcional de dichas instituciones sanitarias, pudiáidose 
encontrar documentación referente al gobierno de los centros, a la gestión 
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administrativa, a la gestión propiamente asistencial y a la gestión económico- 
fmanciera; y, por su parte, las Diputaciones que han venido practicando la 
suscripción de convenios con instituciones hospitalarias religiosas o particu- 
lares de las propias provincias para la asistencia a enfermos pobres y con hos- 
pitales psiquiátricos de provincias limítrofes para el cuidado de dementes, con- 
servan un volumen de documentación mucho menor, que se reduce básica- 
mente a los expedientes de ingreso y estancia de enfermos pobres o dementes 
en el hospital concertado, los libros y cuentas relativos a los gastos generados 
por dichas estancias, los libros de visitas de inspección de enfermos manteni- 
dos con fondos provinciales, los expedientes de débitos a hospitales concerta- 
dos , los documentos de pago de estancias y poco más. 

La riqueza documental de las fundaciones benéficas originarias del An- 
tiguo Régimen (régimen social y político imperante hasta la llegada del nuevo 
régimen liberal nacido en las Cortes de Cádiz) es una valiosa fuente para in- 
vestigaciones de historia social sobre las fórmulas articuladas por los sectores 
eclesiástico y aristocrático, dominantes en la sociedad estamental, para ate- 
nuar los problemas de miseria, de indigencia, demencia, de abandono infantil, 
de prostitución y, en definitiva, de marginación social. 

Dada la magnitud histórica del problema de abandono de niños recién 
nacidos hasta entrado el s. XX, toda la documentación relativa a la recogida de 
niños expósitos constituye un recurso insoslayable en investigaciones sobre 
demografía histórica. 

A partir de la documentación presupuestaria y contable de los centros 
benéficos se pueden llevar a cabo estudios histórico-económicos sobre la evo- 
lución de la calidad y coste de la vida, y también estudios histórico-sociológi- 
cos sobre la evolución de la tipología de la alimentación. 

La trascendencia de las competencias provinciales relativas a Planes 
provinciales de obras y servicios, a Vías y obras Públicas, y a Arquitectura y 
Urbanismo, ha determinado en todas las Diputaciones el amplio volumen e 
interés de la documentación resultante: se trata fundamentalmente de planes 
provinciales de cooperación con los municipios, planes de caminos y de urba- 
nismo , entre otros; expedientes de obras en caminos vecinales : expedientes de 
obras acogidas a los distintos planes provinciales: abastecimiento de aguas, 
pavimentación, alcantarillado, construcción y reforma de casas consistoriales, 
de cementerios, etc; expedientes de obras en edificios provinciales y munici- 
pales; expedientes de delimitación de suelo urbano v normas subsidiarias del 
planeamiento . 

Esta realidad documental es aplicable a investigaciones sobre historia 
de la arquitectura, de la ingeniería urbana y rural, del urbanismo en las provin- 
cias, pudiéndose también llevar a cabo estudios sobre geografía económica. 
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urbana y agraria en entornos específicos de carácter comarcal o local; y sobre 
la planificación y ordenación de los territorios municipales. 

Como consecuencia de la gestión de los servicios educativos, cultura- 
les y deportivos, podemos idcntitlcar los siguientes productos documentales: 

En el terreno educativo: l:\pedientes de creación de Centros Educati- 
vos (Institutos de segunda enseñanza. Escuelas normales de Magisterio. Aca- 
demias de Bellas Artes, Escuelas de Artes y Oficios. Conservatorios de Músi- 
ca...); expedientes de becas, ayudas y pensiones para estudios : expedientes de 
subvención a colegios públicos y a escuelas de verano; estudios o declaracio- 
nes de demanda de centros universitarios ; convenios con universidades ... 

Hay que hacer referencia también a la documentación proveniente de 
centros docentes sostenidos por las Diputaciones: memorias anuales , relacio- 
nes de profesores v alumnos, e xpedientes de ingresos v bajas en centros do- 
centes , etc. 

En el campo cultural, nos podemos encontrar con: convenios ; expe- 
dientes de solicitud de declaración de monumentos histórico-artísticos de la 
provincia: expedientes de concursos v certámenes de pintura, teatro, poesía, 
narrativa, cine, fotografía...; expedientes de subvención a asociaciones y co- 
lectivos culturales (bandas de música, grupos folklóricos, teatrales, cine clubs...); 
«qiedientes de subvencióq parff ffigtiyi<1ades culturales, expedientes e informes 
referidos a la conservació n del patrimonio histórico-artístico. y en algunas Di- 
putaciones con expedientes generales de planes culturales provinciales . 

Las actividades desarrolladas por las Diputaciones en asuntos deporti- 
vos, aun siendo más recientes, tienen también una representación documental 
cuya entidad y volumen varía de unas instituciones a otras, pudiendo consistir 
en: convenios , expedientes de organización de actividades v competiciones 
deporti\ as. expedientes de subvención a clubs deportivos, expedientes de sub- 
vención a proyectos y programas de federaciones deportivas , e incluso en al- 
gunas Diputaciones, expedientes generales d e planes deportivos provinciales. 

En cuanto a las posibilidades de investigación podemos comentar va- 
ríos aspectos: 

a) Buena parte de la documentación educativa y cultural existente es un 
sugerente punto de partida para sumergirse en la evolución de la formación y 
la creación artística, científica y literaría, su trascendencia social y los apoyos 
institucionales recibidos en las distintas provincias. 

b) La documentación cultural es prímordial para sopesar la contríbu- 
ción de las Diputaciones a la democratización de la cultura en el marco pro- 
vincial, para aquilatar el carácter de cultura de élite o de cultura popular de 
las iniciativas emprendidas, para valorar histórícamente la pugna representa- 
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da por el binomio dirigismo cultural-democracia cultural, para confrontar la 
acción cultural pasajera o de escaparate con el establecimiento de infraes- 
tructura cultural de carácter estable, estimando las diferencias entre sus res- 
pectivas incidencias sociales. En definitiva, se trata de temas relacionados 
con la historia contemporánea, la sociología y la planificación, gestión y di- 
fusión cultural. 

c) La documentación deportiva es muy interesante con vistas a estu- 
dios sobre la falta de estabilidad de las actividades deportivas en el ámbito 
municipal, debido a que sólo se promociona el deporte de escaparate durante 
las fiestas de los pueblos. También se puede estudiar la relación inversa o 
directamente proporcional entre la demanda deportiva y el nivel cultural de 
la población. Se pueden elaborar estudios antropológicos sobre los juegos 
populares. 

d) Partiendo de documentación cultural y deportiva es muy sugerente 
la profundización en el hecho cultural y deportivo como vehículos de 
instrumental ización política por las sucesivas Corporaciones provinciales. 

Bajo el encabezamiento genérico de Promoción Económica conside- 
ramos todo el abanico de competencias ejercidas por la Diputación en relación 
con el fomento de los diversos sectores productivos integrantes de la economía 
provincial: Agricultura, ganadería, montes, turismo, industria, comercio, trans- 
portes y comunicaciones, debiendo constatar, entre otras, las siguientes secue- 
las documentales: 

- Expedientes de extinción de plagas. 
- Expedientes de instalación de estaciones agropecuarias. 
- Expedientes de instalación de paradas de sementales. 
- Informes veterinarios. 
- Censos de ganadería. 
- Expedientes de repoblaciones forestales. 
- Expedientes de creación de escuelas de capacitación agraria. 
- Expedientes de establecimiento o modificación de líneas de viajeros. 
- Provectos v Programas (de investigación o de impulso de un determi- 
nado sector productivo). 

- Informes v estudios (por ejemplo, de viabilidad de iniciativas de peque- 
ños y medianos empresarios industriales, agrícolas, comerciales...). 
- Expedientes de concesión de subvenciones y ayudas económicas. 
- Expedientes de cursos de formación. 
- Expedientes de ferias y exposiciones. 
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Obviamente, las aptitudes científicas de la documentación inherente a 
la función de Promoción Económica se enmarcan fundamentalmente en la ór- 
bita de la historia económica y social; de las ciencias económicas, empresaria- 
les y sociológicas. 

3,4. Competencias de hacienda y cubninistración económico'financiera 

En este bloque de competencias tenemos que distinguir entre, por un 
lado, el régimen financiero y tributario; y, por otro, el régimen presupuestario 
y contable. La producción documental relativa al régimen financiero y tributa- 
río se refiere concretamente a la competencia de Rentas y Exacciones provin- 
ciales. 

Con respecto a la planificación gestora de Rentas y Exacciones provin- 
ciales conviene citar, entre otras, series documentales como: los padrones y 
matriculas, los expedientes de inyosición de arbitrios provinciales, los con- 
ciertos con contribuyentes , etc 

En la recaudación de Rentas y Exacciones provinciales sobresalen: las 
rendiciones de cuentas de recaudación, libros de cuentas corrientes por recau- 
dación en período ejecutivo y voluntario; y las listas cobratorias. 

La documentación gestada por el régimen presupuestario y contable se 
enmarca dentro de Intervención y Tesorería: 

Intervención recoge las series documentales sobre formación de presu- 
puestos, sobre ejecución presupuestaria, ios diferentes tipos de cuentas y los 
libros principales de contabilidad. 

En Tesorería-Caja se incluyen las seríes documentales que son conse- 
cuencia de sus competencias de custodia y manejo de caudales públicos. 

Así teñónos, en Intervención: expedientes de presupuestos, cuentas ge- 
nerales presupuestarias, libros generales de gastos, expedientes de operacio- 
nes dg crédito... Y en Tesorería-Caja: Libros de Cgja. Libros dg iictag de wauw 
ycwntasdccawiaigs. entre otros. 

Las seríes documentales más significativas en relación con la Recauda- 
ción de tríbutos estatales son lasfflcntes semestrales y «walcs dg recawtecióB, 

los expedientes de condonación de contríbuciones, los padrones de contribu- 
WÚSSb los expedientes de participación en tríbutos estatales y los lüziQSJle 
cuentas con recaudadores . 

De la documentación que actualmente se está generando en la Diputa- 
ción referente a la recaudación de tributos municipales es oportuno aludir a los 
Convenios firmados entre la Diputación y los Ayuntamientos, las cuentas de 
recaudación del periodo voluntario, y las cuentas de recaudación del período 
gje^UtjvQ. 



265 



Copyrighted material 



José Ramón Rodríguez Clavel 



Las probabilidades de explotación cientííka de todo este bloque docu- 
mental remiten a la historia económica, a la historia social y ai análisis econó- 
mico actualizado de la hacienda de la Diputación provincial. 

La documentación de carácter fínanciero-tríbutarío posibilita el análi- 
sis de la incidencia socioeconómica de la presión fiscal a la que condujo el 
sostenimiento financiero de la Diputación por los municipios mediante fórmu- 
las tales como el contingente provincial, desde la década de 1870 hasta 1925, 
y la aportación municipal forzosa, desde 1925 hasta 1945. 

La documentación presupuestaria y contable permite, por ejemplo, ob- 
servar las políticas presupuestarias de la institución provincial en el marco de 
las tendencias manifestadas por los presupuestos generales del Estado, para 
valorar la dinámica pendular entre dos talantes predominantes: 

a) Por un lado, un talante emprendedor, que aun a riesgo de déficit presu- 
puestario, prioriza una política inversionista favorecedora del desarrollo provin- 
cial. 

b) Por otro lado, un comportamiento restrictivo que, refugiado en plan- 
teamientos de austeridad y en la comodidad del superávit, va aplazando suce- 
sivamente la solución de vigentes problemas de infraestructura provincial. 
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HISTORIA Y ARCHIVO: FALSIFICACIONES Y ANÉCDOTAS 



José María de Francisco Olmos 
Universidad Complutense de Madrid 

I. El Archivo' como parte viva de la Sociedad 

El origen de los archivos se confunde con el de la escritura. Los más 
modernos estudios nos dicen que la escritura nace ligada a la contabilidad, 
como consecuencia directa de las apremiantes exigencias de una economía en 
expansión, como fueron las primeras civilizaciones de los grandes valles flu- 
viales. 

En algún momento a finales del cuarto milenio a.C. la complejidad del 
comercio y la administración (especialmente la que se encargaba de la medi- 
ción de las crecidas y la observación del cielo) desbordó la capacidad 
mnemotécnica de la clase gobernante y se hizo necesario conservar de manera 
más fiable todos estos datos: así nació la escritura, y los archivos, en Sumer, 
Mesopotamia, probablemente en la ciudad de Uruk (la Erech de la Biblia) 
hacia el 3.300 a.c-. 

Desde este momento los archivos, considerados como la memoria de las 
instituciones y las personas, se convierten en elementos imprescindibles de las 
sociedades sedentarias, ahora bien su uso, conservación y consulta pasaron 
por numerosas fases, siempre ligadas a la sociedad a la que sirvieron. 

Junto a esta necesidad práctica, pronto los archivos adquirieron una di- 
mensión cuasi-sacral, en el sentido de que se convirtieron en custodios de tes- 
timonios de tiempos ancestrales, que muchas civilizaciones consideraban sa- 
grados, y por tanto las normas fijadas en aquellas tiempos alcanzaban catego- 
ría de mitos intocables. Aparece así la llamada «magia» del documento, de la 
palabra escrita por nuestros antepasados, que se percibe en todos los tiempos, 
aunque en determinadas sociedades se acentúa de forma inmensa, convirtién- 
dose en criterio inamovible de autoridad. Los archivos han estado tradicional- 
mente rodeados del misterio, de términos como «secretos», «sacros», «tesoros 
de cámara», inaccesibles dentro de fortalezas de altos muros, o en arcas de tres 

1 Las cuestiones propias de la Ciencia Archiv ística han sido tomadas de Concepción MENDO CARMON A: 
«El largo camino de la Archivistica: de práctica a ciencia» en Signo. Revista de Historia de ¡a Cultura 
Escrita, n" 2, 1995, págs 113-132. y «Los archivos y la archivistica: evolución histórica y actualidad» 
capitulo 1. págs 19-38, del Manual de Archivistica del que es editor Antonio Ángel RUIZ RODRÍGUEZ; 
así como de Manuel ROMERO TALLAFIGO: Archivistica y Archivos. Soportes, edificio y organización, 
Carmona. 1994, págs 35-71. 

2 Tras su invento la escritura se difundió con rapidez, los primeros textos egipcios son del 3.100 a.C, 
y las del valle del Indo del 2.500 a.C. 
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llaves, o incluso hoy en día protegidos por los complejos pasillos de la buro- 
cracia que, en algunas ocasiones, impiden un acceso directo a la documenta- 
ción cuando quien la controla no lo desea (problemas de personal, de restaura- 
ción, permisos de determinadas autoridades, ley de secretos oficiales, material 
clasificado, etc.). Bs decir, desde siempre el archivo es un objeto de «deseo», 
un tesoro del que nadie quiere desprenderse o perder su control, todos quieren 
tener los documentos originales, aunque no los entiendan y no puedan cuidar- 
los, o incluso aunque vaya en contra de todos los criterios de la ciencia 
archivística. 

De esta evolución, no tanto del archivo, sino de su relación con la histo- 
ria de la sociedad a la que sirve, trataremos en estas breves páginas. 

11. £i Mundo antiguo 

En este período dominan los llamados «Archivos de palacio», casi siem- 
pre custodiados en lugares relacionados con la divinidad, aunque su uso no 
quedara en ningún caso limitado a una «casta» sacerdotal, sino más bien a 
«profesionales» especializados en la gestión administrativa del estado, como 
pudieron ser los «escribas» egipcios. Las grandes economías de este período 
no hubieran podido subsistir ni alcanzar su esplendor sin estos archivos, donde 
se recogían desde los movimientos celestiales a las crecidas de los ríos, los 
límites de las fincas y los contratos de los arrendatarios, los impuestos y las 
relaciones exteriores. 

De este período más lejano podemos destacar los grandes archivos de 
las ciudades estado de Mesopotamia, así como de los Imperios del Cercano 
Oriente, como fueron Egipto, Mitanni, Babilonia, Asiría, o los Hititas, cuyo 
descubrimiento permitió no sólo descifrar su lengua sino también descubrir las 
relaciones comerciales y políticas que había entre ellos. 

El ejemplo más característico de este período tal vez sean las relaciones 
egipcio-hititas a fmales de la XVlll Dinastía y principios de la XIX (1400- 
1200 a.C). De especial interés es el archivo de Tell el Amama, la antigua 
Akhetatón, capital del faraón Amenotls IV ( Akhenatón), que fue abandonada 
(por conotaciones religiosas) poco después de la muerte de su constructor, 
convirtiéndose desde entonces en un lugar maldito, gracias a lo cual se descu- 
brieron allí casi intactos los archivos diplomáticos de este período^ 



3 Jacques PIRENNE: Historia del Antiguo Egipto, Barcelona, 1982, pág 326. La ciudad se abandonó 
prácticamente de un día para otro, se han encontrado los esqueletos de perros atados en sus casetas, mobi- 
liario diario intacto, etc. 
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Historía y Archivo: falsificaciones y anécdotas 

Como correspondencia los archivos de Hattusas, la capital hitita, nos 
muestran la otra cara de la moneda, conserv ando por ejemplo las cartas de la 
reina Ankhesenpaatón, legítima heredera de Egipto, que pide al rey hitita 
Suppiluliuma que le envíe a una de sus hijos para hacerle rey de Egipto, ya que 
no deseaba desposarse con ninguno de sus servidores, que al fin y al cabo 
habían traicionado el proyecto político de su padre. Unos cuantos años des- 
pués, se firmó la paz entre los dos grandes imperios después de la batalla de 
Kadesh (Ramsés II y Hattusil III) y este tratado se nos ha conservado en sus 
dos versiones^, con ligeros matices distintivos. 

La conservación de estos archivos fue posible porque la sociedad que 
los produjo fue destruida y su sucesora nos los encontró válidos para su modo 
de vida, con lo cual fueron abandonados a su suerte hasta el día de hoy, para 
contento de los arqueólogos, que gracias a ellos han podido reconstruir estas 
civilizaciones desaparecidas hace milenios. 

Avanzando en la época antigua llegamos al mundo greco-latino. Las 
polis griegas, ya muy desarrolladas administrativamente, necesitaban unos ar- 
chivos muy especializados, de hecho en Atenas cada magistratura tenía su 
archeion, es decir, el lugar donde se redactaban y conservaban los documen- 
tos expedidos por la autoridad^. 

En Roma los archivos pronto adquirieron gran importancia, en princi- 
pio la documentación pública estaba en el Templo de Saturno, en el mismo 
lugar que el erario público. Ninguna sentencia o decreto del senado era legal 
hasta que no se archivaba en el Aerarium. Este era el archivo estatal por exce- 
lencia, la plebe y sus magistrados tenían su propio archivo en el templo de 
Ceres, los registros y documentos fiscales los custodiaban los censores en el 
templo de las Ninfas, etc. Especial mención merecen también el archivo del 
Colegio de Pontífices, donde se guardaban fórmulas legales para resolver asun- 
tos litigiosos de ciudadanía y en general normas de jurisprudencia con toda 
una casuística secular*'; y el del Templo de Vesta, que estaba al cuidado de las 
vírgenes vestales, donde se guardaban los testamentos, tanto de los ciudada- 
nos como de extranjeros. 



4 El ejemplar, escrito en una tableta de plata, sellado por Hattusil III fue depositado a los pies de Ra en 
la capital de Ramsés y su traducción se grabó en las paredes de los templos de Amón, en Kamak. y en el 
Ramesseum. El ejemplar validado por Ramsés se depositó en Hattusas a los pies del dios Teshub. y su 
traducción en tablillas de arcilla pasó a los archivos reales, donde se encontró. 

5 En Atenas fue Etlaltés (460 a.C.) quien instituyó los archivos del Estado, que fueron depositados en 
una dependencia especifica del Bouleterion (Senado), custodiados por funcionarios especializados, los 
nomotliaques. Unos años después estos archivos se trasladaron al templo de la Diosa madre, Cibeles, el 
Metroon, situado en el Areópago. 

6 Durante la famosa invasión gala de Brenno (387 a.C.) se quemaron gran cantidad de documentos, y 
entre ellos se cita expresamente el caso de los Commentarii, libro de jusrisprudencia que se custudioba en 
el archivo de los pontífices, el más sagrado y secreto de la ciudad. 
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A finales del período, tras un incendió que afectó al templo de Saturno, 
se construyó un edificio específico para ser depósito de leyes y de documentos 
judiciales, el Tabularium , situado en el Capitolio, construido de sillería de 
piedra de asperón, sólido y a prueba de fuego; mientras los tratados diplomáti- 
cos permanecieron en el Templo de Júpiter. 

Además de estos archivos «públicos» los ciudadanos importantes tenían 
sus propios archivos privados, en salas especiales de sus casas llamadas 
tablinum. En Pompeya se ha descubierto un cofre de madera en la casa del 
banquero Lucio Cecilio Jucundo con tablillas de cera con operaciones banca- 
rías realizadas entre los años 53 y 62, también en Herculano se encontraron 
este tipo de archivos. 

En todos estos archivos romanos ya se ordenaban los documentos si- 
guiendo el principio de procedencia. 

Del período final de la República podemos comentar dos casos de utili- 
zación política de los archivos. En primer lugar el del Testamento del rey 
Tolomeo XII, último descendiente legítimo varón de los Lágidas, que en el 
año 80 a.C. dejó su reino al «pueblo romano». Este documento estaba en el 
Templo de Vesta y facultaba al Senado, como legítimo heredero, a tomar el 
control de Egipto. No fue aplicado de forma inmediata por los problemas in- 
ternos de la República, pero fue utilizado por sus hombres más poderosos para 
financiar su política. Así los nuevos reyes lágidas obtuvieron el título «amigo y 
aliado del pueblo romano» a un alto costo\ Ahora bien en al menos dos ocasio- 
nes sabemos que los egipcios intentaron destruir el documento, que al final y 
al cabo era la única base legal que los romanos podían presentar para intentar 
controlar Egipto, una durante la visita de Tolomeo XIII a Roma en el 59 a.C, y 
otra cuando Cleopatra VII era la invitada de César en el 45-44 a.C. 



7 Este edificio se construyó durante el gobierno de Lucio Comelio Sila (82-79), pero adquirió su forma 
definitiva en el año 78. Su base era una alta subestructura de opus quadratum, el lado más largo presentaba 
elevados arcos enmarcados por pilastras y su lado menor le unía al Capitolio. Su fachada al Foro impresio- 
naba por su gran arcada con medias columnas adosadas, mientras su interior esconde una gran sistema de 
bóvedas. Cada uno de los compartimientos que se alineaban a lo largo de la arcada consta de dos bóvedas 
de cañón que se cortan. La forma constructiva inicialmcntc utilitaria de este edificio adquiere rango monu- 
mental gracias a la adición de algunos elementos propios de la arquitectura helenística. 

8 Ptolomeo XIII Auletcs pagó en el 59 a.C. a Cesar, y a los oü^s triunviros. 6.000 talentos de oro a cambio 
de su reconocimiento como monarca, y desde entonces tuvo que seguir cediendo. Primero perdió Chipre, 
anexionado por Roma, luego tuvo que aceptar una guarnición romana en Alejandría y por último nombrar 
ministro de finanzas a Rabirio Póstumo. hombre de confianza de los banqueros romanos. 



274 



Copyríghted materia! 



Historia y Archivo: faJsi/Icaciones y anécdotas 

Como segundo ejemplo de la utilización de los archivos en la vida poli- 
tica romana podemos citar el juicio a Cayo Rabirio en el año 63 a.C. Tras ser 
nombrado Julio César pontífice máximo movió al tribuno Tito Labieno a acu- 
sar a Rabirio por la ejecución sin juicio de ciudadanos romanos durante la 
revuelta de Saturnino (hacia 37 años), empleando el procedimiento de 
«perduellio»^ cuya última aplicación databa del año 249 (en la persona del 
cónsul Publio Claudio Pulcher, tras ser derrotado en Lilibeo) y cuyos orígenes 
se remontaban a la época de la monarquía. La forma del juicio era arcaica y no 
daba ninguna garantía al acusado, pero César quería poner en evidencia a 
Cicerón y su «senatus consultum ultimum de re publica defendenda», es decir, 
una ley que si se aplicaba tal como querían sus defensores suponía una «dicta- 
dura» encubierta, ya que daba plenos poderes a sus poseedores, no les hacía 
jurídicamente responsables de sus actos en tanto aplicaban esta ley y dejaba en 
suspenso los derechos (libertas) de los ciudadanos romanos'". Fue un triunfo 
de César y sus aliados en todo regla, que hundió a Cicerón y a los optimates de 
forma casi definitiva. 

Con el Imperio y el camino hacia el absolutismo los departamentos ad- 
ministrativos se especializaron, estos scrinia tenían cada uno sus archivos", 
separados físicamente. En las provincias había también archivos, donde se 
recogía la legislación, jurisprudencia y documentación de la administración 
provincial. Esta organización nos muestra el concepto de archivo público, vin- 
culado a las instituciones del Estado, que confería fe pública a los documentos 
en él conservados. 

III. El mundo Aitomedíeval 

La caída del Imperio Romano supuso la práctica desaparición de su com- 
pleja administración, dando lugar a una Europa occidental dominada por los 
llamados reinos bárbaros, donde aún se mantuvo parte de la administración de 
tipo romano. En el caso de los visigodos asentados en España el Archivo Real 



9 El primer proceso fue el incoado por el rey Tulio Hostilio contra Horacio por el asesinato de su 
hermana y tenia unas normas muy rigurosas y rápidas, dando poder cuasi omnímodo a los jueces y ninguna 
garantía al acusado. Esta le.x regia de perduellionis fue la invocada, ya que no había sido derogada. 

lu El juicio terminó con un tecnicismo legal. Tras la condena en primera instancia y la consiguiente 
apelación a los comicios centuriados éstos se disolvieron sin emitir veredicto para acudir a defender la 
ciudad de una supuesta invasión, avisada desde el Janiculo mediante la bajada de la bandera roja que 
indicaba que un ejército enemigo se dirigía a la ciudad. 

II Scrinium a memoria: resoluciones emandas del emperador: a libellis: despacho de peticiones y 
consultas elevadas a la Corte; a cognitiones. litigios civiles y criminales que se presentaban ante el empera- 
dor; a rationibus encargada de las Hnanzas y la contabilidad imperial; ab epistulis, redactaba las contesta- 
ciones del emperador a las consultas formuladas por funcionarios y ciudadanos. 
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estaba situado en la urbe regia y su custodia estaba al cargo del Comes 
Thesaurarum, formando parte del «tesoro regio». 

La llegada de los árabes'^ y la redistribución de los reinos bárbaros llevó 
a la consolidación de una nueva sociedad donde casi con exclusividad fue la 
Iglesia la encargada de dotar a los territorios de una articulación administrati- 
va, aunque hay que decir que durante esta Alta Edad Media el concepto de 
Estado tal y como lo entendían los romanos prácticamente desapareció en be- 
neficio de la idea de estado patrimonial, propiedad personal de quien ejerce el 
gobierno sobre un determinado territorio. 

Los archivos también sufrieron estas modificaciones de la nueva socie- 
dad, el documento escrito vio restringido su uso, tanto por la escasa alfabetiza- 
ción de la sociedad como por la paulatina sustitución del derecho romano por 
el derecho germánico consuetudinario. Ahora bien, esta realidad objetiva no 
supuso la pérdida de importancia del documento, sino todo lo contrario. Los 
nuevos gobernantes tenían necesidad de la documentación escrita para asegu- 
rar sus derechos, ya fueran los ejercidos por los reyes como por los nobles, y 
será en este contexto cuando la Iglesia, que conservaba en catedrales y monas- 
terios la cultura clásica, y mantenía una organización territorial que llegaba a 
todos los lugares del nuevo sistema político, se convierta en pieza imprescin- 
dible del nuevo orden. Por una parte parte pondrá a sus miembros al servicio 
de la nueva administración como «expertos» en documentación, por otra será 
la encaigada de custodiar la nueva documentación producida por ella ya que 
además de contar con personas capacitadas para ordenarla sus dependencias 
estaban protegidas como recinto «sagrado», con lo cual reyes y nobles, estado 
y particulares, les confiaban sus documentos, y en tercer lugar se garantizará 
sus derechos y propiedades mediante documentos que serán utilizados para 
respaldar cualquier posible atentado o impugnación contra ellos. A esto debe- 
mos añadir que el archivo eclesiático, especialmente el episcopal, confería «fe 
pública» a los documentos que custodiaba, con lo cual muchos «falsos» fueron 
autentificados al encontrarse en estos archivos y ser dados por buenos. 

Es en este complejo contexto cuando se produjo la inas famosa falsifi- 
cación de la Edad Media, la Donación de Constantino, donde se unen todos los 
elementos mencionados anteriormente, y a los que se añaden las necesidades 

12 El mundo nuisuln^án fue desde el primer momento muy consciente de la importancia de los archi- 
vos, al tomar los modelos administrativos de bizantinos y sasánidas. En cada diwan. o sector administrati- 
vo, había un archivo, siendo los principales el de las tinanzas, el ejército y el de la cancillería. Estos 
archivos centrales se completaban con los regionales y los que estaban al cargo de los jueces (qadíes), que 
además de impartir justicia eran una especie de notarios, ya que ante ellos se hacían los contratos, matrimo- 
nios, testamentos, etc..., y de todo ello conservaban constancia en sus archivos. La práctica desaparición de 
los documentos musulmanes de Al-Andalus se explica por su la pérdida del valor probatorio y de garantía 
de derechos adquiridos. La conquista cristiana fracturó la sociedad que los había creado, anuló su utilidad 
y por tanto dejaron de conservarse. 
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políticas del momento de sus dos aetores principales: el papado y el reino de 
los francos gobernado por Pipino el Breve. 

No es ahora el momento de entrar en una historia detallada del docu- 
mento, pero sí es necesario hacer algunas precisiones. En el siglo VIH el Papa- 
do segi¿a sujeto a una especie de protectorado por parte del Emperador bizan- 
tino, cuyas fuerzas militares seguían presentes en Italia desde época de 
Justiniano, por otra parte los lombardos intentaban crear su propio espacio 
político en Italia a costa de los bizantinos y el papado. A estos problemas se 
aiUulíaii los cada vez más frecuentes ataques musulmanes en diversas zonas de 
Italia, donde las tierras de la Iglesia eran un blanco ficil de sus pillajes. 

Esta inestable situación se correspondía con los problemas al otro lado 
de los Alpes, en la Gaha existía el reino de los francos merovingios cuyos 
reyes llevaban laigo tiempo apartados del poder (reyes melenudos o reyes 
holgazanes) por varías dinastías de «mayordomos de palacio» que eran los que 
efectivamente gobernaban, y se habían enfrentado con éxito a sus vecinos, 
primero los visigodos y luego los árabes (Poitiers. Carlos Martel. 732). Estos 
«mayordomos» habían unificado los distintos reinos francos bajo la dinastía 
pipínida, pero no habían podido conseguir su último objetivo, el trono (asesi- 
nato de Childeberto en 661 y reposición merovingia) debido a la tldclidad de 
la población a la antigua dinastía, de orígenes míticos y santificada por la con- 
versión de Clodoveo al catolicismo (496), sólo el apoyo papal podía variar esta 
situación y Pipino el Breve estaba dispuesto a conseguirlo a cualquier precio. 

A mediados del siglo VIII Pipino mandó una embajada a Roma expli- 
cando el problema del reino franco, entre un rey que no gobernaba y un mayor- 
domo que ejercía efectivamente sus funciones, a lo cual el papa Zacarías (741- 
752) respondió que era mejor llamar rey a quien tenía el poder que a quien se 
había quedado sin el poder regio. Inmediatamente Pipino se proclamó rey (75 1 ) 
y los obispos ungieron al nuevo monarca por orden del papa, convirtiéndole en 
«rey por la gracia de Dios», sacralizando así la nueva monarquía. En el año 
754 el mismo papa Esteban II fue a Francia y ungió y bendijo de nuevo al rey 
y ahora también a sus hijos, Carlomán y Carlomagno, ratificando el apoyo 
papal a la nueva dinastía. Pipino se mostró en todo momento como subdito fiel de 
la Iglesia, nada más llegar el papa a territorio franco el rey y su familia salieron a 
recibirle a pie y se arrodillaron ante él, y luego el rey camino al lado del caballo del 
papa llevando sus bridas, como un simple escudero. Posteriormente Pipino juró 
poner todos sus medios para restaurar al papa en todos sus derechos' \ 

Aquí está la razón por la cual el papado puso su inmenso prestigio al 
lado de Pipino, su decisión no había sido tomada simplemente por mejorar el 
gobierno del reino franco, sino que buscaba un protector poderoso contra sus 

13 Louis HALPHEN: Carltmagnoy el Imperio Camlit^k», Madrid, 1992, pág 29 y ss. 
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enemigos del momento: bizantinos, lombardos (que habían conquistado el 
exarcado de Ravena en el 75 1 ) y musulmanes, por eso dio al rey y sus hijos el 
titulo de «patricios de los Romanos» y les convirtió en sus defensores militares 
y en garantes de sus derechos, pero qué derechos concretamente, esos serán 
los que se contengan en la famosa «Donación de Constantino», que el papa 
Esteban II llevó a Francia y mostró a Pipino para asegurarle la legitimidad de 
sus pretensiones. 

En este documento el emperador Constantino explica el motivo de su 
conversión al cristianismo, reverencia al papa Silvestre como el vicario del Hijo 
de Dios y a él y sus sucesores como representantes del principe de los Apósto- 
les, y para asegurarles su alta misión les confirió todos los honores imperiales y 
la primacía sobre el resto de las iglesias del mundo. Además dio al papa el 
palacio de Letrán y el derecho a usar la diadema y las insignias imperiales (clá- 
mide de púrpura, túnica escarlata, cetro, etc.), así como el poder de crear patricios 
y cónsules, y por fin la soberanía temporal sobre Roma, Italia y todo el occiden- 
te, por lo cual él traslada su corte y el poder imperial a Constantinopla, porque 
no es justo que donde el emperador celestial ha instituido el principado de los 
sacerdotes el emperador terrenal ejerza su poderío. Además Constantino agre- 
gaba que por respeto a San Pedro había desempeñado junto a Silvestre 1 el oficio 
de escudero, llevando de la brida su cabalgadura. 

Como se ve la Donación sirvió de modelo para el protocolo que Pipino 
utilizó en Ponthion para recibir al papa. En los años siguientes (755-756) los 
ejércitos francos cruzaron los Alpes y derrotaron a los lombardos, entragando 
al papa los territorios del antiguo ducado de Roma y del exarcado de Rávena, 
el llamado Patrimonio de San Pedro, origen de los Estados Pontificios. El abad 
de St.Denis, Fulrad, en representación del rey de los francos, depositó las lla- 
ves de todas las ciudades conquistadas en la tumba de San Pedro, así como el 
documento oficial de entrega de las mismas que se guardó «en los archivos de 
la santa iglesia romana»'"*. 

De este modo la Donación, muy probablemente redactada poco antes 
del viaje del Papa a Francia, se convirtió en la base jurídica para la creación de 
los Estados Pontificios y los papas la utilizarían muy frecuentemente para re- 
cordar a varios gobernantes sus obligaciones hacia Roma y para defender sus 
derechos temporales. Así Adriano I (772-795) recordó a Carlomagno la gene- 
rosidad de Constantino con la Iglesia a través de la Donación y sus sucesores 
consiguen que Ludovico Pío reconozca la validez jurídica del documento (81 6). 
A mediados del siglo IX la Donación era ya considerada como jurídicamente 
vinculante y se incluía en las Decretales pseudoisidorianas. En el siglo XI 

14 Líber Pontificalis, ed. L.Duchesne, París 1886-1892. tomo 1, pág 453. El biógrafo oficial del papa 
Esteban 11 escribe esto entre el 757 y el 759. 
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León IX y Gregorio VII la utilizaban como derecho positivo plenamanteexigi- 
ble y todavía en el siglo XV (1433) Segismundo de Luxemburgo tuvo que 
reconocer su validez para ser aceptado como emperador. 

A pesar del prestigio del papado desde un primer momento ya hubo 
quien dudó de la autenticidad del dociunento. Otón III (1001) dice expresa- 
mente que el fidsifícador fue el diácono Juan Dedocortado y niega validez a 
las pretensiones imperiales de los papas. También Federico II discutió su va- 
lor, pero la Iglesia se defendió con ardor y en 1425 quemó por hereje en 
Heidelberg a Johann Drfinsdorf, por poner en duda la autenticidad del docu- 
mento. Otros muchos dudaron del documento, como Guillermo de Occam, 
Marsilio de Padua, el cardenal Nicolás de Cusa y sobre todo Lorenzo Valla, 
canónigo de Letrán y secretario del papa Calixto III, que basándose no en sus 
ideas políticas sobre la lucha de poder entre el papado y el imperio, sino en 
procedimientos críticos textuales (1440) demostró que el documento era una 
falsificación altomedieval'\ aún así la Iglesia nunca lo ha reconocido oficial- 
mente como taK y la historiografía católica sólo aceptó el hecho en la segunda 
mitad del siglo XIX. 

Como puede verse que un documento sea falso no le quita importancia, 
ya que si en un momento determinado es considerado verdadero por las auto- 
ridades y autenticado por ellas puede influir de forma directa en la vida coti- 
diana de muchas personas. En nuestro país podemos citar el caso del «Voto de 
Santiago». 

Según la tradición el rey Ramiro I recibió la ayuda del Apóstol Santiago 
durante la batalla de Clavijo, y tras la victoria el monarca otoigó un privilegio 
(Calahorra, 25 de mayo del 834) por el cual ordenaba a todos sus súbditos 
pagar anualmente una medida de trigo (u otra producción) por cada yugada de 
tierra que se poseyera'^. El documento hoy sabemos que es falso, y probable- 
mente se realizara en el siglo XII intentando copiar el estilo de otras donaciones 
verdaderas del siglo X. 

Ahora bien esta falsifícacíón estuvo vigente, en especial en el reino de 
León y Galicia'^ hasta que por Real Decreto de 6 de noviembre de 1 834 fue- 
ron abolidas definitivamente estas prestaciones de pan y vino. Es decir, sobre 
un documento falso, que fiie confirmado oficialmente por vez primera por el 

1 5 Para más datos ver Guillermo GARCIA PEREZ c Ignacio IRIARTE: «La constitución del Empera- 
dor Constantino, origen del Estado Vaticano» en El Ateneo. Revista Cient^ka. Literaria y Artística, n' 
VIII, Cuarta Epoca, Madrid, 1997, págs 63-78. 

16 Eite tributo ae lepaitb en tercios, uno era para el cabildo de la catedral, otro para la fiibríca de la 
Iglesia y olro para el hospital de Santiago. 

17 En los pueblos de la Rioja, Álava, Navarra y Castilla no se pagaba este tributo, ya que una de sus más 
antiguas instituciones religiosas, el monasterio de San Millán de la Cogolla, no quiso ser menos que Santiago 
y también falsificó un documento, probablemente también en el siglo Xll, supuestamente del conde Fernán 
González (934), instituyendo el «¡Voto de San Millán)», que fue confirmado por el rey Sancho IV en 128S. 
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rey Alfonso XI en 1341, se creó una impresionante estructura económica que 
afectó a millones de personas y que para ellas era totalmente real. De hecho su 
importancia era tal que los Reyes Católicos extendieron la obligación de pa- 
gar el voto de Santiago al reino de Granada tras su conquista en 1492. 

Como es lógico su cobranza era difícil y con el paso del tiempo había 
disminuido mucho por lo cual la Iglesia de Santiago decidió llevar su caso 
ante la justicia, en concreto pleiteó en la Chancillería de Valladolíd (1578) 
para que los pueblos dependientes de los arzobispados de Toledo y Burgos, y 
de los obispados de Falencia, Sigüenza, Osma y Calahorra fueron obligados a 
pagar dicho tributo. El Consejo Real sentenció en 1628 declarando que el 
voto nunca se cobró en los obispados antes mencionados y por tanto los exi- 
mió de pagarlo, ahora bien, nombró jueces protectores del voto, un oidor de la 
Chancillería de Valladolid y otro de la de Granada para que vigilaran que en 
León, en Granada y en el resto de las poblaciones obligadas a tributar, se 
cumpliera escrupulosanienic el pago del voto, que se cobró de esta forma has- 
ta que las Cortes de Cádiz lo suprimieron por primera vez en 1812'*. 

Como puede verse la falsificación hay que entenderla en su contexto, y 
hay que estudiarla por sus consecuencias en la historia real y cotidiana, y no 
sólo desde el punto estrictamente académico. 

IV. La Baja Edad Media 

Desde el siglo XII la Europa occidental empieza su recuperación en 
todos los sentidos, económica, cultural, institucional, etc.. La monarquía se 
fortalece con el redescubrimiento del derecho romano y tiene que hacer frente 
a los «otros poderes» para sentar las bases de su gobierno, siendo la defensa 
de su patrimonio uno de los más importantes. De este modo tanto la monar- 
quía, como los grandes señores laicos y la Iglesia recopilan y cuidan al máxi- 
mo los documentos que atestiguan sus derechos de propiedad, son los llama- 
dos tesoros de cartas, base de su poder. 

Igualmente a partir del siglo XI 11 se empiezan a generalizar los regis- 
tros, libros donde se transcribían los documentos otrogados por una autori- 
dad. La cancillería pontificia fue pionera en su puesta en marcha (se generali- 
zan en época de Inocencio III), pero pronto se extendieron a otros lugares y a 
todas las áreas de la administración, lo cual no iue óbice para que hubiera 
muchos litigios, por ejemplo de términos de jurisidicción entre concejos, como 

IS Para hacerse una idea del \ olumen de dinero que se movía podemos ofrecer un dato del Duque de 
Arcos, que calculaba en 1 770 en un valor de seis millones de reales el grano entregado a Santiago. Los datos 
no son muy seguros ya que si los tomamos del catastro de Ensenada la cifia se reduce a 1 .775.6% reales de 
\ ellón. Ver Q. ALDEA, T.MARIN y J. VIVES: Diccionario de Historia Eclesiástica de EspcAa, Madrid, 
1975, tomo IV, pág 2783-2784. 
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los que hubo desde el siglo XII entre Segovia y Madrid, aportando cada parte 
documentos regios en que les entregaban las tierras en disputa, por lo cual los 
pleitos terminaban siendo seculares. 

Vamos ahora a comentar unos acontecimientos violentos. Las revueltas 
campesinas. En primer lugar la de Wat Ty 1er (Inglaterra, 1381), originada por 
un nuevo impuesto de capitación (tres monedas por cabeza) y por el manteni- 
miento de las caigas serviles, los rebeldes pedían la conmutación de todos los 
deberes serviles por una renta de cuatro peniques por acre (los maximalistas 
pedían también la confiscación de los bienes de la iglesia, el libre uso de los 
bosques y la abolición de las leyes de la caza). La violencia empezó en Essex 
a finales de mayo de 138 1 y se concentró en la quema de los castillos y de los 
archivos, donde se guardaban los privilegios señoriales. En junio entraron en 
Londres y siguieron el mismo comportamiento, y el rey, Ricardo II, les prome- 
tió el perdón y la emancipación del villanaje, dándoles documentos justifica- 
tivos de ello, consiguiendo que abandonaran Londres. Los rebeldes habían 
creído en la palabra del rey. sin comprender que Inglaterra era gobernada por 
el parlamento, el consejo real, la iglesia, los caballeros y sus letrados, que 
inmediatamente anularon las cartas reales y reprimieron con violencia a los 
que aún no habían vuelto a sus casas'*^. 

Hubo en Europa otras muchas revueltas similares a ésta y que acabaron 
del mismo modo. En España, en concreto en Galicia se dio el movimiento 
irmandiño (1467-1469), que con causas muy distintas se desarrolló de modo 
similar. Se atacaron las fortalezas , desde las cuales los nobles abusaban de su 
posición, ya fuera actuando como bandidos o exigiendo a sus siervos más 
servicios de los legales. De nuevo destrucción de castillos y archivos (unos 
130 entre castillos y torres fuertes) antes del contraataque feudal dirigido por 
Pedro de Madruga. 

Para terminar la época medieval es necesario realizar un alto en el Ar- 
chivo de la Corona de Aragón y en su papel en im momento critico de la 
monarquía: el compromiso de Caspe. El último rey de la Casa de Barcelona, 
Martín I el Humano, murió el 31 de mayo de 1410 sin haber designado for- 
malmente sucesor, ya fuera por testamento o por declaración pública, indican- 
do únicamente que su deseo era que recibiera la herencia el que por justicia la 
debiera tener, es decir el sucesor debía ser designado conforme al Derecho de 
los Reinos-". De este modo representantes de los tres reinos se reunirán y 

19 La confianza en un papel es verdaderamente inmensa. Un caso parecido se dio en pleno siglo XX. fue 
el de Neville Chamberlain, primer ministro británico en 1939 bajando de su avión agitando el papel firmado 
por Hhler tras la conferencia de Munich como «total» garantía del mantenimiento de la paz en Europa. 

20Acta pública redactada el día de la muerte del rey por una comisión presidida por Ferrer de Gualhes. 
canciller de la ciudad de Barcelona. Sobre el tema sucesorio en la Corona de Aragón ver Alfonso García- 
Gallo: «El Derecho de suces^ del trono oi la Corona de Aragón» en Anuario de Historia del Dera:fm 
Español, tomo XXXVI. Madrid. 1966. pigs S-187. 
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fijarán en la Concordia de Alcañiz (15-11-1412) las normas para la designa- 
ción del rey «en justicia». 

Ahora bien, los candidatos eran varios y las presiones tanto de los reinos 
como de los paises vecinos eran muchas, por lo cual los compromisarios tuvie- 
ron con frecuencia que pedir datos concretos al Archivo Real (cuyas ordenan- 
zas fiieron realizadas en época de Pedro IV en 1 384) para dirimir ciertas cues- 
tiones. Así la Generalidad de Cataluña, ordenó copiar en un códice todos los 
testamentos reales, norma básica de la sucesión, desde Jaime I hasta Martín I y 
remitirlo a los compromisarios-' para su uso. Igualmente sabemos que la Dipu- 
tación del General de Cataluña buscó en los archivos otros documentos sobre 
la sucesión, informando a sus compromisarios (14-abril-1412) que no encon- 
tró la renuncia de doña Leonor (hija de Pedro IV) a la Corona, aunque sí la de 
doña Violante (hija de Juan I ). Mucho insistieron los catalanes en encontrar la 
renuncia de Leonor con el fm de frenar las aspiraciones de Fernando de 
Antequera, su hijo, frente a las del conde de Urgel, lo que ai final no consiguie- 
ron, teniendo que aceptar al castellano como monarca. 

V. La Edad Moderna 

A mediados del siglo XVI se establece un nuevo sistema administrativo, 
caracterizado por unas monarquías absolutistas y centralizadoras, fuertemente 
burocratizadas, que necesitan grandes Archivos de Estado para concentrar toda 
la documentación generada por la Corona, hasta entonces dispersa en manos 
de consejeros, secretarios, diplomáticos y demás miembros que ejercían las 
funciones de gobierno junto al rey. La noción de propiedad de los archivos fue 
sustituida por la de archivos públicos, convirtiéndose estos en un elemento 
fundamental de la maquinaria administrati\ a. adquiriendo por tanto una fun- 
ción predominantemente jurídico-política, al ofrecer a los soberanos una do- 
cumentación útil para la afirmación de los derechos de la Corona y del Estado, 
y para el ejercicio del poder en sus territorios y en las relaciones con los ex- 
tranjeros. 



21 A este respecto hay que recordar que el Archivo Real se encontraba ntuado en el Palacio Real de 
Barcelona y que cuando en pleno interregno (1410) murió Gahriel Segarra. su arcliis ero-director, se hizo 
cargo del Archivo ci Uailc (Jeneral de Cataluña, en detrimento de las autoridades de los otros territorios de 
la Corona. Del mismo modo cuando estalló la guerra civil la Generalidad de Catalufla decidió por su cuenta 
incautarse del Archivo (decreto de 4 de agosto de 1936). alegando que el país pasaba por momentos de 
anarquía política, lo cual fue denunciado por su director en í'unciones, Jesús Ernesto Martínez Ferrando, al 
Ministerio de Instrucción Pública del gobierno central que inmediatamente declaró ilegal la medida 
mantenieno el archivo bajo su control directo. En nuestros días está previsto que el ACA esté bajo la tutela 
de un patronato formado por representantes de las comunidades autónomas que formaban parte de la Coro- 
na de Aragón, todavía no ha logrado constituirse. 
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De este época datan las disposiciones de los Reyes Católicos concen- 
trando sus archivos en las Chancillerías de Granada y Valladolid (1498), las de 
Carlos I sobre Simancas ( 1 545), completadas por Felipe 11(1 588) 

En la época de Felipe II, hay que distinguir claramente entre el Archivo 
del rey y el del reino. Este último es el Archivo de las Cortes de Castilla, del 
que tenemos noticia cierta desde 1 563 cuando se acordó librar a Juan de Henao 
seis ducados para la construcción de un cofre donde guardar «las escrituras 
tocantes al reino»-. La razón de que se formara el archivo ese año es funda- 
mentalmente hacendística, en 1 560 se había suscrito el encabezamiento gene- 
ral para cuyas averiguaciones tres diputados del reino consumieron un trienio. 
Desde entonces la documentación de este tipo sería la principal a tratar en las 
Cortes, siempre convocadas apara aportar dinero a la Corona, y los procurado- 
res deseaban conocer los trabajos y decisiones tomadas por sus antecesores. 
Así las Cortes posteriores encomendaron a varios diputados que consiguieran 
copias de documentos para incluir en este archivo, como los libros de las ante- 
riores Cortes, el libro del encabezamiento general, el cuaderno de leyes del 
servicio y montazgo de Enrique IV, etc. Desde ese momento las Cortes encar- 
gan a dos de sus procuradores para inspeccionar su archivo, así como para que 
vigilen su guarda y custodia. Así en las Cortes de 1588-1590 se acordó que 
Rodrigo Palomino y Ladrón de Guevara visitaran el archivo para que «vean la 
forma en que están los papeles y escrituras del Reyno, y si están con la guarda 
y decencia que conviene, y hagan ponerlos en la forma mejor que les pareciere; 
y si desta comisión resultare que el Reyno haya de hazer y proveer alguna cosa 
tocante a ello, den quenta de todo, para que se provea lo que conviniere»-^ 

El volumen de la documentación almacenada obligó a buscar un lugar 
adecuado para su conservación, así el 3 de octubre de 1 592 se aprobó un acuer- 
do con el prior del convento de San Martín en Madrid para que «dé una pieza 
en que se ponga el archivo de las escripturas del Reyno, por veinte años, o 
menos, o lo que el reyno quisiere, por 50 ducados cada año que es lo que ahora 
cuesta, y que en él será necesario hazer algunos edificios y comodidades que 
costarán 300 ducados poco más o menos»-"*. 

La especial relación entre el archivo del rey y del reino puede verse 
clara con un ejemplo. En 1 594 las Cortes necesitaban consultar ciertos textos y 
«los comisarios de lo del pleyto del servicio y montazgo dixeron que se havian 
sacado dos cédulas de S.M., la una para que en el archivo de Simancas se 
busque el quademo de leyes del servicio y montazgo del señor rey don enrique 
IV, y hallado, se haga sacar un traslado dél; y la otra para que del dicho archivo 



22 Acias de las Corles de Castilla, Madrid 1885-1889, Real Academia de la Historia, tomo I, pág 137 

23 Acias..., tomo X, pág 561. 

24 Acias..., tomo XII, pág 225. 
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de Simancas se dé una certificación de qué tiempo a esta parte consta por los 
papeles dellos se proveen las receptorías en la cédula contenidas en personas 
particulares, y no en los Procuradores de Cortes a quien pertenecen», tras esta 
declaración se votó que un procurador de cortes fuera con esas cédulas a bus- 
car los papeles y se encargó la misión a Alonso de Fonseca^^. 

El procurador tardó 19 días en cumplir su misión, informando de ella el 
13 de agosto diciendo que «en cun^limiento de su misión havia ido al archivo 
de Simancas y havia buscado, en virtud de la cédula que llevaba de S.M., el 
quademo de leyes del servicio y montazgo del señor rey don enríque, y que lo 
que en esto havia hallado lo traia autorizado, y que havia hallado otros papeles 
tocantes a este negocio de importancia y que por no dezir la cédula se diesen 
otros qualesquiera no los traia autorizados, y que traía traslado para que siendo 
convenientes, se saque cédula de S.M. y se enviarán luego, y que asimismo 
havia llevado otra cédula para que se diese certificación de que tiempo a esta 
parte se pro\een las receptorías del servicio ordinario y extraorduiario que an- 
dan apartadas de los Procuradores de Cortes en personas particulares»''', inme- 
diatamente el reyno acordó pagar a Fonseca los 1 9 días de trabajo a 4 ducados 
diarios, y librar 24 1 reales por el pago que se dio al secretario del archivo y a sus 
oficiales de derechos y de la busca, y de trasladar dichos papeles. 

Veamos si esta consulta se hizo siguiendo las instrucciones de Felipe II 
a Simancas, que recogían el carácter patrimonial del archivo y su inaccesibili- 
dad. 

En el apartado 16 de las Instrucciones el rey prohibía dar «traslado de 
privilegio, registro, cédula ni provisión ni de otra cualquiera escritura de cual- 
quier genero y calidad que sea, que estuviere en el archivo, a ninguna persona 
que lo pidiere por provisiones libradas por ningún Tribunal de nuestra corte ni 
de las nuestrasAudiencias ni Chancillerias ni por otro recaudo alguno SALVO 
por cédula nuestra fírmada de nuestra mano, imbiando los tales traslados a 
poder de la persona que por tales cédulas se ordenare sin los entregar a las 
partes. Y no se trata aqui de las escrituras originales, pues esta claro que no se 
ha de dar pri \ ilegio ni papel original a ningún ministro nuestro ni a otra perso- 
na en manera alguna». 

En el apartado 1 7 se dice como buscar las escrituras pedidas, volviéndo- 
las luego a su orden, en el 1 8 ordena que el traslado se haga únicamente en las 
piezas del archivo destinadas a ello, y en el 20 se dice claramente que las 
partes que van al archivo a buscar escrituras no estén presentes en la búsqueda 
de las mismas. En el apartado 27 se concretan los derechos de busca de los 
archiveros (15 reales diarios y dos días máximo), en el 29 se detalla la tasa por 

25 Acras ... tomo XUI, pág 279. 

2b Acias..., lomo XUI, pág 317-318. 
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el traslado de documentos, un real por hoja escrita en castellano y 3 por la 
escrita en latín; y en el 30 se dice expresamente que las personas que vayan a 
negociar al dicho archivo no entren ni estén en los aposentos donde hubiere 
papeles, mandando al archivero les tenga preparada una pieza especial, en que 
no estén piales ni escñptura alguna de mucha o poca importancia^^. 

Ahora bien, apesar de las Instrucciones, Fonseca vio más escrituras y 
trajo copias no autorizadas de ellas para pedir cédulas reales. No debió gustar 
al rey esta visita ya que domina la inaccesibilidad incluso para la justicia ya 
que aunque las escrituras eran de los derechos del monarca y sus subditos, 
éstos se supeditan a la voluntad real y el soberano guardaba celosamente el 
privilegio de autorizar la consulta y copia autorizada de ios fondos. 

Durante el siglo XVII se organizaron los grandes archivos reales euro- 
peos. Felipe IV creó uno en el Alcázar de Madrid para los papeles de sus Con- 
sejos en 1633. En Francia Richelieu hizo lo mismo en el Louvre, años antes 
Isabel 1 de Inglaterra organizó en 1578 el State Paper Otlcce; en Italia los 
grandes duques de Toscana y los Papas lo mismo, Paulo V ordenó reunir toda 
la documentación pontificia en el Archivo Secreto Vaticano (1611-^). 
Ya en el siglo XVI 11 la emperatriz María Teresa crea en Viena del Haiis-Hof- 
und Staatsarchiv ( 1 749), Y Carlos III ordena la formación en Sevilla del Archi- 
vo de Indias ( 1 785), donde Simancas mandó mucha documentación (257 cajas 
que pesaban 1909 arrobas) para unirse a la de la Casa de la Contratación. 

VI. La Revolución y la Europa Napoleónica 

La Revolución Francesa supuso una ruptura en el mundo de los Archi- 
vos, con los conceptos de soberanía nacional y estado de derecho y, ligados a 
ellos, los principios de responsabilidad, garantía de eficacia y justicia de la 
actuación de la Administración hacia el administrado. El archivo pasa ahora a 
considerarse una garantía de los derechos de los ciudadanos y jurisprudencia 
de la actuación del estado. A esto se afiade el fuerte sentimiento nacionalista 
del siglo XIX lo que llevó a concentrar la documentación de instituciones pú- 
blicas y privadas en grandes Archivos Nacionales, abiertos a los investigado- 
res, que aprovecharon estos depósitos documentales para recuperar la memo- 
ria histórica de la nación. De este modo la Revolución Francesa ya creó los 
Archivos Nacionales en 1789. 

27 Insinicción para el gobierno del Archivo de Simancas (año 1588), Madrid, 1989. Estudio fxn- José 
Luis Rodrigue/ de Diego, págs 70-75. 

28 Antes la documentación pontificia estaba en dilerentes lugares, aunque la gran masa documental había 
sqvido en su lugar tradkiooal el castillo de Sant* Angelo, que era el depósito principal desde época de Sixto 

IV (147 1-1484). En 1610 se ordenó la construcción del Archivio Segreto junto al patio de! Belvedere, en 1611 
se hizo la primera transferencia, en 1 6 1 2 se nombra archivero, y en i 6 1 6 se redacta el reglamento. 
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En los inicios del siglo XIX, durante las convulsiones napoleónicas los 
archivos también sufrieron las consecuencias de la guerra. 

En España la nueva administración de José Bonaparte se incautó los 
archivos de las órdenes eclesiásticas exclaustradas y ordenó realizar un inven- 
tario en 1809, además pretendió crear un Archivo Militar reuniendo toda la 
documentación del extinto Consejo de Guerra, de todos estos proyectos poco 
se pudo hacer. 

Pero la Guerra de Independencia si afectó profundamente al Archivo de 
Simancas. Las tropas francesas al mando del general Kellermann ocuparon el 
edificio y se ordenó enviar una selección de documentos a Francia (en 1 8 1 0 se 
quiso mandarlo todo pero por su volumen era imposible, se hubieran necesita- 
do unas 1 2.000 cajas) siendo ésta preparada por el canónigo vallisoletano Ma- 
nuel Mogrovejo, que fue el ayudante de Mr. Guitar en las tres remesas manda- 
das en mayo y junio de 1811. 

El archivero, D. Manuel de la Cruz Ayala y Rosales murió el 3 de di- 
ciembre de 1811 y en su testamento otorgado poco antes se lamenta de no 
haber podido evitar el expolio del archivo por parte de los franceses. Al fmal 
se mandaron 2 1 2 cajas a París. 

El Congreso de Viena ordenó devolver la documentación y ésta salió de 
París el 23 de febrero de 1 8 1 5, siendo nombrado comisario regio para recibirla 
D.Tomás González-"*. Se recuperó casi toda, aunque en Francia permanecieron 
algunos documentos de gran interés diplomático. 

Las órdenes de Napoleón no eran un fruto casual, el Emperador quería 
crear un gran Archivo General de Europa en París y por ello decidió trasladar 
documentación de los países que conquistó, siendo sus principales víctimas 
España y el Vaticano, algo que irritó enormemente a los nacientes nacionalis- 
mos. 

Ya en los acuerdos de paz firmados por el entonces general Bonaparte y 
la Santa Sede en 1 796, una de las clausulas obligaba al papa a entregar a Fran- 
cia 500 manuscritos y cuadros, estatuas, bustos entre ellos los de Marco y 
Junio Bruto, y lo mismo ocurrió en el 1 797. 

Años después, debido a las difíciles relaciones con el papa. Napoleón se 
anexionó los estados pontificios. Roma se convirtió en la segunda ciudad del 
Imperio y su hijo recibió el título de rey de Roma. El 1 8 de diciembre de 1 809 
Napoleón ordenó el traslado de la totalidad de los archivos pontificios a Reims 
(aunque luego su destino final fue París). De este modo el 17 de febrero de 
1810 salieron de Roma las primeras 1 17 cajas, a las que siguieron otras hasta 

29 Angel de la PLAZA BORES: Guia del Investigador del Archivo General de Simancas, Madrid, 
1986. págs 59-60. 
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un total de 3.239 cajas con un peso cercano a 500.000 kilos (carretas víaTurín). 
El entonces prefecto de los archivos, Gaetano Marini se trasladó a París para ir 
ordenando la documentación, que fue depositada en el Palacio Soubise. 

Tras Uentrada de las trqpas aliadas en París, el 31 de marzo de 1814, se 
ordenó la vuelta a Roma de los archivos (19 de abril) y el mismo Maríni, su 
sobrino Marino y Emanuele de Gregorio comenzaron los embalajes, pero an- 
tes de empezar los traslados volvió Napoleón al poder (los Cien Dias) y el 
traslado quedó suspendido. Tras la definitiva denota de Napoleón en Waterloo, 
Marino Marini volvió a París (3 de septiembre de 1 8 1 S) (Gaetano había muer- 
to en mayo) y a finales de octubre ya salieron 620 cajas con destino a Roma, y 
siguieron otros envíos durante 1816yl817^. 

Si en el primer traslado y estancia en París nada se perdió, en la vuelta a 
Roma hubo grandes pérdidas, en primer lugar el proceso original de los Tem- 
plarios y gran parte del proceso a Galileo. Además el propio Marini, no sabe- 
mos la razón, vendió en París restos de procesos del Santo Oficio (cerca de 
2.600 volúmenes) a un fabricante de cartón, después de haberlos sumergido en 
agua para borrar la escritura. Aproximadamente una tercera parte del material 
que salió de Roma nunca volvió a los archivos pontificios^'. 

Vil. El Triunfo del Liberalismo y el Nacionalismo 

Hay que esperar a la segunda mitad del siglo para que en Europa triunfe, 
aunque sean parcialmentes, las ideas de la revolución francesa y triunfe el 
liberalismo. De este modo el concepto de archivo nacional se retrasa, el Public 
Record Office del Reino Unido aparece en 1851, el Archivo di Sluio de Roma 
tai 1871, etc... En España hay que esperar a 1858 para ver la creación del 
Archivo General central del Reino en Alcalá de Henares (y también el Cuerpo 
Facultativo de Archiveros Bibliotecarios y Anticuarios), y el Archivo Históri- 
co Nacional de Madrid en 1866, que nace para albeigar la documentación de 
los archivos monásticos desamortizados y hasta entonces custodiados en la 
Real Acdemia de la Historia y ser un centro de investigación histórica. 

Si esto ocurría en Europa en los Estados Unidos se desarrollaba la ex- 
traordinaria aventura del Barón de Arizona, un caso de falsificación de prime- 
ra magnitud, donde los archivos jugaron un papel estelar. 

En 1848 el Tratado Gudalupe-Hidalgo (2-11) puso fin a la guerra entre 
EE.UU. y Méjico y entragaba al primero ios actuales estados de California, 

30 Para más datos \ er Marinci MARINI: «Memorie storichedeiroccupazione e restituzioned^oArchivi 
della S.Sede», dentro de la obra Riycsiimi Clcmeniis pqpae V, ex Valicanis archetypis...cura et studio 
Monachorum ordinis S-Benetiitit, anuo 1 Roma, 1885. 

31 itmaSESlSLK^STEhLE&ilAisrtgbtrosiksuplwasyle^ VIIdeAvifkm 
(1378-1394), Roma. 1988, pág> 43-44. 
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Nuevo Méjico, Arizona, Colorado, Nevada, Utah y parte de algunos otros (más 
de 2 millones de km-). En una de sus clausulas los EE.UU. se comprometían a 
reconocer y garantizar los títulos de propiedad españoles en sus nuevos territo- 
rios comprendiendo en los mismos las antiguas concesiones efectuadas a par- 
ticulares por la Corona de España antes de la independencia de Méjico. Esta 
clausula servirá de base a una sensacional estafa. 

En 1875 llegó a Phoenix un tal Jaime Addison de Peralta-Reavis, titu- 
lándose Barón de Arizona e informando a las autoridades que reivindicaba por 
derecho hereditario la concesión Peralta o Baronía de Arizona, otorgada por el 
rey Femando VI a don Miguel de Peralta en 1748, y que consistía en 52.000 
Km- en los que se encontraba la misma Phoenix, varios ferrocarriles y sobre 
todo importantes minas de plata. Todos los ocupantes de esta concesión eran 
de hecho sus arrendatarios y reclamaba al gobierno de Washington 50 millones 
de dólares por las concesiones que había «ilegalmente» otorgado a ciudadanos 
en sus tierras. 

Se creó un comité para verificar la reclamación del Barón ante quien 
éste presentó sus pruebas documentales. Los expertos e historiadores los de- 
clararon auténticos y después se pasó a discutir entre los abogados de ambas 
partes cómo salvar los problemas técnicos entre el poseedor de los derechos y 
los actuales propietarios de buena fe. Mientras importantes grupos de presión 
se apresuraban a cortejar al Barón, que les pagaba con amplias concesiones en 
sus tierras, el gobierno americano mandó a sus investigadores a las fuentes: los 
archivos mejicanos y españoles. Tras largos meses los investigadores informa- 
ron que en España había encontrado la concesión original a Peralta, y en Méjico 
habían encontrado el reconocimiento del virrey del momento de dicha gracia 
real y otras referencias en los archivos de la Inquisición. Igualmente declara- 
ron que el actual Barón era legítimo heredero del original beneficiario de la 
misma en calidad de esposo de su única descendiente viva y por tanto su recla- 
mación era legal. 

Tras conocerse este informe, concluido un año después de la llegada del 
Barón a Arizona, los afectados empezaron a pagar sus «tributos» intentando 
llegar a acuerdos antes de que la justicia dictaminara posibles desalojos e 
indemnizaciones. El ferrocarril Southern Pacific pagó 50.000 dolares, la mina 
Silver King un primer pago a cuenta de 25.000 y así hasta el más pequeño 
propietario hasta alcanzar una recaudación de cerca de 500.000 dólares oro 
anuales (durante casi una docena de años). Su tren de vida era fastuoso, com- 
pró múltiples residencias, incluso en Méjico y Madrid, donde fue oficialmente 
invitado a la Corte. 

Mientras esto ocurría un grupo de escépticos que se movía alrededor de 
los periodistas de la Gaceta de Phoenix decidió investigar por su cuenta y 
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contrató a un investigador privado para que consultara los archivos españoles. 
Allí ratificó los dictámenes de la Comisión oficial, encontrando los documentos 
en que el Barón basaba sus reclamaciones, pero de forma concienzuda siguió 

buscando y en un documento fechado en 1759 encontró una marca de agua que 
indicaba que el papel había sido fabricado en Wisconsin. Con esta nueva pista el 
Tribunal de Concesiones de Territraios Particulares de Santa Fe (que ya había 
aceptado como váUdas 87 concesiones españolas) mandó nuevos investigadores 
que descubrieron las falsi ficaciones en archivos de Guadalajara. Méjico, Seviliay 
Madrid. Miguel Peralta nunca existió, ni la concesión tampoco. 

El estafador se llamaba James Addison Reavis, había sido oficial del ejér- 
cito de la Confederación y había trabajado en una oficina territorial del gobierno 
federal. Allí se familiarizó con el problema de las concesiones españolas y junto 
a su habilidad como falsificador montó su historia. Durante un año se hizo pasar 
por historiador y viajó por Méjico y España, visitando archivos estatales y ecle- 
siásticos inlioduciendo sus «nuevos documentos» y retocando alguno auténti- 
co, consiguiendo construir su entramado familiar y territorial. En 1 890 el Tribu- 
nal de Concesiones rechazó la validez de la concesión Peralta y en 1895 se 
acusó a Addison de finude, condenándole a 6 afios de cárcel. 

Ya en el siglo XX los papeles españoles referentes a Indias, guardados 
en Sevilla, volvieron varias veces a ser protagonistas de hechos importantes. 
En la época del Porfirismo en Méjico, muchas aldeas fueron despojadas de sus 
tierras comunales por los terratenientes, apoyados por el Estado^^, y algunas 
pudieron rescatarlas gracias a los documentos españoles en que los reyes de- 
claraban estas tierras propiedad comunal, atmque muchos de ellos fueron des- 
truidos por las bandas «paramilitares» llamaríamos hoy, o se perdieron en los 
juzgados cuando se hicieron las reclamaciones por los campesinos. Madero 
prometió revisar las disposiciones abusivas sobre terrenos baldíos, y durante 
su corto mandato ( 1 4 meses) se restituyeron a las comunidades algunas tierras 
arrebatadas de forma arbitraria (Plan de San Luis), pocas ajuicio de los cam- 
pesinos y sus dirigentes armados, como Emiliano Zapata, que terminaron en 
nuevas luchas civiles y al final en el reconocimiento constitucional del dere- 
cho de los pueblos a que se les restituyesen las tierras injustamente apropiadas 
por los hacendados. 

Hoy en día el Congreso de EE.UU ha decidido reconocer en la Ley de 
Reclamaciones de Tierras del Tratado de Gudalupe-Hidalgo (en este tratado 
USA se comprometió a respetar la legislación vigente, pero siempre intentó no 
hacerlo en el caso de las comunales, mal vistas por la ley anglosajona, que se 



32 En especial ñie la ley de terrenos baldíos de 1 894 la que favoreció el deslinde de tierras sin propie- 
tarios reconocidos o con títulos de propiedad insuficientes, y la que por tanto dio carta blanca a los grandes 
propietarios para ampliar sus haciendas. 
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expropiaron en gran parte en 1892) la validez de las mercedes comunales e 
individuales hechas por la Corona de España. Una de los casos más conocidos 
es el de la Merced de Nuestra Señora del Rosario, San Femando y Santiago del 
Río Truchas ( 1 754), donde hoy viven 3 1 7 familias descendientes de ios pione- 
ros españoles. La ley anima a realizar las reclamaciones pertinentes y prevee 
crear y financiar un Centro de Estudio de las Mercedes Comunales. 

Bill Redmond, congresista por Santa Fe y patrocinador del proyecto, ha 
enviado una carta al rey de España pidiendo se busquen y envien copias de los 
documentos originales de las concesiones de la Corona para plantear las recla- 
maciones legales. 

A esta batalla legal se han unido muchas tribus americanas, que asesora- 
das por la Nati ve American Rights Found de Boulder, están ganando bastantes 
batallas legales utilizando como argumento las Leyes de Indias para reclamar 
tierras y agua. Así los «indios pueblo» utilizan estas Leyes y un decreto de 
FelipeVde 15 de octubre de 1713 para que se les devuelva el uso del agua que 
baja de las Montañas Sangre de Cristo^\ 

En la actualidad el Archivo de Indias sigue abierto a investigadores de 
todo tipo, algunos muy especiales, como los buscadores de tesoros. Conoci- 
dos en todo el mundo son el rescate de galeones como el de Nuestra Señora de 
Atocha o el Concepción. Todos los datos están en el Archivo, destino, pasaje- 
ros, carga, e informe de su pérdida, incluso intentos de recuperación. 

VIII. La Segunda Guerra Mundial y la Guerra Fría 

La última guerra mundial se caracterizó por la destrucción masiva, 
pero también por los grandes saqueos artísticos e históricos, obras de arte y 
documentación se convirtieron en botín de guerra de los vencedores de tur- 
no, y también en fuente de poder para controlar voluntades en la guerra fría 
que se desató al final de la guerra. Ambas partes utilizaron a científicos y 
militares que habían servido al III Reich y ocultaron su pasado y posibles 
responsabilidades criminales porque su colaboración les interesaba en la nueva 
situación mundial'^ 

Veamos algunos ejemplos. El archivo de las SS fue capturado en mayo 
de 1945 por una unidad americana al ocupar un castillo en Baviera antes de 
que pudieran ser destruidos, apenas se perdió el 10% y el resto se encontró 

33 ABC. 26 y 28 de abril de 1998. 

34 Tal vez el caso más famoso de utili/^ción de estos archivos de forma controlada sea el de Kurt 
Waldehim, que después de diez años como secretario general de la ONU, cuando se presentó para las 
elecciones de presidente de la República de Austria vio como salían a la lauz documentos que cuestionaban 
su actuación durante la Segunda Guerra Mundial, contKidos desde al menos 1948 y hasta entonces «ente- 
rrados» por intereses políticos. 
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desordenado. Los americanos lardaron dos años en ponerlo en funcionamiento 
y lo llevaron a Berlín, donde siguieron custodiándolo y sirvió como prueba en 
numerosos juicios, junto con el resto de grandes archivos alemanes incautados 
por los americanos y que pasaron a Estados Unidos. Actualmente estos archi- 
vos son una de las fuentes principales de la Comisión de Criminales de Guerra 
de la ONU. 

Ahora bien, otra parte de los archivos de las SS permaneció oculta hasta 
1997 en Praga. Este fondo fundamentalmente se componía de las Actas de los 
Tribunales de Guerra del III Reich, que fueron trasladados a la capital checa 
para protegerlos de los bombardeos en 1944. Desde entonces estuvo bajo el 
control de la KGB y posteriormente de la STASI (policía política de la RDA). 
Hoy en día se han dado a conocer y están siendo estudiados por los especialistas. 

Esto es una muestra del botín oculto con el que los soviéticos se hicie- 
ron tras la guerra, otro fue bien visible, como la mitad de los archivos de la 
familia reinante de los príncipes de Lichtenstein, confiscados por el Ejército 
Rojo en Viena (toda la serie de la A a la Z). Los rusos nunca quisieron devol- 
verlo, pero el Príncipe de Licchtenstein compró en una subasta en Sotheby's 
los archivos Sokolov, es decir, los documentos originales de Nicolai Alexeyevich 
Sokolov, encargado en 1919 por el almirante Kolchatk de realizar la primera 
investigación sobre la matanza de la familia imperial en Ekaterinburg y ofre- 
ció cambiárselo a los rusos por sus archivos familiares. La nueva Rusia acce- 
dió y de esto modo los Licchtenstein recuperaron sus archivos y los rusos 
obtuvieron el legado Sokolov, con el cual inmediatamente realizaron una ex- 
posición en el Museo Pushkin^', considerando este intercambio, tal vez, como 
un modelo para solucionar el contencioso que mantiene con varias naciones a 
las que se niega a devolver los tesoros confiscados durante la guerra y que la 
Duma ha nacionalizado recientemente. 

Para acabar este período es necesario volver a Alemania. Tras la caída 
del Muro de Berlín hubo unos pocos momentos de anarquía en la RDA y su 
primera demostración fue el asalto al cuartel general de la STASI, la odiada 
policía política de la RDA, realizado por opositores y confidentes. Se dice que 
un tercio de la población trabajaba en la sombra para esta policía. El objetivo 
de este ataque era la destrucción de los archivos, pruebas de su oposición o 
colaboración con el régimen. 



35 ABC, 1 1 de septiembre de 1997 
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IX. Espafta: de la Guerra Civil a la Democracia 

El Final de la Guerra Civil supuso la apertura de un nuevo régimen, que 
en sus primeros momentos confiscó gran cantidad de documentación y bienes 
a los vencidos (masones, partidos políticos, sindicatos, etc.). Todo lo cual se 
reunió en lo que con el paso del tiempo sería la Sección de Guerra Civil del 
AHN, instalada en Salamanca. 

Durante mucho tiempo esta documentación sirvió para reprimir la disi- 
dencia política o simplemente como recordatorio de la actuación de muchos 
españoles durante el período de la II República, lo cual podía cerrarles muchas 
puertas oficiales. Sin embargo hoy en día sirve para todo lo contrario, por una 
parte para demostrar documentalmente la pertenencia al ejército de la Repú- 
blica y obtener así una pensión, y por otra para que los que había visto confis- 
cados sus bienes, puedan reclamarlos. Fundamentalmente partidos políticos y 
sindicatos. 

Tras la ley de Reforma Política y con la Transición en marcha se tomó 
desde el poder una decisión muy importante, la destrucción de las fichas 
policiales utilizadas fundamentalmente por la Brigada Polilico-Sociai. Desde 
el punto de vista histórico una aberración, desde el político no, y así se hizo, 
pero no es la primera vez que se hace una destrucción «ritual». 

Estos actos políticos no son nuevos. En la Roma Imperial, losAnagliphi 
Traiani, que estaban en una barrera de mármol del edificio del Senado, en el 
Capitolio, nos muestran una imagen en bajo relieves de piedra que representa 
la quema en el foro, a la vista de las arcadas delTabularium, entre el templo de 
Vespasiano y la Basílica Julia, en presencia del mismo emperador Trajano, de 
códices, tablillas y docimientos públicos de compromisos de deudas y listas de 
deudores insolventes para garantizar una amnistía fiscal de impuestos de suce- 
siones^*. 

X. Los Archivos en la actualidad. Problemática 

Para terminar estas breves palabras creo que es necesario hablar de al- 
gunos hechos que han ocurrido recientemente en los archivos españoles y que 
nos ponen en contacto con estafadores, falsarios, ineptos y burócratas apega- 
dos demasiado a las ordenanzas y poco a la nueva situación. 

Últimamente los archivos han saltado a las páginas de la prensa y de los 
juzgados por varios hechos. El deseo de muchas personas, de buena o mala fe, 
de ser reconocidos como «nobles» ha llevado a unos a personalmente intentar 
«retocar» algún dato archivístico para probar su hidalguía (una persona fue 

36 M.ROMERO TALLAFIGO: op.cit., págs 41-42. 
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pillada «in fragantí» en Lugo falsificando datos de unos documentos del siglo 
XVIII, en concreto el Catastro de Ensenada) y a otros a intentar lucrarse de 
otras personas, es el caso de unos abogados llevados a juicio por falsificar 
pruebas que llevaran a terceros a podar reclamar un título nobiliario, y que hoy 
están procesados. 

En otro orden de cosas, más ligadas a factores económicos concretos, se 
han descubierto bastantes «alteraciones» en los datos de los catastros, e igual- 
mente han des^Miecido protocolos notariales (ligados a testamentos, deslin- 
des, etc.), no siempre de forma dolosa, sino que el problema de la recogida de 
esta documentación es muy complejo y a veces resulta poco menos que impo- 
sible. 

Todo esto que hemos comcniado hasta ahora se entiende porque en la 
mayoría de los archivos se está tan pendiente de que los usuarios no sustraigan 
documentación, que no se dan cuenta lo «fácil» que puede ser introducirla o 
variar la que allí se encuentra sin grandes dificultades. 

Para concluir sólo citar dos casos de gestión de archivo que son bastante 
llamativos. En primer lugar uno ordenancista. En el Archivo del Ministerio de 
Justicia de Madrid se encuentra una sección de Nobleza, que guarda la docu- 
mentación que el procedimiento administrativo de concesión y transmisión de 
dichos títulos ha generado. En él se puede consultar la documentación de los 
títulos vacantes, pero la de los títulos «vivos», es decir que tienen un titular, 
hoy en día no pueden ser consultados sin el expreso permiso del interesado. 
Parece lógico si se aplica como en los protocolos notariales, una reserva sobre 
la documentación de menos de cien años, pero en este caso no hay tope de 
fecha, nada de esos legajos se puede consultar, para lo cual aducen una orden 
ministerial de 3 de marzo de 1918, que parece hoy bastante superada por otra 
legislación de rango superior. Ahora bien, con esto no defiendo en ningún caso 
el acceso libre y total a la documentación, el honor e intimidad de las personas 
deben conserv arse a toda costa, y en nuestro país hay documentación «muy 
sensible» que debe permanecer, a mi entender, muy restringida. Veamos algu- 
nos casos. Tenemos documentación de delaciones durante la guerra civil y la 
posguerra, ahora los herederos de los que las sufrieron quieren saber quién fue 
el delator, existen censos de prostitutas de los años 30 y 40, incluyendo fotos, 
igualmente los datos de la inclusa, etc.. Todo este material sólo debe ser mos- 
trado al interesado concreto y verificando que no se perjudique a terceras per- 
sonas, el derecho a saber debe en estos casos controlarse con exquisito cuida- 
do, porque puede dañar a otras personas, la mayoría de las cuales no tienen 
ninguna responsabilidad en los hechos que pueden salir a la luz. 

El segundo caso que quiero comentar es mucho más grave. En un archi- 
vo municipal de Extremadura, se encargó la ordenación de su parte histórica a 
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un licenciado en historia cuyas conexiones políticas eran su mejor carta de 
presentación. Este personaje decidió, nunca sabremos el motivo, ordenar el 
archivo de forma cronológica pura, yno se le ocurrió otra cosa que fragmentar 
los expedientes, cogiendo cada documento por separado y colocándole» una 

tras otro por su fecha de emisión. Con lo cual hizo un flaco favor a este pueblo 
y a su historia, mucha de la cual va a ser difícilmente reconstruible. 

Con esta ancccidta Icnniim esta comunicación, cuyo objetivo era mos- 
trar la importancia del archivo en la sociedad, no como mero depósito de docu- 
mentos sino como un lugar vivo, que debe upar un lugar preponderante en la 
misma y ser respetado y utilizado de la mejor manera posible por todos. Y 
también reivindicando la profesión de archivero, un trabajo mu> especializa- 
do, que requiere años de preparación y que no admite el «intrusismo» profesio- 
nal, no se pueden «hacer» archiveros con un cursillo de treinta horas o encar- 
gar a personas sin los conocimientos específicos que realicen tareas 
archivísticas, porque los resultados pueden ser catastróficos, como ya hemos 
comentado. Por toldo lo cual los profesionales, tanto archiveros como investi- 
gadores, deben realizar una defensa del patrimonio documental para que las 
autoridades competentes tomen conciencia de los problemas y pongan solu- 
ción a ellos. 
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El presente volumen recoge la mayor 
parte de las ponencias pronunciadas durante el 
Curso de Verano de la UCLM titulado "El Patrimonio 
Documental: Fuentes Documentales y Archivos", 
desarrollado los días 22-24 de julio de 1998 en el 
Archivo Histórico Provincial de Cuenca. El hecho, 
en sí mismo, es importante por dos circunstancias 
que no pueden pasar desapercibidas: se trata del 
primer Curso de Verano dedicado al Patrimonio 
Documental en el ámbito de la UCLM y, en segundo 
lugar, porque la labor de difusión cultural es 
primordial hoy en día en Archivística, funda- 
mentalmente con la publicación de cursos 
orientados a la formación de futuros profesionales 
de archivos. ^\ yf 

En sus páginas se analizan las Insti- 
tuciones y su evolución histórica, en perfecta 
consonancia con la documentación que producen, 

desde la Edad Medía hasta la actualidad por parte 
de excelentes profesionales de la Historia y de la 

Archivística. 
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